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REFORMA  HIPOTECARIA 


GUATEMALA. 

IMPRENTA  DELA  PAZ:  CALLE  DE  GUADALUPE. 

18  7  3. 


DEL  SR  LICENCIADO  DON  MANUEL  UBICO 


mediados  de  Febrero  de  1871  el  Supremo  Gobier- 
no tuvo  á  bien  encargarme  de  formar  un  proyecto  de  ley 
hipotecaria.  Resultado  de  esa  comisión  y  de  los  estudios 
y  trabajos  que  su  desempeño  ha  requerido,  es  el  proyec- 
to que  me  hago  el  honor  de  poner  en  manos  del  Sr.  Mi- 
nistro. Precédele  un  informe  en  que  se  ponen  de  ma- 
nifiesto los  vicios  del  actual  réjimen  hipotecario  y  la  ne- 
cesidad de  su  reforma:  se  procura  presentar  una  idea  ele- 
mental del  nuevo  sistema  que  se  propone,  basado  sobre 
el  principio  de  publicidad  y  especialidad  absolutas;  y  se 
csplicau  al  fin  la  mayor  parte  de  las  disposiciones  con- 


SOBRE  LEY  HIPOTECARIA. 


Al  Sr.  Ministro  ele  Gobernación  y  Justicia. 


Guatemala,  Abril  29  de  1873. 


SEXOR: 


f 
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tenidas  en  el  mismo  proyecto.  Por  separado  se  acompa- 
ñan los  modelos  :C  (pie  en  ¿1  se  hace  referencia. 

Indispensable  ha  sido  estender  el  indicado  informe, 
ora  para  motivar  las  muchas  y  muy  radicales  reformas 
que  en  el  derecho  constituido  introduce  el  proyecto,  o- 
ra  para  que  pueda  juzgarse  acerca  de  la  conveniencia 
de  adoptarlo,  ora  para  indicar  algún  tanto  el  sentido 
en  que  hayan  de  interpretarse  y  aplicarse  sus  disposicio- 
nes, si  es  que  llega  á  ser  ley.  Lo  complicado  (pie  tenia  que 
ser  para  abrazar  y  poner  en  armonía  todos  los  actos  que 
afectan  á  la  propiedad  inmueble,  podría  dar  lugar  á  que 
algunas  de  aquellas  disposiciones  pareciesen  abstrusas, 
tanto  mas  cuanto  que  son  el  desarrollo  de  un  sistema  no 
conocido  de  nosotros  en  la  rigurosa  aplicación  del  princi- 
pio de  publicidad.  Sin  desconocer  que  ese  trabajo  reque- 
ría capacidades  y  luces  superiores  para  llevarlo  a*  cabo 
de  una  manera  satisfactoria,  no  ha  sido  esto  bastante 
:í  conceptuarme  eximido  de  lo  que  estime  como  un  de- 
ber oficial  que  no  podia  declinar.  Así,  sin  aspiración  al- 
guna á  presentar  una  esposicion  doctrinal  ó  exejetica  del 
proyecto,  he  empleado  todos  los  medios  que  han  estado 
a  mi  alcance  para  responder  al  compromiso  (pie  el  de- 
sempeño de  la  comisión  importaba. 

He  deseado  dar  cuenta  de  ella  mucho  antes  de  aho- 
ra: mas  como  el  Sr.  Ministro  en  su  competencia  se  servi- 
rá reconocer,  no  era  posible  conseguirlo,  tratándose  de 
una  materia  ardua  y  (pie  hasta  ahora  comenzamos  á  es- 
tudiar como  sistema  jurídico  económico,  contando  para 
ello  con  muy  exiguos  elementos  de  instrucción.  Por  otra 
parte,  la  mesura  y  detenimiento  con  que  es  debido  pi'^-j^É 
ceder  al  proyectarse  una  ley  de  tanta  trascendencia.  co-~^^^ 
ino  la  que  ü*  los  derechos  sobre  los  inmuebles  se  refie- 
re, han  sido  otro  obstáculo  para  llenar  el  deseo  antes  ma- 
nifestado. 

Sr.  Ministro:  Al  terminar  la  comisión  (píese  me  con- 
firió, no  puedo  abrigar  m:is  que  la  desconfianza  que  ins- 
pira la  dificultad  de  alcanzar  el  acierto  en  materia  co- 
mo la  (pie  ha  sido  objeto  de  mis  pobi  e.s  tareas:  materia 
en  (pie  se  toca  el  derecho  civil  en  su  mayor  parte:  en  que 
así  domina  el  elemento  económico  como  el  jurídico,  en- 
trando en  frecuente  colisión  de  principios  y  tendencias:  y 


que,  'en  fin,  entraña  muchas  cuestiones  sobre  las  cuales  se 
espera  aun  el  fallo  de  la  ciencia,  pero  que  ha  sido  inelu- 
dible presentar  resueltas  en  algún  sentido  al  formular  el 
proyecto. 

Defectuoso  como  debe  de  ser,  puede  sin  embargo  con- 
fiarse en  que  examinado  por  ilustrados  jurisconsultos  co- 
mo los  que  cuenta  la  majistratura  ó  se  han  distinguido  en 
el  foro,  quedará  purgado  de  los  errores  que  contenga,  rec- 
tificadas y  mejoradas  sus  disposiciones;  y  es  de  esperar- 
se que,  mediante  esa  nueva  elaboración,  se  confeccionará 
con  mayor  acierto  la  ley  que,  afianzando  sobre  bases  in- 
destructibles los  derechos  en  la  propiedad  territorial,  im- 
pulsará poderosamonte  al  país  en  la  senda  del  progreso. 

Llenaré  todavía,  antes  de  concluir,  un  deber  de  jus- 
ticia, á  la  par  impuesto  por  el  reconocimiento,  consig- 
nando aquí  los  servicios  prestados  á  la  comisión  por  los 
jóvenes  letrados  Don  Salvador  Falla  y  Don  Ricardo  Oa- 
sanoya:  el  primero  en  concepto  de  auxiliar  nombrado  por 
acuerdo  superior  y  desde  que  ella  inició  sus  estudios;  el 
segundo  algún  tiempo  después,  mostrándose  deferente  á 
mi  invitación  y  deseoso  de  instruirse  en  la  especialidad 
del  nuevo  réjimen.  Uno  y  otro,  con  igual  laboriosidad  y 
perseverancia,  y  animados  del  mismo  celo,  han  tomado 
parte  en  la  dilucidación  de  las  materias  y  en  los  traba- 
jos que  exijia  la  formación  del  proyecto:  han  sido  sus 
colaboradoros,  trayendo  al  seno  de  la  comisión  sus  cono- 
cimientos y  demás  dotes  de  intelijencia  que  los  distin- 
guen; y  han  prestado  así  un  servicio  que  acaso  no  sea 
estéril  y  que  los  hace  mas  recomendables  en  el  mereci- 
do concepto  de  que  disfrutan. 

Quiera  el  Señor  Ministro  aceptar  el  respeto  y  consi- 
deraciones con  que  me  suscribo  su  atento  servidor. 


Manuel  Ubico. 


I 
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MINISTERIO  DE  JUSTICIA 


Mayo  3  de  1873. 

Con  presencia  de  la  comunicación  anterior  y  del  in- 
forme y  proyecto  de  ley  á  que  se  contrae,  el  Sr.  Presiden- 
te provisorio,  con  fecha  3  del  que  cursa,  entre  otras  dis- 
posiciones, tuvo  á  bien  acordar:  Que  por  el  Ministerio  de 
Justicia  se  manden  imprimir  en  numero  de  cuatrocien- 
tos ejemplares,  el  informe  y  proyecto  indicados,  y  que 
verificado  se  pasen  á  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  al  Co- 
lejio  de  Abogados,  á  la  Sociedad  Económica  y  al  Lic.  Don 
Arcadio  Estrada,  Majistrado  y  Consejero  de  Estado,  para 
que  emitan  su  dictamen  sobre  aquel  trabajo. 


Soto. 


c 


PRESENTADO  AL  S.  G.  SOMETIENDO  Á  SU  ILUSTRA- 
DA CONSIDERACION  EL  PROYECTO  DE  LEY  SOBRF 
REFORMA  DEL  REJIMEN  HIPOTECARIO. 


Todo  cambio  en  la  lejislacion  ha  de  fundarse  en 
sólidos  motivos:  la  abolición  del  actual  réjimen  hipote- 
cario y  la  adopción  de  otro  cualquiera  deben  pues  ba- 
sarse en  razones  que  las  justifiquen.  Es  por  tanto  ines- 
cusablc  á  la  comisión  hacer  presente,  siquiera  por  me- 
dio de  un  lijero  exámen,  los  defectos  y  vicios  mas  re- 
marcables de  la  lejislacion  en  materia  de  hipotecas  y 
otros  derechos  reales  que  tan  íntimamente  se  relacio- 
nan con  ellas,  puesto  que  la  reforma  no  podrá  ser  a- 
ceptada  sino  en  tanto  que  esos  precedentes  la  recla- 
men, y  ella  acierte,  por  otra  parte,  á  contener  dis- 
posiciones eficaces  para  crear  en  el  país  el  crédito 
de  la  propiedad  inmueble,  elemento  vital  para  el  desar- 
rollo de  la  industria  agrícola,  y  objeto  que  se  propone 
la  teoría  hipotecaria  en  la  combinación  del  derecho  con 
los  principios  económicos. 

I. 

Las  leyes  romanas  sobre  hipotecas,  pasando  en  su  ma- 
yor parte  á  formar  el  derecho  español  en  esta  materia,  como 
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en  casi  todas  las  demás,  y  atravesando  un  espacio  do  ca- 
torce siglos,  Bon  las  que  constituyen  nuestra'lejislacion  hi- 
potecaría, con  escepcion  de  muy  pocas  disposiciones  que 
del  XVI  en  adelante  se  emitieron  en  España  y  de  la» 
cuales  se  nos  trasmitieron  algunas  antes  de  nuestra  e- 
maneipacion.  Leyes  que  á  tanto  tiempo  han  podido  so- 
brevivir y  que  lian  recibido  la  sanción  de  las  gene- 
raciones que  las  lian  observado,  son  todavía  dignas  de 
respeto;  pero  rendido  ese  homenaje  reclamado  por  la 
justicia,  y  descendiendo  ií  analizarlas  con  mediano  crite- 
rio, no  puede  dejarse  de  reconocer  que  muchas  de  ellas 
enj  su  especial  constitución  jurídica,  y  principalmente 
por  el  sistema  altamente  protector  á  que  corresponden 
exifen  innovaciones  atemperadas  á  un  órden  de  cosas 
y  a  principios  muy  diversos  de  los  que  debieron  influir 
en  la'omisioifde  e-as0disposieiones.  Bien  pudo  responder 
aquel  sistema,  si  así  puede  llamarse  el  conjunto  de  las 
leyes  de  los  romanos  en  esta  materia,  á  las  costumbres  y 
exijencias  de  tiempos  ya  [remotos  que  inclinaban  Inicia 
ellas  el  espíritu  y  tendencias  del  lejislador;  mas  en  las 
continuas  trasíbrmaciones  á  que  los  pueblos  están  some- 
tidos por  una  se'rie  de  transiciones,  unas  ostensibles,  im- 
perceptibles otras,  producidas  por  el  decurso  del  tiempo, 
por  la  influencia  de  los  grandes  acontecimientos  políticos 
iciales,  y  por  el  contacto  con  otros  pueblos  mas  civi- 
lizados, la  reforma  en  ese  ramo  de  la  lejislacion  se  hace 
indispensable  y  aun  adquiere  un  ^carácter  [apremiante: 
resistirla  ó  aplazarla  siquiera,  seria  oponer  una  remora 
al  movimiento  progresivo  que  arrastra  á  las  sociedades 
modernas  hacia  la  mejora  de  sus  instituciones.  De  allí  es 
que  en  la  época  presente  en  la  cual,  acaso  mas  que  en 
ninguna  otra,  se  lineen  sentir  ó  aparecen  mas  pronun- 
ciadas  necesidades  sociales  (pie  no  pudieron  tener  en 
cuenta  los  lejisladores  romanos,  las  naciones  de  uno  y  otro 
continente  se  ocupan  en  revisar  sus  leyes  y  resumirlas  en 
códigos  articulados,  adaptándolas  á  las  exijencias  de  la 
¿poca,  á  las  costumbres  contemporáneas,  y  á  las  nuevas 
condiciones  de  existencia  en  que  los  pueblos  se  encuen- 
tran constituidos.  A  la  par  de  aquellas  evoluciones  mar- 
cha tauiliien  la  ciencia  de  la  lejislacion,  que  inspirada 
por  mejores  principios,  con  el  concurso  de  otros  conocí- 
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intentos,  y  á  la  luz  de  la  filosofía  y  del  estudio  del  dere- 
cho comparado,  descubre  la  imperfección  ó  inconvenien- 
cia de  las  leyes  que  están  en  observancia,  é  indica  al 
lejislador  la  senda  por  donde  debe  discurrir  para  salir 
al  encuentro  de  las  nuevas  necesidades. 

En  nuestro  derecho,  ninguna  materia  presenta  como 
Ja  hipoteca,  tanta  confusión  e  incertidumbre;  ninguna 
otra  se  resiente  de  principios  tan  incoherentes,  de  dispo- 
siciones tan  heterojéneas.  A  producir  ese  caos,  oríjen  per- 
manente de  inseguridad  en  todo  lo  que  se  roza  con  la 
propiedad  raiz,  y  con  frecuencia  causa  de  interminables 
contiendas  judiciales,  concurren  en  primer  término  con  los 
privilejios,  las  hipotecas  preconstituidas  por  la  ley,  que 
consultando  el  interés  público  ó  el  de  la  familia,  ó  bien 
obedeciendo  a*  otras  consideraciones  no  siempre  sosten  i- 
bles  ante  la  razón,  acuerda  aquella  garantía  en  favor  de 
algunas  personas,  de  ciertas  causas  orijinarias  do  la  obli- 
gación, y  de  algunas  entidades  jurídicas.  Al  predominio 
de  ese  espíritu  de  protección  en  las  leyes  romanas,  deben 
«u  oríjen  multitud  de  hipotecas  en  favor  de  acciones 
y  de  personas  que  quedaron  en  consecuencia  sujetas 
ií  la  perpétua  tutela  de  la  ley;  y  así  es  como,  según 
ha  hecho  notar  un  ilustrado  jurisconsulto,  se  cuentan  en 
nuestro  derecho  hasta  veinticuatro  hipotecas  legales,  en- 
tre ellas  seis  introducidas  por  los  antiguos  interpretes  que, 
ocurriendo  á  la  analojía,  se  arrogaron  la  facultad  de  esta- 
tuirlas como  lejisladores,  pero  que  no  por  eso  han  dejado 
de  ser  sancionadas  por  la  jurisprudencia.  Tan  considera- 
ble número  de  hipotecas  tacitas,  formidable  falanje  opues- 
ta al  crédito  real,  es  por  sí  solo  en  lalejislacion  un  vicio 
de  tal  trascendencia  que,  haciendo  incierto  en  muchos  ca- 
sos el  libre  dominio  de  los  inmuebles  ó  dudosa  su  capa- 
cidad para  responder  á  las  obligaciones  convencionales, 
introduce  la  desconfianza  en  las  transacciones,  paraliza  el 
movimiento  de  la  propiedad,  é  impide  la  afluencia  de  los 
capitales  allí  donde  son  para  la  producción  un  elemen- 
to indispensable. 

La  garantía  de  la  ley,  en  fuerza  de  haber  sido  pro- 
fusamente acordada,  viene  ú  ser  regularmente  ineficaz, 
porque  entrando  en  colisión  tantas  hipotecas,  el  que  bajo 
un  concepto  tiene  cierta  preferencia  sobre  algunas  accio- 


ncs,  la  picnic  á  su  vez  poQ  la  que  otro  disfruta  respecto 
d  la  suya.  Esa  exuberancia  de  hipotecas  y  privilejios, 
lia  dado  ocasión  á  que  las  leyes  hayan  incidido  en  anti- 
nomias y  escollado  en  dilicultades  irresolubles,  á  menos 
de  infrinjirse  algunas  de  sus  disposiciones.  De  la  que  fa- 
vorece d  los  hipotecarios  anteriores  y  refaccionarios  pos- 
teriores en  sus  relaciones  con  el  íisco  y  la  dote,  resulta: 
que  sobre  estos  gozan  de  preferencia  los  hipotecarios  an- 
teriores, pero  á  su  vez  ceden  el  paso  a'  los  refaccionarios, 
mientras  que  á  estos  se  les  antepone  el  lísco.  Igual  con- 
lücto  se  presenta  cuando  concurren  refaccionarios  anterio- 
res y  posteriores  al  íisco  y  á  la  dote,  pues  que  entre  aque- 
llos es  preferido  el  mas  moderno,  según  la  interpretación 
que  se  ha  deducido  del  espíritu  de  la  ley,  pero  con  rela- 
ción al  fisco  y  dote  deben  ceder  á  estos  la  preferencia, 
mientras  que  los  refaccionarios  anteriores  la  tienen  res- 
pecto al  mismo  risco  y  dote.  Ningún  arbitrio  queda  pa- 
ra salvar  tan  ilagrantes  contradicciones,  consiguientes  á 
la  inconsiderada  profusión  en  acordar  derechos  y  prefe- 
rencias. 

La  familia,  elemento  jencrador  y  constitutivo  de  las 
sociedades,  tiene  intereses  que  importa  defender  con  la 
ejida  de  la  ley.  Por  esta  consideración  y  otras  de  la  mas 
alta  moral,  los  romanos  acojieron  bajo  la  protección  de  las 
mismas  leyes  á  las  mujeres  casadas,  á  los  hijos  de  familia, 
y  hasta  al  que  todavía  no  tiene  mas  que  una  existencia 
embrionaria,  pero  (pie  goza  ya  de  algunos  derechos;  pro- 
tección que  por  razones  amílogas  se  hizo  ostensiva  suce- 
sivamente á  los  menores  y  á  los  incapacitados.  Todos  es- 
tos, á  quienes  falta  la  capacidad  natural  ó  civil  para  la 
jestion  de  sus  intereses,  y  que  por  lo  mismo  están  bajo 
la  sujeción  marital,  paternal  ó  tutelar,  fueron  desde  en- 
tonces justamente  favorecidos  con  el  benelicio  de  la  hi- 
poteca tácita  en  los  bienes  de  los  maridos,  de  los  padres 
y  de  los  tutores  ó  curadores.  Iv>as  leves  tutelares  se  con- 
servan todavía  en  las  legislaciones  modernas  de  los  pue- 
blos de  oríjen  latino:  ni  podia  ser  de  otra  manera,  sin  de- 
jar ií  merced  de  ruinosos  accidentes  los  derechos  de  per- 
sonas incapaces  de  hacerlos  valer,  6  bien  sin  introducir 
en  el  seno  do  la>  familias  motivos  de  escisión  y  de  dis- 
cordia consiguientes  a'  las  jestiones  de  sus  individuos,  y 


que  relajarían  los  respetos  deJtyue  debe  estar  rodeado  el 
jefe  de  la  misma  familia.  Las  leyes,  paos,  que  interpo- 
niendo su  ministerio,  aseguran  bajo  la  garantia  hipoteca- 
ria la  administración  de  los  bienes  de  tales  personas,  y  á 
la  vez  mantienen  incólume  la  autoridad  del  hogar  dornas- 
tico,  llenan  cumplidamente  exijeneias  de  un  orden  tan  ele- 
vado, que  no  es  posible  alterarlas  en  lo  sustancial  de  los 
derechos  que  han  tomado  á  su  cargo  preservar. 

Tero  la  protección  de  la  ley,  que  en  tanto  se  justifica 
en  cuanto  ampara  al  débil  y  al  desvalido,  se  cstendió  á 
causas,  personas  y  personalidades  jurídicas  que  están  bien 
distantes  de  equipararse  con  aquellos.  Lo  que  pudo  ser 
solo  una  desviación  de  la  regla  común  que  debe  igualar 
los  derechos  de  todos,  se  aplicó  también  á  los  que  pueden 
valerse  á  sí  mismos,  que  están  en  el  goce  de  su  capacidad 
civil,  y  que  tienen  á  su  alcance  todos  los  medios  que  las 
leyes  les  franquean  para  proveer  á  la  seguridad  de  sus 
intereses.  Sin  producir  un  desnivel  odioso,  de  directa  y  per- 
judicial trascendencia  á  otros  derechos  igualmente  respe- 
tables, la  ley  no  puede,  no  debe  constituirse  ájente  de  a- 
quellos  á  cuya  iniciativa  y  acción  individual  ha  de  dejar 
el  cuidado  de  velar  per  sus  intereses  de  la  manera  que 
mejor  pueda  convenirles:  los  medios  de  obtener  seguri- 
dades, no  pueden  ni  deben  ser  otros  que  los  convencio- 
nales ó  preventivos  de  que  cada  cual  puede  á  su  vez  apro- 
vecharse. En  un  siglo  en  que  el  espíritu  democrático  in- 
vade las  sociedades  y  ensancha  la  acción  y  aspiraciones 
de  los  individuos,  despertando  en  ellos  el  sentimiento  de 
su  personalidad  en  la  gran  colectividad  social;  es  ilójico 
mantener  bajo  el  amparo  especial  de  la  ley,  derechos  é 
intereses  que  deben  estar  emancipados  de  esa  tutela,  por 
corresponder  á  personas  que  pueden  defenderlos  mejor, 
obrando  en  presencia  de  las  circunstancias,  y  guiándose 
por  razones  de  conveniencia  ó  por  exijencias  de  actua- 
lidad, que  en  su  mayor  perspicacia  y  previsión  no  puede 
la  ley  tener  presentes. 

Bajo  la  influencia  de  estas  consideraciones  parecen 
también  insostenibles  hipotecas  tales  como  la  del  marido 
en  los  bienes  de  la  mujer  ó  del  que  por  ella  le  promete 
dote,  y  la  del  que  presta  una  cantidad  de  dinero  para 
comprar  alguna  cosa,  estipulando  que  le  quede  hipoteca- 


da.  Aquel  y  este,  y  coin  )  éllos  otro-;  que  so  li  illan  en  ca- 
sos análogas,  están  °"  capacidad  de  exijir  hipoteca,  sin 
que  en  manera  alp.  úi%  sea  necesaria  la  oficiosa  solicitud 
de  la  ley,  concediéndoles  seguridades  que  ellos  mismos 
pueden  procurarse,  y  ;í  las  cuales  debe  presumirse  (pie  re- 
nuncian por  el  hecho  de  no  cxijirlas  al  celebrar  sus  con- 
tratos. La  misma  observación  es  aplicable  á  la  hipoteca  del 
(pie  recibe  en  garantía  de  su  crédito  los  títulos  de  propiedad 
de  una  cosa,  toda  voz  que  puede  exijir  una  hipoteca  espresa. 
Estas  hipotecas  que  proceden  inmediatamente  de  la  con- 
vención, en  lacual  es  manifiesta  la  voluntad  délos  inte? 
resados  de  quedar  especialmente  gravado  un  inmueble, 
deben  considerarse  abolidas  por  las  leyes  que  crearon 
y  reglamentaron  el  oficio  de  hipotecas,  porque  median- 
te tales  disp  isicione8  es  ya  necesaria  la  toma  de  razón. 
Además,  las  manifestaciones  y  actos  simbólicos  en  que 
abunda  el  antiguo  derecho  no  pueden  cambiar  el  carác- 
ter jenuino  de  las  obligaciones,  después  que  la  famosa 
ley  del  Ordenamiento  y  el  derecho  moderno  han  venido 
proscribiendo  fórmulas  y  ficciones  (pie  la  razón  condena. 

Si  las  leyes  tuvieron  en  mira  otros  objetos  de  pu- 
blica conveniencia  pura  estender  á"  ciertos  derechos  la 
garantía  hipotecaria,  tampoco  es  justificable  bajo  este 
respecto  la  hipoteca  tácita,  ni  tiene  razón  de  ser  en  las 
sociedades  modernas,  impulsadas  por  el  interés  indivi- 
dual que  en  ellas  predomina.  No  son  pocas  las  hipotecas 
que  se  rejistran  en  nuestro  derecho,  y  cuyo  oríjen  no  es 
otro  que  el  deber  en  que  juzgó  hallarse  el  lejislador  de 
crear  estímulos  para  obras  ó  empresas  de  común  utili- 
dad. Puede  servir  de  ejemplo  la  hipoteca  y  el  privile- 
gio de  prclacion  de  que  goza  el  ya  indicado  acreedor 
refaccionario,  por  el  dinero  prestado "  para  construir  ó 
reparar  casas  ú  otros  edificios.  Teniendo  por£causa  un 
préstamo  como  cualquiera  otro,  y  no  interviniendo  la 
voluntad  del  deudor  para  constituir  una  hipoteca  en  ga- 
rantía, la  acción  no  puede  tener  otro  carácter  que  el 
personal,  puesto  (pie  en  tal  contrato  no  hay  desmem- 
bración ó  afección  del  dominio,  jus  ¡n  re,  y  por  tanto  no 
puede  atribuirse  este  derecho  á  aquel  crédito,  sino  des- 
naturalizando el  que  propiamente  se  ha  creado  por  el 
contrato.  Es  también  injustificable,  y  á  la  par  incouve- 
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niénte,  la  pfelaeion  de  que  §;oza  el  líltimo  refacciona- 
rio respecto  á  los  demás  de  .su  linaje,  poique  sin  el 
capital  empleado  por  el  anterior,  H  cosa  refaccionada 
no  existiría  ó  se  encontraría  mas  deteriorada,  y  por 
que  de  otra  parte,  pudiendo  preverse  que  por  un  cré- 
dito [ulterior  de  la  misma  especie,  debe  quedar  poster- 
gado el  anterior,  no  es  probable  que  haya  prestamista 
tan  incauto  que  quiera  esponer  su  dinero  á  los  peligros 
de  tal  emerjencia..  Fuera  de  esto,  se  presenta  siempre  la 
dificultad  de  que  el  capital  se  haya  empleado  real  y 
efectivamente  en  la  construcción  ó  repai  ación  de  la 
tinca,  y  que  á  el  se  deba  el  valor  que  esta  tenga,  y 
no  á  otra  causa  estraíía  de  las  muchas  que  de  ordi- 
nario concurren  á  determinar  el  que  obtienen  en  su  va- 
luación las  casas  y  edificios;  todo  lo  cual  está  indican- 
do la  conveniencia  de  abolir  en  tales  créditos  la  hipo- 
teca y  privilejio  que  presentan  un  medio  fácil  á  fraudu- 
lentas simulaciones. 

El  mismo  principio  dió  oríjen  á  la  hipoteca  que  el 
pretor  Servio  introdujo  á  favor  del  arrendador  en  los 
frutos  de  la  finca  arrendada,  la  mas  antigua  entre  los 
romanos,  jeneradora  de  todas  las  legales  y  establecida 
mucho  tiempo  después  en  las  leyes  recopiladas.  Si  ha 
podido  ser  un  estímulo  para  promover  el  cultivo  de  la 
tierra  ofrecer  seguridades  al  propietario  y  al  prestamis- 
ta, sin  que  ellos  se  las  procuren  en  la  contratación,  hoy 
la  causa  determinante  de  esas  y  otras  empresas  es  el 
empleo  del  capital  y  de  la  industria  en  todo  lo  que 
puede  rendir  utilidades,  si  al  mismo  tiempo  los  em- 
presarios están  en  capacidad  de  exijir  competentes  ga- 
rantías que  en  su  dia  no  sean  ilusorias,  como  lo  son 
generalmente  las  que  en  el  réjimen  actual  ofrecen  las 
hipotecas  legales,  por  lo  mismo  que  se  estienden  á  pro- 
tejer  muchos  y  encontrados  intereses.  JSTo  obstante  la 
preferencia  de  que  tales  créditos  gozan,  cuando  entran 
en  concurso  con  otros  menos  favorecidos,  los  autos  se 
complican,  los  procedimientos  se  prolongan  indefinida- 
mente, y  es  otra  jeneracion  la  que  llega  á  obtener  la 
ejecutoria,  cuando  ya  los  bienes  se  han  deteriorado  ó 
consumido  en  gastos  de  administración  ó  de  justicia. 
A  pesar  de  esas  contrariedades  y  decepciones, .  lo  común 


( 

—  18  — 

es  que  el  móvil  del  intérca  y  del  Inoro  ;í  todo  se  so- 
brepone, impeliendo  el  capital  á  emplearse  en  la  edifica- 
cion  y  mejora  de  las  casas  y  cu  el  eultivo  de  las  lin- 
cas rurales;  testimonió  irrecusable  de  (pie  la  efímera 
garantía  de  la  ley,  no  influye  en  la  consecución  de  los 
objetos  que  se  propuso  favorecer  con  el  bendicio  de  la 
hipoteca  tácita. 

El  misino  beneficio  se  h'r/.o  cstensivo  a  los  legata- 
rios que  en  general  no  tenían  acción  real  antes  (pie 
Justiniano  les  concediese  en  los  bienes  de  la  herencia 
la  hipoteca  que  después  quedó  introducida  en  las  leyes 
de  las  partidas.  Mas  tal  beneficio  es  innecesario  en  al- 
gunos casos,  en  otros  infundado,  aun  supuesta  la  conve- 
niencia de  dar  á  los  legatarios  alguna  seguridad  contra 
los  actos  del  heredero  (pie  pudiera  menoscabar  sus  de- 
rechos ínterin  se  cumplen  las  disposiciones  del  testa- 
dor. En  esta  parte  el  depecho  aparece  radicalmente  vi- 
ciado y  poniendo  una  traba  mas  á  la  libre  circulación 
(lela  propiedad.  El  legatario  específico  ó  de  un  inmue- 
ble determinado,  es  propietario  desde  el  momento  en 
(pie  fallece  su  causante,  y  lo  es  también  aquel  á  quien 
se  lega  determinadamente  una  servidumbre,  una  in- 
liteusis  ó  cualquiera  otro  derecho  real,  porque  lo  tiene 
en  la  cosa  misma:  el  legatario  de  pensiones  ó  rentas 
consignadas  sobre  un  inmueble  igualmente  determina- 
do y  el  de  parte  alícuota,  que  es  tanto  como  un  heredero 
tienen  también  ol  mismo  derecho,  y  bajo  tal  concepto 
les  es  i  11 11  til  la  hipoteca,  estándoles  los  bienes  direc- 
tamente obligados.  El  legatario  de  jenero  ó  cantidad 
no  puede  tener  mas  que  acción  personal  para  que  el 
heredero  le  satisfaga  su  legado,  y  por  consiguiente, 
concediéndole  hipoteca  tácita,  se  convierte  en  real  una 
acción  que  por  su  propia  naturaleza  no  puede  tener 
ese  carácter.  Si  bien  debe  ofrecerse  á  los  legatarios  me- 
dios de  asegurar  sus  derechos,  lucia  de  los  que  ya  tienen 
por  el  inventario  (¡no  virtualmente  efectúa  la  separación 
de  patrimonios,  y  cuando  aquel  no  se  practica,  por  la 
responsabilidad  «leí  mismo  heredero,  cuyos  bienes  propios 
se  confunden  con  los  déla  herencia:  pueden  todavía  ob- 
tener mas  M'guridadcs  si  -c  ocurre  al  arbitrio  de  la  ano- 
tación en  el  rejistro  que  han  adoptado  las  modernas 


Icjislaciones  hipotecarias,  sin  %er  entonces  necesario  fa- 
vorecerlos con  la  hipoteca  legal  de  que  hoy  disfrutan 
por  el  derecho  vijente. 

El  sistema  romano,  consiguiente  en  sus  principios, 
no  podia  dejar  olvidados  ó  desatendidos  los  derechos 
de  ciertas  personalidades  jurídicas,  cuyos  intereses  pa- 
recen exijir  el  amparo  de  la  ley,  que  en  realidad  no  les 
es  necesario.  EL  Estado,  entre  aquellas  la  mas  promi- 
nente, es  quien  menos  necesita  de  la  hipoteca  ni  de. 
la  prelacion  de  que  disfruta.  Abundando  hasta  el  exceso 
en  derechos  y  privilegios,  le  sobran  medios  eficaces  pa- 
ra hacerlos  valer  y  garantir  su  preponderancia  sobre 
los  del  individuo.  Las  disposiciones  y  reglamentos  ad- 
ministrativos, los  medios  preventivos  y  de  coacción  que 
puede  adoptar,  y  la  responsabilidad  y  fianzas  de  sus 
administradores,  ocurren  con  exorbitancia  á  aquel  ob- 
jeto; y  en  todo  evento,  en  su  concurrencia  y  antago- 
nismo con  los  derechos  de  las  personas,  es  mas  razo- 
nable y  equitativo  que  por  lo  menos  sea  nivelado  con 
ellas.  El  quebranto  que  el  individuo  sufre  en  sus  bie- 
nes, recae  sobre  él  solamente,  no  puede  repararlo  sino 
en  fuerza  de  trabajo,  penalidades  y  sacrificios,  y  es  pa- 
ra él  un  mal  infinitamente  mayor  que  el  que  pesaría 
sobre  el  Estado,  que  puede  fácilmente  reponer  el  me- 
noscabo de  sus  rentas  y  hacer  el  daño  insensible  á  me- 
dida de  lo  que  se  estiende  sobre  el  gran  numero  de  los 
contribuyentes.  Algunas  leyes  estranjeras  solo  conceden 
al  Estado  el  derecho  de  pedir  una  inscripción  hipote- 
caria sobre  los  bienes  del  deudor;  pero  aun  esto  pare- 
ce innecesario  si  se  tienen  en  cuenta  tantos  arbitrios 
como  los  que  puede  emplear  para  garantir  la  recau- 
-  dación  y  administración  de  sus  rentas.  A  la  Iglesia,  o- 
tra  de  las  personalidades  jurídicas,  se  concede  tam- 
bién el  beneficio  de  la  hipoteca  legal  para  la  percepción 
de  los  diezmos,  y  fundados  en  motivos  de  analojía,  los 
antiguos  comentaristas  lo  estendieron  á  los  concejos  ó 
ayuntamientos  y  á  los  establecimientos  de  beneficencia. 
La  Iglesia  se  sostiene  hoy  principalmente  con  el  subsi- 
dio que  le  da  el  Estado,  en  sustitución  del  diezmo  de 
que  antes  disfrutaba.  A  juzgar  por  los  hechos,  ni  ella 
ni  los  municipios,  ni  los  otros  establecimientos  nece- 
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sitan  de  tal  garantía  para  asegurar  de  un  modo  efi- 
caz sus  intereses,  encontrándola  suficiente  en  las  levos 
comunes  y  en  sus  propios  estatutos  y  reglamentos,  ya 
por  la  responsabilidad  personal  de  sus  administradores, 
en  quienes  siempre  se  procura  (pie  concurran  notoria 
solvencia  y  probidad,  ya  por  las  lianzas  que  estos  pres- 
tan, ya  en  fin  por  los  requisitos  que  se  exijen  en  to- 
do lo  que  á  aquellos  intereses  se  refiere. 

Otro  inconveniente  no  menos  remarcable  del  réji- 
men  actual  y  que  concurre  á  involucrarlo,  es  la  signi- 
ficación promiscua  que  se  da  á  la  prenda  y  la  liipo- 
Icca,  afectando  á  esta  disposiciones  que  solo  pueden 
comprender  á  la  primera:  así  es  que  en  muchos  casos  so 
califica  de  derecho  hipotecario  el  que  propiamente  so- 
lo puede  ser  pignoraticio,  puesto  que  se  refiere  á  co- 
sas muebles.  Si  la  prenda  y  la  hipoteca  se  identifican 
en  cuanto  á  constituir  una  garantía  de  la  obligación 
contraída,  difieren  mucho  en  su  modo  de  ser:  la  cosa 
dada  en  prenda,  como  hasta  vulgarmente  se  cutiendo, 
pasa  al  acreedor,  y  aquella  en  que  se  constituye  una 
hipoteca  queda  en  poder  del  deudor,  á  menos  que  de- 
jenere  en  anticresis.  Pueden  servir  de  ejemplo  de  tal  con- 
fusión, la  hipoteca  del  locador  en  las  cosas  que  se  ha- 
llen en  la  finca  arrendada,  y  la  que  goza  el  que 
presta  dinero  para  la  traslación  de  mercaderías  en  es- 
las  mismas.  El  gravamen  hipotecario  que  por  su  pro- 
pia naturaleza  solo  puedo  pesar  sobre  bienes  inmuebles 
ó  que  se  reputan  tales,  parece  por  las  leyes  vijentes 
que  se  hace  ostensivo  á  los  muebles,  que  fcícil  mente 
pueden  ocultarse,  y  cuya  identidad  es  por  lo  regular 
difícil  de  ser  comprobada.  Así  como  entre  lo»  roma- 
nos se  confundieron  en  la  palabra  fiducia  la  prenda 
y  la  hipoteca,  de  la  misma  manera  se  confundieron  en 
las  leyes  de  las  Partidas  bajo  la  común  denominación 
de  jkíios:  y  aunque  en  una  de  ellas,  tendiendo  á  la  exac- 
titud en  las  ideas,  se  (pliso  concretar  esta  voz  sola- 
mente ií  la  cosa  dada  en  prenda,  r  mayormente  cuan- 
do es  mueble,  muy  luego,  volviendo  á  la  turquesa  del  de- 
recho romano,  se  amplió  la  acepción  de  aquella  pa- 
labra, según  la  cual  '  toda  cosa,  sea  mueble  o  raiz, 
que  sea  empeñada  a  utri,  puede  ser  dicha  peño  ma- 
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guer no  fuese  entregado  de  #lla  aquel  a  quien  ia  em- 
peñassen."  En  la  jurisprudencia  y  en  el  foro  se  hace  la 
debida  distinción,  y  en  muchos  códigos  moderaos,  espe- 
cialmente los  que  se  han  modelado  sobre  el  francés,  se 
rejistra  la  espresa  declaración  de  que  los  muebles  no  son 
susceptibles  de  hipoteca.  No  obstante,  la  anfibolojiade  nues- 
tro derecho  escrito  ofrece  ocasión  para  estimar  como 
hipotecario  al  acreedor  que  propiamente  no  puede  asu- 
mir este  carácter,  lo  que  en  el  réjimen  vijente  es  un 
defecto  que  obsta  á  la  acertada  regulación  de  los  de- 
rechos. 

La  hipoteca  llamada  judicial  en  las  dos  acepcio- 
nes que  comprende,  pertenece  á  la  historia  del  derecho 
mas  bien  que  á  las  disposiciones  de  aplicación  prácti- 
ca. Era,  en  un  sentido,  el  asentamiento  ó  posesión  pre- 
caria que  el  juez  daba  al  acreedor  en  los  bienes  del 
deudor  contumaz  para  apremiarle  á  responder  á  la  de- 
manda ó  comparecer  en  juicio;  procedimiento  que  ha 
caido  en  completo  desuso,  sostituiclo  por  el  de  rebeldía 
en  que  se  personifican  los  estrados  del  tribunal  dándo- 
les la  representación  del  demandado:  en  otra  acepción 
era  en  la  via  ejecutiva  el  embargo  de  bienes  del  deu- 
dor que  se  entregaban  al  acreedor,  lo  que  tampoco  se 
observa,  ó  la  adjudicación  hecha  de  aquellos  á  este  en 
pago  de  su  crédito.  En  este  ultimo  caso,  el  pago,  es- 
tinguiendo  la  acción  no  puede  constituir  una  hipoteca 
por  lo  que  ya  no  se  debe,  y  en  los  dos  primeros  con- 
ceptos en  que  se  daba  la  posesión,  esta  podría  dar 
un  derecho  prendario,  no  hipotecario,  según  las  nocio- 
nes que  tenemos  de  la  hipoteca.  Si  bien  en  el  mismo 
juicio  ejecutivo,  el  que  primero  ha  obtenido  á  su  favor 
el  embargo  de  bienes  del  ejecutado,  tiene  en  ellos  pre- 
ferencia respectco"á  los  demás  acreedores,  es  este  propia- 
mente un  derecho  de  prelacion  que  también  diticre  de 
la  hipoteca.  En  estos  y  otros  actos  propios  del  procedi- 
miento, las  lejislaciones  modernas,  teniendo  en  consi- 
deración la  justicia  del  acreedor  para  que  se  le  pon- 
ga á  salvo  de  los  fraudes  del  deudor  que  pudiera  elu- 
dir el  cumplimiento  de  lo  juzgado,  ó  comprometer  los 
intereses  de  un  tercero,  acuerdan  la  garantía  de  la  a- 
notacion  en  el  rejistro  publico  de  los  bienes  que  deben 
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ser  entregados  al  demandante,  ó  en  que  ha  recaído  secues- 
tro lí  embargo,  para  hacerle  pago  con  ellos  ó  su  pro- 
ducto; y  por  esos  medios  mas  eficaces  para  el  acreedor 
y  sin  inconveniente  respecto  á  terceras  personas,  se  o- 
curre  con  ventaja  a*  los  objetos  á*  que  se  dirijia  la  hi- 
poteca denominada  judicial. 

Pero  el  vicio  mas  radical  del  sistema  vijente,  con- 
siste en  ser  indeterminados  y  estar  ocultos  muchas  hi- 
potecas y  otros  derechos  reales:  así  la  hipoteca  tacita 
como  la  jencral  convencional  adolecen  de  este  vicio.  La 
eficacia  de  la  hipoteca  general  se  pierde  en  proporción 
a*  lo  que  se  estiende:  los  bienes  con  ella  gravados, 
ya  existan  al  presente  ó  en  lo  futuro  en  el  patrimo- 
nio del  deudor,  pueden  ser  enajenados  irrevocablemen- 
te, estinguiéndose  por  tanto  el  jw  in  re  con  que  el 
acreedor  pudiera  perseguirlos  para  hacer  con  ellos  efec- 
tivo el  cumplimiento  de  la  obligación.  En  esta  se  com- 
prenden todos  los  bienes,  mientras  existan  en  poder 
del  deudor,  siendo  un  axioma  jurídico  que  el  que  se  o- 
bliga,  obliga  sus  bienes,  sobre  todo  en  nuestro  derecho 
que  apresamente  prohibe  el  apremio  personal  por  o- 
Migaciones  civiles:  por  consiguiente  la  responsabilidad 
jen  eral  de  bienes  habidos  y  por  haber,  queda  siempre 
sobrentendida  en  todo  acto  civilmente  obligatorio,  y  su 
espresion  no  es  mas  que  una  fórmula  rutinaria  en  los 
instrumentos  que  la  contienen.  Nunca  los  interesados 
estipulan  en  sus  contratos  la  hipoteca  jeneral,  porque 
DO  tienen  fe  en  sus  efectos;  son  los  escribanos  los  que 
ex  officho  estienden  tal  cláusula  en  las  escrituras.  La 
preferencia  que  sobre  algunos  acreedores  personales 
goza  en  concurso  el  que  tiene  hipoteca  jeneral,  es,  con- 
forme a*  la  lev  recopilada,  en  razón  de  constar  su  cré- 
dito en  escritura  publica;  pues  que,  en  viitud  de  esa 
disposición,  el  que  licué  tal  hipoteca  escrita  en  docu- 
mento privado,  autorizado  por  tres  testigos,  y  a  quien 
el  derecho  de  las  l'artidas  estimaba  como  acreedor  hi- 
potecario no  por  eso  goza  hoy  de  preferencia  respecto 
ií  los  simples  val  islas. 

Desde  la  publicación  de  la  indicada  pragmática  de 
1Ó39,  (pie  estableció  en  Kspafia  el  rejistro  de  hipotecan, 
y  otras  posteriores  a  aquella,  comenzó  ya  á  dudarse 
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entre  los  jurisconsultos  de  la#eficacia  de  las  generales 
convencionales,  consultándose  mas  el  espíritu  que  el 
testo  de  aquellas  disposiciones;  y  si  bien  nuestra  ley 
de  30  de  abril  de  1835,  (fecha  de  su  emisión  por  el 
Cuerpo  legislativo)  dio  al  parecer  nueva  vida  á  aque- 
llas hipotecas,  al  declarar  que  la  especial  posterior  de- 
be ser  preferida  á  la  jeneral  convencional  anterior,  lo 
que  supone  la  existencia  de  esta  líltinia,  se  contrae  in- 
dudablemente á  la  que  conste  en  un  acto  notariado,  y 
hiendo  así  su  fuerza  la  deriva  del  instrumento,  puesto 
<[iie  en  concurso,  será  solo  preferida  á  los  créditos  es- 
tendidos  en  papel  sellado  y  demás  personales. 

El  defecto  de  indeterminación  ó  jeneralidad,  tam- 
bién afecta,  como  se  ha  indicado,  á  la  hipoteca  tácita,- 
cuando  esta  no  recae  sobre  bienes  ciertos.  ]STo  obstan- 
te estar  eseluida  del  rejistro  y  haber  de  garantir  dere- 
chos protejidos  por  la  ley,  no  trasciende,  nunca  ha 
trascendido  á  los  de  tercero  en  cayo  poder  se  encuen- 
tran los  bienes,  y  á  quien  han  podido  pasar  por  no 
impedir  tai  gravamen  su  enajenación.  Seria  injusto,  i- 
nícuo,  y  aun  contrario  á  los  principios  económicos,  pri- 
var á  un  tutor,  á  un  marido,  á  un  padre  de  familia, 
de  la  facultad  de  disponer  de  sus  propios  bienes,  con- 
tratar con  ellos  y  procurarse  así  recursos  para  su  sub- 
sistencia, ó  bien  aumentar  su  patrimonio,  obligándoles 
á  conservarlos  en  su  poder,  tan  solo  por  una  responsa- 
bilidad que  algunas  veces  será  muy  eventual  ó  impro- 
bable, y  de  muy  escasa  cuantía  otras:  se  les  suje- 
taria  indirectamente  á  una  especie  de  interdicción,  man- 
teniendo estancada  la  riqueza  que  hubiera  venido  á  a- 
cumularse  en  ellos.  Por  eso  es  que  las  leyes  que  im- 
pusieron ese  gravamen  jeneral,  dándole  eficacia  aun  con- 
tra terceras  personas,  han  quedado  solo  escritas  en  los 
códigos,  y  las  posteriores  que  quisieron  rejenerarlas  y 
ponerlas  en  observancia,  contrariando  los  principios 
inmutables  de  la  equidad  y  de  la  justicia,  han  caído 
á  su  vez  en  desuso,  abrumadas  bajo  el  peso  de  la  re- 
probación jeneral.  Y  sin  embargo,  esas  leyes  existen, 
pudiendo  alguna  vez  ser  invocadas,  motivo  bastante  pa- 
ra producir  la  alarma  y  la  desconfianza  en  los  que  in- 
tenten adquirir  la  propiedad  ó  cualquiera  otro  derecho 


real  en  bienes  que  pucddti  estar  gravados  con  hipoteca 
jeneral  tácita.  Supuesta  la  jen  eral  id  ad  de  la  hipoteca, 
no  es  posible  establecer  un  sistema  favorable  al  crédi- 
to, porque  su  base  capital  no  puede  ser  otra  que  la 
publicidad  do  todos  los  actos  relativos  á  la  propiedad 
inmueble  y  sus  gravámenes,  ó,  lo  que  es  lo  misino,  la  de- 
terminación específica  de  los  bienes  sobre  que  pesan. 
Esta  no  es  mas  que  el  complemento  y  corolario  inme- 
diato de  la  publicidad,  pues  que  no  hay  medio  de  ha- 
cer publico  un  gravamen  sino  designando  el  inmueble  ó 
inmuebles  afectos  al  cumplimiento  de  la  obligación  ga- 
rantida. 

La  clandestinidad  de  las  hipotecas  legales,  y  no 
•  menos  la  de  las  condiciones  resolutorias,  que  por  efec- 
to  de  convenio  entre  las  partes  ó  por  disposición  de  la 
ley,  entrañan  algunos  actos  y  contratos,  favorece  con- 
siderablemente el  fraude  en  perjuicio  de  los  (pie  con- 
tratan de  buena  fe  sin  conocimiento  de  la  preexisten- 
cia de  tales  gravámenes,  y  es  directamente  contraria 
á  la  firmeza  de  la  propiedad  inmueble  y  de  todas  las 
desmembraciones  del  dominio.  Cuando  ya  rejian  en  Fran- 
cia las  disposiciones  del  título  XVlil  del  Código  civil, 
en  (pie  se  esciuian  de  la  inscripción  ó  trascripción  las 
hipotecas  legales,  se  publicó  en  aquella  nación  un  libro 
destinado  á  poner  de  manifiesto  los  peligros  á  que  se 
esponia  el  que  adquiría  una  linca  ó  aceptaba  su  hipo- 
teca en  garantía,  y  eso  mismo  tiene  hoy  lugar  entre 
nosotros,  obrando  sus  perniciosos  efectos  los  muchos 
gravámenes  ocultos  que  pueden  pesar  sobre  los  inmue- 
bles. El  abogado  mas  perspicaz  no  podra,  sino  de  una 
manera  inconsciente,  responder  al  que  le  consulte,  si 
puede  adquirir  con  seguridad  una  linca,  ó  aceptar  la  hi- 
poteca (pie  sobre  ella  se  le  proponga  por  no  haber  me- 
dios para  conocer  las  vicisitudes  (pie  haya  esperimen- 
tado  el  inmueble  y  siendo  por  consiguiente  imposible  a- 
veriguar  si  os  lejítima  su  trasferencia,  ó  si  pesan  so- 
bre ¿1  algunas  cargas  ó  condiciones  resolutorias  que 
obsten  a  la  imposición  de  un  nuevo  gravamen.  En  c- 
fecto,  en  los  múltiples  actos  testamentarios,  convencio- 
nales y  judiciales  de  que  es  objeto  la  propiedad  in- 
mueble, nadie  puede  estar    >   uro  de    que  el  actual 


propietario  ó  sus  causa-habifntes  hayan  adquirido  la 
cosa  válidamente,  ni  saber  si  en  las  trasfercncias  su- 
cesivas ha  habido  lesión  ó  intervenido  el  pacto  de  re- 
tro, si  se  satisfizo  el  precio,  si  hay  pendiente  alguna 
condición  suspensiva,  ó  puede  todavía  ejercitarse  algu- 
na acción  rescisoria,  si  ha  correspondido  á  los  bienes  de 
una  mujer  casada,  y  de  cuyo  importe  ella  ó  sus  suce- 
sores no  están  reintegrados,  ó  á  los  de  un  menor  ó  in- 
capacitado que  ha  sufrido  perjuicio  en  la  enajenación; 
y  en  fin,  si  por  alguna  otra  causa  de  las  muchas  que 
determinan  las  leyes,  no  puede  enajenarse  la  cosa  ó 
constituirse  un  gravamen  sobre  ella,  sin  afectar  dere- 
chos anteriores  que  pueden  hacerse  valer  contra  el  nue- 
vo adquirente  ó  acreedor  hipotecario. 

Mientras  no  esté  bien  definido  el  dominio  de  los 
inmuebles  con  todas  sus  desmembraciones  y  afecciones, 
mientras  no  tengan  fijeza  y  firmeza  esos  dererechos,  mien- 
tras todos  los  actos  (pie  á  ellos  conciernan  no  pue- 
dan ser  conocidos  -por  medios  auténticos]  será  vano  to- 
do esfuerzo  para  afirmar  el  crédito  real:  prueba  in- 
contestable de  este  concepto,  si  la  razón  sola  no  la  o- 
freciera,  es  que  no  ha  prosperadlo  el  crédito  en  donde 
ha  dominado  el  sistema  llamado  misto  que,  semejante 
al  dios  de  dos  caras,  con  quien  se  le  ha  podido  justa- 
mente comparar,  por  un  lado  admite  y  sanciona  la  pu- 
blicidad como  garantía  contra  derechos  ocultos,  y  por 
otro  los  reconoce  y  los  hace  eficaces,  sin  haber  podi- 
do ser  conocidos.  Este  sistema,  basado  en  principios  o- 
puestos,  que  mutuamente  se  escluyen,  es  el  de  nuestra 
lejislacion  hipotecaria,  sistema  que,  como  ha  dicho  el 
señor  Seijas  Lozano,  distinguido  jurisconsulto  español, 
"está  condenado  por  la  razón  y  por  la  ciencia,  porque 
ni  garantiza  suficientemente  la  propiedad,  ni  ejerce  sa- 
ludable influencia  en  la  prosperidad  publica,  ni  asien- 
ta sobre  sólidas  bases  el  crédito  territorial,  ni  da  acti- 
vidad á  la  circulación  de  la  riqueza,  ni  modera  el  in- 
terés del  dinero,  ni  facilita  su  adquisición  á  los  due- 
ños de  la  propiedad  inmueble,  ni  asegura  debidamen- 
te á  los  que  sobre  esta  garantía  prestan  sus  capi- 
tales. 

Ese  cuadro  trazado  á  grandes  rasgos.pero  con  exac- 


—  21  — 


titud,  representa  nue  st  i-a*  propia  situación,  condensar** 
dola  en  pocas  palabras:  Seria  recargarlo  añadir  odas 
observaciones  sobre  la  necesidad  do  la  reforma.  Si  hay 
alguna,  tal  Vez  mas  urjente,  como  la  de  Los  procedi- 
mientos judiciales,  porque  se  dirijo  :í  hacer  mas  expe- 
dita la  acción  de  la  justicia,  la  primera  entre  las  ne- 
cesidades sociales,  no  por  eso  podra  desconocerse  cuanto 
importa  al  p:tís  la  reforma  hipotecaria.  La  agricultura  es 
la  principal  y  casi  única  fuente  de  riqueza  para  la  Re- 
pública; en  ella  funda  su  porvenir  y  sus  esperanzas 
de  civilización:  su  territorio  entraña  fecundos  elemen- 
tos para  realizar  la  mas  lisonjera  perspectiva,  si  se  po- 
nen en  acción,  y  si  las  oscilaciones  políticas  no  vienen 
•jí  peifurbar  su  natural  desarrollo.  Por  sus  puertos* en 
los  dos  océanos,  por  la  ostensión  inmensa,  prodijiosa  fe- 
racidad v  valiosos  productos  de  su  suelo,  y  otras  favo- 
rables condiciones,  nada  tiene  que  envidiar  á  los  paí- 
ses mas  privilejiados  por  la  Providencia.  Para  alcanzar 
la  prosperidad  y  engrandecimiento  a  que  está  llamada 
le  basta  impulsar  su  agricultura,  atraer  por  medios  e- 
ficaces  la  inmigración  y  desterrar  del  cultivo  prácticas 
rutinarias,  sustituyéndoles  acertados  procedimientos  a- 
gronómieos.  Así  la  tierra,  en  su  ubérrima  y  constante 
producción,  devolverá  el  capital  invertido  en  su  beneli- 
cio,  rendirá  considerables  utilidades,  formará  gradual- 
mente la  fortuna  del  agricultor,  y  acreciendo  la  riqueza 
pública,  manantial  fecundo  de  prosperidad,  derramará  el 
bienestar  en  todas  las  clases  sociales,  participando  de 
él  hasta  el  mas  miserable  pauperismo.  Tal  perspectiva 
no  es  una  ilusión;  el  orden  natural  de  las  cosas,  con- 
secuencia de  las  circunstancias  enunciadas,  la  presenta 
como  realizable;  es  la  misma  (pie  en  ocasión  análoga, 
imajinaba  para  la  Francia  el  célebre  Oolbert,  al  espre- 

sar  su  deseo  de  que  cada  padre  de  familia  pudiese  comer 
una  gallina  lns  dias  festivos;  feliz  es  presión,  trivial  en 
la  forma,  pero  (pie  encierra  un  profundo  pensamiento. 

A  tan  interesantes  resultados  contribuye  de  una 
manera  directa  un  buen  rejiuun  hipotecario, atrayendo  los 
capitales  hácia  al.  cultivo  de  la  tierra;  réjimen  á  queso 
Opone  la  lejNlacion  vijente,  y  por  lo  (pie,  aun  los 
mas  adictos  á  la  ctcucla  histórica  que  tanta  venera- 


cion  tributa  á  las  institucione^tradicionales,  han  deman- 
dado la  reforma  en  la  tribuna  y  por  la  prensa,  y  enun- 
ciado los  principios  en  que  debe  basarse  para  que 
pueda  responder  á  sus  objetos. 

El  mismo  espíritu  se  ha  despertado  entre  nosotros, 
las  mismas  tendencias  y  aspiraciones.  Haciéndose  eco  de 
ellas  la  Sociedad  Económica,  y  animada  por  su  celo 
siempre  activo  en  favor  del  progreso,  inició  la  idea  de 
remover  los  obstáculos  que  pueda  ofrecer  el  actual 
sistema  hipotecario  al  desarrollo  de  la  agricultura,  re- 
cabando la  opinión  de  algunos  letrados  sobre  las  bases 
primordiales  en  que  debiera  descansar  la  reforma  del 
mismo  sistema;  y  todavía  dió  un  paso  mas  adelante: 
abrió  un  concurso  en  que  se  presentasen  proyectos  de- 
ley  hipotecaria,  con  tendencia  á  facilitar  capitales  á 
la  agricultura,  bajo  la  garantía  de  la  propiedad  terri- 
torial. Correspondiendo  á  tales  invitaciones,  algunos  le- 
trados manifestaron  en  dictámenes  particulares  los  vi- 
cios y  defectos  del  réjimen  vijente,  ios  medios  de  remo- 
verlos y  la  importancia  de  reformar  los  procedimientos 
de  la  via  ejecutiva.  Se  presentaron  asimismo  á  la  So- 
ciedad algunos  proyectos  de  ley,  que  fueron  sometidos 
al  exámen  de  cinco  letrados  de  notoria  competencia, 
quienes,  aparte  del  mérito  intrínseco  de  aquellos  pro- 
yectos, no  juzgaron  que  con  ellos  se  llenase  el  objeto 
propuesto. 

A  la  sazón  habia  ya  comenzado  á  ajitarse  la  mis- 
ma idea  en  la  Cámara  de  Representantes,  al  iniciarse 
en  ella  algunas  reformas-  en  el  oficio  de  hipotecas,  que 
aunque  reglamentarias,  dieron  motivo  á  que  el  asunto 
se  elevase  á  las  proporciones  que  ulteriormente  fué  ad- 
quiriendo. El  Gobierno  evacuó  su  informe  de  acuerdo 
con  el  autorizado  voto  del  Tribunal  Superior  de  Justi- 
cia, emitido  en  el  concepto  de  ser  necesaria  é  impor- 
tante la  reforma,  pero  poniéndose  en  armonía  con  la 
hipoteca  el  dominio  y  demás  derechos  similares,  bajo  la 
base  de  la  publicidad  en  todos  los  actos  referentes  á  la 
propiedad  inmueble.  En  consecuencia,  la  Cámara,  pe- 
netrada del  mismo  pensamiento,  acordó  autorizar  al 
Gobierno  para  nombrar  una  comisión  de  uno  á  tres 
individuos  que  se  encargase  de  formar  un  provecto  de 
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lev  hipotecaria.  * 

La  reforma,  por  tanto,  está  ya  calificada  y  com« 
potentemente  juzgada  como  necesaria  por  la  opinión  de 
los  jurisconsultos,  por  la  de  una  corporación  ilustrada, 
instituida  para  promover  las  mejoras  económicas  y  ade- 
lantos artísticos  en  el  país,  y  finalmente  por  la  autori- 
dad en  el  orden  judicial,  administrativo  y  lejislativo. 
Mas  como  no  se  lijaron  bases  determinadas  en  que  de- 
biera  descansarla  ley  que  se  propusiese,  y  siendo  por 
otra  parte  imposible  derivar  de  la  lejislacion  vijente  un  sis- 
tema regular,  sin  hacer  en  ella  innovaciones  profunda- 
mente  radicales,  la  comisión  no  ha  podido  ni  debido 
declinar  el  deber  de  representar,  siquiera  haya  sido  de 
una  manera  imperfecta,  los  inconvenientes  insuperables 
<\\u\  así  para  crear  y  afirmar  el  crédito  territorial,  co- 
mo para  reprimir  el  fraude  en  la  contratación  sobre  la 
propiedad  inmueble,  en  el  que  hasta  cierto  grado  es 
hoy  cómplice  la  misma  ley,  ofrece  el  conjunto  de  dis- 
posiciones que  impropiamente,  y  solo  por  haber  de 
nombrarle  de  algún  modo,  podemos  llamar  sistema  hi- 
potecario. 

IL 

De  las  anteriores  observaciones  se  desprende  des- 
de luego  que  en  la  lejislacion  vijente  no  podria  basar- 
se un  sistema  cuyos  objetos  requieren  la  adopción  de 
principios  diversos  y  aun  opuestos  á  los  que  presiden 
el  réjimen  actual,  que  rigorosamente  corresponde  al 
llamado  misto,  por  entrañar  al  mismo  tiempo  la  publi- 
I  idad  y  la  clandestinidad  en  los  actos  de  que  es  obje- 
to la  propiedad  inmueble.  A  pesar  de  lo  defectuoso  de 
tal  sistema,  formado  de  principios  antitéticos,  puede 
explicarse  que  haya  podido  subsistir  en  los  últimos 
tiempos  y  dominar  en  tantas  naciones  mucho  mas  ci- 
vilizadas que  la  nuestra. 

Indicado  está  que  los  intereses  de  la  familia  y  de 
la  sociedad  imponen  al  lejislador  el  deber  de  amparar 
con  especial  protección  á  las  personas  que  en  el  ór- 
den  civil  se  consideran  incapaces  para  administrar  sus 


bienes.  De  ahí  la  hipoteca  *  tácita  con  todos  los  in- 
convenientes que  le  son  anejos,  y  principalmente  el  de  im- 
pedir que  Ja  propiedad  raiz  llegue  á  alcanzar  el  cré- 
dito que  lia  menester  para  el  fomento  y  progreso  de  la 
industria  agrícola.  Esta  idea  de  protejer  la  familia, 
llevada  á  la  exajeracion,  fué  en  Francia  el  ©rajen  de  la 
■desgraciada  emeijencia  que  surjió  al  discutirse  en  el  Con- 
sejo de  Estado  el  proyecto  del  Código  civil.  Para  po- 
ner término  á  las  diverjentes  opiniones  de  los  conspi- 
cuos jurisconsultos  y  estadistas  que  aquel  célebre  cuer- 
po contaba  entre  sus  miembros,  algunos  de  los  cuales 
sostenían  la  abolición  de  los  derechos  ocultos,  el  pri- 
mer Cónsul,  con  su  influencia  y  con  todo  el  peso  de 
su  autoridad,  decidió  la  cuestión,  haciendo  que  conti- 
nuase la  ley  de  11  de  bramarlo  del  año  VII,  pero 
dejando  vijente  la  hipoteca  legal  oculta.  .Así  fué  como 
á  despecho  del  principio  que  proclamaba  el  progreso 
de  la  ciencia,  pudo  continuar  dominando  tal  sistema  en 
aquella  nación,  y  en  todas  las  demás  que,  habiendo 
caido  bajo  su  preponderancia,  hubieron  de  recibir 
sus  instituciones;  pero  la  Asamblea,  ocupándose  después 
en  reformar  los  vicios  del  sistema,  acordó  al  fin  en 
marzo  de  1855  la  trascripción  íntegra  en  el  rejistro 
de  todos  los  actos  constitutivos  y  traslativos  del  domi- 
nio y  demás  derechos  reales,  ó  en  que  la  propiedad  in- 
mueble sufra  alguna  modificación,  lo  que  sustancialmente 
importa  la  publicidad,  y  la  abolición  de  los  derechos  o- 
cultos.  No  podria,  pues  ser  invocado  aquel  preceden- 
te como  ejemplo  para  sostener  hoy  un  sistema  que  ha 
quedado  prescrito  en  el  país  mismo  que  le  dió  nom- 
bre, estendiéndolo  por  una  gran  parte  de  Europa. 

Pero  si  hay  algún  medio  <ií  arbitrio,  como  parece 
haberlo,  de  mantener  incólumes  los  derechos  de  las 
personas  inhábiles;  si  estas  mismas,  lejos  de  sufrir  al- 
gún perjuicio  en  el  tránsito  á  otro  réjimen,  obtienen 
mejores  garantías,  en  vez  de  ese  aparente  baluarte  que 
hoy  en  muchos  casos  las  deja  en  descubierto  y  espues- 
tas á  la  lesión  de  sus  intereses;  aparece  manifiesta  la 
conveniencia  de  abolir  el  réjimen  actual,  reemplazándo- 
le por  otro  que  se  adapte  mejor  á  las  exijencias  de  la 
agricultura,  fuente  primitiva  de  la  riqueza. 
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Si  aquel  sistema  esta!  virtual  mente  rechazado  entre 
nosotros  por  su  inconveniencia,  en  el  hecho  de  haber* 
se  aceptado  el  pensamiento  de  su  reforma,  la  comisión 
no  podía  proponerlo  ni  aun  modificado,  si  de  modifi- 
cación fuera  susceptible,  toda  vez  que  una  de  sus 
bases  pugna  directamente  con  los  adelantos  de  la  cien- 
cia, y  con  lo  que  los  hechos,  que  en  el  terreno  de  lo 
práctico  hablan  mas  alto  que  cualquiera  teoría,  están 
demostrando  en  los  países  donde  se  ha  establecido  y 
planteado  el  sistema  contrario,  el  de  la  publicidad  ab- 
soluta. Menos  habría  podido  proponer,  volviendo  á  la 
fuente  de  nuestro  derecho  histórico,  el  sistema  lla- 
mado romano  que  mantiene  la  clandestinidad  de  los 
actos  que  se  contraen  á  la  propiedad  raiz,  aun  de  a- 
qucllos  que  proceden  de  la  convención  entre  los  inte- 
resados y  que  no  hay  medio  de  dar  á  conocer;  pues  (pie 
aun  siendo  auténticos,  nadie  puede  saber  cual  sea  el 
protocolo  ó  archivo  donde  consten.  Tal  sistema  no  me- 
rece ser  discutido;  harto  tiempo  pudo  dominar  alcan- 
zando al  primer  tercio  del  siglo  XVI. 

No  podía,  por  tanto,  ser  dudoso  para  la  comi- 
sión, cual  debiera  adoptar  y  proponer  en  el  proyecto 
de  que  está  encargada:  tenia  que  optar  y  ha  optado 
desde  luego  por  el  que  parte  del  principio  de  la  pu- 
blicidad, y  es  conocido  con  el  nombre  de  jermánico  ó  a- 
lcman,  por  haber  nacido  en  Alemania.  No  es  sin  embargo 
un  principio  nuevamente  ensayado  en  las  instituciones  de 
los  pueblos  modernos;  desde  tiempos  muy  lejanos  se  acos- 
tumbraba ya  entre  los  griegos  inscribir  en  lápidas  ó  co- 
lumnas de  piedra,  lijadas  en  los  predios,  los  graváme- 
nes á  que  estos  estallan  afectos,  para  dar  así  á  cono- 
cer las  responsabilidades  que  pesaban  sobre  ellos.  De 
aquellos  pueblos  importaron  los  romanos  á  su  patríala 
misma  práctica,  la  (pie  al  íin  abolieron  por  contempla- 
ción al  crédito  de  los  propietarios  que  se  veian  arrui- 
nados si  era  espuesta  al  publico  su  insolvencia,  efecto 
casi  siempre  de  sus  dilapidaciones.  Kstc  motivo,  que  a- 
Im.iui  el  principio  de  publicidad,  debió  inducir  á  mante- 
nerlo en  observancia,  como  la  mejor  salvaguardia  contra 
el  fraude  y  la  mala  fe  de  los  propietarios  ó  poseedo- 
res, y  como  medio  seguro  de  no  perder  los  derechos  ad- 
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quírídos,  por  la  preexistencia  de  otros  ocultos. 

Adoptado  pues  el  principio,  queda  por  esponer 
la  teoría  del  sistema  en  que  se  desenvuelve,  ó,  lo  que 
es  lo  mismo,  cómo  la  publicidad  de  los  derechos  reales 
sobre  la  propiedad  inmueble,  puede  dar  el  resultado  de 
afirmar  el  dominio  y  sus  desmembraciones,  y  propor- 
cionar á  la  industria  los  capitales  de  que  indispensable- 
mente necesita  para  la  producción  de  la  riqueza. 

Y  cuál  puede  ser  el  medio  de  alcanzar  tan  inte- 
resante objeto?  No  hay  otro  que  el  crédito:  á  medida 
que  acrezca  el  de  la  tierra  por  las  mayores  garantías 
que  presente  respecto  al  crédito  puramente  personal, 
los  capitales  afluirán  á  la  demanda,  entrarán  en  com- 
petencia, bajará  su  interés  y  se  ofrecerán  bajo  condi- 
ciones mas  favorables  al  agricultor.  El  crédito  es  el  a- 
jente  principal  para  obtener  capitales;  mediante  él 
puede  decirse  que  la  tierra  se  cultiva  con  su  propio 
valor,  cuando  llega  á  movilizarse  por  medio  de  las  ins- 
tituciones que  en  el  crédito  descansan. 

Ahora,  la  misma  teoría  se  encarga  de  establecer  las 
bases  para  crear  y  desarrollar  el  crédito  de  la  propie- 
dad territorial.  Basta  contraer  por  un  momento  las 
ideas  sobre  este  asunto  para  comprender  por  su  senci- 
lla y  natural  jeneracion,  que  todas  ellas  converjen  hacia 
una  sola,  la  de  confianza,  consecuencia  inmediata  de  la  se- 
guridad. Así  como  sin  esta  el  individuo  no  goza  de  crédito 
personal,  porque  no  inspira  confianza,  sin  ella  tampoco  la 
inspira  la  propiedad  raiz,  y  por  consiguiente  no  puede  llegar 
á  obtener  crédito  para  confiarle  capitales,  los  que,  ar- 
redrados por  la  inseguridad,  se  ocultan  dentro  de  sus 
arcas,  ó  se  lanzan  á  otras  especulaciones  que,  si  bien 
mas  arriesgadas,  ofrecen  en  compensación  mayores  y  mas 
prontas  ganancias. 

Seguridad,  pues,  de  prestar,  sin  peligro  de  perder 
lo  prestado;  seguridad  de  adquirir  un  derecho,  sin  que 
otro  no  conocido  pueda  anteponérsele;  hé  aqui  el  obje- 
to inmediato  que  ha  de  procurar  la  teoría  del  derecho 
en  cuanto  ello  dependa  de  la  ley:  á  crear  tal  seguri- 
dad, á  inspirarla  á  todos  los  prestamistas  y  adquiren- 
tes,  á  robustecerla  y  afirmarla  por  los  hechos,  hasta 
elevarla  á  una  verdad   práctica,  se  cliiije  la  adopción 
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del  principio  de  publieidíd  en  todos  los  actos  que  afec- 
ten ó  puedan  afectar  la  propiedad  inmueble;  principie 
que   debe  preponderar,  y  ser  llevado  á  todas   sus  con- 
secuencias, en  el  desarrollo  del  sistema  que  lo  reconoce 
como  ba^e  capital. 

Así  como  las  leyes  no  son  obligatorias  sino  desde 
su  promulgación»  porque  á  ninguno  podría  exijírsele  que 
las  respetase  ó  arreglase  á  ellas  sus  acciones  antes  de 
ser  publicadas;  á  ninguno  puede  tampoco  sometérsele 
a*  los  efectos  de  los  actos  civiles  en  que  no  na  teni- 
do parte,  y  cuya  existencia  no  ha  podido  conocer. 
Por  tanto,  la  publicidad  por  medio  del  rejistro,  que  es 
su  fórmula  ó  espresion  material,  es  la  que  en  rigurosa 
justicia  obliga  á  estar  y  pasar  por  lo  que  en  el  apa- 
rece, aun  d  aquellos  que  han  sido  estrafios  á  los  ac- 
tos que  el  mismo  rejistro  denuncia.  Desde  el  momen- 
to que  esos  netos  son  públicos,  pueden  ya  ser  conoci- 
dos por  cualquiera  á  quien  interesen;  y  así,  el  que  con 
tal  conocimiento  adquiere  algún  derecho,  sabe  en  pri- 
mer lugar  cuales  son  los  actos  precedentes  que  le  per- 
judican y,  en  segundo,  que  después  de  0*1,  ninguno  pue- 
de adquirir  derecho  que  vulnere  los  suyos.  De  ahí  el  gran 
aforismo  que  es  la  síntesis  de  todo  el  sistema:  "lo  que  no 
aparece  inscrito  en  el  rejistro,  no  perjudica  á  tercero." 

Pero  por  lo  mismo  que  ese  principio  entraña  tan 
graves  y  trascendentales  consecuencias  en  las  condicio- 
nes civiles  de  la  propiedad,  es  de  la  mas  alta  impor- 
tancia que  los  medios  de  publicidad  seíin  de  tal  ma- 
nera legales  y  auténticos  que  produzcan  absoluta  cer- 
teza para  conocer  el  valor  de  los  inmuebles,  su  perte- 
nencia lejítima,  los  gravámenes  que  los  afecten,  las  li- 
mitaciones del  derecho  de  la  propiedad  y  las  incapa- 
cidades que  cohiban  ó  impidan  su  ejercicio;  porque  a- 
sí,  y  solo  así,  puede  haber  seguridad  de  adquirir,  sin 
peligro  de  perder  lo  adquirido;  única  manera  de  esta- 
blecer el  crédito  territorial. 

El  rejistro  debe  pues  comprender  todos  los  dere- 
chos, desmembraciones  y  afecciones  de  la  misma  propie- 
dad, y  las  limitaciones  que  impidan  su  ejercicio;  por- 
que  solo  con  conocimiento  de  todas  esas  circunstancias 
que  formarán  el  debe  y  haber  de  un  inmueble,  pueden 


—  31  — 


anticiparse  fondos  sobre  el,  <?  asegurar  ía  firmeza  de 
sil  adquisición.  Mas  para  llenar  tan  interesantes  obje- 
tos, es  indispensable  que  la  ley  establezca  como  prin- 
cipios: 1  ?  la  calificación  de  derecho  real  atribuida 
esclusivamente  al  derecho  inscrito,  en  cuanto  á  un  ter- 
cero: 2  ?  la  denegación  de  inscripción  de  los  títulos 
que  adolezcan  de  algún  defecto  de  legalidad  ó  auten- 
ticidad; y  3  ?  la  existencia  firme  é  irrevocable  del  de- 
recho inscrito,  mientras  no  sea  cancelado. 

El  derecho  real,  tal  como  está  constituido  por  la 
lejislacion,  no  se  adaptaria  á  la  índole  del  nuevo  sis- 
tema. Además  del  título  derivado  de  la  ley  ó  de  la 
voluntad  de  los  contrayentes,  requiere  la  tradición  de  la 
cosa,  real,  ficticia  ó  simbólica,  y  ese  acto,  verificado  ó 
representado  por  demostraciones  alusivas,  no  puede  es- 
tar al  alcance  de  aquellos  á  quienes  interese  conocer- 
lo. Por  tanto,  es  necesaria  la  publicidad  de  lo  que  se 
llama  modo  de  adquirir,  que  se  consigue  por  la  ins- 
cripción en  el  rejistro,  la  cual  deberá  producir  el  de- 
recho en  la  cosa;  innovación  radical  que  en  las  leyes 
vijentes  introduce  el  nuevo  sistema,  pero  dejando  no 
obstante  á  salvo  las  acciones  y  obligaciones  correlati- 
vas entre  los  contrayentes.  Así,  en  la  cosa  vendida  a* 
dos  sucesivamente  por  el  propietario,  no  adquirirá  el 
señorío  aquel  á  quien  se  entregue,  sino  el  que  prime- 
ro inscriba  su  derecho,  que  es  el  que  se  ha  dado  á 
conocer  en  el  rejistro  como  dueño  de  la  cosa;  porque 
si  el  primer  adquirente  no  cuida  de  hacer  su  inscrip- 
ción, el  segundo  no  tiene  medio  de  saber  el  contrato 
que  ha  precedido,  y  por  lo  mismo  no  deben  alcanzar- 
le los  efectos  de  una  omisión  que  solo  debe  perjudi- 
car al  que  ha  incurrido  en  ella. 

Consecuencia  de  esa  innovación  es  no  apremiar 
con  un  término  para  verificar  la  inscripción  á  los  en 
ella  interesados:  fijarlo,  cualquiera  que  fuese,  seria  vio- 
lar el  principio  dominante  en  todo  el  sistema,  y  hacer 
que  este,  apareciendo  refractario  consigo  mismo,  produ- 
jese efectos  opuestos  á  los  que  procura  obtener.  Cier- 
to es  que  hasta  ahora  en  todas  las  disposiciones  emi- 
tidas con  relación  al  rejistro,  se  halla  establecido  un 
término  dentro  del  cual  han  de  inscribirse  los  títulos 


sujetos  a  esto  rcqnísíto;  j'>ero  si  la  inscripción  lia  de  a- 
tribuir  el  dctétiíO  rOal  respecto  ¡í  los  qílO  no  han  sido 
pfirtG  en  el  acto  ó  contrato,  y  si  por  estar  pendiente 
tin  termino  para  ifrtrCi4bii4o,  un  tercero  no  timo  medio 
de  saber  «pie  la  cosa  lia  sido  ya  enajenada  ó  gravada 
por  el  propietario;  parece  evidente  que  el  principio  de 
publicidad,  claudicando  etl  sus  aplicaciones,  alaria  o- 
ca^ion  á  un  conllicto  entre  el  qtie  no  hubiese  adqui- 
rido  el  derecho  real  por  no  haberlo  inscrito,  sin  ser 
culpable  de  morosidad,  puesto  (pie  aun  duraba  el  ter- 
mino, y  el  (pie  de  buena  fe  hubiese  contratado  sobre 
el  inmueble  y  ocurriese  á  inscribir  inmediatamente  su 
derecho.  Ademas,  el  efecto  de  tal  término  seria  dene- 
gar la  inscripción  una  vez  pasado,  lo  que  perjudica- 
ria  a  la  claridad  y  fijeza  de  los  derechos  en  la  pro- 
piedad raiz,  (pie  el  rejistro  debe  procurar  en  interés  de 
los  propietarios  y  del  publico- 

La  gran  importancia  que  d  la  inscripción  atribuye 
el  sistema  de  publicidad  reclama  como  condición  in- 
dispensable de  firmeza  la  autenticidad  de  los  actos  (pie 
deban  aparecer  en  el  rejistro,  la  denegación  de  inscrip- 
ción á  los  que  sean  inválidos  ó  defectuosos  en  la  sus- 
tancia ó  en  las  formas  estrínsccas,  y  la  eficacia  de  las 
mismas  inscripciones,  mientras  no  sean  canceladas  con 
todas  las  precauciones  y  requisitos  que  deben  concur- 
rir K  la  estincion  de  los  derechos  rejistrados.  Si  la 
inscripción  no  pasara  de  una  fórmula,  si  no  asegurase 
contra  toda  impugnación  el  derecho  que  denuncia;  va- 
no seria  cualquiera  esfuerzo  por  crear  y  consolidar  el 
crédito,  frecuentemente  combatido  por  la  preponderan- 
cia de  derechos  no  inscritos,  y  por  consiguiente  ocultos 
que  acabarían  por  destruirlo. 

Ya  se  ha  indicado  que  para  los  fines  que  se 
propone  el  nuevo  sistema,  es  indispensable  que  apa- 
rezca autorizado  en  el  rejistro  el  estado  civil  de  la  pro- 
piedad inmueble,  como  sólida  garantía  de  estabilidad 
y  firmeza  de  los  derechos  (pie  el  mismo  rejistro  publi- 
qué: por  consiguiente,  esc  estado  seria  incompleto,  fa- 
laz, no  llenaría  los  objetos  á  (pie  tiende  la  publicidad, 
si  no  revelase  los  múltiples  actos  que  afectan  á  la 
propiedad,  si  no  siguiese  todas  las  vicisitudes  de  los  in- 


muebles  y  la  sucesión  de  los*  derechos  que  respecto 
de  ellos  enjendran  la  ley,  las  convenciones  y  los  actos 
judiciales  y  testamentarios.  La  naturaleza  y  la  acción 
del  hombre  producen  en  un  inmueble  trasformaciones 
frecuentes  que  alteran  la  importancia  de  este  y  que 
deben  caer  bajo  el  dominio  del  sistema.  151  inmueble 
inscrito  puede  aumentarse  ó  disminuirse,  cambiar  de 
aspecto,  fraccionarse,  y  hasta  desaparecer:  de  la  misma 
manera,  pueden  constituirse  sobre  él  derechos  nuevos, 
y  transferirse,  modificarse  ó  estinguirse  los  ya  consti- 
tuidos; y  como  todos  estos  hechos  producen  el  resulta- 
do de  acrecer  ó  decrecer  el  valor  de  la  propiedad  raiz 
y  de  alterarse  mas  ó  menos  sus  condiciones  civiles,  es 
indispensable  hacer  públicos  tales  hechos  para  que  pue- 
da apreciarse  el  estado  natural  y  civil  de  aquella. 

En  el  sistema  que  se  viene  esponiendo,  no  pueden 
pues  dejar  de  comprenderse,  además  de  la  propiedad, 
los  otros  derechos  reales  que  de  ella  se  desprenden  ó  que  la 
afectan,  para  que  la  inscripción  sea  la  ley  que  deba  regular- 
los, y  á  la  que  en  consecuencia  deban  quedar  sometidos  to- 
dos aquellos  á  quienes  los  da  á  conocer  el  rejistro,  bien 
para  que  en  su  caso  les  perjudique,  bien  para  ciarles  segu- 
ridad en  sus  transacciones.  No  siempre  es  íntegro  el  domi- 
nio del  propietario;  ora  sufre  limitaciones,  como  el  usufruc- 
to, el  uso,  la  habitación,  el  derecho  enfitéutico  ó  de  superfi- 
cie, las  acciones  resolutorias  y  los  arrendamientos  de  cier- 
tas condiciones;  ora  es  afectado  por  gravámenes,  como  las 
hipotecas,  las  servidumbres  reales  y  los  censos. 

Entre  los  derechos  que  limitan  el  de  propiedad, 
merecen  especial  consideración  para  subordinarlos  al 
sistema,  las  acciones  rescisorias  ó  resolutorias  que 
emanan  de  la  ley  ó  proceden  de  acto  ó  contrato.  Las 
primeras  constituyen  derechos  ocultos,  asemejándose  ba- 
jo este  respecto  á  la  hipoteca  tácita  y  ofreciendo  por 
tanto  inconvenientes  igualmente  graves.  Es  el  prin- 
cipal hacer  insegura  la  propiedad  y  dejarla  espuesta 
á  la  superveniencia  de  un  derecho  que  no  puede  ser 
conocido  y  que  impedida  por  lo  mismo  la  fijeza  y 
firmeza  que  debe  tener  para  que  pueda  ser  garantía 
eficaz  en  favor  del  crédito.  Así  pues  como  el  nuevo 
sistema  rechaza  la  clandestinidad    de   la  hipoteca, 
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debe  también  reohazar,  fsi  ha  de  ser  consecuente  con 
bu  principio,  las  acciones  resolutorias  que  no  pudien- 
<ld  por  su  propia  naturaleza  espresarse  cumplidamente 
en  la  inscripción,  dañarían  los  derechos  ae  un  tercero 
á  quien  no  queda  medie  ;le  saber  su  existencia.  La 
lesión  enorme  ó  enormísima,  el  retracto  legal,  la  res- 
titución m  integrum  y  otras  mas  de  que  en  su  lugar  se 
ocupará  la  comisión,  deben  por  consiguiente  quedar 
proscritas  en  su  trascendencia  á  los  derechos  de  terce- 
ras personas,  y  sin  otro  efecto  que  el  que  puedan  pro- 
ducir entre  las  partes,  mientras  los  bienes  se  hallen  en 
poder  del  obligado,  y  otro  no  haya  adquirido  algún 
derecho  real  sobre  ellos.  No  así  las  que  proceden  de 
la  estipulación,  y  que  pueden  hacerse  constar  en  el 
registro,  como  el  retracto  convencional,  la  falta  de  pa- 
go del  precio  de  la  cosa  vendida,  las  condiciones  sus- 
pensivas, y  otras  inátogas  porque  apareciendo  inscri- 
tas, cesa  el  motive  de  su  esclusion. 

El  mas  importable  de  loa  derechos  que  gravan  la 
propiedad  es  la  hipoteca,  no  tanto  por  su  constitución 
jurídica  en  la  que  poce  se  diferencia  de  los  demás  de- 
rechos reales,  cuanto  por  ser  la  garantía  del  crédito  real 
y  la  palanca  que  lo  levanta,  derivándose  de  ahí  la 
gran  representación  que  tiene  en  la  ley.  En  el  nue- 
vo sistema  pierde  hasta  cierto  punto  el  carácter  de  o- 
bligacion  subsidiaria,  para  elevarse  al  de  responsabili- 
dad principal  y  directa;  el  inmueble  hipotecado  es  el 
deudor,  e]  propietario  su  fiador:  no  podría  de  otra 
manera  llenar  cumplidamente  el  fin  de  crear  el  crédi- 
to, garantizando  firmemente  las  obligaciones.  Si  como 
hasta  hoy  la  responsabilidad  de  la  cosa  hipotecada 
hubiera  de  continuar  siendo  subsidiaria,  es  evidente  que 
no  presentaría  seguridad  de  pronto  y  fácil  reintegro 
de  los  capitales  prestados  y  sus  intereses,  habiendo  de 
dirijii  se  la  acción  contra  el  obligado,  y  hacerse  escusion 
en  sus  bienes,  antes  de  poderse  ejercitar  el  derecho 
contra  la  cosa*  que  so  halla  en  un  tercer  poseedor. 
Bien  es  verdad  (pie  en  algunos  casos  puede  la  acción 
dirijirse  desde  luego  contra  aquel  en  cuyo  poder  se  en- 
cuentra el  inmueble,  pero  son  exepciones  introduci- 
das por  la  jurisprudencia,  á  falta  de  preceptos  legales 
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que  puedan  consultarse  como  seguros  reguladores  del  e- 
jercício  de  la  acción  hipotecaria.  Aun  en  la  hipótesis 
ée  que  la  ley  lo  regulase,  un  solo  caso  en  que  impi- 
diese la  acción  directa  del  acreedor  sobre  el  inmueble 
obligado,  bastaría  para  alejar  la  confianza  de  los  pres- 
tamistas, siempre  recelosos  de  esponer  sus  fondos  á  rui- 
nosas eventualidades.  La  garantía  que  ofrezca  la  hi- 
poteca debe  ser  tan  directa,  tan  segura,  tan  infalible, 
que  ni  por  el  ejercicio  de  otras  acciones  sobre  el  mismo  in- 
mueble, ni  por  hallarse  en  poder  de  un  tercero,  cual- 
quiera que  sea  su  título,  ni  por  fallecimiento  ó  quie- 
bra del  deudor,  ni  por  la  cesión  de  bienes  ó  concur- 
so de  acreedores,  pueda  retardarse  ni  menos  eludirse  la 
satisfacción  del  crédito  hipotecario. 

En  la  rigorosa  teoría,  no  debiera  tener  cabida  o- 
tra  hipoteca  que  la  voluntaria,  as  decir  la  que  estipu- 
lasen los  interesados  y  lievasep  á  inscribir  en  el  rejis- 
tro:  la  legal  cleberia  quedai  proscrita.  Ya  ha  indicado 
la  comisión  los  inconvenientes  que  bajo  ese  respecto 
ofrece  la  lejislacion  vijente,  por  Ja  inseguridad^que  la 
hipoteca  tácita  introduce  en  todos  los  derechos  que  se 
refieren  á  la  propiedad  raiz,  y  la  consiguiente  imposi- 
bilidad de  cimentar  el  crédito  de  que  debe  gozar  pa- 
ra atraer  hácia  ella  los  capitales  que  necesita  pa- 
ra la  producción.  Así  es  que,  solamente  por  muy  e- 
levadas  consideraciones  en  favor  de  los  intereses  de 
la  familia,  puede  transijir  el  nuevo  sistema  con  el  réji- 
men  anterior,  pero  á  condición  de  que  la  hipoteca  le- 
gal de  que  disfruten  las  personas  incapaces  sej  subordi- 
ne al  principio  de  publicidad  por  la  inscripción  en  el 
rejistro.  Entrando  así  en  el  sistema  esta  hipoteca,  li- 
mitada á  amparar  á  aquellas  personas,  y  sometida  á 
las  condiciones  con  que  el  nuevo  réjiinen  puede  pro- 
hijarla; la  propiedad  raiz,  ofreciendo  mayor  seguridad 
en  su  constitución  civil,  adquirirá  el  crédito  de  que 
hoy  no  goza,  y  á  que  jamás  podría  aspirar,  amengua- 
da como  se  halla  por  derechos  ocultos  la  garantía  que 
puede  ofrecer  para  la  adquisición  de  capitales. 

Como  gravámenes  de  los  inmuebles  que  también 
importa  dar  á  conocer  en  el  rejistro,  es  necesario  asi- 
mismo considerar  las  servidumbres  reales.    Podrá  pa- 
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reoer  que  las  continuas  aj&rentes  deberían  quedar  csclui- 
das  de  aquel  requisito  por  estar  á  la  vista  y  denun- 
ciarse á  sí  mismas,  y  en  efeoto  están  cscluidas  de  ¿1 
en  algunas  leyes  hipotecarias  estranjeras;  pero  siendo 
difícil  la  apreciación  legal  de  un  lieeho,  para  deducir 
de  su  sola  existenc  ia  la  del  derecho  de  servidumbre,  es 
interesante  que,  sean  continuas  ó  discontinuas,  mani- 
fiestas ií  ocultas,  todas  aparezcan  en  el  rejistro,  como 
cualquiera  otro  derecho  de  los  que  gravan  la  propie- 
dad inmueble; 

Los  censos  la  gravan  igualmente.  Poco  interés  pre- 
sentan entre  nosotros,  si  bien  lo  tienen  en  las  leyes  por 
la  constitución  peculiar  de  la  propiedad  raiz  en  Es- 
paña. No  están  en  nuestras  costumbres  ni  el  reser- 
vativo ni  el  consiliativo:  únicamente  el  enfitéutico  á 
que  los  pueblos  suelen  conceder  sus  ejidos,  es  el  (pie 
vemos  practicado;  pero  basta  que  la  propiedad  pueda 
sufrir  tales  afecciones,  para  someterlas  al  principio  del 
nuevo  sistema  y  ponerlas  en  relación  armónica  con  los 
demás  derechos  reales. 

No  es  bastante,  empero,  para  asegurar  la  propie- 
dad raiz,  que  sean  manifiestos  los  derechos  que  la  gra- 
van y  limitan:  la  teoría  debe  ir  mas  allá  en  sus  ten- 
dencias, tomando  en  cuenta  todo  lo  que  impida  el  ejer- 
cicio mismo  del  derecho  de  propiedad.  El  propietario 
inscrito,  no  puede  trasmitir  el  inmueble,  ni  afectarlo 
ni  limitarse  su  propio  derecho,  sino  tiene  la  libre  dis- 
posición de  sus  bienes,  porque  los  actos  inválidos  que 
acerca  de  ellos  practicara  trasmitirían  la  misma  inva- 
lidez en  todos  los  ulteriores  que  de  aquellos  emanasen 
y  es  por  eso  indispensable  que  aparezca  la  incapacidad 
en  que  civilmente  este'  constituido.  En  consecuencia, 
esa  inhabilidad  personal,  sea  permanente,  accidental 
ó  temporal,  debe  ser  también  objeto  de  la  ley  y  quedar 
sometidas  á  la  inscripción  las  causas  y  declaraciones  que 
tal  inhabilidad  produzcan,  como  la  incapacidad  físi- 
ca ó  intelectual,  los  secuestros  y  embargos,  las  declaracio- 
nes de  quiebra,  cesión  de  bienes,  concurso  necesario,  y  en 
fin  todo  lo  que  pueda  coartar  en  el  propietario  la  facul- 
tad de  disponer  de  sus  bienes. 

Aun  deben  quedar  sometidos  ¡í  las  condiciones  del 


sistema  ciertos  derechos  qne  plr  no  poderse  determinar 
desde  luego,  o  por  no  ser  definitivos,  no  pueden  inscribir- 
se en  la  misma  forma  que  los  derechos  reales.  Un  títu- 
lo cuya  inscripción  se  solicita,  puede  adolecer  de  de- 
fectos intrínsecos  ó  formales  que  la  impidan,  pero  es« 
tando  subsanados,  el  derecho  que  contenga  debe  produ- 
cir sus  efectos  desde  que  se  solicitó  la  inscripción,  cum- 
pliendo con  lo  prescrito  por  la  ley.  Los  legatarios  y 
acreedores  de  una  herencia,  tienen  derechos  en  los  bie- 
nes de  la  sucesión  y  les  importa  ponerlos  á  cubierto 
de  los  actos  del  heredero  que  pudiera  confundirlos  con 
sus  propios  bienes  y  responsabilidades.  En  los  proce- 
dimientos judiciales  es  también  importante  que  el  ac- 
tor ó  acreedor  tenga  medios  de  asegurar  las  resultas  del 
juicio;  lo  que  equivale  y  sustituye  á  la  hipoteca  llamada 
judicial,  aunque  con  efectos  menos  permanentes  y  tras- 
cendentales. Todos  estos  derechos  todavía  no  bien  defini- 
dos, pueden  sin  embargo  afectar  la  propiedad  de  los  in- 
muebles, ó  algún  otro  derecho  real,  y  por  lo  mismo  deben 
consignarse  en  el  rejistro,  para  que  á  su  tiempo  produzcan 
el  efecto  que  deben  producir  según  su  especial  naturale- 
za. A  estos  objetos  atienden  Jas  anotaciones  .  preventivas 
llamadas  también  prenotad-iones  denominación  que  las 
esplica  mejor  que  una  definición  cualquiera,  por  la  dificul- 
tad de  comprenderlas  en  un  solo  grupo,  no  procediendo 
todas  de  una  misma  causa,  ni  teniendo  todas  idéntico  ca- 
rácter. Según  la  índole  peculiar  de  cada  uno  de  los  dere- 
chos que  las  anotaciones  garantizan,  algunas  de  ellas 
tienen  que  convertirse  en  inscripciones  definitivas  y  per- 
manentes; otras  deben  caducar  pasado  el  tiempo  en  que 
razonablemente  puede  quedar  subsanado  el  defecto,  es- 
tinguido  el  derecho,  ó  cumplido  el  objeto  de  la  misma  a- 
notacion,  habiendo  entre  tanto  impedídose  por  medio  de 
ella  que  alguno  adquiera  un  derecho  preferente  al  dere- 
cho anotado. 

Las  inscripciones  deben  quedar  subordinadas  á  la 
duración  y  vicisitudes  de  los  derechos  que  enuncian:  de- 
ben pues  estinguirse  lo  mismo  que  aquellos;  y  así  como 
para  la  jeneracion  del  derecho  real,  la  teoría  no  reconoce 
otro  medio  que  el  de  la  inscripción,  aunque  esta  proceda  d  e 
causas  diferentes,  de  la  misma  manera,  parala  estinc  ion  de 
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los  derechos  inscritos  no  pAtede  aceptar  otra  vía  que  la  de 
la  cancelación,  cualesquiera  que  sean  lo¡>  motivos  (pie  la  o- 
rijinen;  porque  solo  ella  puede  dar  á  conocer  á  terceras  per- 
sonas la  inexistencia  total  ó  parcial  de  tales  derechos.  Por 
consiguiente,  todo  actoií  hecho  que  la  produzca,  ó  estinga 
los  derechos  ó  inmuebles  inscritos,  debe  consignarse  en 
el  rejistro  por  Ka  cancelación,  la  cual  debe  reconocer  la 
ley  como  único  medio  de  hacer  constar  respecto  de  ter- 
cero la  disminución  ó  estincion  de  los  derechos  rejis- 
trados. 

Las  frecuentes  alteraciones  á  que  están  sujetos  los 
derechos  inscritos,  así  como  las  mismas  inscripciones, 
anotaciones  y  cancelaciones,  y  el  encadenamiento  y  cor- 
respondencia (pie  deben  tener  todas  las  constancias  del 
rejistro  relativas  á  un  inmueble,  reclaman  como  comple- 
mento del  sistema,  por  una  parte,  indicaciones  acciden- 
tales, importantes  á  la  verdad,  pero  que,  sin  producir 
complicación,  no  pudieran  aparecer  como  inscripciones, 
y  por  otra,  medios  para  gobernarse  en  las  actuaciones 
del  mismo  rejistro,  y  para  consultarlas  relaciones'entre 
ellas:  se  obtiene  el  primer  objeto  con  las  notas;  el  se- 
gundo con  las  referencias.  La  rectificación  v.  g.  de  un 
error  material  en  una  inscripción,  advertido  cuando  va 
está  terminada  y  autorizada,  debe  hacerse  por  medio  de 
una  nota:  y  la  circunstancia  de  estar  cancelada  p.  e.  una 
anotación,  debe  también  aparecer  al  lado  de  ella  misma 
refirie'ndose  al  asiento  de  cancelación.  Todo  esto  que 
púdierá  no  constituir  una  parte  esencial  del  sistema,  lo 
completa  sin  embargo  en  cuanto  al  modo  de  funcionar; 
así  como  en  una  máquina  se  emplean  piezas  secundarias 
<pic  con  las  principales  concurren  á  producir  el  efecto 
(pie  se  desea. 

Hasta  aquí  lo  que  constituye  la  parte  sustantiva 
del  sistema:  resta  esponer  su  actuación,  esto  es,  cuál 
sea  la  manera  de  funcionar,  adecuada  á  los  objetos  (pie 
se  propone. 

Va  lo  ha  indicado  la  comisión:  el  rejistro  .reasume 
el  sistema,  atrayendo,  conteniendo  y  denunciando  todos 
los  actos  que  se  refieren  á  la  constitución  y  estado  ci- 
vil de  los  inmuebles:  es  bajo  este  concepto,  un  depó- 
sito sagrado  de  los  derechos  sobre  la  propiedad  estable, 
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trasmisibles  á  las  jeneraciones  Venideras.  Conviene  por 
tanto  que  en  su  organización  asuma  condiciones  que 
sean  otras  tantas  garantías  en  favor  de  esos  derechos 
para  corresponder  plenamente  á  los  grandes  objetos  con 
que  es  instituido.  Claridad  y  precisión  en  sus  constan- 
cias, fácil  acceso  para  todo  el  que  quiera  consultarlo, 
intelijencia  y  moralidad  en  los  encargados  de  llevarlo: 
he  aquí  lo  que  acerca  de  él  debe  procurarse  á  fin  de 
que  no  se  convierta  en  una  decepción  para  los  inte- 
resados que  han  de  confiarle  sus  derechos.  Sin  la  cla- 
ridad, el  rejistro  seria  un  caos,  introduciría  la  confu- 
sión en  la  propiedad  en  vez  de  definirla:  dejaría  de  pre- 
sentar el  estado  civil  de  los  inmuebles,  contrariando  así 
el  principio  fundamental  de  todo  el  sistema  y  el  objeto 
de  sus  tendencias,  porque  no  podría  llamarse  ni  ser 
público  lo  que  no  se  diese  á  conocer  á  la  comprensión 
común. 

Interesante  es  también  en  sumo  grado  situar  los  re- 
jistros  en  centros  á  que  con  la  prontitud  que  exije  la 
contratación,  puedan  ocurrir  los  que  se  interesen  en 
consultarlas  constancias  de  aquellos  ó  en  inscribir  sus 
derechos.  La  sola  idea  de  que  la  inscripción  atribuye 
el  derecho  real  y  la  preferencia  al  que  primero  lo  ins- 
cribe, revela  cuanto  importa  al  público  que  la  demar- 
cación de  cada  rejistro  sea  reducida.  Colocarlos  á  lar- 
gas distancias  de  las  residencias  de  las  personas  que 
pueden  tener  que  ocurrir  á  ellos,  seria  tanto  como  po- 
nerlos fuera  de  su  alcance,  mucho  mas  en  donde  to- 
davía no  se  goza  de  la  prontitud  y  facilidad  de  comu- 
nicaciones que  proporcionan  la  electricidad  y  el  vapor. 
Entre  nosotros,  un  solo  rejistro  central  no  podría  lle- 
nar sus  objetos,  y  así,  aun  arrostrando  inconvenientes,  la 
descentralización  de  los  rejistros  es  preferible,  en  bene- 
ficio de  los  departamentos,  al  establecimiento  dé  uno  so- 
lo jeneral,  que  ciertamente  seria  mas  fácil  de  organi- 
zar. Aun  en  la  imperfecta  constitución  que  hasta  ahora 
ha  tenido  el  llamado  oficio  de  hipotecas,  se  observa  la 
tendencia  constante  á  establecer  uno  para  cada  partido 
judicial,  como  siguiendo  á  las  leyes  españolas  lo  dispo- 
nen las  nuestras.  Es  igualmente  imprescindible  que  los 
encargados  .de  los  rejistros  reúnan  á  la  moralidad  la  com- 
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pétente  intelijencia  para  llevarlos.  La  integridad  de 
los  derechos  é  intereses  de  que  son  depositarios  exije 
la  primera  de  aquellas  cualidades,  tanto  como  lo  exi- 
je  cualquiera  otra  función  pública;  y  la  pericia  en  la 
teneduría  de  los  libres  es  tan  indispensable  que  sin 
ella,  aun  cuando  no  haya  dolo,  podrían  ocasionarse  gra- 
ves y  acaso  irreparables  perjuicios  en  el  patrimonio  de 
los  individuos  y  délas  familias.  La  concurrencia  en  a- 
quellos  oficiales  de  esas  cualidades,  notorias  y  compe- 
tentemente calificadas,  puede  tan  solo  ofrecer  una  ga- 
rantía en  que  el  público  libre  su  confianza. 

Aunque  someramente,  la  comisión  ha  procurado 
presentar  una  idea  elemental  del  sistema  que  en  el 
proyecto  se  desenvuelve:  no  cabria  mas  dentro  de  los  lí- 
mites de  este  informe;  pero  no  por  eso  se  puede  pres- 
cindir de  consideraciones  cuya  omisión  dejaría  un  va- 
cio en  "o  -dativo  al  tránsito  de  uno  á  otro  régimen,  y 
en  cuanto  á  ciertos  medios  de  que  el  proyecto  debe 
encargarse  como  complemento  de  la  reforma  en  sus  fi- 
nes económicos. 

La  ley  proyectada  escollaría  en  su  planteamiento 
si  no  tuviese  en  cuenta  los  derechos  adquiridos  hasta 
el  dia  en  que  haya  de  comenzar  íí  rejir.  Lcjislaeiones 
antitéticas  en  sus  principios  fundamentales,  y  pugnan- 
do en  consecuencia  en  sus  disposiciones  de  aplicación, 
no  podrian  rejir  paralelamente  en  un  período  de  tiem- 
po indefinido  ó  muy  prolongado  sin  ocasionar  en  su 
mutuo  contacto  graves  perjuicios  á  los  derechos  exis- 
tentes ó  venideros,  haciéndolos  dudosos  á  la  vez  que  in- 
seguros, y  presentando  el  contraste  de  someter  unos 
mismos  actos  á  calificaciones,  legales  sí,  pero  diversas 
y  aun  opuestas  según  que  se  refiriesen  al  presente  ó  al 
pasado;  contraste  que  si  bien  ofrece  de  ordinario  una 
ley  cualquiera  en  sus  relaciones  con  la  que  le  ha  pre- 
cedido, es  solo  en  casos  aislados  que  no  establecen  una  si- 
tuación anormal  ni  envuelven  contradicción  activa  y  per- 
manente. La  gran  dificultad,  acaso  la  mayor  que  pue- 
de surjir  en  el  planteamiento  del  nuevo  sistema,  es  la 
transición  á  él,  sin  vulnerar  los  derechos  adquiridos 
durante  el  réjimen  anterior,  sin  afectar  el  principio  de 
!a  irrttroatMvidad  de  la  ley,  reconocido  en  el  derecho  pú- 
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blico  universal,  como  salvaguardia  de  los  del  individuo. 
Por  otra  parte  la  subsistencia  de  tales  derechos,  en  las 
condiciones  con  que  nacieron  bajo  el  influjo  de  la  le- 
jislacion  vijente,  aplazaria  por  largo  tiempo,  hasta  que 
todos  se  estinguieran,  los  beneficiosos  resultados  que  se 
propone  la  reforma,  reservando  para  la  jeneracion 
venidera  lo  que  con  igual  derecho  reclama  la  pre- 
sente. 

La  comisión  piensa  sin  embargo  que  tal  conflicto  no 
surjirá,  que  no  se  presentará  esa  alternativa  entre  retar- 
dar el  éxito  de  la  reforma  y  la  violación  de  aquel  princi- 
pio, y  que  tampoco  habrá  motivo  racional  para  despertar 
la  alarma  de  los  que  tengan  algunos  derechos  al  plan- 
tearse el  nuevo  réjimen,  si  poniéndose  estos  á  salvo  en 
su  parte  esencial  y  sustantiva,  se  les  somete  en  su  for- 
ma tan  solo,  en  su  manera  de  ser,  al  principio  en  que 
descansa  el  sistema:  dentro  de  él  todos  aquellos  dere- 
chos, como  los  que  nazcan  bajo  las  prescripciones  de 
la  nueva  ley,  presentarán  en  sus  condiciones  de  forma 
un  conjunto  congruente  y  homojéneo,  observadas  en  sus 
respectivos  efectos  las  reglas  de  estricta  igualdad  y  jus- 
ticia, y  operada  en  fin  la  fusión  de  intereses  que  has- 
ta hoy  aparecian  encontrados. 

El  principio  de  irretroactividad  tiene  dentro  de  sí 
mismo  sus  naturales  limitaciones:  la  primera  de  ellas 
y  la  mas  razonable  es  cuando  los  efectos  de  la  ley  pos- 
terior no  dañan  los  derechos  adquiridos  en  virtud  de 
la  anterior,  porque  entonces  falta  el  motivo  que  obs- 
ta á  la  trascendencia  de  aquella  en  los  que  á  favor  de 
la  otra  han  sido  creados.  Hasta  ahora,  y  menos  en  el 
derecho  público  moderno  que  determina  mejor  las  rela- 
ciones entre  el  poder  y  los  gobernados  no  ha  sido  aun 
objetada  la  facultad  del  lejislador  para  establecer  re- 
quisitos que  solo  afecten  á  la  parte  formal  de  los  de- 
rechos existentes.  La  protección  que  el  Estado  les  dis- 
pensa, importa  la  condición  de  quedar  subordinados  á 
aquellas  prescripciones  que  exija  el  interés  común,  con 
tal  que  no  se  atente  con  ellas  á  los  del  individuo.  Sus- 
tentar que  estos  son  ilejislables  en  cuanto  á  las  formas 
con  que  deben  existir,  seria  la  negación  de  la  facultad 
y  aun  del  deber  que  el  Estado  tiene  de  adoptar  las  rer 
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glas  ¿í  que  aquellos  deben  ajustarse,  para  coexistir  con 
las  reformas  que  la  necesidad  ó  la  conveniencia  publi- 
ca reclamen.  Los  propietarios  no  podrían  pretender  exen- 
ciones cu  cuanío  á  las  formalidades  de  los  derechos 
existentes  ú  su  favor  ai  introducirse  una  reforma  en  las 
leyes:  si  el  poder  publico  debe  preservar  de  toda  lesión 
tales  derechos,  debe  también,  por  consecuencia,  tener 
facultad  de  imponer  las  condiciones  indispensables  pa- 
ra que  aquel  deber  pueda  cumplirse.  Si  hubiera  de  a- 
ceptarse  como  principio  que  tales  prescripciones,  de  un 
orden  secundario  no  están  bajo  el  dominio  del  lejislador 
sino  en  cuanto  á  los  derechos  supervenientes,  no  podi  ni 
ciertamente,  como  ya  ha  indicado  un  jurisconsulto,  obli- 
garse &  los  propietarios  contribuir  con  impuestos  á 
que  sus  propiedades  no  estaban  sujetas  al  tiempo  de  su 
adquisición;  y  se  puede  agregar  que  tampoco  podrían 
dictarse  leyes  reglamentarias  ni  de  actuación  ó  proce- 
dimientos que  comprendiesen  acciones  ya  incoadas  en 
juicio,  ni  otras  muchas  á  que  por  su  carácter  adjetivo, 
según  el  mismo  escritor,  jamas  se  ha  opuesto  el  vicio 
de  retroacción. 

Obedeciendo  á  estos  principios,  pero  dándoles  una 
aplicación  mas  lójica  de  la  que  han  solido  darles  otras 
leyes  en  en  el  transito  de  uno  á  otro  rojimen,  la  co- 
misión piensa  que  debe  fijarse  un  término  breve,  pero 
competente,  dentro  del  cual  todos  los  derechos  adqui- 
ridos antes  del  dia  en  (píela  ley  comience  á  rejir,  puedan 
quedar  consignados  en  los  rejistros,  no  siendo  entre- 
tanto perjudicados  por  la  adquisición  ó  inscripción 
de  otros  derechos.  Mas  como  esta  ultima  circunstan- 
cia, pudiera  ser  motivo  de  retraimiento  para  los 
que  dentro  del  indicado  período  intentasen  adquirir  de- 
rechos sobre  algún  inmueble,  ó  bien  el  inmueble  mismo, 
por  ser  muy  probable  que  existan  derechos  anteriores 
«pie  se  inscriban  después,  pero  ignorados  al  hacerse  la 
adquisición,  deben  tenerse  en  cuenta,  estas  considera- 
ciones para  salvar  los  conllictos  que  ocurrirían,  y  en  los 
que  habrían  de  sucumbir  unos  ií  otros  do  aquellos  de- 
rechos. A  este  efecto  debe  ofrecerse  Ú  los  interesados 
un  medio  do  ponerse  ii  cubierto  contri  la  existencia 
posible  de  cargas  que,  sin  ser  antes  conocidas,  pudie- 
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ran  ser  réjistradas  en  10  que  aun  falte  por  trascurrir  del 
espresado  término.  Ese  medio  es  la  liberación,  procedi- 
miento usado  ya  en  otros  países  con  objetos  análogos, 
y  por  el  cual  se  hace  un  llamamiento  publico,  ó  per- 
sonal cuando  sea  dable,  á  todos  los  que  puedan  tener 
algún  derecho  qué  deducir  acerca  del  inmueble  que  tra- 
te de  inscribirse.  Por  este  medio,  si  existieren  algunos 
derechos  y  se  ejercitaren  en  oposición  á"  la  inscripción 
solicitada,  serán  inscritos  según  el  orden  que  les  cor- 
responda; y  los  que  no  se  hagan  valer  en  esa  opor- 
tunidad, si  bien  podrán  hacerse  constar  en  el  rejistro, 
aun  trascurrido  el  tiempo  del  emplazamiento,  deberán 
quedar  sin  embargo  postergados  á  los  que  hayan  con- 
signado la  nueva  inscripción  y  todas  las  demás  que  se 
verifiquen  antes  de  la  que  se  refiera  á  alguno  de  esos 
derechos  ya  existentes  cuando  empiece  á  rejir  la  ley. 

Ahora,  si  se  trata  de  hacer  la  inscripción  de  propie- 
dad ó  de  otro  derecho  real  sobre  un  inmueble,  cuando  hu- 
biere trascurrido  tal  período,  ya  no  deberá  ex ij irse  como 
necesario  el  procedimiento  de  liberación,  porque  el  he- 
cho de  no  haber  ocurrido  ninguno  dentro  de  aquel  tér- 
mino en  demanda  de  alguna  inscripción  debe  hacer 
presumir  fundadamente  que,  ó  no  existen  derechos  que 
puedan  hacerse  valer,  ó  que  si  existen  y  pueden  com- 
probarse, han  sido  renunciados  por  aquellos  á  quienes 
competen.  Querer  que  la  ley  fuese  mas  allá  en  solici- 
tud de  los  que  tienen  esos  derechos,  que  también  han 
tenido'  abierto  el  camino  para  hacerlos  ingresar  al  nue- 
vo réjimen,  y  que  á  pesar  de  eso  dejaron  de  inscri- 
birlos por  neglijencia  ó  incuria,  seria  una  pretensión 
exajerada  ante  las  consideraciones  de  la  justicia;  seria 
volver  al  reprobado  sistema  de  clandestinidad  y  de  pro- 
tección que  se  procura  abolir  en  la  reforma.  Así,  tras- 
currido el  período  que  se  designe  para  la  transición,  el 
nuevo  réjimen  podrá  quedar  definitivamente  planteado 
y  libre  la  propiedad  de  todos  los  gravámenes  ocultos, 
sin  afectar  en  manera  alguna,  uno  solo  délos  derechos 
creados  á  la  sombra  de  la  lejislacion  anterior, 

.  Aquí  terminaria  la  comisión  esta  parte  de  su  infor- 
me, si  no  juzgara  conveniente  esponcr  las  reglas  de  con- 
ducta que  la  han  gobernado  en  el  desempeño  de  su  en- 
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cargo,  así  como  presentar  algunas  consideraciones  es- 
trechamente enlazadas  con  los  objetos  del  proyecto. 

En  la  imposibilidad  de  redactar  uno  ordinariamente 
suyo  en  una  materia  tan  trascendental  y  compleja,  la 
comisión  ha  creído  deber  tomar  por  base  de  sus  traba- 
jos, entre  las  pocas  leyes  hipotecarias  que  ha  podido 
reunir  y  consultar,  la  emitida  en  España  en  1861  y  re- 
formada en  1869;  porque  esa  ley,  formulada  con  pre- 
sencia de  la  lejislacion  que  nos  nje,  cuadra  mejor  que 
ninguna  otra  con  nuestras  costumbre?  y  tradiciones,  y  aun 
con  nuestras  prácticas  civiles.  Redactada  durante  el 
espacio  de  tres  años  por  una  comisión  de  eminentes  ju- 
risconsultos que  tuvo  presentes  casi  todas  las  leyes  hi- 
potecarias de  los  Estados  de  Europa,  precedida  de  una 
OBposicion  de  motivos  profundamente  científica,  y  lumi- 
nosamente discutida  en  los  cuerpos  colejisladores;  pue- 
de bien  juzgársela  como  el  resumen  de  cuanto  en 
los  últimos  años  se  ha  discurrido  y  adelantado  en  esta  di- 
fícil materia. 

Mas  en  la  adopción  de  aquella  ley  como  base  de 
la  que  debiera  proyectarse,  la  comisión  ha  tenido  qué 
hacer  un  estudio  atento  de  cada  una  de  sus  disposi- 
ciones, llevando  su  eclecticismo  al  grado  de  no  dar  ca- 
bida en  su  proyecto,  sino  á  los  principios  y  disposicio- 
nes que  rigorosamente  exije  el  desarrollo  del  sistema, 
sin  dejar  por  eso  de  tener  en  cuenta  que  la  demasiada 
urnrillcz  en  la  lejislacion  es  enemiga  de  la  propiedad]  ob- 
servación que  se  hizo  en  el  Consejo  de  Estado  de  Fran- 
cia cuando  se  discutía  precisamente  la  materia  de  hi- 
potecas. Mas  aun:  la  comisión,  como  era  de  su  deber 
ha  procurado  ensanchar  el  estrecho  círculo  de  sus  ideas 
y  conocimientos  con  el  estudio  de  otras  lejislaciones, 
teniendo  presente,  al  formar  su  proyecto,  el  del  código 
civil  español  de  1851;  el  proyecto  de  ley  del  Cantón 
de  Jinebra  del  año  de  1830,  que  en  su  estructura  y  en 
su  parte  científica,  ha  sido  reputado  como  uno  de  los  me- 
jores modelos;  la  ley  sobre  el  rejistro  de  la  propiedad, 
decretada  en  Chile,  como  adicional  al  código  civil,  y 
de  la  cual  se  han  tomado  algunas  disposiciones;  y  por  ul- 
timo, considerable  numero  de  publicaciones  crítico-jurí- 
dicas de  la  prensa  Española.  El  deber  de  procurar  el  acierto 
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por  medio  Je  esos  estudios,  y  si  propia  insuficiencia,  han 
hecho  á  la  comisión  conducirse  en  sus  trabajos  con  tal 
desconfianza  y  detenimiento  que  por  lo  menos  dejen  su 
ánimo  convencido  de  no  haber  propuesto  disposiciones 
inmaturas,  inaplicables,  inconvenientes  ó  supérfluas,  6 
en  algún  concepto  reformas  innecesarias  del  derecho 
vijente.  Por  el  contrario,  se  ha  propuesto  como  regla 
invariable  mejorar  conservando,  y  no  introducir  inno- 
vaciones que  la  necesidad  ó  la  conveniencia  no  san- 
cionen. 

Además,  desviándose  la  comisión  de  la  ley  que  le 
ha  servido  de  norma,  ha  introducido  en  su  proyecto  nu- 
merosas alteraciones  justificadas  por  las  diferentes  con- 
diciones y  exijencias  del  país:  ha  variado  el  plan  que 
en  su  estructura  ofrece  aquella  ley,  prefiriendo  el  que 
le  ha  parecido  mas  conforme  al  desarrollo  natural  de 
las  materias;  y  por  ultimo  ha  procurado  dar  distinta  for- 
ma á  los  asientos  del  rejistro,  y  al  efecto  los  ha  divi- 
dido en  secciones  separadas  según  la  especial  natura- 
leza de  aquellos,  de  manera  que  al  mismo  tiempo  que 
facilite  su  inspección  al  interesado  en  consultarlos,  pue- 
dan los  rejistradores  actuar  con  mayor  espedicion  y  a- 
cierto. 

Acaso  la  ley  que  sé  propone  no  pueda  llenar  des- 
de luego  de  una  manera  cumplida  todos  los  objetos  á 
que  deben  propender  las  que  tienen  la  misma  misión. 
Aun  reconstruida  la  propiedad  en  el  orden  civil  sobre 
principios  mas  sólidos  que  los  muy  deleznables  en  que 
hasta  ahora  ha  descansado;  aun  obtenida  por  ese  me- 
dio la  mas  completa  seguridad  en  todos  los  actos  que 
á  ella  se  contraigan;  todavía  la  ley  debe  ir  mas  adelan- 
te procurando,  cuanto  cabe  dentro  de  la  esfera  de  su 
acción,  que  á  su  sombra  se  desarrolle  el  crédito  de  la 
propiedad  territorial,  vida  de  la  agricultura  y  fuente 
inagotable  de  riqueza. 

Está  fuera  de  duda  que  el  capital  es  un  ájente 
indispensable  de  la  producción  agrícola,  Pero  los  ca- 
pitalistas prefieren  especulaciones  rápidas  y  lucrativas, 
mientras  que  el  cultivo  del  suelo  requiere  capital  con  in- 
terés moderado  y  largo  término  para  reintegrarlo,  puesto 
que  la  tierra  va  devolviendo  periódica  y  paulatinamente 
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los  fundos  que  se  invierten  cu  su  beneficio':  cu  tal  contra- 
dicción do  intereses  sucumbirá',  es  indudable,  el  agricultor, 
contrayendo  compromisos  que  no  puede  cumplir  yespó- 
niendose  a  la  espropiaeion  judicial  y  acaso  a  la  ruina.  Las 
instituciones  de  crédito  territorial  se  presentan  tí  salvar 
tales  conflictos,  como  intermediarias  entre  el  prestamis- 
ta y  el  Agricultor,  recibiendo  de  aquel  el  capital  y  tras- 
mitiéndolo este  bajo  la  garantía  hipotecaria,  con  mó- 
dico interés  y  largo  plazo.  Val  ias  son  las  combinacio- 
que  pueden  adoptarse  en  estos  establecimientos:  algu- 
nas procuran  una  lenta  amortización  del  capital  por 
medio  de  intereses  compuestos  abonados  al  deudor,  lo 
que  al  fin  da  el  resultado  milagroso,  como  lo  llama,  un 
economista,  de  extinguir  el.  crédito  durante  una  serie 
de  años  mas  ó  menos  larga,  y  quedando  solvente  el 
propietario  sin  reintegrar  mas  que  una  parte  del  capi- 
tal prestado.  Estas  cujas  ó  bancos  emiten  títulos  hipo- 
tecarios (pie  según  los  diversos  reglamentos,  pueden  tras- 
mitirse por  endoso  ó  al  portador,  y  circular  como  los  de- 
más efectos  publicas. 

No  se  oculta  ;í  la  comisión  la  suma  utilidad  de  mo- 
vilizar el  crédito  de  la  propiedad  inmueble;  pero  le  han 
faltado  datos  para  proponer,  con  seguridad  y  precisión 
disposiciones  ií  este  respecto.  Ha  empleado  todos  los  me- 
dios que  encontró  á  su  alcance  para  estudiar  este  im- 
portante ramo;  mas  sus  esfuerzos  no  lian  tenido  otro 
resultado  (pie  la  adquisición  de  nociones  vagas  e  in- 
completas que  no  forman  sistema,  ni  se  prestan  á  un 
desenvolvimiento  práctico  pór.  medio  de  reglas  concretas 
y  detalladas.  Por  otra  parte,  la  emisión  de  documen- 
tos de  ese  jé*neró,  parece  ligada  ií  la  existencia  de  ban- 
cos territoriales,  institución  de  que  carecemos  y  que  no 
tiene  probabilidades  de  establecerse  tan  pronto  en  nues- 
tro país  Por  esto  la  comisión  se  ha  abstenido  en  su 
proyecto  de  proponer  cosa  alguna  acerca  de  esta  mate- 
ria, digna  ciertamente  de  detenidas  ínvestigacicnes. 

Algunas  dé  las  leyes  emitidas  en  el  decurso  do  los 
dos  últimos  años,  deben  concurrir  con  su  inllueneia  en 
los  intereses  económicos  al  fomento  y  desarrollo  de  la 
apicultura.  Era  una  traba  para  las  trasmisiones  do  los 
inmuebles  la  alcabala  que  conforme  it  la  ley  de  28  do 
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auosto  de  1332  cobraba  el  Estarlo  en  la  venta  ó  permu- 
ta de  bienes  raices  y  en  el  arrendamiento  vitalicio  ó  cu- 
yo término  excediese  de  diez  años:  la  libertad  y  la  con- 
veniencia de  enajenar  ó  de  adquirir  tales  bienes  esta- 
ban indirectamente  cohibidas  por  el  impuesto  riscal  que 
gravaba  el  valor  de  la  cosa  y  retraía  así  de  contratar 
sobre  ella,  impidiendo  por  consecuencia  que  las  tincas 
que  los  propietarios  no  quisiesen  ó  no  pudiesen  cultivar, 
pasasen  á  aquellos  que  pudieran  tener  mas  elementos 
para  hacerlo;  y  de  la  misma  manera,  gravado  contal  im- 
puestoel  arrendamiento  que  excediese  de  aquel  término,  los 
contratos  de  esa  naturaleza  tenían  que  contraerse  tí  un 
período  menor,  cuando  el  arrendamiento  de  larga  du- 
ración, como,  se  ha  esperimentado  ya  en  otros  países, 
proporciona  á  los  colonos  hacer  mejoras  duraderas  y  va- 
liosas en  las  fincas,  en  la  confianza  de  tener  tiempo  de 
reembolsarse  de  su  importe  y  de  obtener  todavia  utili- 
dades. A  remover  tales  inconvenientes  ocurre  el  decre- 
to de  21  de  noviembre  de  1871  Aboliendo  aquel  impues- 
to, y  reduciendo  á  medio  por  ciento  el  del  uno  que  la 
Tesorería  de  la  Universidad  cobraba  por  disposición  an- 
terior. 

Otro  decreto,  emitido  el  9  de  junio  del  año  próxi- 
mo pasado,  derogatorio  del  de  16  de  Octubre  de  1840, 
dejó  en  la  contratación  completa  libertad  para  estipu- 
lar el  interés  del  dinero,  colocando  esta  mercadería  al 
nivel  de  todas  las  demás,  y  sometiéndola  por  consiguien- 
te a*  las  fluctuaciones  de  la  oferta  y  la  demanda.  Así 
el  interés  bajará  no  teniendo  que  compensar  al  presta- 
mista el  peligro  de  perderlo  como  usurario,  y  los  capita- 
les se  acomodarán  mas  fácilmente  á  las  condiciones  con 
que  pueden  afluir  á  la  agricultura,  á  las  artes  y  al 
comercio. 

Terminará  la  comisión  esta  parte  de  su  informe  con 
una  consideración  jeneral  pero  importante.  Una  ley  co- 
mo la  que  se  propone,  que  éntraña  el  derecho  sagrado 
de  la  propiedad  á  la  cual  se  apega  el  hombre  por  na- 
tural instinto:  que  despierta  de  un  modo  intenso  las  sus- 
ceptibilidades del  propietario  y  de  todos  los  que  pue- 
den llegar  á  serlo:  que  exijo  de  ellos  la  prestación  á 
ciertos  actos  y  formalidades  con  que  no  esta'n  aun  fa- 
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miliarizados:  qnc  Btipone,  en  fin,  ciertos  hábitos,  fruto 
del  refinamiento  social:  una  ley  que  tiene  al  frente  tan- 
tos obstáculos  que  superar,  no  podrá  acaso  ser  plantea- 
da definitivamente  en  un  momento  dado.  No  siempre 
ha  sido  el  precepto  soberano  de  los  lejisladores  bastante 
á  efectuar  un  cambio  súbito  en  instituciones  que  alteran 
profundamente  en  su  parte  mas  esencial  el  derecho  cons- 
tituido, observado  por  largos  años  y  arraigado  en  las 
costumbres.  Pero  siendo  de  interés  vital  para  el  prós- 
pero porvenir  del  país  é  importante  á  todos,  procurar- 
se la  seguridad  de  sus  derechos  por  la  firmeza  de  los 
actos  rejistrados;  es  razonable  prometerse  que  ocurri- 
rán de  consuno  á  aprovecharse  de  las  garantías  que  les 
ofrece  el  nuevo  rejimen,  si  es  que  el  proyecto  merecie- 
re ser  aceptado  y  figurar  en  el  cuerpo  de  leyes  de  la 
República. 

ra 

Cumple  ahora  á  la  comisión  indicar  los  motivos 
de  las  disposiciones  mas  interesantes  del  proyecto,  ó  que 
por  sí  mismas  no  se  esplican;  objeto  que  se  propone 
llenar  con  la  brevedad  y  sencillez  que  permitan  la  índo- 
le de  este  informe  y  la  complicación  de  la  materia. 

Si  el  título  de  una  ley  debe  dar  á  conocer  el  obje- 
to á  que  ella  se  contrae,  el  de  leyes  hipotecarias  con 
que  comunmente  son  conocidas  las  que  se  dirijen  á  afian- 
zar los  derechos  reales  sobre  la  propiedad  raiz,  no  es- 
presa con  exactitud  todo  lo  que  aquellas  comprenden. 
Grande  es  sin  duda  la  representación  que  en  tales  le- 
yes tiene  la  hipoteca,  porque  ella  adhiere  como  garan- 
tía á  la  mayor  parte  de  las  obligaciones,  y  porque  con- 
duce á  crear  y  fomentar  el  crédito;  pero  tal  resulta- 
do debe  atribuirse  principalmente  á  la  seguridad  del  do- 
minio y  dermis  derechos  reales;  y  como  á  este  efecto 
la  ley  debe  encargarse  de  la  manera  de  dar  publicidad 
á  todos  aquellos  derechos,  la  comisión  propone,  como 
denominación  mas  propia,  en  vez  do  la  do  ley  hipote- 
caria, la  de:  Jsy  <I<1  njisfro  civil  de  la  -propiedad  in- 
mueble] pues  que  en  el  rejistro  deben  consignarse  todos 
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los  actos  que  civilmente  afecten  á   los  bienes  raices. 

§  i 

Una  de  las  primeras  palabras  que  la  ley  pronun- 
cia es  la  del  rejistro,  vehículo  de  la  publicidad  que 
proclama  y  que  en  toda  ella  prevalece.  Se  propone 
el  establecimiento  de  un  rejistro  en  cada  departamento, 
conforme  á  las  tradiciones  de  esta  institución  desde  su 
oríjen  y  según  hasta  ahora  se  encuentra  en  las  leyes 
patrias,  si  bien  en  ciertos  departamentos  no  ha  existi- 
do de  hecho,  y  algunos  rejistros  han  sido  temporalmente 
anexados  al  de  la  capital,  en  virtud  de  orden  lejislati- 
va  que  tuvo  por  objeto  indemnizar  al  rematado  del  o- 
ficio  de  hipotecas  enajenado  en  tiempo  del  gobierno  co- 
lonial. En  su  lugar  quedan  espuestas  las  razones  que  es- 
cluyen  la  centralización  del  rejistro;  y  así,  solo  por  obs- 
táculos ó  inconvenientes  que  accidentalmente  puedan 
presentar  algunos  departamentos  para  establecerlo  en 
ellos  desde  luego,  se  permite  como  medida  transitoria 
la  anexión  de  unos  rejistros  á  otro,  á  aquel  que  por  su 
localidad,  ó  por  algún  otro  motivo,  pueda  corresponder 
mejor  á  los  objetos  de  la  institución. 

Esta  nació  defectuosa  y  deficiente,  y  con  estos  mis- 
mos vicios  ha  llegado  á  una  época  que  ya  reclama  su 
rejeneracion:  defectuosa,  dejando  en  su  antigua  forma  y 
condición  las  hipotecas  y  demás  derechos  ocultos;  defi- 
ciente; porque  ni  la  praemática  de  1539  que  instituyó  el  re- 
jistro, ni  las  siguientes  disposiciones  recopiladas  ó  disper- 
sas, exijieron  la  toma  de  razón  de  muchos  actos  referentes 
á  la  propiedad  inmueble  y  que  afectan  sus  condiciones 
civiles;  siendo  además  un  hecho  que  puede  comprobar- 
se con  los  libros  de  los  llamados  oficios  de  hipotecas, 
que  en  ellos  solamente  se  ha  tomado  razón  de  las  es- 
peciales espresas  y  de  sus  cancelaciones.  (Art.  1  ? ) 

En  el  proyecto  se  determinan  específicamente  los 
actos  que  constituyendo  un  derecho  real  sobre  los  in- 
muebles ó  afectando  el  de  propiedad,  deben  hacerse  a- 
parecer  en  las  pájinas  del  rejistro.  Entre  estos  últimos 
figura  el  arrendamiento,  que  en  las  lejislaciones  moder- 
nas viene  adquiriendo  ya  carta  de  naturaleza  entre  los 
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derechos  reales,  y  que  no  puede  menos  de  serlo  cuan- 
do so  anticipan  pensiones  ó  se  estipula  el  tiempo  de  su 
duración;  pues  que  entre  tanto  que  este  trascurre,  ó  a- 
quellae  se  devengan,  no  debe  el  colono  ni  el  inquilino 
ser  desandado  ó  desposeído  de  la  finca  por  el  propie- 
tario ií  otro  nuevo  adquirente,  siempre  que  en  el  rejis- 
tro  se  haya  hecho  constar  alguna  de  aquellas  condicio- 
nes. Sufre  en  esta  parte  una  alteración  el  derecho  vi- 
jente,  según  el  cual  el  nuevo  propietario  ó  sucesor  sin- 
gular puede  desposeer  de  la  cosa  arrendada  al  arrenda- 
tario, estando  solo  obligado  á  permitirle  seguir  en  la  po- 
sesión el  que  adquirió  por  título  universal:  el  proyecto 
borra  de  la  ley  esta  diferencia,  que  racionalmente  no 
puede  sustentarse,  y  establece  (pie  el  arrendamiento 
con  alguna  de  aquellas  condiciones  inscritas  en  el  rejis- 
tro  sea  firme  y  produzca  de  lleno  todos  sus  efectos, 
aun  para  aquellos  que  no  han  sido  parte  en  el  con- 
trato. 

Como  cualquiera  de  los  actos  inscritos  podría  ser 
infirmado  cuando  se  practicase  por  persona  legalmente 
incapaz  para  administrar  sus  bienes,  esponiéndose  algu- 
no á  contraer  con  ella  sin  conocimiento  de  tan  intere- 
sante precedente;  hacese  cstensiva  la  inscripción  á  las 
providencias  ejecutorias  en  que  se  declare  la  incapaci- 
dad del  propietario  inscrito,  ó  la  presunción  de  su  muer- 
te, hallándose  ausente,  ó  en  que  se  le  imponga  interdic- 
ción ó  cnahjiiicra  otro  impedimento  en  cuanto  á  la  li- 
bre disposición  de  sus  bienes,  respecto  íí  los  inmuebles 
que  aparezcan  inscritos  ó  hayan  de  incribirse  á  su  fa- 
vor. (Art.  2?) 

Los  trascendentales  caracteres  que  la  inscripción 
imprime  en  los  derechos  ií  ella  sometidos,  reclaman 
la  autenticidad  en  los  títulos  que  lleguen  al  rejistro. 
De  aquí  procede  la  prescripción  de  haber  de  cons- 
ta!- en  escritura  publica  íí  otro  documento  igual- 
mente auténtico,  los  títulos  que  hayan  de  inscri- 
birse. En  consecuencia  quedará  derogado  el  decreto 
de  11  de  noviembre  de  l  ~i.*>  que,  derogando  á*  su  vez 
disposiciones  anteriores  del  derecho  patrio,  de  la  Reco- 
pilación y  de  las  Partidas,  permitió  que  aun  sin  escri- 
tura publica  se  pudiese  acreditar  la  venta  y  permuta  de 
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bienes  raices,  dejando  así  espuesta  á  la  in certidumbre 
la  propiedad,  que  por  su  permanencia  es  el  patrimonio 
de  Jas  jeneracíones.  Una  escepcion,  sin  embargo^  ha 
parecido  equitativa  respecto  á  los  bienes  cuya  pequeña 
entidad  no  permite  los  gastos  de  la  titulación  notaria- 
da, y  que  por  lo  común  pertenecen  á  personas  de  muy 
escasa  fortuna.  (Art  3  9  ) 

El  mayor  contacto  y  crecientes  relaciones  en  que 
los  habitantes  de  la  República  van  entrando  con  los  de 
otros  países,  dan  mérito  para  llamar  al  rejistro  los 
títulos  anteriormente  indicados,  espedidos  en  el  estran- 
jero,  con  tal  de  reunir  los  requisitos  necesarios  para  ha- 
cer fe  en  juicio,  los  cuales  según  la  ley  y  la  práctica  cons- 
tante, no  son  otros  que  la  prueba  oficial  de  su  auten- 
ticidad, y  el  2mse  °i.ll<3  *es  otorga  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia. 

Mas  en  cuanto  á  las  ejecutorias  espedidas  por  los 
tribunales  estranjeros,  y  que,  conforme  al  proyecto  hayan 
de  incribirse  por  afectar  á  inmuebles  ubicados  en  el  ter- 
ritorio de  la  República,  no  podía  menos  de  tenerse  pre- 
sentes los  principios  de  derecho  internacional  privado, 
según  los  cuales  el  estatuto  real  reclama  la  aplicación  de 
las  leves  del  lugar  en  que  radiquen  ios  bienes,  efecto  de 
la  soberanía  y  eminente  jurisdicción  del  Estado  dentro 
de  su  territorio.  Si  tales  principios  tienen  sus  excepcio- 
nes, no  siempre  son  estas  bastantes  á  declinar  la  califi- 
cación ó  juzgamiento  de  los  tribunales  del  país,  y  hacer 
admitir  en  el  rejistro  sin  tal  precedente  los  fallos  e- 
jecutorios  dictados  en  el  estranjero.  Aun  las  naciones  que 
los  admiten,  califican  antes  su  carácter  de  cosa  juzgada, 
ia  competencia  de  los  jueces  que  los  han  proferido,  y 
su  conformidad  con  el  derecho  publico  del  Estado;  todo 
lo  cual  manifiesta  la  necesaria  intervención  de  los  tri- 
bunales como  previa  á  la  ejecución.  Por  esto  se  exijo 
espresamente  en  el  proyecto  el  exequátur  ó  mandato  de 
ejecución  de  los  de  la  República  para  poderse  proce- 
der d  la  inscripción  de  tales  ejecutorias.  (Art.  4  ? ) 

Establecido  el  rejistro  como  una  institución  de  in- 
terés público,  no  puede  la  ley  dejar  sin  alguna  sanción 
en  el  orden  civil,  las  omisiones  en  que  se  pueda  incur- 
rir, escusando  lu  inscripción  de  los  títulos  d  ella  suje- 
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tos;  por  lo  que,  sin  imponer  una  coacción  directa,  im- 
pulsa a  cumplir  con  aquel  requisito,  al  establecer  que 
no  se  admitan  en  los  tribunales  ií  oficinas  publicas  do- 
cumentos ó  escrituras  que  no  hayan  sido  rejistrados, 
debiendo  serlo  conforme  á  la  misma  ley    (Art.  5?) 

§  n. 

La  fijeza  y  estabilidad  de  los  derechos  inscritos  de- 
pende de  la  forma  y  efectos  de  la  inscripción:  por  lo 
mismo  la  ley  debe  determinar  ciuíl  haya  de  ser  aquella 
y  cuáles  estos:  en  esta  materia  puede  decirse  que  se  rea- 
sume todo  el  sistema. 

Entre  la  trascripción  y  la  inscripción,  líniccs  medios 
de  hacer  constar  los  títulos  en  el  rejistro,  ha  parecido 
inaceptable  la  primera,  sin  desconocer  que,  como  copia 
literal  del  título,  ofrece  mas  garantías  de  lidelidad  y  exac- 
titud en  los  actos  rejistrados.  Pero  presentando,  por  otra 
parte,  los  inconvenientes  de  llegar  a*  ser  dentro  de  al- 
gún tiempo  excesivamente  numerosos  los  libros  del  re- 
jistro, y  de  aparecer  los  actos  con  multitud  de  constan- 
cias inconducentes,  que  dificultarían  la  investigación  del 
que  necesite  consultarlos,  no  ha  podido  menos  de  op- 
tarse por  el  medio  de  la  inscripción,  con  tal  de  concur- 
rir en  ella  todas  las  ciscunstancias  sustanciales  ó  im- 
portantes (pie  debe  contener  para  dar  completo  cono- 
cimiento del  acto  inscrito,  y  procurándose  evitar  al  mis- 
mo tiempo  alteraciones  que  pudieran  inducir  á*  errores 
perjudiciales. 

Por  el  mismo  principio  ya  consignado,  de  ser  intro- 
ducido el  rejistro  por  motivos  de  publico  interés,  como 
es  el  de  que  terceras  personas  (pie  no  han  sido  parte 
en  los  actos  inscritos,  no  sean  por  su  ignorancia  per- 
judicadas; ha  sido  consecuencia  prescribir  (pie  siempre 
(pie  aparezca  en  títulos  no  sujetos  á  inscripción  algún 
derecho  real  en  favor  de  cualquiera  persona  estrafia 
al  acto  que  trata  de  inscribirse,  bien  el  escribano  que 
autorice  el  título,  ó  el  funcionario  que  lo  espida,  cuide 
de  exijir  la  inscripción  de  tal  derecha  y  que  cuando 
este  resulte  de  actos  sujetos  ;í  aquella  formalidad,  so 
haga  mérito  espreso  en  la  inscriqcion  del  derecho  reser- 
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vado  y  de  la  persona  a*  quién  corresponda  (Art,  7  ? ) 

Aunque  por  disposiciones  de  la  lejislacion  vijcnte 
está  prevenido  que  cuando  la  finca  de  que  haya  de  to- 
marse razón  en  los  oficios  de  hipotecas,  corresponda 
á  diversos  partidos  judiciales,  se  haga  la  anota- 
ción en  la  cabecera  de  cada  uno  de  ellos;  ha  pa- 
parecido  conveniente,  para  evitar  las  dudas  que  en  el 
cambio  del  sistema  y  en  el  silencio  de  la  ley  pudieran 
surjir,  establecer  terminantemente  que  cuando  el  inmue- 
ble corresponda  por  su  localidad  á  varios  departamen- 
tos, se  verifique  la  inscripción  en  el  rejistro  de  cada 
uno  de  ellos,  á  efecto  de  que  los  interesados  tengan  una 
regla  segura  para  ocurrir  á  hacer  sus  inscripciones,  ó 
á  consultar  las  que  les  convengan.  (Art.  8  9 ) 

Mientras  estuviere  pro-indiviso  entre  varios  copar- 
tícipes el  derecho  á  un  inmueble,  ninguno  personalmen- 
te puede  ser  reputado  como  propietario,  y  no  siéndolo, 
no  tiene  capacidad  para  enajenarlo  ó  gravarlo.  Por  eso 
es  que  en  tales  casos  no  debe  proceder  mas  que  una 
sola  inscripción  á  nombre  de  todos  los  interesados,  hasta 
que  el  derecho  se  reduzca  á  uno  solo,  ó  este  lo  tras- 
fiera  á  otro  de  ellos  ú  á  otra  persona  cualquiera.  (Art.  9  P  ) 

Al  preferirse  en  el  proyecto  el  sistema  de  inscribir 
en  vez  de  trascribir  los  títulos,  ha  sido  en  el  preciso 
concepto  de  que  la  inscripción  ha  de  contener  todas 
las  circunstancias  conducentes  á  impedir  que  un  terce- 
ro pueda  ser  inducido  á  error  y  en  consecuencia  perju- 
dicado. Esta  es  la  razón  de  determinarse  especialmente 
cuáles  hayan  de  ser  esas  circunstancias,  escusándose  tan 
solo  hacer  nueva  mención  de  ellas  en  inscripciones  ul- 
teriores cuando  en  alguna  anterior,  á  que  se  haga  re- 
ferencia, aparezcan  ya  inscritas.  Con  el  mismo  objeto  se 
prescribe  que  mediando  precio  en  el  contrato,  se  espre- 
se el  que  resulte  y  su  entrega  en  el  todo  ó  en  parte, 
si  es  al  contado,  y  si  á  plazos,  los  que  se  hayan  conve- 
nido; prevenciones  que  también  proceden,  por  razones 
análogas,  en  la  permuta  y  en  la  adjudicación  en  pago, 
cuando  alguno  de  los  contrayentes  quedare  obligado  á 
satisfacer  las  diferencias  que  resulten.  Si  en  el  título  no 
consta  haberse  quedado  á  deber  todo  el  precio  ó  una 
parte  de  él,  y  por  lo  tanto,  tampoco  aparece  esta  cir- 
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cunstancia  en  la  inscripción,  se  presume  que  ha  sido 
íntegramente  satisfecho,  y  en  tal  concepto,  un  tercero  que 
adquiera  cualquier  derecho  sobre  la  cosa  vendida,  po- 
dría oponer  al  vendedor  la  lejílima  excepción  (pie  cu- 
contraria  en  los  artículos  25  y  33  del  proyecto.  Evitar, 
pues,  que  el  espresado  vendedor  pueda  así  quedar  de- 
fraudado del  precio  -no  satisfecho,  es  el  objeto  á  (pie,  en 
el  rigorismo  del  sistema,  es  indispensable  ocurrir  por 
medio  de  la  declaración  que  se  consigna  á  este  respecto. 
(Art«   10,  11  y  12.) 

Siendo  la  inscripción  la  norma  para  regular  los  de- 
rechos y  apreciar  las  responsabilidades  que  á  los  inmue- 
bles se  refieran,  no  habría  prestamistas  que  facilitasen 
sus  capitales,  ni  aun  con  la  seguridad  de  la  hipoteca,  si 
en  las  inscripciones  de  estos  créditos  no  se  hiciese  cons- 
tar el  importe  de  la  obligación  y  el  de  los  intereses  es- 
tipulados; porque  la  ocultación  de  las  cargas  ó  de  la  ver- 
dadera responsabilidad  que  pese  sobre  el  inmueble  in- 
troduciría la  inseguridad  en  las  transacciones  de  (pie 
aquel  sea  objeto  ó  a  las  cuales  haya  de  servir  de  garan- 
tía. De  ahí  es  que,  sin  aparecer  aquellas  constancias,  la 
lev  no  asegura  por  medio  de  la  hipoteca  tales  intereses. 
(Árt.  13.) 

Presúmese  todo  predio  libre  de  servidumbre,  mien- 
tras esta  no  aparezca:  para  apreciar  pues  el  debe  y  haber 
de  los  inmuebles,  es  de  ineludible  necesidad  (pie  también 
las  servidumbres  se  hagan  constar  en  la  inscripción  de 
propiedad  del  predio  dominante  y  del  sirviente.  (Art.  14.) 

Ks  asimismo  otra  circunstancia  de  sumo  interés  y 
trascendencia,  (jue  aparezca  la  personalidad  lejítima  de 
lodo  el  <pie  como  propietario,  ó  ;í  nombre  de  este,  prac- 
tique actos  en  el  rejistro;  de  donde  se  desprende  ser  in- 
dispensable prescribir  como  requisito  de  la  inscripción 
del  fideicomiso,  que  en  ella  aparezca  quién  sea  el  here- 
dero fideicomisario,  denegandose  en  consecuencia  la  ins- 
cripción en  el  caso  de  no  aparecer  en  el  título  ó  no  de- 
clararlo el  fiduciario;  pero  deberá*  hacerse  ií  nombre  de 
este,  cuando  hayan  de  aplicarse  bienes  del  testador  para 
sufrajios  de  su  alma,  tí  obras  pias  ó  de  beneficencia,  siem- 
pre (pie  el  mismo  fiduciario  este  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  tales  disposiciones,  puesto  (pie  no  podría  cuín- 
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plirlas  sino  disponiendo  de  los  bienes  con  arreglo  á  - 
ellas.  (Art.  15.) 

El  mismo  principio  exije  que  en  las  inscripciones  y 
anotaciones  preventivas  referentes  á  la  incapacidad  civil, 
se  esprese  de  una  manera  clara  cuál  sea  la  especie  de 
incapacidad  que  de  ellas  resulte;  jwque  sin  la  constan- 
cia de  ser  parcial  ó  absoluta,  no  podrían  calificarse  los 
actos  que  practicase  el  propietario  ó  el  que  lejítimamen- 
te  le  sustituya.  (Art.  16.) 

Es  también  esencial  para  la  apreciación  de  los  ac- 
tos inscritos,  cuando  en  sí  mismos  contienen  una  condi- 
ción suspensiva,  rescisoria  ó  resolutoria,  hacer  constar  en 
el  rejistro  su  cumplimiento;  pues  que  si  se  verifica  la  con- 
dición suspensiva,  el  derecho  se  consuma,  y  si  tiene 
lugar  su  rescisión  ó  resolución,  renace  en  el  que  lo 
habia  trasmitido.  Para  consignar  lo  primero,  bastará 
una  nota  al  lado  de  la  inscripción  respectiva:  para  lo 
segundo,  ya  es  necesario  estender  otra  inscripción  á  fa- 
vor de  la  persona  á  quien  corresponda.  (Art.  17.) 

En  el  nuevo  sistema,  no  existen  los  derechos  reales, 
respecto  de  tercero,  sino  en  cnanto  están  inscritos  en  el 
rejistro.  Derechos  de  tanta  trascendencia  no  podrían  de- 
pender de  actos  privados,  como  es  la  tradición  en  la  le- 
jislacion  actual.  No  debe  por  lo  tanto  permitirse  que 
inscrito  ó  anotado  un  título  traslativo  del  dominio,  se  ins- 
criba después  otro  anterior  ó  posterior  en  fecha  que  e- 
mane  del  mismo  propietario,  porque  la  prioridad  de  ins- 
cripción establece  la  preferencia  entre  estos  derechos,  y 
siendo  incompatibles  respecto  de  una  misma  cosa,  la 
inscripción  posterior  es  improcedente  y  del  todo  ineficaz. 
Lo  contrario  produciría  sin  duda  el  efecto  de  introducir 
confusión  en  el  rejistro,  y  dar  motivo  á  que  fuese  moles- 
tado el  que  inscribió  antes,  cuya  dilijencia  debe  premiar 
la  ley  dando  firmeza  irrevocable  á  su  inscripción. 

La  hipoteca  no  cae  bajo  el  dominio  de  este  precep- 
to, porque  pudiendo  coexistir  dos  ó  mas  sobre  una  finca 
no  hay  inconveniente  en  inscribir  después  de  una  hipo- 
teca otra  que  afecte  al  mismo  inmueble.  Si  el  valor  de 
este  no  alcanza  para  pagar  á  todos  los  acreedores,  serán 
pagados  solo  los  primeros,  según  el  orden  de  sus  inscrip- 
ciones. (Art.  18.,  párrafo  1  ? ) 
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Gomo  se  retrotraiga  a' la  fcclia  del  asiento  de  presen- 
tación la  inscripción  verificada,  era  consiguiente  prohi- 
bir también  que  se  hiciese  dentro  del  término  que  duran 
tales  asientos,  inscripción  ni  anotación  de  otro  título  de 
dominio  relativo  al  propio  inmueble,  y  procedente  del 
mismo  propietario  de  quien  haya  adquirido  su  derecho 
el  que  tenga  ya  su  título  presentado  en  el  rejistro.  (Art. 
18,  párrafo 2?) 

La  anotación  preventiva  que  se  permite  hacer  del  tí- 
tulo cuya  inscripción  deniegue  el  rejistrador,  tiene  por 
objeto  consignar  interinamente  el  derecho  que  se  preten- 
de inscribir,  y  advertir  á  un  tercero  que  si  el  título  se  de- 
clara válido,  ó  se  subsanan  sus  vicios,  puede  hacerse  una 
inscripción  que  producirá  sus  efectos  desde  que,  presen- 
tado dicho  título,  se  anotó  preventivamente.  Estas  ano- 
taciones no  podrían  durar  indefinidamente,  siendo  una  tra- 
ba para  el  ejercicio  de  otros  derechos.  Por  esto,  y  como 
sean  en  su  oríjen  meras  precauciones  para  conservar  el 
suyo  al  interesado,  si  la  inscripción  al  fin  se  verifica,  se 
ha  lijado  para  los  efectos  de  estas  anotaciones  el  térmi- 
no de  sesenta  dias,  el  cual  podrá  ampliarse,  ya  porque  el 
juez  lo  prorogue,  ya  por  estarse  ventilando  la  contienda  á 
que  hubiere  dado  lugar  la  inscripción  solicitada.  (Art.** 
19  y  20.) 

La  propiedad  es  la  plenitud  de  los  derechos  reales: 
todos  los  demás  son  desmembraciones  ó  afecciones  de  a- 
quella,  sin  la  cual  no  pueden  existir.  Esto  esplica  el  pro- 
ponerse que  la  primera  inscripción  relativa  á  un  inmue- 
ble sea  la  del  título  de  propiedad,  sin  poderse  inscribir 
antes  el  de  otro  derecho  referente  al  mismo  inmueble. 
(Art.  21.) 

En  la  inscripción  que  el  heredero  haya  de  hacer  do 
los  bienes  raices  de  la  herencia,  es  preciso  evitar  dos  in- 
convenientes: ó  (pie  verificándola  á  su  nombro  y  desde 
luego  se  ponga  en  aptitud  de  enajenarlos,  burlando  á 
legatarios  y  acreedores  no  conocidos,  ó  al  (pie  tuviese  al- 
gún den  <  li<>  •  n  dichos  bienes,  ó  tal  vez  á  aquel  á  quisa 
competa  derecho  preferente  á  la  herencia  misma;  ó  bien 
que  se  le  aten  en  cierto  modo  las  manos  por  un  tiem- 
po mas  ó  menos  dilatado,  si  se  le  prohibe  inscribirlo! 
mientras  no  hayan  asegurado  su  derecho  por  la  anota- 
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cion  los  espresados  acreedores  y  legatarios.  Es  pues  in- 
dispensable facilitar  al  heredero  que  enajene  los  bienes 
para  acelerar  la  liquidación  de  la  herencia;  pero  deben 
darse  al  mismo  tiempo  garantías  á  los  que  respecto  á  e~ 
lia  tengan  lejítimos  derechos.  Parecen  ccnciliados  estos 
intereses,  permitiéndose  al  heredero  inscribir  desde  lue- 
go con  tal  que  llene  ciertos  requisitos  dirijidos  á  que  to- 
dos los  que  pretendan  tener  algún  derecho  respecto  á 
la  herencia  acudan  á  hacerlo  constar  en  el  rejistro,  Re- 
sueltas las  controversias  que  con  tal  motivo  puedan  sus- 
citarse, se  hará  la  inscripción  hereditaria  á  favor  de 
quien  corresponda,  haciendo  constar  en  ella  los  gravá- 
menes que  afecten  á  los  bienes;  y  así  las  terceras  per- 
sonas que  adquieran  del  heredero  podrán  conocer  con 
exactitud  las  responsabilidades  que  sobre  aquellos  pesen. 
Si  el  heredero  omite  tomar  aquellas  precauciones,  lo  cual 
será  prueba  de  no  tener  inteiés  en  inscribir  sin  demora, 
habrá  de  esperar  que  trascurra  un  año  contado  desde 
la  defunción  de  su  causante,  para  dar  tiempo  á  las  recla- 
maciones que  puedan  hacerse  contra  los  bienes  heredi- 
tarios. Si  pasare  el  término  sin  que  se  presente  ningu- 
na, quedan  liberados  de  toda  carga  ó  derecho,  y  el  he- 
redero podrá  inscribirlos  libremente  á  su  nombre,  pues 
el  trascurso  del  año  hace  presumir  con  fundamento  que 
no  están  sujetos  á  ninguna  responsabilidad,  debiendo  cul- 
parse á  sí  mismos  los  que  teniendo  derechos  á  su  favor, 
no  los  hicieron  valer  oportunamente  (Art.  22.) 

Cuando  se  pidiere  una  anotación  preventiva  y  no  tu- 
viere el  propietario  título  de  dominio  qué  inscribir,  ó 
se  negare  á  inscribirlo,  estas  circunstancias  no  deben  ce- 
der en  perjuicio  del  que  tiene  interés  en  hacer  constar 
desde  luego  su  derecho  por  medio  de  la  anotación,  la 
cual  habrá  de~  hacerse  si  el  juez,  calificándola  proce- 
dente, la  ordenare.  (Art.  23.) 

Unicamente  perjudicará  á  tercero  lo  que  aparezca 
inscrito  en  el  rejistro.  Este  principio  puede  considerarse 
como  el  quicio  en  que  jira  todo  el  proyecto;  y  á  la  ver- 
dad, el  crédito,  cuyo  firme  establecimiento  es  la  misión 
de  la  ley,  no  es  otra  cosa  que  la  seguridad  que  tienen 
los  prestamistas  y  acreedores  de  cualquier  jénero,  de  que 
la  finca  que  garantiza  sus  derechos  está  esenta  de  gra- 
8 


—  58  — 

.  € 

viímcnes,  ó  no  tiene  sino  aquellos  que  aparecen  en  el 
rejistro.  Cuando  él  denuncie  la  libertad  de  un  inmue- 
ble ó  su  sujeción  á  determinadas  cargas,  es  preciso  que 
pueda  creársele  ciegamente,  y  que  los  datos  que  sumi- 
nistre produzcas  seguridad  incontrastable.  Cualquiera 
acción,  cualquier  derecho  que  pudiera  afectar  á  tran- 
sacciones ya  verificadas  no  existe,  por  lo  menos  en  cuan- 
to á  tercero,  sí  no  consta  en  el  rejistro.  Este  debe  ser  in- 
falible, por  decirlo  así,  ó  no  cumplirá  su  objeto.  (Art. 
25,  párrafo  1  P ) 

Al  nue  no  ha  intervenido  como  parte  en  el  acto  ó 
contrato  inscrito,  es  á  quien  en  toda  la  ley  proyectada 
se  llama  tercero.  Por  ser  esta  noción  tan  trivial  no  re- 
quiere esplicaciones,  pero  sí  la  exije  la  gran  represen- 
tación que  aquel  tiene.  No  solo  los  intereses  de  los  con- 
trayentes están  de  por  medio  en  los  actos  ó  contratos:  los 
inmuebles  á  que  estos  se  refieren  están  en  el  comercio 
y  son  efecto  de  frecuentes  transacciones:  puede  á  otro 
convenirle  obtenerlos  en  propiedad,  ó  adquirir  una  hi- 
poteca u  otro  derecho  sobre  ellos.  Este  tercero  es  una 
persona  incierta,  indeterminada,  puede  serlo  cualquiera, 
es  por  consiguiente  el  publico  todo,  cuyos  intereses  la 
ley  debe  preservar  de  lesión  por  medio  de  la  publicidad 
de  cualquier  acto  que  á  aquellos  pueda  trascender.  (Art. 
25,  párrafo  2?) 

Tampoco  podría  cumplir  el  rejistro  su  misión,  si  sub- 
sistieran contra  los  actos  inscritos  los  privilejios  singula- 
res que  las  leyes  vijentes  conceden  á  ciertos  créditos; 
privilejios  que  no  siempre  tienen  razón  de  ser,  que  no 
es  fácil  hacer  públicos  en  un  rejistro  y  que  por  tanto 
serian  una  amenaza  en  pié  contra  los  derechos  rejistra- 
dos:  de  aquí  la  preferencia  que  á  estos  se  da  contra  los 
acreedores  singularmente  privilegiados.  Por  otra  parte, 
es  lójico  atribuir  al  derecho  real  de  la  hipoteca  la  mis- 
ma preponderancia  (pie  los  demás  derechos  reales  han  te- 
nido y  tienen  por  las  leves  vijentes  sobre  tales  crédi- 
tos privilegiados.  (Art  2G.) 

Pudiendo  suspenderse  l;i  inscripción  de  un  título 
por  varias  causas,  el  único  dato  lijo  y  seguro  para  deter- 
minar el  tiempo  en  que  los  títulos  inscritos  empiezan  á 
tener  eficacia  contra  tercero,  es  la  fecha  del  asiento  do 


presentación  porque  tal  asiento  nunca  puede  escusarse, 
aun  cuando  se  devuelva  el  título  sin  haberse  rejistrado 
por  notarse  en  él  vicios  ó  defectos  que  obsten  á  su  ins- 
cripción. El  punto  de  partida  es  la  techa  del  indicado 
asiento  de  presentación,  á  la  cual  se  retrotrae  la  de  la 
inscripción  misma.  Cuando  cíj  idéntica  la  fecha  de  dos 
ó  mas  inscripciones,  determinará  la  preferencia  la  ante- 
rioridad en  la  hora.  (Art.  27.) 

El  registro  debe  ser  en  lo  posible  espresion  fiel  del 
estado  civil  de  la  propiedad  inmueble:  para  conseguir  es- 
te objeto  se  propone  que,  "si  al  hacerse  una  inscripción 
6  anotación  preventiva,  resultare  algún  otro,  derecho  real 
no  inscrito  anteriormente,  el  rejistrador  procederá  á  ha- 
cer en  acto  continuo  la  inscripción  separada  y  especial 
que  corresponda  á  tal  derecho, '  aun  cuando  nadie  la  so- 
licite. (Art.  28.) 

La  deficiencia  ó  inexactitud  de  la  inscripción  no  de- 
be ser  causa  de  su  nulidad  respecto  á  los  interesados 
en  el  acto  inscrito,  porque  pueden  hacer  que  se  recti- 
fique; pero  si  con  motivo  de  alguno  de  aquellos  vicios, 
fuere  inducido  á  error  un  tercero,  no  deberá  tener  la  ins- 
cripción ninguna  fuerza  ni  validez  para  el  efecto  de  cau- 
sarle un  perjuicio  positivo,  una  vez  descubierto  el  error 
ó  la  falta.  (Art.  29.) 

No  siendo  la  inscripción  mas  que  la  manifestación 
publica  de  derechos  positivamente  existentes,  los  títulos 
nulos  según  las  leyes,  no  podían  recibir  fuerza  alguna, 
aunque  se  inscribieran  desconociéndose  su  nulidad.  Sin 
embargo,  si  ella  no  aparece  del  asiento  mismo,  y  si  este 
consigna  el  derecho  de  cierta  persona  para  gravar  ó  e- 
najenar,  los  actos  celebrados  en  vista  de  lo  que  el  rejis- 
„  tro  espresa,  no  pueden  invalidarse  en  perjuicio  de  ter- 
cero que  careció  de  medios  para  conocer  el  vicio  oriji- 
nal  de  la  transacion  inscrita,  puesto  que  el  rejistro  no 
lo  manifiesta.  Lo  contrario,  sobre  ser  una  injusticia  por- 
que ese  acto  ó  contrato  se  hizo  de  buena  fe,  fiado  el 
tercer  adquirente  en  las  constancias  oficiales  y  auténti- 
cas que  debia  juzgar  seguras,  haría  perder  la  confian- 
za en  el  rejistro  y  frustraría  el  establecimiento  del  cré- 
dito. Injusto  podrá  parecer  que  actos  afectados  de  nuli- 
dad desde  su  oríjen,  adquieran  fuerza  una  vez  que  ins- 
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critos  en  el  rejistro  dieron  fundamento  á  nuevas  tran- 
sacciones: pero  conviene  recordar  que  esto  solo  se  rea- 
liza en  favor  de  los  ulteriores  adquirentcs  y  que,  entre 
los  que  tomaron  parte  en  el  acto  de  que  se  trata,  pue- 
de este  ser  anulado  coi'  arreglo  á  las  leves  comunes. 
Además,  en  el  proyecto  se  procura  rodear  las  primeras 
inscripciones  de  requisitos  de  seguridad  que  garanticen 
en  lo  posible  su  firmeza  futura,  llamando  á  todos  los 
que  puedan  ser  interesados  en  el  inmueble  ó  derecho  cu- 
ya inscripción  se  solicita.  Si  a*  pesar-  de  estas  precau- 
ciones se  introduce  en  el  rejistro  un  título  que  solo  en 
apariencia  es  valedero,  seria  justo  perturbar  derechos 
adquiridos  después  a*  la  sombra  de  aquella  seguridad, 
aparente  pero  sancionada  por  las  atestaciones  autenii- 
cas  del  rejistro?  Si  los  interesados  en  hacer  manifiesta 
la  nulidad,  no  quisieron  aprovecharse  de  los  medios  que 
el  proyecto  les  bl  inda,  atribuyan  las  consecuencias  á  su 
propia  desidia:  si  no  pudieron  utilizarlos,  será  un  mal 
deplorable,  es  cierto,  pero  que  la  ley  no  puede  remediar. 
Tales  casos  serán  necesariamente  raros,  y  el  interés  pri- 
vado que  en  ellos  se  ajita  no  debe  sobreponerse  á  la 
necesidad  pública,  vital,  permanente,  de  que  el  rejistro 
sea  siempre  una  verdad  legal,  seguro  fundamento  de  las 
transacciones. 

Este  sacrificio  indispensable  no  podía  hacerse  en  ob- 
sequio de  aquellas  inscripciones  (pie,  como  las  posesorias, 
solo  consignan  un  hecho  que  con  el  tiempo  puede  ori- 
jinar  la  propiedad,  pero  que  mientras  tanto  debe  ceder 
d  un  derecho  preferente.  (Art«    30  y  31.) 

Sentado  (pie  no  perjudica  á  tercero  lo  que  no  apa- 
rece en  el  rejistro,  es  consecuente  que  la  prescripción 
tampoco  le  perjudique,  si  requiriendo  título  no  se  ha- 
llare este  inscrito,  y  en  ningim  caso  si  por  lo  menos 
no  está  consignada  la  posesión.  No  se  estiende  esto  á 
las  pre>cr¡pc¡i.!¡.-N  <-<.|,|.  n/a-las  bajo  el  rejimen  actual, 

porque  seria  dar  ií  la  ley  efecto  retroactivo  si  ¿aque- 
llas hubiera  de  comprender.  Siendo  el  lin  principal  de  la 
reforma  protejer  los  derechos  de  tercero,  no  debía  esten- 
derse la  disposición  de  que  se  trata  al  dueño  del  in- 
mueble ó  derecho  (pie  se  este  prescribiendo,  y  por  esto  se 
le  ha  dejado  bajo  el  dominio  de  las  leyes  \  ¡joules.  (Art.32.) 
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No  era  posible,  sin  faltar  al  principio  capital  del 
proyecto,  dejar  subsistente  en  perjuicio  de  tercero  la  re- 
vocabilidad  de  ciertos  actos  por  causas  que  no  pueden 
hacerse  constar  en  el  rejistro,  ó  que  pudiéndose,  no  se 
espresaron  en  el  mismo.'  En  este  caso  se  encuentran:  el 
retracto  legal  y  el  tanteo  en  la  eniite'usis,  la  restitución 
in  integrum,  la  lesión  enorme  y  la  que  los  prácticos  lla- 
man enormísima]  asimismo  la  revocación  de  las  dona- 
ciones, exceptuándose  únicamente  la  que  procede  de  no 
cumplir  el  donatario  condiciones  inscritas,  pues  enton- 
ces pueden  todos  conocer  la  posibilidad  de  la  revoca- 
ción; la  rescisión  de  la  venta  de  una  cosa  vendida  dos 
veces  por  el  mismo  propietario,  cuando  alguna  délas  dos 
ventas  no  hubiere  sido  inscrita,  pues  si  lo  fue',  la  causa 
rescisoria  está  manifiesta  y  el  ■  tercero  sabe  á  lo  que  se 
espone;  y  en  fin,  la  que  produce  la  falta  de  pago  del 
todo  ó  parte  del  precio  de  la  cosa  vendida,  cuando  este 
se  aplazó,  pero  no  consta  así  en  la  inscripción,  porque 
espresada  esta  circunstancia,  seria  un  aviso  al  tercer  ad- 
quirente  de  que  la  cosa  que  compra  y  que  no  fue  pa- 
gada por  el  precedente  comprador,  puede  volver,  rescin- 
dida la  venta,  al  vendedor  primitivo.  Esta  ultima  causa 
de  rescisión  no  so  contiene  de  una  manera  espresa  en 
las  leyes,  que  solo  tratan  del  efecto  que  produce  la  fal- 
ta de  pago,  cuando  este,  según  el  contrato,  debió  ha- 
cerse al  contado,  y  resuelven  que  en  tal  caso  no  se  tras- 
firió  el  dominio,  aunque  mediara  la  entrega  al  compra- 
dor, y  que  puede  revindicar  la  cosa  el  dueño  primitivo. 
Cuando  el  precio  no  haya  de  pagarse  al  contado,  los 
efectos  de  la  falta  de  pago  deben  ser  diversos,  y  esto 
persuade  que  es  entonces  rescindióle  la  venta,  aunque 
el  dominio  se  haya  trasferido,  una  vez  que  ha  faltado 
el  comprador  al  cumplimiento  de  lo  que  para  el  ven- 
dedor era  causa  impulsiva  al  celebrar  el  contrato,  á*  sa- 
ber, la  recepción  del  precio:  así  se  deduce  de  otra  ley 
y  de  la  teoría  de  los  contratos  sinalagmáticos,  fundada 
en  los  principios  de  la  misma  justicia  natural. 

Salvados  los  intereses  del  tercero,  los  contrayentes 
deben  conservar  el  uno  hacia  el  otro  todos  los  medios 
que  el  derecho  común  les  ofrece  para  indemnizarse  de 
los  perjuicios  que  hubieren  sufrido.  (Art.  33.) 
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Solo  se  ha  permitido  la  revocación  en  perjuicio  do 
tercer»),  cuando  las  causas  de  rescisión  ó  resolución  sean 
voluntarias  y  consten  en  el  rejistro,  porque  las  legales, 
por  su  naturaleza,  no  pueden  producir,  en  cuanto  á  aquel, 
la  revocación,  sino  cuando  se  lian  efectuado  ciertos  he- 
chos que  no  es  posible  consignar,  por  no  saberse  si  lle- 
garán a  realizarse.  Respecto  á  la  revocación  por  ena- 
jenación fraudulenta,  se  han  seguido  las  reglas  de  las 
leyes  comunes,  las  que  solo  se  han  alterado  en  cuanto 
á  la  fecha  en  que  haya  de  comenzar  el  ano  (pie  dura 
la  acción  pauliana,  que  según  se  propone  deberá  con- 
tarse desde  que  se  verificó  la  enajenación;  punto  de  par- 
tida mas  lijo  y  mas  fácil  de  comprobarse  que  el  del  día 
en  que  dicha  enajenación  ha  llegado  á  noticia  del  acree- 
dor, como  hoy  lo  establece  la  ley.  (Art.  31.) 

:  ra 

Numero.  1  P 

El  carácter  de  obligación  subsidiaria  que  la  ley  y  la 
jurisprudencia  atribuyen  hoy  á  la  hipoteca  por  ser  ac- 
cesoria de  otra  obligación  principal  que  garantiza,  no 
puede  conducir,  como  ya  se  ha  espuesto,  al  deseado  ob- 
jeto do  dar  vida  al  crédito  territorial.  La  imposibilidad 
de  hacer  vender  la  cosa  hipotecada  que  pasó  á  otro  po- 
seedor, sin  demandar  primero  al  obligado,  y  averiguar 
si  tiene  bienes  por  medio  de  la  escusion,  molesta  siem- 
pre y  por  lo  común  infructuosa,  desvirtúa  considerable- 
mente  la  hipoteca  y  es  causa  de  justo  retraimiento  pa- 
ra los  prestamistas.  Ks  preciso  adoptar  un  principio  con- 
trario. La  hipoteca  debe  ser  obligación  principal,  como 
si  la  linea  misma  hubiera  contraído  la  deuda;  la  perso- 
na del  deudor,  debe  considerarse  en  cierto  modo  como 
fiador  que  aquella;  y  en  consecuencia,  el  acreedor  ten- 
drá derecho  á  pedir  la  venta  del  inmueble  hipotecado 
sea  quien  fuere  su  poseedor,  sin  necesidad  de  hacer  es- 
cusion previa  en  los  bienes  del  obligado.  Ks  esta  una 
innovación  en  el  derecho  actual,  reclamada  por  el  fin  á 
que  tiende  la  reforma  hipotecaria,  y  por  esto  la  comisión 
no  ha  vacilado  cu  proponerla.  (Art.  35.) 
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Ya  se  han  cspncsto  en  este  informe  los  motivos  de 
limitar  la  hipoteca  á  solo  los  bienes  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  impuestos  sobre  ellos.  (Art.  37.) 

Tratándose  de  hipotecas,  el  pacto  de  no  enajenar  ó 
hipotecar  no  tiene  objeto;  la  primera  de  ellas  conser- 
vará su  preferencia  aunque  después  se  grave  con  otras 
la  misma  finca:  el  tínico  límite  que  pueden  tener  las 
hipotecas  ulteriores,  es  el  valor  de  la  linca  en  su  rela- 
ción con  el  importe  de  las  obligaciones  que  garantiza. 
(Art.  40.) 

De  la  categoría  de  los  bienes  hipotecables  se  esclu- 
yen  el  uso  y  la  habitación,  así  como  el  usufructo  legal 
de  los  padres  en  los  bienes  de  los  hijos.  La  causa  de 
la  primera  prohibición  es  clara,  puesto  que  ni  el  usua- 
rio, ni  el  que  tiene  á  su  favor  servidumbre  de  habita- 
ción, pueden  enajenar  su  derecho,  considerado  como  per- 
sonalísimo,  y  el  primero  ni  aun  dar  la  cosa  en  arrenda- 
miento. Respecto  al  usufructo  en  los  bienes  de  los  hijos 
se  ha  estimado  que  no  convenia  permitir  se  hipotecase, 
porque  la  ley  lo  concede  para  el  sostenimiento  decoro- 
so de  la  familia,  y  mas  de  una  vez  quedaría  frustrado 
su  objeto  si  estuviese  en  la  facultad  del  padre  ó  de  la 
madre  gravar  ese  derecho,  para  asegurar  el  pago  de  su- 
mas de  dinero  que  fácilmente  pudieran  disiparse.  De 
igual  prohibición  han  sido  objeto  las  minas,  mientras 
no  se  obtenga  su  concesión,  toda  vez  que  están  consi- 
deradas por  las  leyes  como  propiedad  del  Estado,  á  quien 
corresponde  el  dominio  del  subsuelo,  aunque  se  encuen- 
tren en  terrenos  de  particulares.  (Art.  41.) 

Las  leyes  vijentes  prohiben  enajenar,  y  por  consi- 
guiente gravar  é  hipotecar  los  bienes  litijiosos;  pero  si  se 
sostuviese  tal  prohibición  claudicaría  el  principio  de 
publicidad  y  surjirian  perjuicios  inevitables;  porque  un 
tercer  adquirente,  no  teniendo  medio  de  saber  aquella 
circunstancia,  quedaría  defraudado  si  el  actor  venciese 
en  el  juicio  pendiente.  Por  el  contrario,  si  sobre  el  de- 
recho que  á  favor  de  este  se  declarase,  hubiera  de  pre- 
valecer el  del  adquirente  ó  prestamista  hipotecario,  la 
demanda  de  revindicacion  se  haría  ilusoria  en  sus  efec- 
tos. Para  obviar  los  inconvenientes  ele  tal  alternativa, 
no  se  presenta  otro  medio  que  el  de  aplicar  rigorosa- 
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mente  aquel  fecundo  principio,  y  salvar  así  los  intere- 
ses de  tercero,  permitiendo  la  hipoteca  de  bienes  liti- 
jiosos,  pero  preservando  también  el  derecho  del  actor  ó 
demandante,  por  medio  de  la  anotación  preventiva  que 
puede  tomar  de  su  demanda  desde  que  la  instaure. 
Así,  advertido  por  el  rejistro  todo  el  que  quiera  adqui- 
rir la  cosa  litijiosa,  ó  prestar  capital  sobre  ella,  del  pe- 
ligro que  corre  si  el  actor  vence  en  el  juicio,  podra' 
evitárselo  no  contratando,  ó  bien  someterse  á  di  con 
pleno  conocimiento  del  perjuicio  que  puede  irrogársele. 
Por  el  medio  indicado  se  ocurre  también  á  obviar  otro 
grave  inconveniente,  cual  es  que  el  temor  de  que  sean  li- 
tijiosos  los  bienes  que  se  ofrezcan  como  garantía  hipo- 
tecaria en  el  préstamo,  retraiga  á  los  prestamistas  de  dar 
sus  capitales  aun  sobre  bienes  que  no  estén  sujetos  á 
litijio.  (Art.  42.) 

En  el  proyecto  se  propone  que  la  hipoteca,  además 
de  estenderse  á  las  accesiones  que  las  leyes  espresan, 
comprenda  el  precio  pagado  al  propietario  por  los  ase- 
guradores, cuando  se  destruya  la  linca  hipotecada  que 
se  haya  asegurado,  y  las  indemnizaciones  concedidas  al 
mismo  cuando  se  le  espropie  por  causa  de  utilidad  pu- 
blica; ambas  cosas  en  el  sentido  de  que  el  acreedor 
podrá  pagarse  con  dicho  precio  ó  indemnizaciones  antes 
de  que  se  entreguen  al  dueño  de  la  tinca  asegurada  6 
©apropiada.  Parece  incontestable  la  justicia  de  esta  dis- 
posición: el  valor  pagado  por  los  aseguradores  ó  por  el 
tesoro  publico,  viene  á  reemplazar  el  de  la  linca  grava- 
da, y  no  seria  equitativo  ni  razonable  que  solo  el  dea- 
dar  se  aprovechara  de  esta  sustitución,  en  perjuicio  del 
acreedor:  aquel  recibiría  íntegro  y  libre  un  valor  cuyo 
equivalente  estaba  gravado,  es  decir  disminuido;  el  acree- 
dor se  vería  privado,  sin  culpa  suya,  de  la  garantía  en 
que  confiaba.  La  ley  debe,  pues,  conservar  en  lo  posi- 
ble la  misma  situación  relativa  (pie  existia  entre  los  con- 
trayentes antes  de  la  espropiaeion  ó  del  accidente  rui- 
noso. (Art.  <H.) 

La  hipoteca  debe  garantir  los  intereses  de  la  canti- 
dad prestada,  porque  aquella  y  estos  forman  una  sola 
den. la;  pero  si  e-  fácil  saber  el  importe  del  gravámen  en 
cuanto  al  capital,  ¡jorque  este  se  halla  espresado  cu  la 
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inscripción  no  lo  es  averiguar  el  importe  de  los  premios 
debidos  que  hacen  parte  de  la  carga  de  la  finca,  pues- 
to que  pueden  deberse  muchas  anualidades  ó  pocas  ó 
ninguna.  Esta  indeterminación  pudiera  inspirar  descon- 
fianza al  que  se  hallase  dispuesto  á  adquirir  la  finca  ó 
á  prestar  dinero  sobre  ella,  por  el  temor  de  que  estu- 
viese gravada  con  el  importe  de  considerables  réditos 
atrasados:  es  por  lo  mismo  en  estremo  conveniente  que 
la  ley  fije  en  estos  casos  la  suma  de  intereses  vencidos 
y  no  pagados  de  que  la  finca  debe  responder  en  per- 
juicio del  nuevo  acreedor  ó  adquirente  ó  de  cualquier 
otro  tercero.  Por  otra  parte,  no  parece  conveniente  ni 
justo  sujetarle  sin  término  ni  medida  á  una  responsa- 
bilidad que  puede  ser  mas  ó  menos  onerosa,  según  la 
dilijencia  ó  incuria  del  acreedor  en  cobrar  los  réditos; 
ya  que  no  se  puede  exonerar  á  aquel  por  completo  de 
esa  responsabilidad,  es  indispensable  reducirla  á  lími- 
tes demarcados  y  estrechos,  y  á  este  efecto  se  propo- 
ne que  en.  tales  casos  la  hipoteca  no  garantice  en  per- 
juicio de  tercero,  además  del  capital,  sino  los  intereses 
de  los  dos  últimos  años  y  la  parte  vencida  de  la  anuali- 
dad corriente.  (Art.  45,  párrafo  1  P  ) 

Espedito  debia  quedar  al  acreedor  el  medio  de  a- 
segurar  los  réditos  atrasados,  anteriores  á  los  tres  últi- 
mos años,  por  medio  de  la  ampliación  de  la  hipoteca, 
pero  sin  que  esto  perjudicara  á  un  tercero  que  antes 
de  dicha  ampliación  hubiera  hecho  adquisiciones  que 
aparezcan  inscritas  en  el  rejistro.  (Art.  45,  párrafos 
2.°  y  3.o) 

Pudiera  suceder  que  alguno  consintiese  en  hipote- 
car su  finca  al  pago  de  una  deuda  ajena:  en  tal  caso 
no  seria  justo  que  el  acreedor  obtuviese  en  la  misma 
finca  ampliación  de  la  hipoteca  preconstituid a,  porque  el 
propietario  entendió  gravar  la  cosa  con  el  importe  de 
la  deuda  y  no  mas,  fiado  en  que  el  acreedor  seria  di- 
lijente  en  el  cobro  de  los  intereses.  (Art.  45,  párra- 
fo 4  9 ) 

Bajo  este  respecto  el  censo  debe  considerarse  igual 
á*  la  hipoteca:  no  hay  razón  que  justifique  una  diferen- 
cia, porque  las  acciones  que  de  aquel  y  de  esta  resul- 
tan, producen  idénticos  efectos  con  relación  á  terceras  per 
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solías.  (Art.  4G.) 

Como  sea  uno  de  los  derechos  del  enfitenta  enaje- 
nar ó  gravar  el  predio  acensuado;  es  consecuencia  ne- 
cesaria que  subsistan  las  hipotecas  que  aquel  le  hubiere 
impuesto,  Busque  vuelva  el  predio  á  poder  del  que  tie- 
ne el  dominio  directo;  lo  que  sin  embargo  no  ha  de  ce- 
der en  perjuicio  de  los  derechos  de  este.  (Art.  47.) 

La  indivisibilidad  de  la  hipoteca,  que  es  entre  acree- 
dor y  deudor  lirme  garantía  del  cumplimiento  de  la  o- 
bligacion,  puede  ser  en  algunos  casos  perjudicial  al  li- 
bre curso  de  las  transacciones  que  versan  sobre  bie- 
nes raices.  Acontece  con  frecuencia  que  por  un  solo 
crédito  se  hipotecan  varias  lincas  cuyo  valor  total  es 
muy  superior  á  la  cantidad  debida:  quedando  cada  fin- 
ca obligada  toda  al  pago  de  toda  la  deuda,  habría  un 
exceso  de  garantía  y  de  gravamen,  inútil  al  acreedor  y 
perjudicial  al  deudor,  porque  le  impediría  á  este  hacer 
nuevos  negocios  sobre  las  lincas  ó  partes  de  ellas  que  no 
sean  necesarias  para  asegurar  la  obligación.  Si,  como 
se  propone,  se  manda  á  los  interesados  que  determinen 
la  cantidad  ó  parte  de  gravámen  de  (pie  cada  finca  de- 
be responder,  el  deudor  podrá  utilizar  para  nuevos  prés- 
tamos aquella  parte  del  valor  de  las  tincas  que  no  estd 
afecta  al  pago.  Llegado  el  caso  de  cobrar  la  deuda,  y 
no  habiendo  tercero  interesado,,  si  alguna  de  las  fincas 
fuere  insuficiente  para  pagar  su  parte  de  deuda,  cesa  el 
motivo  de  la  división,  y  es  justo  conceder  al  acree- 
dor la  facultad  de  cobrar  del  precio  de  alguna  de  las 
fincas  la  parte  (pie  no  pudo  ser  satisfecha  por  otra.  So 
ha  dejado  al  arbitrio  del  deudor  la  aplicación  de  los  pa- 
gos á  las  fincas  obligadas,  siguiendo  lo  que  las  leyes 
disponen  respecto  á  la  aplicación  del  pago  hecho  por 
el  (pie  reconoce  varias  deudas  á  un  mismo  acreedor. 
(Art.  48.) 

Si  se  dividiere  una  finca  después  de  hipotecada,  no 
podría  por  este  hecho  pretender  el  deudor  que  se  divi- 
diese la  hipoteca,  porque  tal  división  es  un  accidente 
con  (pie  no  pudo  contal"  el  acreedor  al  hacer  el  contra- 
to, el  cual  verificó  en  el  concepto  de  "quedar  obligada 
la  linca  toda  y  cada  una  de  sus  partes  al  pago  de  toda 
la  deuda.  Solo  por  mutuo  convenio,  pudiera  hacerse  la 


división  en  un  caso  semejante  (Art.  49.) 

Al  tratar  del  artículo  35  se  indicó  ya  la  convenien- 
cia de  suprimir  la  previa  escusion  en  los  bienes  del 
deudor:  todo  lo  que  se  puede  exijir  del  ejecutante  es  que 
requiera  al  principal  obligado  antes  de  dirijirse  contra  el 
inmueble  que  se  halla  en  poder  de  un  tercer  poseedor; 
pero  no  pagando  el  deudor  en  el  acto  del  requerimien- 
to, debe  el  mismo  ejecutante  tener  espedito  el  camino 
para  ejercitar  su  acción  hipotecaria. 

La  facultad  que  se  concede  al  tercer  poseedor  de  a- 
bandonar  la  finca,  si  no  pudiere  ó  no  quisiere  pagar  al 
acreedor  hipotecario  ejecutante,  es  un  arbitrio  introdu- 
cido en  el  derecho  moderno,  y  se  funda  en  considera- 
ciones de  equidad  muy  atendibles.  Él  es  deudor,  en  cuan- 
to la  finca  hipotecada  está  entre  sus  bienes;  desampa- 
rándola, cesa  el  motivo  de  considerársele  como  tal.  Los 
acreedores  á  la  finca,  al  celebrar  sus  contratos  la  esti- 
maron como  garantía  suficiente  para  su  seguridad,  sin 
prometerse  nna  responsabilidad  mas  de  parte  de  ulte- 
riores adquirentes,  y  en  tal  concepto,  de  ninguna  ma- 
nera quedan  defraudadas  sus  esperanzas  en  el  caso  de 
que  el  tercer  poseedor  desampare  el  inmueble.  Si  no 
paga  ni  lo  desampara,  es  visto  aceptar  toda  la  respon- 
sabilidad del  principal  obligado,  y  así  es  justo  que  que- 
den] sujetos  sus  bienes  propios  al  pago  de  los  intereses 
y  costas  á  que  diere  ocasión  su  morosidad.  (Art.s  52  y  53.) 

Tanto  vale  una  cosa  cuanto  dan  por  ella;  es  un  prin- 
cipio de  economía,  consignado  en  los  antiguos  fueros 
de  Aragón,  y  adoptado  ya  como  punto  de  partida  en  los 
códigos  mas  recientes.  De  él  parece  deducirse  como 
consecuencia  indeclinable,  que  los  acreedores  á  un  inmue- 
ble no  pueden  tener  derecho  sino  á  lo  que  este  impor- 
te en  la  subasta;  es  decir,  que  tal  derecho  ,se  trasporta 
al  precio  en  que  aquel  ha  sido  vendido,  y  así  se  dedu- 
ce] de  disposiciones  del  código  civil  de  P  rusia  y  de  la 
ley  de  Wurtembcrg.  JSTo  es  posible  imajinar  que  al- 
gún licitador  quiera  adquirir  el  inmueble  con  respon- 
sabilidades que  excedan  del  valor  de  este  mismo.  Debe 
por  tanto,  y  en  interés  de  que  haya  postores,  dejársele 
en  libertad,  ó  de  continuar  reconociendo  tales  gravá- 
menes, lo  que  no  es  probable  sino  cuando  sean  infe- 
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riores  al  precio  de  la  finca,  ó  de  consignar  este  para  que 
se  aplique  á  los  acreedores  inscritos,  y  se  le  deje  aque- 
lla libre  de  responsabilidades. 

En  cuanto  ií  los  acreedores  que  no  hubieren 
salido  á  la  ejecución,  ningun  perjuicio  se  les  irroga,  pues 
que  si  el  rematario  continua  reconociendo  sus  capita- 
les, quedan  en  las  mismas  condiciones  en  que  ya  es- 
taban, y  en  caso  contrario,  pueden  ocurrir  por  la  cita- 
ción d  ejercitar  su  derecho  ante  el  juez,  pretendiendo 
para  su  pago  la  preferencia  que  les  corresponda  en  el 
importe  del  inmueble  enajenado:  si  en  él  no  alcanzaren 
ií  ser  cubiertos,  en  el  todo  ó  en  parte,  los  acreedores  úl- 
timamente inscritos,  es  un  efecto  que  á  su  propia  impre- 
visión deben  imputar,  porque  al  contratar  sobre  tal  linca, 
ya  se  presentaba  en  perspectiva  la  probabilidad  de  que 
así  aconteciese,  atendido  el  valor  del  inmueble  y  los  gra- 
vámenes que  ya  sobre  e'i  pesaban.  (Art.  54.) 

No  seria  posible  inspirar  confianza  en  la  hipoteca 
si  el  procedimiento  ejecutivo  para  llevarla  á  efecto,  hu- 
biera de  continuar  sujeto  á  los  mil  obstáculos  y  dilacio- 
nes que  hoy  le  oponen  las  testamentarías,  las  tercerías 
y  los  concursos.  Es  indispensable  reducir  á  sus  precisos 
límites  estas  interrupciones  en  el  curso  del  juicio,  esta- 
bleciendo que  solo  puedan  afectarlo  cuando  las  apoye 
un  título  de  dominio  inscrito  con  anterioridad  al  título 
del  ejecutante.  La  preferencia  del  título  inscrito  sobre  to- 
do derecho  que  no  lo  este',  aunque  este  sea  de  los  sin- 
gularmente privilejiados  indica  bastante  que  una  hipote- 
ca rejistrada  no  puede  encontrar  en  su  realización  ningun 
derecho  preferente,  si  no  es  una  hipoteca  anterior  ó  el 
dominio  inscrito  antes  á  favor  del  (pie  entabla  una  ter- 
cería. Solo  en  este  caso  debe  suspenderse  el  procedi- 
miento ejecutivo:  en  el  primero  deberá  continuar,  quedan- 
do reducida  la  cuestión  entre  acreedores  á  la  preferen- 
cia que  pretendan  en  el  pago.  Suprimidos  pues  los  pri- 
vilejios,  tanto  de  al. -unas  hipotecas,  como  de  ciertos  cré- 
ditos personales,  la  hipoteca  inscrita  no  tiene  (pié  temer 
de  las  resultas  de  un  concurso,  porque  el  único  motivo 
de  preferencia  será  en  adelante  la  prioridad  en  la  ins- 
cripción. (Art.  57.) 

Propónesc  una  reforma  que  parece  ser  conveniente 
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en  torio  juicio  ejecutivo,  pero  que,  para  no  traspasar  el 
objeto  de  la  ley,  debe  limitarse  á  aquellos  casos  en  que  el 
procedimiento  se  inicia  á  virtud  de  títulos  hipotecarios. 
Los  pregones  que,  según  las  leyes  vijentes,  deben  darse 
hecho  el  embargo  y  antes  de  la  citación  de  remate,  no  tie- 
nen otro  efecto  que  anunciar  la  posibilidad  de  que  sean 
vendidas  las  cosas  embargadas,  pero  en  cambio  ocasio- 
nan una  dilación  inmotivada  al  ejecutante,  y  al  ejecutado 
gastos  que  serán  inútiles  si  la  causa  no  se  sentencia  de 
remate.  Con  el  precedente  de  lo  ya  establecido  en  la  ley 
española  de  enjuiciamiento  civil,  se  dispone  en  el  proyec- 
to que  no  se  saque  la  finca  á  la  asta  publica  ni  se  lijen 
edictos  convocando  licitadores,  sino  cuando  dictada  la  sen- 
tencia de  remate  y  practicado  el  avaliío  de  aquella,  ha- 
ya seguridad  de  que  tendrá  lugar  la  venta  y  pueda  sa- 
berse el  precio  de  lo  que  se  subasta,  dándose  en  este 
mismo  acto  los  pregones.  El  tiempo  que  medie  entre  los 
edictos  y  la  venta,  bastará  para  imponer  de  ella  al  pu- 
blico y  se  evitarán  gastos  y  dilaciones  innecesarias. 
(Art.  58.) 

No  tiene  fundamento  razonable  la  prohibición  im- 
puesta al  acreedor  de  comprar  la  cosa  embargada  para 
el  pago  de  su  crédito.  Puede  aquel  hacer  posturas  admi- 
sibles que  faciliten  la  venta  de  la  cosa  hipotecada,  ó  ha- 
gan subir  el  precio  de  la  misma,  lo  que  siempre  será 
interesante  y  á  ninguno  perjudicial  Concuerda  esta  dis- 
posición con  lo  establecido  por  la  citada  ley  de  en- 
juiciamiento civil,  y  par  el  código  de  comercio  de  Espa- 
ña. (Art.  60.) 

Ya  deja  espuestas  la  comisión  las  razones  que  la 
mueven  á  proponer  la  supresión  de  las  hipotecas  judi- 
ciales: las  voluntarias  y  legales  quedan  tan  solo  subsis- 
tentes; pero  sometidas  á  la  publicidad  y  especialidad, 
condiciones  capitales  del  nuevo  sistema.  (Art.  61.) 

Numero  2  ? 

Una  hipoteca  nula,  por  haberla  constituido  quien  no 
tenia  poder  bastante,  convalece  por  la  ratificación  del 
dueño  de  la  cosa  gravada;  pero  solo  podrá  producir  e- 
fecto  desde  que  se  inscriba  de  nuevo  y  formalmente  en 
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el  rejistro.  Si  se  diera  efieacia  á  la  hipoteca  desde  la 
primitiva  constitución,  podrían  perjudicarse  derechos  ad- 
quiridos después  en  el  concepto  de  no  ser  válida  según 
las  constancias  del  rejistro.  (Art.  63.) 

La  hipoteca  que  garantiza  una  obligación  futura  ó 
sejeta  u*  condición  suspensiva  inscrita,  debe  producir  c- 
fecto  contra  tercero  desde  su  inscripción,  porque  el  re- 
jistro publica  la  realización  posible  de  aquella,  y  el  ter- 
cero esta'  por  ese  medio  advertido.  Si  la  condición  es 
resolutoria,  surte  asimismo  sus  efectos  desde  la  inscrip- 
ción y  no  deja  de  surtirlos  mientras  no  se  haga  constar 
en  el  rejistro  haberse  cumplido  la  condición  y  quedar 
resuelta  por  tanto  la  obligación  que  de  ella  dependía. 
(Ar..  64.) 

Si  no  se  impusiera  al  cociente  la  obligación  de  dar 
conocimiento  al  deudor,  bajo  su  responsabilidad,  de '  la 
cesión  verificada,  pudiera  omitirse  una  eircustancia  que 
es  indispensable  para  que  el  cesionario  no  sea  perjudi- 
cado por  el  pago  que  al  acreedor  primero  hiciera  el  deu- 
dor, ignorando  el  traspaso  de  la  acción.  (Art.  65.) 

La  enajenación  de  créditos  garantidos  por  la  ley  con 
hipoteca  en  favor  de  personas  (pie  no  pueden  valerse  a* 
sí  mismas,  haría  ilusoria  la  protección  que  ella  procu- 
ra dispensarles;  de  aquí  el  prohibirse  que  tales  créditos 
se  enajenen  mientras  no  puedan  disponer  lejíti  mámente 
de  ellos  los  que  á  su  favor  los  tienen.  (Art.  07.) 

Numero  3  ? 

Quedan  manifestados  los  motivos  de  la  proyectada 
supresión  de  la  mayor  parte  de  las  hipotecas  legales:  las 
cpie  se  conservan  están  restrinjidas  relativamente  á  la  os- 
tensión y  eficacia  (pie  ahora  tienen  en  calidad  de  táci- 
tas y  jenerales.  I'ara  proceder  así,  se  ha  considerado  en 
primer  lugar  (pie,  no  obstante  oslar  escrita  en  las  le- 
yes la  obligación  que  el  padre  tiene  de  dotar  á-la  hi- 
ja, la  dote  no  ha  estado  en  nuestras  costumbres.  En  li- 
tros países  su  uso  es  tan  jeneral  <juc  viene  á  constituir 
una  condición  indispensable  pura  que  haya  matri- 
monio: entre  nosotros  no  determina  por  lo  común  los  en- 
laces el  deseo  de  adquirir  un  capital  ó  de  aumentar  el 


que  ya  se  tiene;  impulsa  á  los  esposos  un  móvil  menos 
interesado  y  mas  noble,  el  afecto  recíproco:  comprué- 
banlo  los  anales  del  foro  que  no  presentan  sino  una  que 
otra  cuestión  de  dote  en  el  decurso  de  muchos  años  Ade- 
mas, la  protección  acordada  á  la  mujer  y  á  los  demás 
incapacitados,  interesante  como  es  en  sí,  puede  en  mu- 
chos casos  producir  la  ruina  de  otras  personas  de  igual 
condición  jurídica  que,  no  figurando  en  primer  término 
en  la  cuestión,  no  podrían  hacer  valer  en  su  defensa  la 
máxima  legal  de  que  el  privilcjiado  no  goza  de  jivivilcjio 
contra  otro  privilegiado.  Así  un  acreedor  que  ve  su  dere- 
cho destruido  por  la  preferencia  de  una  hipoteca  dotal 
ignorada,  sufre  un  perjuicio  que  puede  afectar  á  los  in- 
tereses de  su  propia  mujer  y  de  hecho  afecta  á  los  de 
sus  hijos  menores. 

Es  preciso  pesar  las  ventajas  y  los  inconvenientes 
de  ambos  estreñios.  La  hipoteca  oculta  ofrece  á  los  im- 
capacitados una  garantía  cstensa,  y  en  su  establecimien- 
to segura,  pero  insegura  en  sus  resultados  prácticos:  la 
hipoteca  especial  y  publica  acaso  no  presente  en  su  cons- 
titución aquellas  ventajas;  pero  en  cambio  es  mas  eficaz 
cuando  se  trata  de  realizarla:  aquella  favorece  á  ciertas 
fracciones  sociales;  esta  se  dirije  á  crear  una  fuente  de 
riqueza  en  beneficio  de  la  sociedad  toda:  el  dafio  que 
pueden  recibir  los  favorecidos  con  la  hipoteca  legal  por 
la  sustitución  de  esta  con  la  especial,  supone  cierto  a- 
bandono  de  parte  de  los  mismos  interesados  ó  de  sus  pa- 
rientes ó  favorecedores,  es  eventual;  el  daño  que  sufre  la 
sociedad  por  lo  efímero  del  crédito  real  á  causa  de  las  hi- 
potecas ocultas,  es  seguro,  inminente,  inevitable,  mien- 
tras exista  una  sola.  uLa  mejor  ley",  ha  dicho  Treilhard, 
"es  la  que  evita  mas  abusos,  puesto  que  no  es  dado  des- 
truirlos todos  "  Mittermeyer,  ilustre  jurisconsulto  alemán 
que  goza  de  renombre  en  toda  la  Europa,  se  ha  espre- 
sado así:  "La  ley  solo  debe  conceder  un  título  hipote- 
cario á  los  menores,  á  las  mujeres  casadas:  toca  á  los 
protectores  que  la  naturaleza  y  la  ley  señalan  á  estos 
interesados  hacer  uso  de  este  derecho;  mas  no  debe  sa- 
crificárseles las  ventajas  del  suelo,  el  interés  de  los  pro- 
pietarios y  los  derechos  de  los  acreedores."  Así  es  como 
los  preclaros  intérpretes  de  la  ciencia  han  resuelto  con 
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la  lucidez  y  profundidad  de  sus  talentos  la  cuestión  ca- 
pital, la  mas  debatida  del  réjiinen  hipotecario. 

Acaso  se  estrafie  que  en  el  proyecto  no  se  adopte  la 
institución  francesa  del  consejo  de  familia,  como  medio  de 
hacer  efectivas  las  garantías  que  se  consignan  en  favor  de 
las  mujeres  casadas,  menores,  etc.  Pero  la  esperiencia  lia 
demostrado  en  Francia  v  en  los  otros  países  que  adop- 
taron el  consejo,  su  ineficacia  para  llenar  los  objetos  de 
tal  institución.  Y  en  efecto,  relajados  cada  dia  mas  los 
vínculos  de  la  familia,  ya  per  la  indiferencia  y  el  egoísmo, 
ya  por  la  influencia  perturbadora  de  las  opiniones  polí- 
ticas diversas  ií  opuestas  de  que  se  afectan  los  miembros 
de  esa  pequeña  sociedad  que  forma  la  familia,  no  es 
razonable  esperar  de  las  costumbres  contemporáneas  que 
los  afectos  de  la  naturaleza  triunfen  siempre  de  pasio- 
nes tanto  mas  difíciles  de  combatir,  cuanto  que  ordina- 
riamente apenas  se  apercibe  de  ellas  el  mismo  individuo 
á  quien  dominan.  Es  ademas  reconocida  la  ineficacia  de 
las  obligaciones  impuestas  colectivamente  á  un  cuerpo 
y  que  no  afectan  en  particular  á  ninguno  de  sus  miem- 
bros, cuya  responsabilidad  no  puede  por  lo  mismo  ser 
positiva.  Por  otra  parte,  en  una  ley  especial  como  es- 
ta, no  seria  posible  improvisar  y  organizar,  como  de  pa- 
so, esta  institución  nueva.  No  se  oponen  tales  conside- 
raciones al  llamamiento  individual  que  en  el  proyecto  se 
hace  á  los  parientes,  imponiéndoles  la  obligación  de  exi- 
jir  la  hipoteca  en  nombre  de  los  favorecidos  con  esta:  es  un 
arbitrio  (pie  la  ley  civil  no  debe  desechar,  y  sí  utilizar 
el  interés  de  aquellos  parientes  (pie  sepan  corresponder 
á  los  afectos  (pie  la  naturaleza  les  inspira  Inicia  los  in- 
dividuos de  su  mismo  linaje. 

Al  conservar  la  hipoteca  de  la  mujer  casada,  el  pro- 
yecto iguala  bajo  este  respecto  todos  los  bienes  (pie  ella 
introduzca  al  matrimonio,  sin  distinción  de  dótales  y  pa- 
rafernales, ya  (pie  el  privilejio  de  aquellos  queda  aboli- 
do como  c!  de  otras  hipotecas  antes  especialmente  favo- 
recidas. Kxijiendo  la  entrega  de  esos  bienes  al  marido 
bajo  le  de  escribano,  se  enchive  cualquiera  otro  modo 
de  constituir  la  dote  y  se  cortan  de  raíz  las  antiguas  é 
intrincadas  cuestione-,  sol. re  dote   confesada.  (Art.  G8.) 

La  hipoteca  legal,  segnn  la  (e<»na  moderna,  no  pue 
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ñe  tener  otro  efecto  que  dar  al  favorecido  con  ella  el  de- 
recho de  exijir  se  constituya  una  hipoteca  especial  y 
*  espresa  en  garantía  de  su  crédito.  Ei  principio  de  pu- 
blicidad no  consiente  que  exista  derecho  alguno  sino  me- 
diante un  acto  manifiesto  á  todos,  como  es  la  inscrip- 
ción en  el  rejistro.  Constituida  así  la  hipoteca,  debe  sur- 
tir los  mismos  efectos  que  la  voluntaria,  principalmen- 
te en  lo  que  toca  á  la  preferencia  de  unas  respecto  de 
otras,  preferencia  que,  una  vez  abolidas  las  hipotecas 
privilegiadas,  solo  se  graduará  por  la  anterioridad  en  la 
inscripción.  (Art.s  69,  70,  y  71.) 

Las  arras  y  donaciones  esponsalicias  no  son  mas  que 
liberalidades  hechas  á  la  mujer  por  el  marido  y  no  me- 
recen el  favor  de  la  hipoteca,  ni  menos  el  privilejio  que 
les  da  la  doctrina  deducida  de  una  ley  de  las  Partidas. 
Aun  cuando  el  marido  diga  que  las  constituye  como  au- 
mento de  dote,  nunca  pueden  asimilarse  á  ella  porque 
su  oríjen  y  objeto  son  del  todo  diversos.  JSTo  alcanza  el 
convenio  de  los  esposos  á  alterar  la  naturaleza  de  estas 
dádivas  que  pueden  influir  en  los  derechos  de  otras  per- 
sonas. Prescindiendo  del  abuso  que  de  tales  aumentos 
nominales  de  la  dote  pudieran  hacer  los  consortes  en 
perjuicio  de  los  acreedores  del  marido,  la  condición  mis- 
ma de  las  arras  y  donaciones  esponsalicias,  limita  á 
una  simple  acción  personal  el  derecho  de  la  mujer,  que 
aun  deberá  ceder  el  paso  á  otra  accicn  personal  que 
proceda  de  título  oneroso.  (Art.  77.) 

En  la  designación  de  las  personas  qne  pudieran  ó 
debieran  exijir  la  constitución  de  la  hipoteca  en  favor  de 
la  mujer  casada,  era  preciso  conciliar  dos  intereses  con 
frecuencia  opuestos:  el  interés  pecuniario  de  la  mujer  en 
conservar  sus  bienes,  y  el  interés  moral  de  ella  misma, 
de  la  familia  y  de  la  sociedad  entera  en  mantener  la  paz 
doméstica.  Si  la  mujer  es  mayor  de  edad  y  el  matrimo- 
nio no  está  celebrado  todavía,  tanto  ella  como  sus  pa- 
dres y  demás  personas  que  por  su  suerte  se  interesen, 
pueden  pedir  las  garantías  correspondientes;  pero  me- 
diando en  este  ultimo  caso  el  espreso  consentimiento  de 
la  esposa,  pues  se  hallan  en  juego  sus  intereses  y  tam- 
bién su  felicidad.  Si  fuere  menor,  esté  ya  casada  ó  no,  es 
necesario  que  otras  personas  jestionen  por  ella,  poique 
10" 


carece  de  capacidad  civil  para  hacerlo  por  sí  misma.  Pe- 
ro cuando  es  mayor  y  no  so  constituyó  la  hipoteca  an- 
tes del  matrimonio,  ella  sola  debe  estar  autorizada  para 
pedirla,  porque  la  intervención  de  otras  personas  no  pue- 
de menos  de  perturbar  la  armonía  domestica,  excitando 
nt ¡uik'iitos.  ó  exacerbando  los  que  por  desgracia  ha- 
yan surjido.  Podrá  ser  que  la  mujer  ciegamente  con- 
liada  no  reclame  garantías:  podra"  ser  que  desconfíe  pe- 
ro se  abstenga  de  toda  indicación,  temerosa  de  lastimar 
la  delicada  susceptibilidad  de  su  marido:  los  daños  que 
en  tales  casos  pueda  sufrir  en  su  fortuna,  son  un  mal  in- 
comparablemente menor  que  sus  sufrimientos  viendo 
desaparecer  para  siempre  la  felicidad  del  matrimonio. 
(Art.  78). 

Cuando  el  marido  no  tiene  bienes  en  qué  consti- 
tuir la  hipoteca*  no  parece  haber  otro  recurso  que  con- 
servar el  derecho  personal  de  la  mujer  para  cuando  éi 
adquiera  algunos;  pero  sin  perjuicio  del  que  antes  con- 
trate sobre  ellos  encontrándolos  libres  (Art.  79). 

En  cuanto  a*  los  bienes  reservables  y  el  peculio  ad- 
venticio, el  amor  de  los  padres  es  el  ájente  mas  podero- 
so para  hacer  que  se  constituya  la  hipoteca  que  á  aque- 
llos garantida.  Por  esto  la  ley  les  impone  en  primer  lu- 
gar el  deber  de  pedir  la  inscripción  de  los  bienes  ó  de 
la  hipoteca,  y  solo  á  falta  de  ellos  se  impone  esta  obli- 
gación á  las  otras  personas  que  designa  el  proyecto, 
conceptuándolas  como  mas  interesadas  en  que  se  con- 
serve íntegro  el  patrimonio  de  los  hijos.  Pero  cuando 
por  ser  estos  mayores  puedan  mirar  personalmente  por 
sus  intereses,  no  hay  ya  motivo  para  dar  á  otras  perso- 
nas injerencia  en  asuntos  de  familia  (Art.8  81  y  si- 
guientes.) 

La  constitución  de  tales  hipotecas  es  para  los  meno- 
res tan  importante  como  la  enajenación  de  sus  bienes; 
ev  pues  necesario  <|n<'  la  autoridad  del  juez  intervenga 
en  estos  actos.  (Art  87.) 

La  tutela  y  curaduría  son  por  sisólas  un  graváincn 
que  con  frecuencia  se  rehuye  por  los  nombrados  para 
<!  ■>  1 1  ¡  i  j '  e  u ;  1 1 1  íi  - .  i  ni  .  e  i  i. m  de  hipotecar  bienes  retrae- 
ría aun  mas  de  aceptarlas;  por  otra  parte  el  nombrado 
puede  no  tener  bienes  hipotecarles:  he  ahí  el  motivo  de 
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proponerse  que  el  tutor  ó  curador  pueda  caucionar  su  res- 
ponsabilidad con  una  simple  fianza,  cuando  no  le  sea  po- 
sible obligar  una  finca  en  garantía  de  su  jestion  admi- 
nistrativa. (Art.  88.) 

La  vijilante  protección  de  la  ley  en  favor  de  los  me- 
nores, tan  justificada  por  motivos  de  conveniencia  pu- 
blica, esplica  el  deber  impuesto  á  los  jueces  de  decretar 
se  constituya  la  hipoteca  en  favor  de  aquellos,  cuando 
por  razón  de  oficio  les  constare  no  estarlo,  y  el  que  asi- 
mismo se  impone  á  los  demás  funcionarios  públicos,  es- 
cribanos y  registradores,  de  dar  cuenta  al  juez  de  los  ac- 
tos que  ante  ellos  pasen  y  den  mérito  á  la  constitución 
é  inscripción  de  tales  hipotecas.  (Art.s  93  y  94.) 

§  iv. 

Las  anotaciones  preventivas,  como  ya  se  ha  indica- 
do, son  cierta  especie  de  asientos  cuyo  objeto  es  advertir 
á  todos  que  una  ó  varias  fincas,  ya  por  estar  afectas  tí 
ciertas  responsabilidades,  ya  por  ser  objeto  de  una  cues- 
tión judicial  aun  pendiente,  ya  por  otras  causas  que  se 
espresan,  no  pueden  enajenarse  libremente,  ni  adquirirse 
con  toda  seguridad.  Algunas  de  las  anotaciones  no  son 
mas  que  las  antiguas  hipotecas  judiciales,  reducidas  así 
á  la  forma  y  efectos  que  reclama  su  carácter  de  garantía 
provisoria.  La  hipoteca  de  los  legatarios  ha  venido  á  que- 
dar reducida  á  anotación,  que  es  toda  la  segundad  á 
que  pueden  aspirar  ínterin  se  liquida  la  herencia  de  su 
causante. 

En  el  proyecto  se  concede  facultad  de  anotar  pre- 
ventivamente: 

1  9  — Al  que  demandare  en  juicio  la  propiedad  de 
bienes  inmuebles,  ó  la  constitución,  declaración,  modifi- 
cación ó  estincion  de  cualquiera  derecho  real;  porque 
la  finca  pudiera  en  su  dia  declararse  perteneciente  al 
que  demandó  su  dominio,  ó  existente  ó  estinguido  el 
derecho  real  que  da  oríjen  al  juicio,  y  para  que  todo 
esto  tenga  efecto  contra  el  que  quizá  adquiera  la  fin- 
ca, es  indispensable  que  el  rejistro  se  lo  advierta. 

2? — Al  que  en  juicio  ejecutivo  obtuviere  manda- 
miento de  embargo  que  se  haya  hecho  efectivo  en  bie- 
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nos  raices  del  deudor;  porque  sin  la  anotación  el  em- 
bargo pudiera  hacerse  ilusorio  una  vez  enajenada  la  finca. 

3  ?  — Al  que  obtuviere  providencia  ordenando  el  se- 
cuestro ó  prohibiendo  la  enajenación  de  bienes  raices,  por 
igual  razón  que  al  anterior. 

4  ?  — Al  que  instaurare  demanda  con  el  objeto  de 
obtener  interdicción  judicial,  declaratoria  de  muerte  pre- 
sunta del  ausente  y  cualquiera  otra  providencia  ejecuto- 
ria por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las  per- 
sonas en  cuanto  a  la  libre  disposición  de  sus  bienes.  La 
posibilidad  de  que,  obtenida  alguna  de  estas  declara- 
ciones, se  anule  la  adquisición  hecha  por  un  tercero,  de- 
be constar  en  el  rejistro  para  que  legalmente  pueda 
perjudicarle  a*  aquel. 

5  P  — A  los  legatarios  y  acreedores  del  difunto,  por 
ser  de  toda  justicia  que  se  ponga  á  su  alcance  un  medio 
de  asegurar  su  derecho  contra  las  enajenaciones  del  he- 
redero. 

6  ?  — A  otras  personas  y  en  otros  casos,  tales  como 
los  comprendidos  en  los  artículos  18,  21  y  -14,  que  son  cla- 
ros en  sí  mismos.  (Art.  95.) 

La  diferente  manera  de  hacerse  la  anotacien  en  el 
caso  del  numero  19  y  en  el  de  los  números  2  9  y  3  ?  se 
justifica  observando  que  en  aquel  es  del  interés  del  de- 
mandante asegurar  el  éxito  posible  de  su  jestion,  impi- 
diendo que  adquisiciones  hechas  de  buena  fe,  si  no  se 
anotara  la  demanda,  vinieran  á  hacer  ilusoria  la  sen- 
tencia que  se  dictase;  y  por  eso  se  deja  a*  su  cuidado  el 
pedir  que  el  juez  mande  hacer  la  anotación.  Pero  cuan- 
do ha  recaído  una  providencia  de  embargo,  de  secuestro 
6  de  prohibición  de  enajenar  bienes  raices,  está  de  por 
medio  el  interés  publico  en  que  no  sean  vanos  los  man- 
datos del  juez  en  mengua  del  respeto  debido  a*  su  auto- 
ridad, y  de  las  exijencias  de  la  justicia;  por  lo  cual  de- 
be la  anotaeiitn  decretarse  de  oficio. 

Las  incapacidades  personales  t  ienen  efecto  en  todos 
los  bienes  del  incapacitado:  es  por  tanto  lójico  que  las 
anotaciones  procedentes  en  este  caso  se  hagan  sobre  to- 
dos los  hicncN  inscritos  tí  favor  de  la  persona  «le  cuya 
incapacidad  se  trate,  y,  como  ya  en  otra  parte  se  ha  in- 
dicado, aun  sobre  los  no  inscritos,  si  el  juez  lo  manda, 


inscribiéndose  antes  su  dominio.  (Art.  96.) 

Como  bis  anotaciones  que  se  verifican  en  virtud  de 
providencia  judicialjno  hacen  mas  que  manisfestar  la 
existencia  de  un  hecho  jurídico  innegable,  y  es  menester 
que  pi(  duzcaiigUn  efecto  instantáneo,  sepia  debido  pro- 
poner que  no  se  suspendan  por  oposición  ó  apelación 
de  parte,  pues  estas  no  tendrían  otro  objeto  que  mante- 
ner ocultos,  contra  el  espíritu  de  la  ley,  hechos  cuya  ig- 
norancia pudiera  dar  marjen  á  actos  nocivos  al  derecho 
del  demandante.  ,(Art  97.) 

La  existencia  de  un  instrumentoTejecutorio  no  can- 
celado, en  poder  del  que  se  dice  acreedor,  es  dato  sufi- 
ciente para  anotar|sn  crédito;  solo  en  sn  defecto  debe  exi- 
jirse  anuencia  del  heredero  ó  mandato  judicial.  La  sola 
presentación  del  testamento  hecha  por  un  legatario  que 
cobra  su  legado,  no  bastaría,  porque  podría  haberse  ya 
satisfecho:  de  aquí  que  se  haya  considerado  necesario 
también  el  consentimiento  del  heredero,  y  en  su  -defecto 
la  orden  del  jaez.  (Art.  98.) 

En  el  artículo  22  del  [proyecto  se  ha  propuesto  lo 
que  deba  practicarse  para  que  el  heredero  pueda  ins- 
cribir á  su  favor  los  bienes  raices  de  la  herencia,  cuan- 
do no  haya  legatarios  ni  acreedores  conocidos.  Como 
complemento  de  esa  disposición,  se  establece  que  cuan- 
do haya  acreedores  y  legatarios,  además  del  trascurso  del 
término  de  los  edictos  que  deben  preceder  á*  toda  ins- 
cripción hereditaria  que  se  solicite,  ha  de  ©oncurrir  al- 
guna de  estas  circunstancias:  solvencia  del  heredero, — a- 
notacion  verificada  por  los  acreedores  y  legatarios — re- 
nuncia de  este  derecho  por  parte  de  ellos — ó  citación 
personal  de  los  mismos;  á  no  ser  que  no  pudiera  ser 
habido  alguno,  en  cuyo  caso  se  tiene  por  suficiente  la 
citación  jeneral  por  medio  de  los  edictos.  La  existen- 
cia de  legatarios  y  acreedores  exije  otros  requisitos,  di- 
rijidos  á  poner  á  salvo  el  derecho  de  aquellos  contra  los 
actos  del  heredero  que,  libre  de  esas  trabas,  pudiera  ins- 
cribir los  bienes  á  su  favor  y  enajenarlos.  (Art  99.) 

Si  tanto  unos  como  otros  han  hecho  alguno  de  los 
actos  que  espresa  el  artículo  99,  si  está  solvente  el  he- 
redero, ó  si  omitieron  aquellos  hacer  lo  que  la  ley  Ies 
permite  para  asegurarse,  no  parece  equitativo  consen- 


tirlcs  todavía  la  anotación,  que  en  la  mayor  parto  de  les 
casos  les  serta  iniítil,  por  haber  pasado  a"  otras  personas 
los  bienes  ó  alguno  de  ellos.  (Art.  100.) 

La  determinación  del  derecho  de  un  legatario  en 
bienes  ciertos  (pie  especialmente  le  fueren  legados,  es 
razón  bastante  para  que  en  ellos  mismos  haga  su  ano- 
tación, sin  que  pueda  anotar  otros,  así  como  lo  es  para 
prohibir  la  anotación  en  ellos  al  legatario  de  jebero  ó 
de  cantidad,  que  s-  1>  licuó  propiamente  un  derecho  per- 
sonal, y  jeneral  en  todos  los  bienes  de  la  herencia. 
(Art.  102.) 

La  gran  conveniencia  de  que  el  rejistro  sea  la  es- 
presion  completa  y  fiel  del  estado  de  los  bienes  here- 
ditarios, como  de  la  propiedad  toda,  justifica  la  obliga- 
ción que  se  impone  ií  los  registradores  de  hacer  de  o!i- 
cio  la  anotación  del  legado  á  favor  de  una  persona  des- 
conocida, bien  al  anotar  otros  legados,  bien  al  inscribir 
la  herencia  á  nombre  del  heredero.  (Art.  103.) 

La  anotación  separa  virtualmente  la  herencia  del  pa- 
trimonio personal  del  heredero,  y  es  una  consecuencia  de 
esto  la  preferencia  concedida  á  los  que  anotaron  algu- 
nos bienes  de  la  herencia,  en  los  mismos  bienes  anota- 
dos, 6obre  los  acreedores  particulares  del  heredero,  (pie 
ningún  derecho  tienen  á  las  cosas  hereditarias,  mientras 
estas  no  sean  propiedad  eselusiva  y  libre  del  deudor. 
(Art.  101.) 

Podrá»  hacerse  varias  anotaciones  sobre  un  mismo 
inmueble  y  serán  eficaces  en  la  parte  que  alcance  á  cu- 
brirlas el  valor  de  aquel,  distribuido  proporcionalmentc 
entre  los  diversos  créditos.  (Art.  105.) 

La  hipoteca  que  un  acreedor  tiene  constituida  á  su 
favor  le  da  preferencia  sobre  los  simples  personales,  por- 
que su  derecho  es  un  derecho  real.  No  así  la  anotación: 
ella  no  altera  la  índole  del  derecho,  y  por  lo  mismo  no 
debe  dar  preferencia  al  que  la  verificó  sobre  los  (pie  la 
omitieron,  teniendo  todos  créditos  del  mismo  jenero:  solo 
surte  su  efecto  contra  terceros  adquirentes  y  contra  a- 
crecdores  posteriores  á  la  anotación.  (Art.  1»H¡.) 

La  insci  ¡  j  >  *  i « >  1 1  definitiva  cu  (pie  puede  la  anotación 
convertirse,  no  es  mas  que  una  forma  permanente  y  mas 
desarrollada  del  derecho  que  c »n-i  -  n  »  la  anulación,  ó  de 


otro  que  es  de  el  consecuencia  necesaria.  Advertido 
pues  el  publico  desde  que  se  estendió  la  anotación,  pa- 
rece evidente  que  desde  entonces  debe  tener  también 
efecto  la  inscripción  en  que  la  misma  anotación  se  con- 
vierta. (Art.  107.) 

El  proyecto  determina  por  último  las  circunstancias 
que  debe  contener  la  anotación,  considerándolas  nece- 
sarias ó  muy  convenientes,  y  las  que  por  ser  sustancia- 
les la  liarían  ineficaz  si  se  omitiesen.  (Art.  109.) 

§  v- 

La  comisión  debe  escribir  otra  vez  mas  que  los  actos 
inscritos  no  se  estinguen  en  cuanto  á  tercero  sino  por  su 
cancelación  en  el  rejistro,  aun  cuando  los  derechos  que 
tales  actos  contengan  se  hayan  extinguido  por  cualquie- 
ra de  los  modos  determinados  en  las  leyes:  aquel  que  por 
alguno  de  ellos  haya  sido  exonerado  de  la  obligación 
contraída,  es  quien* debe  cuidar  de  que  su  solvencia, 
respecto  á  sus  bienes  inscritos  aparezca  en  el  rejistro.  El 
principio  antes  asentado  es  jeneral,  y  seria  absoluto  si 
no  reconociese  una  excepción  derivada  de  la  índole  mis- 
ma del  derecho  de  propiedad.  Esta  excepción  es  la  tras- 
ferencia  del  dominio  ó  derecho  real  en  favor  de  otra  per- 
sona, y  tiene  por  fundamento,  la  razón  de  que  un  mis- 
mo derecho  no  puede  coexistir  á  la  vez  en  el  enajenan- 
te y  el  adquirente:  este  no  puede  ser  propietario  sino 
dejando  de  serlo  su  cansa — habiente;  y  como  tal  hecho 
aparecerá  manifiesto  por  la  sucesiva  inscripción  prac- 
ticada á  favor  del  mismo  adquirente,  queda  así  obtenida 
la  publicidad  del  acto,  sin  ser  necesaria  la  cancelación 
espresa  de  la  inscripción  que  contenga  el  derecho  trans- 
mitido. (Art.  110.) 

Puede  ser  total  ó  parcial  la  cancelación,  según  que 
sea  total  ó  parcial  la  estincion  del  inmueble  ó  derecho 
real  inscrito.  En  el  proyecto  se  espresan  tales  casos  de 
una  manera  determinada.  (Art.s  111  y  112.) 

Pero  era  también  necesario  que  la  ley  determina- 
ra la  procedencia  lejítima  de  las  cancelaciones  que  pu- 
dieran operarse  en  el  rejistro.  Estas  no  pueden  tener 
mas  que  dos  orijen.es;  el  mandato  judicial  ó  el  censen- 
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tinriento  de  aquel  a*  quien  favorezca  la  inscripción  ó  a- 
notacion  que  trata  de  cancelarse,  exceptuándose  algunos 
casos  muy  especiales  en  que  deben  hacerse  de  oficio  por 
el  rejistrador  y  que  espresa  mente  se  indican  en  el  pro- 
yecto. En  consecuencia  se  prescribe  que  cuando  las  a- 
notaoiones  hayan  sido  decretadas  por  el  juez,  sean  can- 
celadas en  virtud  de  otro  decreto  judicial,  y  fuera  de  es- 
tos casos  lo  sean  también  por  el  consentimiento  de  aquel 
á  cuyo  favor  se  haya  hecho  la  inscripción,  manifestado 
en  instrumento  público  ó  autentico  ó  verbal  mente  ante 
el  rejistrador;  pero  en  este  ultimo  caso  deberá  el  mismo 
interesado  suscribir  personalmente  ó  un  testigo  á  su  nom- 
bre el  asiento  de  cancelación,  para  seguridad  deJ  acto, 
y  para  este  mismo  efecto  deberá  también  calificar  el  re- 
jistrador bajo  su  responsabilidad  la  capacidad  legal  del 
que  deba  deferir  á  la  cancelación.  (Art.  113.) 

De  la  misma  manera  que  las  inscripciones  habrán  de 
cancelarse  las  anotaciones  preventivas;  pero  además  de- 
be practicarse  su  cancelación  cuando  el  juez  ordenare  que 
se  convierta  la  anotación  en  inscripción  definitiva,  ó  los 
interesados  hicieren  constar  su  voluntad  de  que  así  se 
verifique,  ya  sea  en  documento  publico  ó  personalmente 
ante  el  rejistrador.  La  virtud  intrínseca  de  algunas  ano- 
taciones, como  preparatorias  de  la  inscripción,  espHoa 
claramente  que,  llenado  este  objeto,  aquellas  deben  ca- 
ducar y  ser  en  consecuencia  canceladas.  (Art.  114.) 

La  saltación  del  legado  do  puede  tener  duración 
indefinida.  Siendo  su  objeto  asegurar  al  legatario  su 
derecho  mientras  no  pueda  hacerlo  efectivo,  como  acon- 
tece durante  la  facción  de  los  inventarios,  en  que  el  he- 
redero no  puede  ser  molestado,  debe  caducar  cuando  haya 
cesado  tal  impedimento;  y  esto  esplica  por  qué,  siguién- 
dose una  regla  jeneral,  se  señala  á  la  anotación  el  tér- 
mino de  un  ano,  (pie  es  el  término  mas  lato  que  las  le- 
yes asignan  para  el  inventario,  cuando  los  bienes  no  es- 
tuvieren en  el  mismo  lugar.  Inscritos  los  bienes  here- 
ditarios á  favor  del  heredero,  no  debe  permitirse  ya  la  ;  - 
notación,  puest  >  «pie  si  los  legatarios  de  jénero  6  de  can- 
tidad, y  lo>  acreedores  á  la  herencia  no  están  satisfechos 
de  sus  créditos,  suya  es  la  culpa  por  no  haberlos  ano- 
tado oportunamente:  además  conservan  espedita  su  ac- 


» 

eion  para  cobrarlos  del  heredero. 

Pero  si  esto  es  así,  y  si  la  cancelación  debe  prac- 
ticarse de  oficio  por  el  rejistrador  pasado  el  año,  no  po- 
dría procederse  de  idéntica  manera  tratándose  de  lega- 
dos de  especie,  de  rentas  ó  derechos  reales  que  pesen 
sobre  bienes  determinados  de  la  herencia,  ya  que  tales 
legatarios  se  consideran  legalmente  como  dueños  ó  con 
un  verdadero  derecho  real  desde  la  muerte  del  testador, 
y  esta  circunstancia  exije  que  subsista  la  anotación  mien- 
tras subsistan  aquellos  derechos  para  que  no  pueda  ejer- 
cerse la  contratación  en  su  perjuicio. 

Si  el  legado  no  fuere  aun  exijible  al  vencerse  el  año 
que  dura  la  anotación,  deberá  conservar  esta  todo  su 
vigor  hasta  dos  meses  después  del  dia  en  que  pueda  exi- 
jirse,  porque  hasta  entonces  no  podrá  estimarse  moroso 
al  legatario  que  no  hubiere  reclamado  su  derecho.  (Art. 
115.) 

Si  se  desvirtuase  la  anotación  del  legado  ó  del  cré- 
dito contra  la  herencia,  por  no  ser  hereditaria  la  finca  a- 
notada,  ó  por  estar  sujeta  á  gravámenes  anteriores  des- 
conocidos, no  quedaría  asegurado  el  crédito  del  acree- 
dor ó  el  derecho  del  legatario,  si  no  se  concediese  á  estos 
la  facultad  de  pedir  durante  el  año  otra  anotación  que 
sustituya  á  la  primera  sobre  bienes  de  la  herencia  sus- 
ceptibles aun  de  ser  anotados.  (Art.  116.) 

Como  las  rentas  ó  pensiones  legadas  á  una  perso- 
na podrán  serlo  por  término  indefinido  ó  óülatado,  la 
garantía  que  las  asegure,  para  ser  tal,  deberá  participar 
de  igual  naturaleza:  de  aquí  que  se  proponga  que  el  le- 
gatario tenga  derecho  á  pedir  que  la  anotación,  que  es 
una  seguridad  puramente  transitoria,  se  convierta  en  cual- 
quier tiempo  en  una  seguridad  permanente,  como  lo  es 
la  hipoteca  sobre  los  bienes  de  la  herencia  consigna- 
dos por  el  testador  al  pago  de  la  pensión. 

La  anotación  preventiva,  si  bien  consulta  el  interés 
de  los  acreedores  y  legatarios  cuyos  derechos  se  trata 
de  garantir,  es  al  mismo  tiempo  un  aviso  á  todos  aque- 
llos que,  mientras  subsista  la  anotación  sin  cancelarse, 
pudieran  contratar  sobre  bienes  hereditarios,  toda  vez 
que  si  lo  hacen,  saben  á  lo  que  quedan  espuestos.  Pe- 
ro si  tales  contratos  no  existen,  si  nadie  ha  adquirido 
11 
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derechos  sobre  los  inmuebles  de  la  herencia,  no  obstan- 
te estar  inscrita  por  el  heredero,  no  hay  razón  para  que, 
existiendo  en  poder  de  este  ó  de  algún  legatario  los  bie- 
nes alectos  al  pago  de  la  pensión,  no  se  pueda  pedir 
en  cualquier  tiempo  la  inscripción  hipotecaria.  Al  con- 
cederse tal  facultad  á  nadie  se  lesiona  y  se  aseguran 
derechos  respetables.  (Art.  117.) 

Finalmente  se  proponen  las  causas  que  deben  mo- 
tivar la  nulidad  de  la  cancelación:  se  declara  que  no 
podrá  perjudicar  á  tercero  la  cancelación  anulada  en 
virtud  de  causas  que  no  aparezcan  en  el  rejistro,  siguién- 
dose en  esto  el  principio  rigoroso  de  publicidad,  norma 
del  proyecto:  se  faculta  á  los  rejistradores,  como  no  po- 
día menos  de  facultárseles,  pura  calitícar,  lo  mismo  que 
en  las  inscripciones,  la  legalidad  de  los  instrumentos  en 
cuya  virtud  se  soliciten  las  cancelaciones:  y  se  señalan 
las  circunstancias  que  toda  cancelación  debe  compren- 
der. (Art\  118  á  122.) 

§  VI. 

El  rejistro,  encargado  de  hacer  públicos  todos  los 
actos  civiles  (pie  afecten  á  los  inmuebles,  no  alcanzaría 
á  cumplir  su  misión,  si  no  correspondiesen  á  este  objeto 
su  organización  y  manera  de  funcionar:  la  falta  de  or- 
den y  de  ^claridad  en  sus  constancias  implicaría  la 
clandestinidad  que  en  el  nuevo  réjimen  se  procura  pros- 
cribir. 

La  misma  naturaleza  de  la  institución,  creada  pa- 
ra rejistrar  todos  los  derechos  reales  que  á  la  propiedad 
inmueble  se  refieran,  está  indicando  que  la  organización, 
y  la  dirección  superior  de  los  rejistros  en  el  órden  admi- 
nistrativo, debe  competer  al  Ministerio  do  Justicia. 
Bajo  esa  dirección  deben  formarse  los  libros  con  abso- 
luta uniformidad:  á  hacer  auténticas  sus  constancias  y  á 
evitar  suplantaciones,  debe  concurrir  en  todas  sus  paji- 
nas la  rubrica  del  juez,  y  la  dilijeneia  (pie  este  funcio- 
nario estienda  al  dorso  del  primer  (olio,  espresando  el  nú- 
mero de  los  que  contengan;  requisitos  que  parecen  in- 
dispensables para  que  se  estimen  oliciales  y  hagan  fe 
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los  libros  espresados. 

Pudiera  creerse  que  á  los  mismos  fines  contribui- 
ría que  aquellos  llevasen  en  sus  pajinas  el  sello  del  Es- 
tado, agregándose  sucesivamente  unos  pliegos  á  otros, 
y  encuadernándolos  al  terminar  el  año,  ó  cuando  ya  se 
hiciesen  muy  voluminosos,  como  se  practica  con  los  pro- 
tocolos de  los  escribanos  ó  con  los  del  actual  Oficio  de 
hipotecas;  esto  por  otra  parte  ofrecería  la  ventaja  de 
que  con  el  valor  del  papel  empleado  en  ellos,  se  indem- 
nizase el  erario  del  importe  de  los  libros  que  deben 
distribuirse  en  los  departamentos  para  el  servicio  de  los 
rejistros.  La  comisión,  no  obstante,  ha  considerado,  pa- 
ra no  proponer  tales  arbitrios,  que  no  siempre  seria  a- 
quel  sello  una  garantía,  por  ser  común  conservarse  plie- 
gos de  biennios  pasados,  con  los  cuales  podrían  su 
plantarse  los  de  los  libros  del  rejistro:  y  que,  además, 
ó  se  formarían  de  una  vez  haciéndose  asientos  en  lo 
de  adelante  en  papel  ya  desautorizado,  ó  se  debería 
permitir  que  se  fuesen  reuniendo  unos  pliegos  á  otros 
hasta  formar  libros,  y  en  ese  caso  ninguna  garantía  o- 
frecerian  al  publico,  ni  aun  á  los  mismos  oficiales  en- 
cargados de  llevarlos,  por  la  facilidad  de  estraer  pliegos 
y  sustituirlos  con  otros.  El  insignificante  gravámen  que 
sufran  las  rentas  del  Estado  por  el  importe  de  los  libros, 
según  el  sistema  que  se  propone  en  el  proyecto,  se  com- 
pensará mas  que  suficientemente  con  el  mayor  empleo 
de  papel  sellado  que  deberá  ocasionar  en  la  cartulacion 
la  ley  proyectada;  y  en  cualquiera  evento  contrario,  no 
se  debe,  al  decir  de  un  comentarista,  convertir  el  rejis- 
tro, á  menos  de  desnaturalizarlo,  en  una  oficina  cobrato- 
ria  de  impuestos  fiscales,  si  bien  debe  venir  en  auxilio  de 
la  estadística  u  ofrecer  otros  datos  interesantes  á  la  admi- 
nistración. (Art.s  123  y  124.) 

Además,  para  llenar  su  objeto,  los  libros  espresa- 
dos deben  ser  públicos  y  exhibióles  á  todos  los  que  quie- 
ran consultarlos  y  tomar  de  sus  asientos  las  notas  que 
les  convengan,  con  tal  que,  en  ningún  caso,  se  permita 
estraerlos  de  la  oficina;  pues  que  si  esto  se  permitiese, 
se  introduciría  un  motivo  de  desconfianza  en  cuanto  á 
la  integridad  de  sus  asientos;  por  lo  cual  se  ha  concep- 
tuado establecer  la  mas  absoluta  y  ríjicla  prohibición  á 
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este  respecto.  íArt  12o.) 

Si  en  los  libros  del  rejistro  no  apareciesen  con'sc- 
paracion  de  folios  los  actos  relativos  íí  cada  una  de 
las  fincas  inscritas,  resultarían  estos  confundidos  y  pre- 
sentando un  caos  que  impediría  apreciar  el  estado  civil 
de  los  inmuebles  registrados.  Por  eso  conviene  que  íí 
cada  uno  de  estos  se  abra  en  el  rejistro  jcneral  un  rejis- 
tro particular  (pie  se  encabezará  con  el  nombre  oficial 
de  cada  finca,  que  será  el  numero  que  le  corresponda, 
según  el  órden  con  que  los  inmuebles  se  fueren  inscri- 
biendo. Se  estenderá  ante  todo  la  inscripción  de  pro- 
piedad, (pie  es  la  primordial  de  todas  las  demás  que 
deban  subseguírsele.  (Art.  12G.) 

Ha  parecido  conducente  á  la  mayor  claridad  de  los 
asientos  relativos  a*  cada  inmueble,  así  como  á  la  mayor 
facilidad  para  cstenderlos,  hacer  un  solo  folio  de  las  dos 
planas  del  rejistro,  y  destinar  la  primera  á  los  asientos 
relativos  al  dominio  y  demás  derechos  reales,  con  ex- 
cepción de  la  hipoteca,  dejando  para  sola  esta  la  se- 
gunda plana,  ya  por  ser  lo  mas  frecuente  la  constitu- 
ción y  cancelación  de  hipotecáis,  ya  porque  de  ordina- 
rio, estas  representan  el  activo  y  pasivo  de  los  inmue- 
bles, sirviendo  así  de  medida  del  valor  de  aquellos  y  de 
base  al  crédito  para  el  préstamo  de  capitales.  Apare- 
cerá acaso  complicada  á  primera  vista  la  división  y 
subdivisión  en  columnas  de  cada  una  de  las  planas  del 
rejistro;  mas  bien  examinada  esta  forma,  se  notará  su 
sencillez  y  claridad,  gobernándose  por  los  epígrafes 
que  determinan  de  un  modo  fijo  y  seguro  el  lugar  del  a- 
sirnto  que  deba  consultarse  ó  estenderse,  y  por  la  cor- 
relación íntima  de  unos  asientos  con  otros:  á  esto  a- 
tiende  laj  numeración  sucesiva  de  todos  los  relativos  íí 
rada  finca,  con  excepción  de  las  anotaciones  preventivas 
«pie,  para  dcstinguirlas  mejor  de  las  inscripciones  y  can- 
celaciones, deberán  marcarse  con  letras,  pero  siempre 
en  el  órden  sucesivo  y  rigoroso  del  alfabeto.  (Art.  127.) 

Además  del  libro  del  rejistro  se  ha  estimado  indis- 
pensable otro  auxiliar  denominado  "diario,"  destinado 
esclusivamente  á .[recibir  lo>  asientos  en  (pie  se  haga 
constar,  con  espresion  de  la  hora,  la  focha  de  la  presen- 
tación de  los  títulos  á  su  inscripción,  toda  ve/  que  no 
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seria  posible  que  esta  se  entendiese  desde  luego  y  en  el 
acto  mismo  de  ser  requerida  por  los  interesados,  mien- 
tras que  será  espedito  en  todo  caso  tomar  en  el  diario 
una  nota  sustancial  y  sucinta  de  los  títulos  que  se  fue- 
ren presentando.  Los  efectos  retroactivos  que  en  el  pro- 
yecto se  dan  á  la  inscripción  hacia  la  fecha;  y  hora  del 
asiento  del  diario,  indican  la  gran  importancia  que  tie- 
ne tal  asiento,  como  regulador  de  la  preferencia  que  la 
prioridad  en  el  tiempo  determina  entre  las  inscripcio- 
nes, según  se  observará  en  todo  el  desarrollo  de  la  ley 
proyectada.  En  ella  se  procura,  por  tanto,  fijar  las  re- 
laciones entre  el  rejistro  y  el  diario  para  que  de  consu- 
no concurran  á  los  mismos  fines;  y  se  adoptan  al  mismo 
tiempo  en  el  espresado  libro  diario  las  precauciones  de 
seguridad  que  sus  asientos  requieren,  sin  omitir  ninguna 
circunstancia  ó  requisito  de  los  necesarios  para  su  tene- 
duría, como  aunque  en  mayor  escala  se  exijen  en  el  rejistro. 
(Art.«  131  y  132.) 

Respecto  á  este  comprende  también  el  proyecto  otras 
disposiciones  que  no  era  posible  omitir  en  orden  á  la 
manera  de  salvar  los  errores  y  omisiones  cometidosjen 
los  asientos,  y  en  cuanto  á  la  inspección  y  vijilancia 
que  la  autoridad  mas  inmediata  debe  ejercer  en  los  mis- 
mos rejistros,  como  una  garantía  del  cumplimiento  de  la 
ley  en  lo  que  concierne  á  las  funciones  y  deberes  de  los 
oficiales  encargados  de  llevarlos.  Se  prohibe,  pues  de 
una  manera  absoluta  la  rectificación  de  errores  ú  omisio- 
nes, ya  sean  de  palabra  ó  de  concepto,  por  medio  de  en- 
miendas, tachas  ó  intercalaciones  que,  si  se  permitiesen 
harían  inseguros  los  actos  rejistrados:  se  prescribe  mi- 
nuciosamente el  modo  de  proceder  según  los  casos,  ya 
por  medio  de  un  nuevo  asiento,  ya  por  el  de  notas,  ya 
adicionando  el  mismo  asiento  cuando  aun  no  estuviere 
cerrado  con  el  sello  del  rejistro  y  la  firma  del  rejistra- 
dor:  se  determina  el  efecto  que  producen  las  rectifica- 
ciones practicadas,  y  se  declara  la  responsabilidad  que 
contrae  el  registrador  por  la  culpa  que  pueda  tener  en 
la  inexactitud  ele  los  mismos  asientos.  (Art.3  138  á 
141.] 

Desde  las  primeras  pragmáticas  y  cédulas  poste- 
riores á  la  de  1539  que  instituyó  el  rejistro  ó  notaría 
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de  hipotecas,  se  comprendió  va  toda  la  importancia  que  no 
puede  menos  de  tener  el  depósito  de  los  derechos  civi- 
les sobre  los  inmuebles,  y  se  procuró  en  consecuencia  en- 
comendarlo ií  funcionarios  que  mereciesen  la  confianza  pu- 
blica y  estuviesen  vijilados  de  cerca  por  los  jueces  y 
bajo  los  respetos  de  los  ayuntamientos.  En  otras  leyes, 
como  en  la  de  Jinebra,  se  establece  una  cámara  hipo- 
tecaria autorizada  para  intervenir  en  todos  los  actos  del 
rejistro.  Guiada  por  esos  precedentes,  y  penetrada  de  las 
mismas  razones  de  interés  publico,  la  comisión  no  ha 
dudado  en  atribuir  la  inspección  y  vijilancia  inmediatas 
de  los  rejistros  á  los  jueces  de  departamento  que  son, 
en  el  órden  civil,  quienes  mas  dilectamente  pueden 
ejercer  una  y  otra,  y  en  los  (pie  debe  presumirse  la 
mayor  idoneidad  para  llenar  este  cargo:  no  obstante  de- 
deber, ín  dar  cuenta  á  la  Corte  Suprema  de  Justicia  del 
resultado  de  las  visitas  periódicas  y  estraordinarias  (pie 
practiquen  para  que  ella  dicte  la  providencia  que  pro- 
ceda en  vista  de  las  actas  que  aquellos  le  remitan.  Con- 
secuencia de  tal  atribución  es  (pie  el  juez  pueda  dictar 
por  sí  y  desde  luego  las  providencias  económicas  (pie 
reclamen  las  faltas  de  formalidad  en  las  actuaciones 
del  rejistro,  ó  de  arreglo  de  los  documentos  del  archivo, 
y  que,  en  su  caso,  pueda  penar  á  los  rejistradores  con- 
forme a'  lo  que   se  prescribe  en  el   proyecto.  (Arts  1^2 

y  143.) 

Tampoco  podrían  omitirse,  tratándose  del  rejistro,  o- 
tras  disposiciones  que  de  la  propia  naturaleza  de  la  ins- 
titución se  derivan.  Siendo  aquel  el  único  medio  olicial 
y  auténtico  de  hacer  constar  todos  los  actos  civiles  (pie 
afectan  a*  los  inmuebles,  para  acreditarla  libertad  ó  gra- 
vámenes de  estos  no  podrían  estimarse  fehacientes  sino 
las  certificaciones  de  los  asientos  del  mismo  rejistro:  solo 
cuando  entre  la  certificación  y  el  asiento  certificado  hu- 
biere discrepancia,  deberá  estarse  á  lo  (pie  de  este  resul- 
te, como  está  prevenido  en  las  leyes  (Miando  hay  incon- 
formidad entre  el  protocolo  del  escribano  y  el  testimonio 
espedido  por  este;  y  como  tal  falta  no  puede  tener  otro 
orí  jen  (pie  la  culpa  del  rejistrador,  se  le  deja  sujeto  á  la 
indemnización  del  perjudicado,  si  este  quisiere  ejercitar 
su  derecho.  [Art.<   1  íl  á  1 17. | 


Tanto  la  ignorancia  de  una  cancelación  que  se  rela- 
cione con  el  asiento  cuya  certificación  espida  el  registrador, 
como  la  del  asiento  de  presentación» de  un  título  que,  al 
emitirse  aquella,  no  estuviere  aun  inscrito,  pudieran  in- 
ducir á  error  á  un  tercero  y  dar  motivo  á  que  sufra  algún 
perjuicio  en  sus  interesé!;  para  evitar  estos  efectos  se 
ha  juzgado  conveniente  prescribir  que  el  rejistrador,  en 
las  certificaciones  que  emita,  trascriba  literalmente  el  a- 
siento  de  cancelación  en  el  primer  caso,  y  que,  en  el  se- 
gundo, haga  mérito  del  título  que  estuviere  presentado 
y  para  inscribirse,  aunque  la  parte  que  pida  la  certifi- 
cación no  solicite  tales  constancias.  (Art.  148.) 

§  VII. 

Numero  1  9 

Debiendo  haber,  conforme  al  sistema  del  proyecto,  un 
rejistro  en  la  capital  de  cada  «departamento,  es  consi- 
guiente encargarlo  á  un  oficial  que  por  lo  mismo  se  lla- 
mará rejistrador  de  la  propiedad,  y  cuyo  nombramien- 
to, por  el  carácter  y  funciones  de  tal  cargo,  debe  cor- 
responder al  Supremo  Gobierno,  si  bien  precediendo 
propuesta  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Las  condiciones  que  para  ser  nombrado  rejistrador 
requiere  el  proyecto,  son  las  que  por  lo  menos  deben 
exijirse  para  obtener  una  probabilidad  del  buen  desem- 
peño de  las  funciones  que  se  cometen  á  aquel  oficial: 
la  aptitud  para  saberlas  ejercer  y  la  moralidad  del  indi- 
viduo garantizan  por  lo  común  su  comportamiento  ofi- 
cial en  todo  cargo  publico.  Se  presume  la  primera  de 
aquellas  cualidades  en  los  abogados,  porque  para  serlo 
han  pasado  por  todos  los  estudios,  ejercicios  y  pruebas 
que  preceden  á  su  recepción,  y  aunque  en  inferior  esca- 
la puede  decirse  otro  tanto  de  los  escribanos.  En  la  di- 
ficultad que  puede  ocurrir  entre  nosotros  para  la  provi- 
sión de  aquel  cargo,  liase  conceptuado  que  podrá  sal- 
varse nombrándose  algunas  veces  un  abogado  y  otras 
un  escribano,'  para  rejistradores  de  departamento.  En 
cuanto  á  la  otra  de  las  condiciones  requeridas,  si  bien 
en  espediente  informativo  se  comprueba  previamente  la 
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moralidad  de  los  aspirantes  al  título  de  abogado  ó  es- 
cribano, os  conveniente  que  al  ser* nombrados  registra- 
dores, se  tendrá  pro -ente  la  calificación  (pie  de  notoriedad 
mere/can  en  el  concepto  publico.  (Art.s  lól  y  L52*) 

Se  ha  estimado  asimismo  necesario,  por  lo  que  in- 
teresa al  buen  servicio,  entable  er  incompatibilidad  entre 
e!  cargo  de  rejistrador  y  otro  cualquiera  público,  por 
considerarse  (pie  este  obstaría  al  buen  desempeño  de  a- 
qu.'l;  circunstancia  (pie  lejos  de  presentar  inconveniente- 
e.i  el  (pie  sirve  algún  juzgado  como  actuario,  propor- 
cionara al  publico  medios  mas  espeditos  para  estar  en 
relación  con  el  rejistrador  a'  horas  lijas  y  en  un  lugar  deter- 
minado. (Art.  153.) 

Cargo  publico  es  el  de  rejistrador,  y  como  para  la 
remoción  de  los  que  ejercen  estos  cargos  se  requiere 
causa  comprobada  y  suficiente,  y  sentencia  que  la  de- 
clare, no  habría  razón  para  (pie  se  exceptuase  ;í  los  re- 
jistradores  del  goce  de  aquellas  garantías,  mucho  mas 
si  se  considera  que  teniendo  estos  a*  su  cargo  funciones 
(pie  suponen  probidad,  su  remoción  por  razones  discre- 
cionales dejaría  amenguado  el  buen  nombre  á  (pie  por 
sn  comportamiento  se  hubiesen  hecho  acreedores.  Aun 
para  trasladarlos  del  rejistro  de  un  departamento  al  de 
otro,  debe  medial-  sn  anuencia,  porque  sin  ella  su  tras- 
lación equivaldría  ¡í  una  destitución.  (Art.  156.) 

La  ley  no  puede  dejar  de  proveer  á  lo  que  exije 
el  servicio  del  rejistro  en  los  casos  de  falta  ó  impedi- 
mento del  rejistrador.  Ocurriendo  lí  esa  necesidad  se  pro- 
pono  que  todos  los  (pie  obtengan  tal  cargo,  nombren  un 
sustituto  con  aprobación  del  juez,  y  aun  se  permite  re- 
caiga tal  nombramiento  en  alguno  de  los  oficiales  del 
mismo  rejistro  ií  otra  persona,  con  tal  (pie  tenga  la  ido- 
neidad conveniente,  ya  que  no  sea  posible  que  en  el  sus- 
tituto concurra  la  calidad  de  letrado  ó  escribano.  (Art. 
158.) 

Además  de  los  deberes  (pie  el  servicio  inmediato 
del  rejistro  exije  de  parte  de  los  i  ejistradores,  se  les  im- 
ponen otros  anejos  ;í  aquellos:  tales  son  la  formación  de 
cuadros  anuales,  y  de  índices  de  las  lincas  que  se  vayan 
inscribiendo  en  el  rejistro.  Manifiesta  parece  la  conve- 
niencia de  reunir  periódicamente  datos  (pie  solo  pueden 
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ministrar  los  rejistros  de  la  propiedad,  ya  sea  para  re- 
formar ó  alterar  las  leyes  que  la  conciernen,  ya  para  co- 
nocer el  movimiento  de  la  riqueza  que  forma  la  pro- 
piedad territorial  y  la  marcha  ó  dirección  de  los  capi- 
tales, ya  para  otros  fines  económicos  que  puedan  intere- 
sar á  la  Administración.  Para  llenar  esos  objetos  se 
exije  que  cada  año,  dentro  de  sus  primeros  meses,  los  re- 
jistradores  formen  dos  cuadros  de  que  sucesivamente  to- 
marán conocimiento  los  jueces,  la  Corte  de  Justicia  y  el 
Ministerio,  y  que  oportunamente  se  publicarán  por  la 
prensa  oficial.  En  el  proyecto  se  especifica  lo  que  cada  uno 
de  los  dos  cuadros  deberá  comprender,  y  la  manera  de 
formarlos  con  sujeción  á  los  modelos  que  se  acompañan. 
[Arta  159  y  160.] 

Es  también  manifiesta  la  necesidad  de  que  los  re- 
gistradores lleven  un  índice  anual  de  las  fincas  inscritas, 
con  las  espresiones  y  designaciones  que  indica  el  pro- 
yecto, en  lo  cual  están  igualmente  interesados  los  mis- 
mos rejistradores  para  gobernarse  en  el  conocimiento  de 
las  fincas  sobre  cuya  inscripción  deban  practicar  actos 
ulteriores,  y  los  que  ocurran  al  rejistro  á  informarse  de 
las  constancias  que  ya  aparezcan  en  él  con  relación  á 
las  fincas  cuyas  condiciones  civiles  les  importe  conocer. 
(Art,  161.) 

Los  trascendentales  efectos  que  en  los  derechos  rea- 
les produce  la  inscripción  respecto  á  los  interesados  y 
á  terceras  personas,  hacen  necesario  que  la  oficina  del 
rejistro  esté  abierta  para  el  servicio  publico  todos  los  dias, 
con  excepción  de  los  festivos,  cierto  numero  de  horas  pol- 
la mañana  y  por  la  tarde.  Por  esto  se  ha  comprendido  es- 
ta obligación  entre  las  que  se  imponen  á  los  rejistra- 
dores, quienes,  si  á  ella  faltaren,  deberán  ser  penados 
con  arreglo  á  otra  de  las  disposiciones  del  proyecto. 
(Art.  162.) 

KüMERO  2  ? 

Las  delicadas  funciones  que  á  los  rejistradores  van 
á  cometerse  y  la  trascendencia  de  sus  actos  en  los  rejis- 
tros, motiva  en  grado  mas  que  suficiente  la  responsabili- 
dad civil  que  contraen  por  los  daños  v  perjuicios  que 
12 
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ocasionen  á  los  interesados,  fuera  de  las  penas  que  en 
taso  de  delito  deban  sufrir,  y  de  su  sujeción  á  las  mul- 
tas que  disciplinariamente  hayan  de  imponerles  los  jue- 
ces por  las  infracciones  de  la  ley  en  lo  que  á  sus  funcio- 
nas concierne,  aun  cuando  con  aquellas  no  cansen  per- 
juicio en  los  derechos  de  las  personas.  Se  determinan, 
pues,  los  casos  en  que  habiéndose  de  imputar  a"  los  re- 
jistradores  la  causa  del  perjuicio  orijinado,  debe  proceder 
contra  ellos  la  justa  reparación,  y  esto  no  solo  cuando 
por  sus  propios  actos  ó  faltas  ocasionen  el  perjuicio, 
sino  también  cuando  á  él  dén  lugar  los  actos  de  su» 
sustitutos,  en  cuyos  casos  unos  y  otros  deberán  quedar 
solidariamente  responsables  á  la  indemnización  déla  par- 
te damnificada:  el  nombramiento  de  los  sustitutos  atri- 
buido á  los  mismos  rcjistradores,  trae  consigo  la  respon- 
sabilidad de  estos  en  las  funciones  de  aquellos.  (Art.a 
164  á  166.) 

Pudiera  ser  dudoso  si  el  que  por  algun  acto  priva- 
tivo del  rejistrador,  apareciese  en  el  rejistro  liberado  de 
alguna  obligación  inscrita,  quedará  ó  no  sujeto  á  cum- 
plirla. En  el  proyecto  se  resuelve  afirmativamente  esta 
duda,  teniéndose  en  consideración  el  principio  jurídico  de 
que  ninguno  debe  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro:  que 
si  el  acto  no  es  imputable  al  que  aparezca  con  él  favo- 
recido, lo  es  mucho  menos  al  interesado  á  quien  irroga 
el  daño;  y  por  ultimo,  que  si  por  ese  medio  se  consiguie- 
se la  liberación  de  una  obligación  contraída  é  inscrita, 
seria  dar  ocasión  á  colusiones  fraudulentas  entre  el  re- 
jistrador y  la  parte  obligada.  Mas  como  siempre  el  da- 
ño ocasionado  procederá  en  tal  caso  del  mismo  rejistra- 
dor, se  hace  á  este  responsable,  como  es  de  justicia, 
por  la  parte  de  la  obligación  que  no  pueda  hacerse  e- 
fectiva  en  el  deudor  u  obligado,  y  además  por  los  per- 
juicios ocasionados  al  acreedor.  (Art.  167.) 

Otras  disposiciones  importantes  contiene  el  proyecto 
en  orden  á  la,  responsabilidad  de  los  rejretradores  y  que 
no  podían  omitirse  sin  dejar  vacíos  en  la  ley,  6  motivos 
de  duda  acerca  de  su  iutelijeneia  y  aplicación.  Una  de 
aquellas  atribuye  al  juez  del  departamento  en  que  ra- 
dique el  rejistro,  la  competencia  para  conocer  de  las 
reclamaciones  que  por  los  espresados  daftos  y  perjuicios 


hayan  de  instaurarse  contra  los  mismos  rejistradores, 
prescripción  para  la  cual  se  ha  tenido  en  cuenta  la  ra- 
dicación del  oficio  en  el  mismo  departamento,  la  mayor 
facilidad  para  averiguar  el  hecho,  y  el  deber  hallarse  de 
ordinario  el  rejistrador  en  el  propio  departamento:  cir- 
cunstancia que  en  jeneral,  en  las  obligaciones  persona- 
les, atribuye  competencia  al  juez  del  lugar  en  que  es 
habido  el  demandado,  si  allí  mismo  contrajo  la  obliga- 
ción 6  en  el  debe  cumplirla.  (Art.  168.) 

Por  razones  análogas  se  atribuye  también  la  misma 
eselusiva  competencia  al  juez  del  departamento  para  im- 
poner al  rejistrador  respectivo  las  multas  en  que  este 
pueda  incurrir,  dejando  á  su  prudente  discreción  seña- 
lar la  cantidad  entre  el  grado  mínimo  y  máximo  que  Se 
fija,  para  que  entre  esos  dos  estreñios  pueda  imponer 
la  que  corresponda,  según  la  variable  naturaleza  de  las 
faltas  que  reclamen  la  represión  disciplinaria.  (Art.  169.) 

Y  aun  ha  parecido  asimismo  conveniente,  para  e- 
vitar  dudas,  declarar  de  un  modo  espreso  qne  el  rejis- 
trador pague  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios  á  que 
hubiere  sido  condenado,  con  preferencia  á  la  multa  que 
á  la  vez  se  le  haya  impuesto;  lo  cual  es  muy  conforme 
á  lo  que  en  el  derecho  moderno  se  viene  estableciendo 
como  un  principio  en  casos  semejantes,  en  atención  á 
ser  mas  justo  y  equitativo  ocurrir  ante  todo  á  la  repa- 
ración del  daño  que  por  causa  ó  culpa  de  otro,  el  indi- 
viduo ha  sufrido  en  su  patrimonio.  (Art.  172.) 

Se  ha  conceptuado  igualmente  justo  proponer,  que 
cuando  se  haya  incoado  acción  por  daños  y  perjuicios 
contra  algún  rejistrador,  debe  entenderse  renunciado  a- 
quel  derecho  si  se  dejaren  trascurrir  noventa  dias  sin  con- 
tinuarse la  demanda.  Al  arbitrio  del  interesado  en  la 
indemnización  debe  dejarse  elejir  la  mejor  oportunidad, 
para  ejercitar  su  derecho  dentro  del  tiempo  que  dura 
la  acción  personal;  pero  una  vez  deducido,  no  debe  tener 
el  mismo  arbitrio  para  desertar  del  juicio  y  volver  á  con- 
tinuarlo cuando  le  plazca,  manteniendo  entre  tanto  al  re- 
jistrador bajo  la  continua  amenaza  de  un  cargo  ó  respon- 
sabilidad que  ninguna  razón  hay  para  aplazar  de  un 
modo  indefinido.  Tampoco  se  encuentra  motivo  en  el  cri- 
terio racional  para  que   en  las  instancias   en  primer 


grado,  no  se  observo  lo  que  para  los  grados  superiores 
está  determinado  por  las  leyes,  en  cuanto  á  la  deserción 
de  la  instancia:  no  conviene  ajitar  y  fomentar  las  con- 
tiendas judiciales;  pero  tampoco  os  justo  dejai  1  deman- 
dado á  la  caprichosa  discreción  del  demandante.  (Art. 
173.) 

Motivos  pueden  ocurrir  que  la  ley  debe  tener  en 
cuenta  para  que  sean  removidos  los  registradores  del  e- 
jercicio  de  su  cargo,  en  cuanto  aquellos  afecten  ó  pue- 
dan trascender  al  buen  servicio  publico,  ó  hagan  incom- 
patible con  el  mismo  cargo  la  conducta  particular  del 
que  ha  de  desempeñarlo.  De  un  modo  espreso  se  con- 
signan en  el  proyecto  las  causas  que  necesariamente 
deben  producir  la  remoción  de  aquellos  oficiales,  cuyo 
ministerio  exije  aptitud,  moralidad,  celosa  dedicación  al 
desempeño  de  su  oficio,  no  haber  dado  mérito,  por  muy 
reiteradas  reincidencias  en  sus  faltas,  á  correcciones  dis- 
ciplinarias, y  solvencia  en  cuanto  á  las  indemnizaciones 
á  que  hubieren  sido  condenados  (Art.  171.) 

Ni/mero  3  P 

No  podia  ocultarse  á  la  comisión  que  uno  de  los 
obstáculos  que  para  el  planteamiento  y  ejecución  de  la 
ley  pueden  ofrecerse,  es  la  dificultad  de  hallar  abogados 
6  escribanos  dispuestos  á  encargarse  de  los  rejistros  de 
los  departamentos,  no  presentándoles  el  aliciente  de  u- 
na  dotación  proporcionada.  No  pudiéndose  proponer 
desde  luego  una  dotación  de  los  fondos  públicos,  se  ha- 
bría acrecido  aquella  dificultad,  sise  exijiese  á  los  re- 
gistradores, como  era  de  eximírseles,  la  prestación  de 
fianza  para  responder  á  los  daños  y  perjuicios  (pie  pue- 
dan ocasionar  en  el  ejercicio  de  su  cargo.  Tampoco  ha 
podido  proponerse,  por  la  misma  causa,  (pie  para  optar 
á  dicho  cargo,  hayan  de  hacerlo  por  oposición,  á  efecto 
de  acreditar  la>>  aptitudes  (pie  en  ellos  se  requieren  para 
la  ejecución  de  la  ley  proyectada.  En  esta  parte  es  in- 
dispensable descansar  en  la  presunción  de  (pie  los  es- 
cribanos, lo  mismo  (pie  los  abogados,  estarán  suficien- 
temente instruidos  en  el  derecho  en  cuanto  se  relacione 
con  las  disposiciones  que  por  su  oficio  están  llamados  á 
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aplicar. 

Ante  la  enunciada  dificultad  algún  arbitrio  debe  dis- 
currirse para  salvarla:  tal  podría  ser  el  de  dotarlas  pla- 
zas de  escribanos  de  los  juzgados  de  departamento,  y 
que  á  ellos  se  encargasen  los  rejistros  respectivos.  Esa 
dotación,  por  módica  que  sea,  la  cartulacion,  los  emolu- 
mentos curiales  y  los  honorarios  de  la  actuación  en  los 
rejistros,  podrían  crear  estímulos  para  optar  al  servicio 
de  estos.  Tal  medida  atendería  á  aquella  exijencia,  y  al 
mismo  tiempo  á  otra  que  antes  de  ahora  se  ha  hecho 
sentir  en  la  espedicion  de  la  justicia.  Los  juzgados  de 
primera  instancia,  en  su  mayor  parte,  carecen  de  escri- 
banos actuarios,  á*  quienes  se  reemplaza  con  testigos  de 
asistencia,  ó  con  el  escribiente  con  el  carácter  de  fiel 
de  fechos:  el  servicio  se  resiente  algunas  veces  déla  fal- 
ta de  aquel  empleado  de  aptitudes  calificadas;  se  distrae 
el  juez  del  despacho  de  los  asuntos,  para  atender  á  lo 
que  es  propio  de  la  oficina;  suele  mantenerse  en  desor- 
den el  archivo,  y  retardarse,  la  ejecución  de  las  provi- 
dencias judiciales.  Estos  mismos  motivos  han  inducido 
al  ministerio  publico  á  representar,  mas  de  una  ¡vez,  la 
necesidad  de  establecer  en  todos  los  juzgados  de  depar- 
tament  escribanos  actuarios  dotados  por  el  erario,  y  esa 
medida  podría  utilizarse  en  servicio  de  los  rejistros,  ya 
que  coinciden  dificultades  de  igual  índole  a*  que  puede 
darse  una  misma  solución.  Mas,  como  quiera  que  sea, 
los  rejistradores  deben  tener  una  retribución  especial  de- 
rivada de  su  mismo  cargo;  tal  es  la  de  los  honorarios 
que  se  les  asignan  con  arreglo  al  arancel  formado  al 
efecto.  (Art.  175.) 

Sobre  este  particular  el  proyecto  desciende  á  dis- 
posiciones secundarias  pero  conducentes  á  impedir  abu- 
sos y  corruptelas  de  parte  de  los  rejistradores,  ó  injusti- 
ficadas resistencias,  al  pago  de  honorarios  por  parte  de 
los  interesados.  (Arta  176  á  180.) 

Para  regular  tales  honorarios,  se  ha  partido  de  un 
principio  que  no  podia  dejarse  de  consultar:  que  las  cos- 
tas de  actuación  en  los  rejistros  no  recarguen  los  inmue- 
bles sino  en  proporción  del  valor  que  estos  tengan.  So- 
bre este  punto  la  comisión  ha  creído  deberse  separar  de 
lo  que  jeneralmente  se  halla  establecido  en  los  ,  arance- 
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les,  los  cuales  fijan  honorarios  ya  por  el  examen  ó  rc- 
eonoeimiento  de  documentos,  ya  por  el  numero  de  síla- 
bas y  líneas  que  contenga  lo  escrito;  medio  de  regulación 
siempre  sujeto  a*  desigualdades  y  aun  abusos  que  no  es 
dado  evitar.  En  consecuencia  se  propone  en  el  aran- 
cel a*  que  deban  ajustarse  los  rejistradoros,  el  honorario 
que  hayan  de  devengar  por  cada  uno  de  los  actos  que 
practiquen  en  el  rejistro  y  por  las  ccrtiíicaciones  que 
deban  emitir,  honorario  (pie  servirá*  de  tipo  para  au- 
mentarlo ó  disminuirlo  en  proporción  d  la  mayor  ó  me- 
nor entidad  estimable  del  inmueble  ó  derecho,  materia 
del  acto  ó  asiento  que  lo  devengue,  habiéndose  tenido 
en  cuenta  para  fijar  este  tipo  la  cantidad  que  mas  co- 
nmínente representan  las  transacciones  sobre  inmuebles. 
Así  se  obvia  el  inconveniente  de  que  estos  sufran  igual 
gravimen,  cuando  su  valor  es  relativamente  desigual,  y 
puede  atenderse  á  lo.  que  la  equidad  indica  en  be- 
neficio de  los  que  tienen  ó  adquieren  la  propiedad  de  li- 
na finca  de  muy  escaso  valor,  calificado  ya  por  la  ley 
como  de  menor  cuantía,  propiedad  que  circula  por  lo 
común  entre  personas  pobres.  (Alt.  181.) 

Sin  especiales  precedentes  á  que  ocurrir,  puesto  que 
los  actos  sucintos  é  imperfectos  de  los  actuales  oficios 
de  hipotecas  no  podrían  servir  de  norma  para  los  mny 
variados  y  complicados  que  van  á  ofrecer  los  nuevos 
rejistros  de  la  propiedad;  es  muy  posible  que  lo  pro- 
puesto en  el  proyecto  en  cuanto  á  la  regulación  de  ho- 
norarios no  se  adapte  á  las  justas  proporciones  que  de- 
be procurarse  establecer  en  ellos:  el  tiempo  y  la  obser- 
*  vacion  podrán  únicamente  indicar,  según  la  mayor  ó 
menor  actuación  de  los  rejistros,  lo  que  sea  mas  propor- 
cionado al  trabajo  y  responsabilidad  de  los  rejistrado- 
res; y  entonces,  con  mayor  conocimiento,  podrán  intro- 
ducirse en  el  arancel,  las  reformas  que  reclame  el  que 
ahora  se  presenta  como  parte  de  la  ley  proyectada. 


TRANSICION  AL  NUEVO  SISTEMA. 
Ya  deja  indicados  la  comisión  en  términos  jencrales 


los  principios  y  medios  que  deben  adoptarse  en  el  tran- 
sito del  actual  réjimen  hipotecario  al  nuevo  sistema, 
uno  de  los  puntos  que  mas  la  han  preocupado  por  la- 
dificultad  de  conciliar  las  exijencias  heterojéneas  y  aun 
opuestas  del  uno  con  las  del  otro,  y  de  armonizar  los 
intereses  creados  bajo  el  influjo  del.  primero  con  aque- 
llos á  que  el  segundo  va  á  dar  existencia.  Quédale  tan  solo 
por  desenvolver  y  formular  en  conceptos  precisos  las 
medidas  conducentes  á  realizar  la  fusión  de  unos  y  otros 
intereses  y  á  que  en  lo  sucesivo  continúen  asimilados 
bajo  las  condiciones  que  reclama  el  nuevo  réjimen.  El 
primero  y  principal  arbitrio  á  ese  efecto  es  fijar  un  tér- 
mino dentro  del  cual  todos  los  derechos  existentes  pue- 
dan llegar  al  rejistro,  para  lo  que  se  ha  estimado  sufi- 
ciente el  de  un  año  á  contar  desde  el  dia  en  que  co- 
mience á  rejir  la  ley.  Durante  este  término,  deberán 
pues  inscribirse  el  dominio^  la  herencia,  las  servidumbres, 
los  arrendamientos  de  determinadas  condiciones,  las  hi- 
potecas, en  una  palabra,  todos  los  títulos  sujetos  á  a* 
quel  requisito  según  el  proyecto.  De  esta  manera  podrá 
conseguirse  que  pasado  el  año  todos  los  derechos  existen- 
tes hayan  entrado  en  el  carril  de  los  nuevos  princi- 
pios, y  quedará  establecido  de  lleno  el  sistema  de  pu- 
blicidad. 

Respecto  á  las  hipotecas  existentes  en  los  antiguos 
rejistros,  ninguna  innovación  se  propone,  porque  esas  hi- 
potecas han  realizado  ya  las  condiciones  de  publicidad 
y  especialidad  que  ahora  se  proyectan  para  todos  los 
derechos.  (Disp.  1  ) 

Pero  al  inscribirse  de  dominio  los  inmuebles,  pueden 
peáar  sobre  ellos  algunas  hipotecas  u  otros  gravámenes 
ocultos,  puede  la  propiedad  haber  sufrido  desmembracio- 
nes y  limitaciones  que  no  son  conocidas  y  que  no  deben 
continuar  así,  en  perjuicio  de  terceras  personas  á  quie- 
nes no  habría  medios  de  inspirar  confianza,  y  en  per- 
juicio del  propietario  para  quien  los  inmuebles,  por  }a 
misma  causa,  se  harían  por  el  nuevo  réjimen  de  difícil 
enajenación.  Para  ocurrir  á  este  inconveniente,  se  pro- 
pone el  procedimiento  de  liberación,  que  consiste  en  que 
el  propietario  comparezca  ante  el  juez  del  departamen- 
to ó  ante  el  alcalde  del  lugar  donde  radique  el  inmueble, 


según  lo  indique  la   cuantía  del    misino,   y  pida  se 
emplace  por  medio  de  edictos  que  se  publicarán  en 
el  periódico  oficial  y  duraran  fijados  treinta  dias,  y  per- 
sonalmente en  su  caso,  íí  todos  aquellos  que  puedan 
tener  algútl  derecho  sobre  el  inmueble  cuya  inscripción 
se  solicita.     Dentro  del    término    de  los   edictos  y 
hecha  en  su  caso  la  citación  personal  de  los  interesados, 
podrá  presentarse  alguno  oponiéndose  á  <jue  se  haga  la 
inscripción,  bien  por  negar  al  (pie  aparece  como  pro- 
pietario el  carácter  de  tal,  bien  por  alegar  algún  otro 
derecho  sobre  el  inmueble  que  se  desea  inscribir.  En 
el  primer  caso  no  puede  menos  de  suspenderse  la  ins- 
cripción de  propiedad,  puesto  que  no  se  sabe  á  quien 
esta  corresponde:  el  juez  lo  mandará  así  y  decidirá  en 
la  vía  ordinaria  quien  sea  el  dueño  de  la  finca  y  en  con- 
secuencia á  favor  (le  quien  deba  practicarse  la  inscrip- 
ción.   En  el  segundo  caso  no  puede  procederse  de  idén- 
tica manera,  pufes  que  el  opositor  no  niega  al  propieta- 
rio esta  cualidad:  pretende  solo  tener  un  derecho  com- 
patible con  la  propiedad,  sea  el  que  fuere:  no  podría, 
so  pena  do  injusticia,  impedir  que  el  dueño  del  inmue- 
ble inscribiese  su  dominio,  ya  que  tal  reclamación  po- 
drá declarsc  procente  ó  no  con  arreglo  á  las  lovcy.  El 
juez  debe,  pues,  ordenar  la  inscripción;  pero  con:  j  desde 
luego  se  le  manifiesta  un  derecho  que  podrá  afectar  al 
inmueble,  y  que  el  propietario,  una  vez  inscrito  su  domi- 
nio, haria  ilusorio  si  quisiera,  enajenando  6  gravando  la 
íinca  sobre  la  cual  podrá  recaer  aquel  derecho,  la  jus- 
ticia exije  (pie,  al  mismo  tiempo  que  se  ordena  la  ins- 
cripción, se  anote  preventivamente  la  demanda  del  opo- 
sitor.   De  esta  manera  se  conciban  ambos  intereses:  el 
del  propietario  que  inscribo  su  dominio,  y  el  del  recla- 
mante á  (piien  se  aseguran  las  resultas  del  juicio;  pro- 
cedimiento análogo  al  empleado  por  las  leyes  comunes 
para  la  KU*tanciacion  de  las  tercerías  de  dominio  ó  es- 
f  Inventes.    Consecuencia  del  fallo  firme  que  recaiga  se- 
rá convertirse  en  inscripción  definitiva  la  anotación  prac- 
ticada, ó  cancel  i¡      según  que  se  declare  proceder  el 
derecho  anotado,  6  que  se  declare  lo  contrario. 

Si  no  obstante  los  edictos  y  la  citación  personal,  no 
ocurriere  ninguno  á  hacer  valer  su  derecho  durante  el 


termino  de  treinta  días,  la  finca  se  considerará  liberada 
y  el  propietario  la  podrá  inscribir  á  su  favor,  gravarla 
y  enajenarla,  sin  que  el  tercero  que  la  compre  ó  ad- 
quiera algún  derecho  sobre  ella  pueda  ser  perjudicado 
en  manera  alguna.  Pasado  el  año,  los  inmuebles  queda- 
rán liberados  sin  necesidad  de  ningún  procedimiento,  y 
por  el  solo  ministerio  de  la  ley,  que  establece  en  favor 
de  tercero  la  presunción  juris  et  de  jure  de  no  existir 
ningún  gravamen  ó  derecho  que  modifique  la  propie-  * 
dad,  cuando  ninguno  ha  hecho  oir  su  voz,  cuando  nin- 
guna reclamación  se  ha  presentado.  La  liberación  es  e- 
fieaz  en  beneficio  de  terceras  personas  únicamente,  con- 
tra quienes  no  podrá  alegarse  ningún  derecho  que  no 
se  hubiese  manifestado  en  el  rejistro  ó  hecho  valer  en 
su  oportunidad;  pero  no  afectará  jamás  á  los  interesa- 
dos, no  exonerará  al  deudor  de  la  obligación  de  cum- 
plir sus  compromisos,  ni  hará  caducar  el  derecho  del 
acreedor  para  pedir  en  cualquier  tiempo  la  inscripción 
ó  anotación,  siempre  que  no  irrogue  perjuicio  á  los  que 
con  anterioridad  hubiesen  inscrito  ó  anotado  su  de- 
recho. 

No  se  ha  establecido  la  liberación  para  los  de- 
más derechos  reales,  atendiendo  á  que  por  medio  de  los 
edictos  y  de  la  citación  personal  de  los  interesados  se 
ha  hecho  un  llamamiento  á  esos  derechos  para  que  o- 
portunamente  se  consignen  en  el  rejistro:  culpa  será  de 
los  interesados  si,  teniendo  algún  derecho  sobre  la  fin- 
ca, y  no  obstante  que  han  sido  convocados  por  edictos  y 
citados  personalmente,  dejan  que  el  propietario  inscri- 
ba como  libre  su  propiedad,  la  enajene  ó  la  grave  en 
favor  de  un  tercero  que  no  puede  tener  conocimien- 
to de  que  existen  tales  gravámenes  ó  derechos.  (2. tó 
y  3.*) 

Consecuente  el  proyecto  con  el  principio  de  publi- 
cidad y  en  el  deber  de  procurar  que  todos  los  que  ac- 
tualmente tienen  algún  derecho  gocen  de  los  beneficios 
del  nuevo  rejimen,  autoriza  para  anotar  aquel  preven- 
tivamente, durante  el  mismo  termino  de  un  año,  á  to- 
dos aquellos  que  estuvieren  ventilando  en  juicio  la  decla- 
ración, modificación  ó  estincion  de  un  derecho  real,  á  los 
que  ha  van  obtenido  embargo  o  secuestro  de  bienes,  ó 
13 


solicitado  interdicción  judicial,  íí  los  acreedores  y  fedata- 
rios, íí  aquellos  que,  habiendo  pedido  la  ¡niíoHpcToflí 
de  un  derecho  anterior  al  diaenqiie  empiece  ií  rejir  la 
ley,  les  fuere  devuelto  su  título  por  contener  algún  de- 
fecto, cualquiera  que  sca.i  I.03) 

¿Pero  que*  podrá  dceii-se  de  aquellos  propietarios 
6  que  tienen  algún  derecho  real  y  que  carecen  de  tí- 
.  .tnlo  publico  6  autentico  para  justificar  su  dominio  ó  su 
derecho?  Si  bien  tratándose  de  adquisiciones  que  caen 
bajo  el  dominio  del  miCVO  rejinicn.  tuvo  que  disponerse 
cu  el  artículo  8?  que  no  sean  admitidas  en  el  rejis- 
tro  las  que  no  lleven  el  sello  de  la  autenticidad;  con  re- 
lación á  las  que  tuvieron  oríjen  bajo  el  imperio  de  la 
h'jislacion  actual,  no  se  podía,  sin  caer  en  una  aberra- 
ción, ó  mas  bien  sin  tocar  en  una  arbitrariedad  despó» 
tica,  exijir  lo  que  las  leyes  no  han  exrjido.  Con  efecto, 
el  decreto  de  L\S  de  octubre  de  184S;  Ú  que  ya  se  ha 
hecho  referencia,  no  consultando  los  inconvenientes  que 
consigo  trae  el  confiar  una  transacción  de  (anta  iinpor- 
tancia  corno  la  enajenación  de  los  inmuebles  al  dicho 
incierto  y  vago  « 1  c  tcstigr.s  y  aun  quiza*  á  la  sola  buena 
r'e  de  los  contrayentes  cuando  el  contrato  es"  enteramen- 
te privado,  derogó  los  decretos  de  1  I  de  enero  y  28  dé 
agosto  de  1832  en  la  parte  que  exijian  la  escritura  pu- 
blica para  acreditar  las  convenciones  sobre  enajenación 
de  bienes  raices.  Los  propietarios  y  todos  aquellos 
que  hayan  adquirido  derechos  íí  favor  de  la  disposi- 
ción patria,  deben  considerarse  como  tales,  íí  menos  de 
hacerlos  la  nueva  ley  víctimas  de  un  despojo  incalifica- 
ble. J'ero  si  esto  (•->  cierto,  también  lo  es  que  la  propie- 
dad sin  titulación  autentica  aparece  sospechosa  6  inse*- 
pura  y  aun  presta  facilidad  a  individuos  de  mala  fe,  que 
amañándose  de  alguna  manera,  trajesen  al  rejistro,  co- 
mo suyos,  bienes  que  no  les  pertenecen.  Por  esta  ra/un. 
el  proyecto,  salvando  ambos  inconvenientes,  permite  íí  los 
que  tienen  un  derecho  de  dominio  íí  otro  real  y  carecen 
de  título  SOtén tico,  (pie  inscriban  su  respectivo  derecho, 
justificado  por  medio  de  una  información  seguida  ante 
el  juez  del  departamento  ó  alcalde  del  lugar  donde  ra- 
dique el  inmueble;  información  que  deberá  practicarte 
citando  al  síndico  municipal,  si  se  trata  de  la  propia* 


dad,  y  al  mismo  propietario,  si  de  alguno  de  loa  . otros 
derechos  reales,  y  previa  convocación  por  edictos  durante 
treinta  días,  cuando  se  intente  suplir  laíaita  do  título  de  pro- 
piedad. El  juez  ó  alcalde  decretará  la  insciipcion  requeri- 
da apreciando  previamente  según  el  criterio  racional,  las 
pruebas  rendidas.  Si  se  presentare  oposición  manifes- 
tando que  el  solicitante  no  tiene  el  derecho  que  pre- 
tende inscribir,  quedará  suspendida  la  inscripción,  la 
cual  se  decretará  por  el  juez  ó  alcalde  en  favor  de 
quien  corresponda,  según  las  resultas  del  juicio.    (5.  a 

y  6.  * ) 

Pasado  el  año  después  que  haya  la  ley  comenzado 
á  rojir,  se  podrá  suplir  la  falta  de  titulación  por  los  mis- 
mos mismos  medios  ya  espresados  y  que  se  practican 
durante  el  año,  exceptuando  rio  obstante  el  requisito  de 
los  edictos,  cuando  se  trata  de  inscribir  de  propiedad. 
La  razón  de  la  diferencia  es  que,  habiendo  gozado  to- 
dos los  que: puedan  tener  algún  derecho  del  termino  del 
año  referido  para  hacerlo  valer,  hay  la  presunción  jurí- 
dica, como  se  ha  manifestado  anteriormente,  de  que  tal 
derecho  no  existe,  toda  vez  que  no  ha  sido  ejercitado  du- 
rante aquel  plazo;  y  en  tal  virtud,  el  llamarlos  por  me- 
dio de  edictos  seria  ya  una  precaución  inútil:  Ja  taita 
debe  redundar  en  perjuicio  del  moroso  (pie  no  cumplió 
con  la  ley,  no  obstante  (pie  esta  le  franqueaba  los 
medios   adecuados  á  la  conservación  de  su  derecho. 

Pudiera  muy  bien  acontecer  que  el  título  que  se  de- 
sea inscribir,  escritura  antigua  ó  moderna,  no  manifes- 
tase las  circunstancias  jcnerales  que  deben  espresar  to- 
das las  inscripciones,  la  naturaleza,  situación,  medida 
superficial,  nombre  y  numero,  si  constaren  del  inmue- 
ble por  inscribir,  según  lo  establecido  en  el  artículo  10. 
— En  tal  caso,  no  podia  denegarse  la  inscripción  de  e- 
sos  títulos:  se  veriticará  siempre  que  no  sean  todas  las 
circunstancias  Las  que  falten,  sino  algunas  de  ellas  so- 
lamente, los  linderos,  por  ejemplo,-  el  nombre,  numero 
y  medida  superficial,  siempre  que  se  de  á  conocer  lo 
esencial  en  todas  las  inscripciones,  esto  es,  quienes  sean 
los  interesados,  la  designación  clara  del  inmueble,  y -el 
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derecho  sobre  el  constituido;  sin  saberse  estas  ultimas 
circunstancias,  la  inscripción  no  podrá  verificarse,  por- 
que no  daría  á  conocer  la  cosa  inscrita,  ni  correspon- 
dería al  principio  de  especialidad  y  publicidad  del  pro- 
vecto: sin  ellas  se  induciría  á  error  ó  se  causaría  per- 
juicio á  un  tercero,  debiendo  en  consecuencia  reputar- 
se nulas.  Nada  menos  puede  exijirse:  el  título  que  no 
revele  esas  circunstancias  es  ineficaz,  nada  vale  para  los 
efectos  del  rejistro.  (8.  rt  ) 

No  podrá  llevarse  ií  ¿1  definitivamente  ningún  (ta* 
•  i'ccho  existente  á  la  época  en  que  la  ley  comience  á 
rejir,  si  no  estuviere  inscrita  la  propiedad  actual  del 
inmueble  á  que  tal  derecho  se  refiera,  como  punto  de 
partida  de  todas  las  inscripciones.  VA  interesado  podrá 
en  tal  caso  valerse  de  los  misinos  medios  que  al  electo 
podría  emplear  el  propietario,  la  compulsa  de  un  título, 
la  exhibición  de  documentos  ií  otros  análogo?,  y  aun  ins- 
cribir de  posesión  cuando  el  duefio  carezca  de  título  de 
propiedad,  ó  se  niegue  á  exhibir  el  (pie  posea.  La  ins- 
cripción se  hará  siempre  á  costa  del  propietario,  pues- 
to que  se  efectúa  á  su  nombre  y  le  ocasiona  ventajas. 

Personas  habrá  que,  lejos  de  tener  un  título  de  pro- 
piedad, publico  ó  privado,  solo  puedan  alegar  una  noto- 
ria y  no  interrumpida  posesión.  Para  traer  al  Rejistro 
esos  derechos  posesorios,  se  propone  como  medio  una 
información  en  que  se  haga  constar  (pie  el  poseedor  lo 
es  á  nombre  propio,  y  el  tiempo  de  su  posesión.  Esta 
información  se  seguirá  citando  al  síndico  municipal  cuan- 
do se  trate  de  la  posesión  del  inmueble  misino,  con  el 
objeto  de  que  aquel  funcionario  vele  por  que  inobser- 
ven en  la  información  los  procedimientos  legales.  Tratándo- 
se de  la  posesión,  no  del  inmueble  mismo,  sino  de  un 
derecho  sobre  ól  impuesto,  ninguno  mas  interesado  que 
el  propietario,  ninguno  puede  estar  mejor  informado  si 
tal  derecho  existe  y  pesa  sobre  la  linea  poseída:  por 
esto,  la  información  se  verificará  en  tal  caso,  citado  quo 
sea  el  propietario.  Practicada  la  información,  el  juez  ó 
alcalde  ante  quien  se  hubiese  seguido,  declarará  haber 
lugar  6  no  a*  la  inscripción,  según  resultare  de  las  prue- 
bas ministradas,       se  presentase  alguna  oposición,  lo 
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establecido  en  la  disposición  3.  75  será  la  norma  del 
procedí  míenle  que  deba  observarse.La  posesión  así  ins- 
crita no  perjudicará  á  tercero  que  pueda  alegar  me- 
jor derecho:  no  da  ni  quita  ninguno  al  poseedor:  su 
efecto  no  es  otro  que  el  que  las  leves  comunes  atribuyen 
á  la  mera  posesión:  es  un  hecho  que  el  proyecto  per- 
mite consignar  en  el  rejistro;  sin  que  por  esto  se  pue- 
da decir  que  la  inscripción  posesoria  es  inútil,  porque 
con  ella  el  poseedor,  al  j¡;  ■; linear  el  hecho  material  de 
la  posesión,  adquiere  una  prueba  qué  oponer  al  tercero 
(pie  con  títulos  anteriores  no  acredite  mejor  derecho,  y 
porque  tal  inscripción  podrá  surtir  todos  los  efectos  del 
dominio,  cuando  la  prescripción  venga  á  convalidar  y  a- 
segurar  el  derecho  inscrito  del  poseedor.  El  tiempo  ne- 
cesario paita  producir  este  efecto  seria  el  de  treinta  a- 
ños  como  que  es  el  tiempo  que  las  leyes  requieren  pa- 
ra k  prescripción  cuando  se  carece  de  título. 

La  inscripción  de  posesión  no  prejuzga  en  manera 
alguna,  la  cuestión  de  dominio:  el  poseedor  inscrito  po- 
drá mejorar  su  derecho,  podrá  hacerse  propietario,  si 
des  ubre  algún  título  ignorado  ó  cstraviado,  y  entonces 
aun  puede  hacer  la  inscripción  que  corresponda  al  nue- 
vo título  ó  documento. 

No  se  ha  creido  necesario,  para  hacer  la  inscrip- 
ción de  posesión,  que  preceda,  como  para  la  de  propie- 
dad, la  convocación  por  edictos  de  todos  aquellos  que 
tengan  algún  derecho  real;  por  la  razón  ya  manifes- 
tada de  que  la  inscripción  posesoria  no  va  á  perjudicar 
á  ninguno.  Tampoco  se  ha  juzgado  exijible  anotar  pre- 
ventivamente la  oposición  contra  la  inscripción  pose- 
soria, ya  que  por  la  misma  oposición  tal  inscripción  no 
podrá  verificarse,  y  en  tal  caso  no  es  posible  vulne- 
rar los  derechos  alegados  por  el  tercer  opositor.  (10.) 

Lo  anteriormente  es-puesto  respecto  del  dominio,  los 
otros  derechos  reales  y  la  posesión,  no  rije  con  las  hi- 
potecas tácitas  hoy  existentes,  para  las  cuales  se  han 
adoptado  disposiciones  especiales.  Manifestadas  que- 
dan las  razones  que  ha  tenido  presentes  la  comisión  para 
obligar  á  los  que  tengan  hipotecas  legales  anteriores  á 
la  nueva  ley,  á  que  las  conviertan  en  espresas  y  espe- 
ciales.   Atendidas    aquellas  consideraciones,  se  ha  dis- 
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puesto  que  todos  lo  ;  qii;»el  dia  en  fino  comience  á  re j i r 
l.i  ley,  gocen  de  ¡dguna  hipoteca  legal,  tengan  derecho 
a  exijir  dentro  del  termino  del  ano  señalado  para  la 
transición,  que  la  hipoteca  legal  se  convierta  en  especial 
suficiente.  De  ese  derecho  gozarán  los  administradores 
y  demás  personas  que  sean  responsables  por  los  bienes 
«le  la  hacienda  publica,  las  mujeres  casadas,  los  meno- 
res e  incapacitados,  los  hijos  de  familia,  los  legatarios, 
los  acreedores  refaccionaros,  en  una  palabra,  todos  los 
que,  por  la  lejislacion  vijente  gocen  de  alguna  hipote- 
ca legal,  sin  excepción  de  ninguna  especie.  (11.) 

Para  hacer  líquido  y  determinado  el  importe  de 
una  obligación  que  no  lo  es,  se  lijara  ese  importe  por 
el  acuerdo  coman  de  los  interesados  ó  sus  representan- 
tes lejí timos,  y  s¡  tal  avenencia  no  pudiere  lograrse,  la 
autoridad  judicial  resolverá  lo  que  fuere  de  justicia;  en 
la  vía  sumaria  en  atención  ;í  que  no  se  entra  en  el  fon- 
do del  derecho,  que  no  se  disputa,  sino  tan  solo  en  un 
incidente.  Xo  procede  otro  tanto  cuando  aquel  á  quien 
se  exije  la  constitución  de  la  hipoteca  legal,  niega  la  o- 
b ligación  de  constituirla,  porque  en  tal  caso  la  decla- 
ratoria de  haber  ó  no  lugar  á  tal  obligación,  no  puede 
ser  objeto  sin  »  de  un  juicio  ordinario,  pudiendo  el  que 
aparece  eojno  acreedor  pedir  (pie  se  anote  preventiva- 
mente su  demanda.  (12  y  13.) 

Pero  si  el  deudor  no  tiene  bienes  inmuebles  ó  los 
(pie  tiene  no  son  suficientes,  constituirá  la  hipoteca  es- 
presa  en  Jos  (pie  tenga;  y  por  el  resto  ó  por  el  todo  en 
el  primer  caso,  quedará  obligado  á  constituirla  cu 
los  primeros  que  adquiera;  sin  perjuicio  de  la  acción 
personal  que  siempre  quedará  espedí  ta  al  acreedor  pa- 
ra hacer  efectivo  en  los  bienes  muebles  del  deudor  su 
derecho  garantizado  con  la  hipoteca  tácita.  (lé.J 

Las  condiciones  rescisorias  y  resolutorias  han  sido 
también  objeto  de  una  disposición  especial.  Habrán 
de  ejercitarse  durante  j¿\  año  si  fueren  c\ijibles.  y  r>¡  no 
lo  fueren,  deberán  hacerse  constar  en  el  rejistro  para 
(pie  puedan  perjudicar  á  tercero.  (15.) 

Pero  al  llamar  al  rejistro  los  derechos  existentes  y 
que  han  tenido  oríjen  con  arreglo  á  la  lejislacion  vijen- 
te, el  dominio,  los  otros  derechos  reales  la  posesión,  las 
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hipotecas  y  las  condiciones  feseisonas  ó  resolutorias, 
debia  él  proyecto  salir  al  encuentro  do  la  duda  que  na- 
turalmente pudiera  ocurrir  de  si  tales  derechos  deban 
surtir  su  efecto  desde  la  inscripción  ó  desde  que  fue- 
ron adquiridos;  duda  que  se  lia  resuelto  en  el  segundo 
sentido,  siempre  que  se  hagan  valer  durante  el  año  de  la 
transición,  atendiendo  á  que  los  efectos  de  la,  nueva  ley 
no  podian  ser  retroactivos,  y  que  no  era  justo  arreba- 
tar ix  un  derecho  que  no  se  pudo  inserí bir  anteriormen- 
te, el  tiempo  acaso  muy  dilatado  que  lleva  de  exis- 
tencia. 

Si  los  interesados  no  ocurriesen  á  inscribir  sus  de- 
rechos durante  el  ario,  todavía  podrán  hacerlo  después 
de  él;  pero  entonces  la  inscripción  que  se  haga  no  po- 
drá perjudicar  á  tercero  que  con  anterioridad  hubiese 
inscrito  su  derecho,  siguiendo  el  principio  de  que  nada 
puede  invalidar  la  eficacia  de  un  acto  inscrito,  y  en  el 
concepto  de  (pie  pasado  el  año  de  la  transición,  todas 
las  lineas  se  presumen  liberadas  por  ministerio  de  la 
ley.  (1G.) 

Si  aquellos  que  gozan  de  hipoteca  tácita  tienen  la 
libre  disposición  de  sus  bienes,  ellos  solos  podrán  ejer- 
citar el  derecho  de  pedir  la  conversión;  pero  tratándose 
de  personas  á  quienes  la  ley  favorece  con  su  amparo,  co- 
mo sucede  con  la  mujer  casada,  los  hijos  de  familia,  los 
menores  y  demás  incapacitados,  ci  proyecto  determina 
quienes  tienen  el  deber  de  pedir  la  conversión,  para  e- 
vitar  en  todo  caso  que  queden  desatendidos  los  intere- 
ses que  la  ley  trata  de  protejer:  tal  obligación  tienen  los 
administradores  de  fondos  públicos,  los  padres,  los  tuto- 
res y  curadores,  en  una  palabra,  todos  aquellos  sobre 
quienes  pesa  la  responsabilidad  de  bienes  ajenos  garan- 
tidos con  hipoteca  legal. 

Al  mismo  objeto  concurre  el  deber  que  se  impo- 
ne á  los  funcionarios  públicos,  escribanos  y  rejistradores 
de  cuidar,  cada  uno  dentro  de  su  respectiva  esfera,  de 
que  se  verifique  la  conversión  do  la  hipoteca.  De  esta 
manera  quedan  atendidos,  en  sentir  de  la  comisión,  los 
derechos  de  las  personas  favorecidas  por  la  lcjislacion 
■vijente.  (17.) 

Para  la  inscripción  de  la  herencia  durante  el  ter- 
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mino  del  ano,  so  observarán  los  mi-unos  requisitos  que 
en  el  provecto  so  proponen  coiuo  disposiciones  peí  manen- 
tos.  En  la  herencia,  como  en  cualquiera  otro  derecho 
rea),  la  liberación  es  necesaria,  y  aun  lo  .  es  mas,  pues- 
to  que  pimde  afectar  á  la  propiedad  hereditaria  una 
hipotecai  una  enajenación,  un  derecho  real  cualquiera, 
gravámenes  de  que  son  susceptibles  todas  las  propieda- 
des; y  pueden  existir  además  acerca  de  los  bienes  de 
la  herencia  otros  derechos  de  naturaleza  igual  pero  de 
condición  diferente,  como  serian  los  consignados  en  un 
testamento  posterior  ó  derivados  de  un  parentesco 
mas  cercano.  A  purgar  la  propiedad  hereditaria  de  li- 
nos y  otros  derechos  en  beneficio  de  tercero,  tienden 
los  procedimientos  de  liberación  durante  el  el  año.  Pa- 
sado este,  tales  procedimientos  no  se  han  conceptuado 
indispensables,  en  atención  á  qtte  todo  derecho  pudo 
hacerse  efectivo  dentro  de  aquel  termino,  y  si  no  so  ha 
alegado  ninguno,  se  presume  por  esa  omisión  que  no 
existe  y  la  liberación  se  opera  ipeo  jure  por  el  solo  tras- 
curso del  tiempo.  No  obstante,  concluido  el  ano,  aun 
podrá  hacer  valerse  cualquier  derecho:  poro  la  inscrip- 
ción surtirá  sus  efectos  desde  su  fecha  y  sin  perjuicio 
de  tercero  que  hubiese  inscrito  con  anterioridad  el 
suyo.  (19.) 

La  comisión  ha  propuesto  las  medidas  que  ha  creí- 
do convenientes  á  efecto  de  que  los  jueces  y  escriba- 
nos que  actualmente  llevan  los  oficios  de  hipotecas, 
procedan  a*  formar  de  las  hipotecas  no  canceladas  tan- 
tos índices  cuantos  sean  los  departamentos  en  que  so 
hayan  llevado,  y  que  formados,  los  remita  i  á  les  rejis- 
tradores  que  se  nombren  para  que  estos  los  custodien 
ch  sus  archivos  y  queden  cerrados  los  libros  de  dichos 
oficios  el  día  en  que  la  nueva  ley  comience  á  rejir. 
(20  i  22.) 

La  ley  que  en  proyecto  se  presenta,  estenso,  com- 
plicada y  radicalmente  innovadora,  (pie  requiero  ser  de  an- 
temano conocida  y  estudiada  por  los  (pie  hayan  de  o- 
jecuturla,  y  que  exije  m  .idas  preparatorias,  como  la 
formación  de  libros  adecuados  para  los  rejistros,  el  nom- 
bramiento de  reji  tradores  y  otras  varias  providencias; 
no  podría  comenzar  á  rejir  el  día  mismo  de  su  promul- 
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gacion,  como  de  ordinario  sucede  con  la  jeneralidad  de 
las  leyes  que  se  emiten  y  que  desde  luego  pueden  po- 
nerse en  observancia.  Por  estos  motivos,  y  para  los 
efectos  indicados,  en  la  disposición  jeneral  del  proyecto 
se  declara  que  debe  mediar  un  término,  que  en  con- 
cepto de  la  comisión  deberá  ser  de  un  afio,  entre  el  día 
de  la  promulgación  de  la  ley  y  el  en  que  empiece  á 
rejir  al  mismo  tiempo  en  todos  los  departamentos  déla 
República.  Entonces  ya  estarán  en  ellos  organizados 
los  rejistros  de  manera  que  puedan  comenzar  á  funcio- 
nar bajo  las  condiciones  del  nuevo  sistema,  y  así  sola- 
mente podrán  salvarse  los  escollos  que  de  otra  mane- 
ra obstarían  al  planteamiento  de  la  ley.  (disp.  final.) 

Guatemala,  abril  29  de  1873. 


Manuel  Ubico. 


TfE  LEY  DEL  REJISTRO  CIVIL, 

'     DE  LA  PROPIEDAD  INMUEBLE. 


TITULO  I. 

Título»  sujetos  a,  inscripción. 

Artículo  1  ? 

Se  establecerá  en  cada  capital  de  departamento  un 
rejistro  publico  de  la  propiedad  inmueble  situada  en  eL 
mismo  departamento. 

Arf.  2  ? 

En  el  rejistro  se  inscribirán: 

1.  °  — Los  títulos  traslativos  del  dominio  de  los  inmue- 
bles y  de  los  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos. 

2.  °  — Los  títulos  en  que  se  constituyan,  reconoz- 
can, modifiquen  ó  estingan  derechos  de  usufructo,  uso, 
habitación,  censos,  hipotecas,  servidumbres  y  otros  cua- 
lesquiera reales. 

3.  °  — Los  actos  ó  contratos  en  cuya  virtud  se  ad- 
judiquen á  alguno  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales 
impuestos  sobre  los  mismos,  aunque  sea  con* la  obliga- 
ción de  trasmitirlos  á  otro  ó  de  invertir  su  importe  en 
objetos  determinados. 
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4.  c  — La  interdicción  judicial,  la  declaratoria  de 
muerte  presunta  del  ausente,  y  cualquiera  otra  providen- 
cia ejecutoria  por  la  (pie  se  modifique  la  capacidad  civil  de 
las  personas  en  cuanto  á  la  libre  disposición  de  sus  bienes. 

5.  °  — El  arrendamiento  por  tiempo  determinado,  ó 
en  que  se  haya  anticipado  alguna  renta. 

Alt  3  ? 

Para  que  puedan  ser  inscritos  los  títulos  espresa- 
dos en  el  artículo  anterior,  deberán  estar  consignados 
en  escritura  publica,  ejecutoria  ó  documento  auténtico 
espedido  en  razón  de  olicio  por  funcionarios  tí  oficia- 
les publico». 

No  excediendo  el  valor  determinado  (5  estimativo  del 
inmueble  de  la  cuantía  lijada  por  la  ley  para  los  jui- 
cios verbales,  los  escribanos  solo  cobrarán  la  mitad  de 
los  derechos  que  debieran  percibir,  y  harán  constar  en 
el  testimonio  los  (pie  hubieren  cobrado. 

También  bastará  para  inscribir  cualquier  derecho 
(pie  á  estos  inmuebles  se  refiera,  certificación  del  alcal- 
de ó  juez  preventivo  ante  quien  se  haya  hecho  cons- 
tar el  indicado  derecho  por  la  conformidad  de  los  inte- 
resados ó  por  otro  medio  justificativo. 

Art.  4? 

Se  inscribirán  asimismo  en  el  rejistro  los  instru- 
mentos ó  títulos  espresados  en  los  números  1.°,  2.°, 
3.  °  y  5.  °  del  artículo  2.  ° ,  otorgados  ó  espedidos  en 
país  estranjero,  que  reúnan  los  requisitos  necesarios  pa- 
ra hacer  fe  en  juicio,  y  las  providencias  y  sentencias 
ejecutorias  pronunciadas  en  el  estranjero,  cuando  se  ha- 
yan mandado  cumplimentar  por  los  tribunales  de  la 
República. 

Art.  5? 

Kn  ningún  tribunal  ni  oficina  se  admitirá  doeumen- 
t"  ó  escritura  (pie  no  hubiere  sido  rejistrada,  debiendo 
serlo  conforme  á  la*  disposiciones  anteriores. 


TITULO  ir. 


Formal  y  efectos  de  la  inscripción 


Art.  6? 

La  inscripción  de  los  títulos  en  el  rejistro  podrá 
pedirse  indistintamente  por  cualquiera  de  los  interesa- 
dos lí  algún  otro  á  su  nombre. 

Art.  7  ? 

En  los  actos  ó  contratos  no  sujetos  á  inscripción,  en 
que  aparezca  ó  se  reserve  algún  derecho  real  sobre  in- 
muebles en  favor  de  personas  que  en  aquellos  no  hayan 
sido  parte,  el  escribano  que  autorice  el  título  ó  la  auto- 
ridad ó  funcionario  que  lo  espida  deberá  exijir  la  inscrip- 
ción del  referido  derecho,  siempre  que  el  intere's  de  di- 
chas personas  resulte  del  título  mismo  ó  de  los  documen- 
tos ó  dilijencias  que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para 
su  espedicion. 

Si  los  actos  ó  contratos  estuvieren  sujetos  á  ins- 
cripción deberá  hacerse  en  esta  espresa  mención  del  de- 
recho real  reservado  y  de  las  personas  á  cuyo  favor  se 
hubiere  hecho  la  reserva. 

Art.  8  ? 

La  inscripción  de  un  inmueble  que  por  su  locali- 
dad corresponda  á  dos  ó  mas  departamentos,  se  practica- 
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ra  vu  el  re  i  i  st  ix)  de  cada  uno  de  ellos. 

Art.  0  ? 

Si  el  derecho  ií  un  inmueble  perteneciere  en  co- 
inun  ;í  varias  personas,  se  hará'  una  sola  inscripción  has* 
ta  tanto  (pie  se  practique  la  división  entre  los  copan* 
tíeipes,  ó  alguno  de  estos  truslicra  su  derecho  en  otro  de 
ellos  misinos  o  en  cualquiera  otra  persona. 

Art.  10. 

Toda  inscripción  espresaní: 

1.  ° — Si  la  linca  es  rustica  ó  urbana,  su  situación 
ó  linderos,,  medida,  biipcrticiul,  nombre  y  numero,  si  cons- 
taren. 

2.  ° — La  naturaleza,  ostensión,  condiciones  y  car- 
gas del  derecho  (pie  se  inscriba,  y  su  valor,  si  cons- 
tare. 

&° — La  naturaleza,  ostensión,  condiciones  y  cargas 
del  derecho  sobre  el  cual  se  constituya  el  que  sea  ob- 
jeto de  la  inscripción. 

4.a — La  naturaleza  del  acto  ó  contrato  y  su  fecha. 
— Los  nombres  y  apellidos  de  los  interesados 
ó  la  denominación  de  la  sociedad,  corporación  ó  perso- 
na jurídica  que  interviniere  en  el  acto  ó  contrato.  ,  . ,. 

0.  °  — El  juez,  funcionario  ó  escribano  que  autorice 
el  título. 

7.  c — La  fecha  de  la  presentación  del  título  en  el 
rejistro,  con  espresion  de  la  hora. 

c  Impresión  del  legajo  en  (pie  se  encuentre  el  tí- 
tulo presentado,  si  este  hubiere  de  quedar  en  el  archi- 
vo del  rejistro. 

Art.  JL« 

Ku  la>  inscripciones  relativas  o*  un  inmueble  ante- 
riormente inscrito,  se  omitirán  aquellas  circunstancias 
que  respecto  de  e*l  consten  ya  en  el  rejistro,  haciéndose 
solo  referencia  a'  ellas,  y  citándose  el  libro  y  folio  en  que 
te  encuentren;  pero  be  cuidará  de  espresar  en  su  caso 
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jas  a  iteraciones  que  el  mismo  inmueble  baja  sufrido. 

Art.  12. 

Guando  hubiere  de  inscribirse  algún  acto  ó  contra- 
to en  que  haya  mediado  precio,  se  espresará  el  que 
resulta  del  título;  si  lia  sido  al  contado,  su  entrega  en 
todo  ó  en  parte,  y  si  á  plazos,  los  que  se  hayan  estipu- 
lado. 

Las  mismas  circustancias  se  espresarán  en  la  per- 
muta y  en  la  adjudicación  en  pagó,  si  alguno  de  los 
interesados  quedare  obligado  á  satisfacer  á  otro  cual- 
quiera diferencia  en  numerario  ó  en  especies. 

Art.  13. 

Las  inscripciones  hipotecarias  espresarán  en  todo 
caso  el  importe  de  la  obligación  garantida  y  el  de  los 
intereses,  si  se  hubieren  estipulado,  sin  cuya  circunstan- 
cia no  se  considerarán  asegurados  por  la  hipoteca  di- 
chos intereses  en  los  términos  prescritos  en  esta  ley. 

Art.  14. 

Las  servidumbres  se  inscribirán  en  el  libro  y  folio  don- 
de se  encuentre  inscrita  la  propiedad,  tanto  del  predio 
dominante  como  del  predio  sirviente. 

<>ú&{$i  H  lio  i¿ti^wv'áci&*&w .  .oljj&ofl/i' o  K> .  »*jni 

Art.  15  bt*j  ofolt  a 

•  ridwu  tóoü  o¿í  tih  o'iéoa  U'si  <!i*wutb  un  ■  ovlMrt 
No  podrá  hacerse  inscripción  de  fideicomiso  en  que 
no  conste  quien  sea  el  heredero  fideicomisario  ó  no  lo 
declare  el  fiduciario:  constando  ó  declarándolo  este,  se 
hará  la  inscripción  á  nombre  del  que  resulte  ser  el  fi- 
deicomisario. 

Si  el  testador  dejare  sus  bienes  para  sufra/jios  de  su 
alma  ó  para  obras  pias,  de  beneficencia  ó  interés  publi- 
co, la  inscripción  se  hará  á  nombre  del  heredero  fidu- 
ciario, encargado  de  la  ejecución  de  tales  disposiciones. 
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Las  inscripciones  de  las  providencia*  ejecutoría? 
mencionadas  en  el  numero  4P  del  artículo  2?  y  en  el 
artículo  4  ? ,  y  las  anotaciones  preventivas  de  las  deman- 
das á  (pie  se  contrac  el  numero  4  ?  del  artículo  95 
espresanín  claramente  la  especie  de  incapacidad  que  re 
sulte  de  las  mismas  providencias  ó  demandas. 

Las  inscripciones  espresadas  en  el  párrafo  ante- 
rior comprenderán  todos  los  inmuebles  ó  derechos  rea- 
les inscritos  a*  nombre  de  la  persona  cuya  incapacidad 
be  haya  declarado. 

Art.  17. 

El  cumplimiento  de  las  condiciones  suspensivas,  re- 
solutorias ó  rescisorias  de  los  actos  ó  contratos  inscri- 
tos, se  hará  constar  en  el  rejistro,  bien  pos  medio  de 
una  nota  si  se  consuma  la  adquisición  de1  derecho,  ó 
bien  por  una  nueva  inscripción  a  favor  de  quÍ3n  coi- 
responda  si  la  resolución  6  rescisión  llega  á  verificarse 

En  estos  casos  bastará  que  los  interesados  compa- 
rezcan ante  el  rejistrador  y  manifiesten  estar  realizada 
la  condición. 

Art.  18. 

inscrito  6  anotado  preventivamente  en  el  rejistro 
un  titulo  traslativo  del  dominio  de  un  inmueble  6  cons- 
titutivo de  nn  derecho  real  6obre  él,  no  podrá  inscri- 
birse ni  anotarse  ningún  otro  título  anterior  6  posterior 
al  ya  inscrito  ó  anotado,  y  procedente  del  mismo  pro- 
pietario, por  el  cual  se  trasmita  la  propiedad  del  mis- 
mo inmueble  6  derecho  real  ya  inscrito. 

Aunque  solo  se  haya  cstendido  el  asiento  de  pre- 
sentación de  un  título  traslativo  de  dominio,  tampoco 
podrá  inscribirse  ni  anotarse  ningún  otro  título  de  la 
clase  antes  espresada,  dentro  del  termino  que  dura  el 
asiento. 

Este  término  será  en  todo  caso  de  treinta  dias,  con- 
tados desde  la  fecha  del  asiento. 


Art.  19. 


El  vejisti -idor,  bajo  su  responsabilidad,  suspenderá  ó 
denegará  la  inscripción  de  los  títulos  que  en  algún  con- 
cepto sean  legalmente  inadmisibles  en  el  rejistro,  y  to- 
mando anotación  preventiva  si  la  pidiere  alguno  de  los 
inteiesadoS;  se  los  devolverá  para  que  puedan  subsanar 
el  sTicio  ó  defecto  que  se  haya  observado,  ú  ocurrir  á 
usar  de  su  derecho  ante  el  juez. 

Mediante  el  ocurso  indicado,  el  juez,  con  informe 
del  rejistrador,  resolverá  sumariamente  lo  que  corres- 
ponda acerca  de  la  procedencia  de  la  inscripción;  pe- 
ro si  hubiere  contienda  entre  los  interesados,  sobre  la 
validez  del  título  ó  de  la  obligación,  la  sustanciará  y 
resolverá  en  via  ordinaria. 

Art.  20. 

La  anotación  preventiva  á  que  se  contrae  el  artí- 
culo anterior  caducará  á  los  sesenta  dias  de  su  fecha,  y 
sera*  cancelada  de  oficio  por  el  rejistrador,  si  durante 
ese  término  no  se  presentare  el  título  con  la  subsana- 
cion  que  requiera,  providencia  del  juez  mandando  hacer 
la  inscripción  ó  aviso  del  mismo  funcionario  de  haber- 
se prorogado  aquel  termino,  ó  estarse  ventilando  la 
contienda  en  juicio  ordinario.  En  este  último  caso  la  a- 
notacion  subsistirá  hasta  las  resultas  del  juicio.  El  a- 
viso  del  juez  comunicando  la  próroga  ó  haber  juicio  pen- 
diente se  hará  constar  por  medio  de  una  nota  al  lado 
de  la  anotación. 

Art.  21. 

La  primera  inscripción  de  todo  inmueble  será  la 
del  título  de  propiedad,  sin  cuyo  requisito  no  podrá 
inscribirse  otro  título  ó  derecho  relativo  al  mismo  in- 
mueble. 

Art.  22  • 

Para  que  el  heredero,  ya  lo  sea  ex  testamento  ó  ab 
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¡ntcstato,  pueda  inscribir  á  su  favor,  dentro  del  a  fío  si- 
guiente á  la  muerte  de  su  causante,  los  bienes  inmue- 
ble* de  la  herencia,  deberá'  ocurrir  ante  el  juez  ó  alcal- 
de solicitando  mande  tijar  edictos  en  los  lugares  acos- 
tumbrados del  pueblo  en  cuya  comprensión  radique  el 
inmueble,  y  en  el  del  rejistro,  y  los  mande  publicar 
también  en  el  periódico  olicial  y  en  algún  periódico  del 
departamento  si  lo  hubiere.  En  los  edictos  se  convoca- 
rá a*  los  que  se  crean  con  algún  derecho  real  en  los  in- 
muebles 6  con  mejor  derecho  á  la  herencia,  se  espre- 
sará la  solicitud  del  interesado,  el  nombre  de  este  y  el 
de  la  linca  ó  su  designación. 

Si  dentro  de  treinta  dias  contados  desde  la  primera 
inserción  de  los  edictos  en  el  periódico  oticial  ocurriere 
oposición  contra  la  inscripción  solicitada,  el  juez  ó  al- 
calde, conforme  á  su  respectiva  competencia,  mandará 
suspender  la  inscripción  hasta  las  resultas  del  ocurso. 

No  ocurriendo  oposición  dentro  de  dicho  término,  el 
mismo  juez  mandará  entregar  las  dilijeneias  orijinales  al 
interesado,  con  inclusión  de  uno  de  los  edictos,  y  en  su 
vista  el  rejistrador  procederá  á  verificar  la  inscripción, 
haciendo  en  ella  mérito  de  las  indicadas  dilijencui 

Mas  habiendo  acreedores  ó  legatarios  interesados 
en  la  herencia,  procederá  además  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 99. 

Pasado  el  año  á  que  se  contrac  el  párrafo  1.  c  de 
este  artículo,  el  heredero  podrá  inscribir  la  propiedad  de 
los  bienes  hereditarios  sin  sujeción  á  los  requisitos  ante- 
riormente espresados. 

Art.  23. 

Si  se  pidiere  una  anotación  preventiva  no  habien- 
do titulo  inscrito,  no  teniéndolo  el  propietario  ó  rehu- 
sándose á  inscribirlo,  se  hará  no  obstante  la  anotación 
siempre  que,  estimándola  procedente,  el  juez  la  decreta- 
re, y  sin  perjuicio  de  hacer  la  inscripción  de  propie- 
dad que  corresponda. 

Si  el  dueño  se  negare  á  subsanar  la  falta  de  ins- 
cripción de  propiedad,  podrá  verificarlo  el  interesado 
en  asegurar  el  derecho  fine  debe  inscribirse,  valiendo- 


se  al  efecto  de  los  medios  que  le  competan  á  él  mismo  ó 
al  propietario. 

Art.  24. 

Las  escrituras  públicas  espresarán  las  circunstan- 
cias cuya  omisión  impida  ó  vicie  la  inscripción,  pena 
de  subsanar  el  escribano  la  escritura  viciada  ó  defec- 
tuosa, é  indemnizar  á  los  interesados  de  los  daños  y 
perjuicios  que  les  ocasione  su  falta. 

Art,  25. 

.  Unicamente  perjudicará  á  tercero  lo  que  aparezca 
inscrito  en  el  registro. 

Por  tercero  se  entiende,  para  los  efectos  de  esta 
ley,  el  que  no  lio  intervenido  en  el  acto  ó  contrato 
inscrito. 

Art.  26. 

Los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto  aun  contra 
los  acreedores  singularmente  privilejiados  por  la  lejisla- 
eion  común. 

Art.  27. 

Los  títulos  inscritos  no  sutirán  su  efecto,  en  cuanto 
d  tercero,  sino  desde  la  fecha  de  su  presentación  en  el  re- 
jistro. 

Entre  dos  ó  mas  inscripciones  de  una  misma  fecha 
y  relativas  á  la  misma  finca  ó  derecho,  determinará  la 
preferencia  la  anterioridad  en  la  hora. 

Art.  28. 

Si  al  hacerse  una  inscripción  ó  anotación  preventi- 
va resultare  algún  otro  derecho  real  no  inscrito  ante- 
riormente, el  rejistrador  procederá  á  hacer  en  acto  con- 
tinuo la  inscripción  separada  y  especial  que  correspon- 
da á  tal  derecho.    Esta  inscripción  producirá  efecto  con- 


llti- 

tra  tercero  desde  la  fecha  de  ella  misma. 

Art.  20. 

La  inscripción  será  nula  cuando  por  omisión  de  ai- 
¥  una  de  las  circunstancias  (pie  debe  contener,  ó  por  es- 
tar estendida  con  inexactitud,,  se  hubiere  inducido  á  er- 
ror a*  un  tercero,  y  este  aparezca  perjudicado  en  el  re- 
jistro. 

Art.  30. 

La  inscripción  no  convalida  los  actos  ó  contratos 
nulos  seguu  las  leyes. 

Art.  31. 

Xo  obstante  lo  declarado  en  el  artículo  anterior, 
los  actos  6  contratos  que  se  ejecuten  u  otorguen  por 
persona  cpic  en  el  rejistro  aparezca  con  derecho  para 
ello,  una  vez  inscritos,  no  se  invalidara*!»  en  chanto  á* 
tercero  aunque  después  se  anule  ó  resuelva  el  derecho 
del  otorgante,  en  virtud  de  título  anterior  no  inscrito,  ó 
de  causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo  re- 
jistro. 

Solo  en  virtud  de  un  título  inscrito  podrá  invalidar- 
se en  perjuicio  de  tercero  otro  título  posterior  también 
inscrito. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  será  aplicable  á 
la  inscripción  <lo  la  mera  posesión,  a*  menos  que  la  pres- 
cripción baya  convalidado  y  asegurado  el  derecho  ins- 
crito. 

Art  82. 

La  prescripción  no  perjudicará  á  tercero  si  requi- 
riendo justo  título  no  se  hallare  esto  inscrito  en  el  re- 
jistro. 

Tampoco  le  perjudicará  la  <jue  no  requiera  justo 
título,  si  no  se  hallan-  inscrita  la  posesión. 

Km  :i'i.!">s  casos  la  prescripción  se  contará  desdo 


— 117 


la  fecha  de  la  inscripción. 

Eespccto  del  dueño  del  inmueble  6  derecho  que 
se  esté  prescribiendo,  se  calificará  el  título  y  se  contará 
el  tiempo  con  arreglo  á  la  lejislacion  común. 

Art.  33. 

No  se  resolverán  ni  rescindirán  los  actos  ó  contra- 
tos en  perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  derecho, 
por  revocación  de  donaciones,  salvo  el  caso  de  no  cum- 
plir el  donatario  condiciones  inscritas  en  el  rejistro; 
por  retracto  legal  ó  tanteo  en  la  enfiteusis;  por  falta  de 
pago  del  todo  ó  parte  del  precio  de  la  cosa  vendida,  si 
no  consta  en  la  inscripción  haberse  aplazado  el  pago; 
por  doble  venta  de  una  misma  cosa,  cuando  alguna  de 
ellas  no  hubiere  sido  inscrita;  por  restitución  in  integrum 
tí  otras  cualesquiera  condiciones  rescisorias  ó  resolu- 
torias establecidas  por  las  leyes. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  impide  la  acción 
personal  que  por  clañós  y  perjuicios  puede  dirijirse  con- 
tra e!  que  ios  haya  causado. 

Art.  34. 

Las  acciones  rescisorias  ó  resolutorias  que  proven- 
gan de  la  voluntad  de  los  interesados  y  consten  en  el 
rejistro  surtirán  efecto  contra  tercero. 

También  lo  surtirán  las  que  procedan  de  enajena- 
ción hecha  en  fraude  de  acreedores,  cuando  la  segunda 
enajenación  haya  «ido  hecha  á  título  gratuito  ó  cuando 
el  tercero  haya  sido  cómplice  en  el  fraude. 

En  estos  dos  últimos  casos,  el  año  dentro  del  cual 
puede  pedirse  la  revocación  se  contará  desde  el  dia  de  la 
enajenación  fraudulenta. 


TITULO  III. 
HIPOTECA. 

SECCIÓN  I.» 
Hipoteca  enjomeral. 


Art.  35. 

Los  bienes  en  ípie  se  constituye  hipoteca  quedan 
afectos  directa  é  inmediatamente  a*  la  obligación  cuyo 
cumplimiento  garantizan. 

Art.  3G. 

7,a  hipoteca  es  indivisible,  y  como  tal  subsiste  ín- 
tegra sobre  todos  los  bienes  hipotecados,  sobre  cada  li- 
no de  ellos  y  sobre  cada  una  de  sus  partes,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1*. 

Art.  37. 

Solo  podran  ser  hipotecados  los  bienes  inmue- 
bles y  los  derechos  reales  enajenables  impuestos  sobre 

Ait  38. 

El  ouc  hipotecare  una  cosa  sobre  la  cual  tuviere 
un  derecho  eventual,  limitado,  ó  sujeto  a*  condiciones  sus- 


pensivas,  rescisorias  ó  resolutorias,  no  se  entenderá  que 
k>  hace  sino  con  las  condiciones  ó  limitaciones  a  que  es- 
té sujeto  su  derecho,  aunque  así  no  se  esprese. 

Art.  39. 

Si  se  hipotecare  el  usufructo  ó  el  edificio  construido 
en  suelo  ajeno,  se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  derechos 
del  propietario  ó  del  dueño  del  suelo. 

Art,  40 

Podrán  hipotecarse  los  bienes  ó  derechos  reales  an- 
teriormente hipotecados,  aunque  lo  estén  con  el  pacto 
de  no  enajenarlos  ó  no  volverlos  á  hipotecar,  quedando  á 
salvo  la  prelacion  de  la  hipoteca  anterior. 

Art.  41. 

No  podrán  hipotecarse: 

1  ?  Los  bienes  de  personas  que  no  tienen  la  libre 
disposición  de  ellos,  sino  en  los  casos  y  con  los  requi- 
sitos que  prescriben  las  leyes  para  su  enajenación. 

2  ?  Los  frutos  y  rentas  pendientes,  con  separación 
del  predio  que  los  produzca. 

3  ?  Los  objetos  muebles  colocados  permanentemen- 
te en  los  predios,  á  no  ser  que  se  hipotequen  juntamen- 
te con  estos. 

4?  Las  servidumbres,  sino  en  cuanto  constituyen 
parte  del  predio  dominante,  cuando  este  fuere  hipote- 
cado. 

5  ?  El  usufructo  que  corresponde  á  los  padres  en  los 
bienes  de  sus  hijos,  y  al  cónyuje  sobreviviente  en  los 
del  difunto. 

6  ?  El  uso  y  la  habitación. 

7  9  Las  minas,  mientras  no  se  hubiere  obtenido  el 
título  de  su  concesión. 

Art,  42. 

Pedían  hipotecarse  loa  bienes  litijiosos.  Pero  si  el 
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actor  hubiere  anotado  antes  su  demanda,  con  arreglo 
al  articule  ii.',  ó  por  otro  medio  constare  en  el  rejistro 
la  cualidad  litijiosa  del  inmueble,  la  hipoteca  queda  ni 
sujeta  X  la-  residían  del  juicio. 

\rt  4a 

La  hipoteca  se  cstiende  á  las  accesiones  naturales, 
á  las  mejoras,  á  los  frutos  pendientes  y  rentas  no  per- 
cibidas al  vencerse  la  obligación;  al  usufructo  si  este  se 
consolidare  con  la  ñera  propiedad  hipotecada,  y  al  im- 
porte de  las  indemnizaciones  concedidas  ó  debidas  al 
propietario,  bien  por  la  aseguración  de  los  bienes  hi- 
potecados ó  de  sus  fi  nios,  ó  bien  por  la  expropiación  por 
causa  de  utilidad  publica. 

Cuando  la  indemnización  tuviere  lugar  antes  del 
vencimiento  de  la  deuda  hipotecaria,  se  depositará  su 
importe  por  el  juez  a  solicitud  del  acreedor,  si  los  mis- 
mos interesados  no  celebraren  algún  convenio  especial. 

Art.  11. 

Tuando  la  finca  hipotecada  hubiere  pasado  á  tercer 
poseedor,  podra'  este;  retener  las  mejoras  (pie  á  su  cos- 
ta hubiere  hecho  en  ella  y  fueren  separables  sin  dete- 
rioro de  la  misma  linea;  no  siendo  separables  6  no  se- 
parando las  que  l<>  lucren,  no  podra  impedir  la  venta 
de  la  finca,  y  solo  tendrá  derecho  á  ser  pagado  después 
del  acreedor  hipotecario. 

Art.  15. 

La  hipoteca  constituida  á  favor  de  un  crédito  que 
dev  engue  intereses  no  asegurará,  con  perjuicio  de  tercer 
ro,  además  del  capital,  sino  los  intereses  do  l<>s  dos  úl- 
timos anih  y  la  parte  vencida  de  la  anualidad  cor- 
riente. 

Si  el  atraso  de  los  intereses  excediere  de  tres  años, 
el  acreedor  podrá  exijir  cpic  la  hipoteca  constituida  se 
amplíe  sobre  los  mismos  bienes,  u  otros  si  aquellos  no 
fueren  suficientes,  con  el  objeto  de  asegurar  los  r<5  ditos 
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que,  er¡  ei  momento  de  hacerse  dicha  ampliación,  no 
estuvieren  garantidos  con  la  primera  hipoteca;  pero  la 
ampliación  que  se  practique  no  perjudicará  á  tercero 
que  antes  de  ella  hubiere  inscrito  su  derecho. 

Oponiéndose  el  deudor,  podrá  el  acreedor  solicitar 
del  juez  la.  ampliación  y  anotar  preventivamente  sude- 
manda, 

No  perteneciendo  al  deudor  la  finca  hipotecada,  no 
podrá  el  acreedor  exijir  que  sobre  ella  se  constituya  la 
ampliación  de  la  hipoteca. 

Art,  46. 

* 

El  acreedor  por  pensiones  atrasadas  de  censo  no 
podrá  repetir  contra  la  finca  acensuada,  con  perjuicio  de 
otro  acreedor  hipotecario  ó  censualista  posterior,  sino 
en  los  términos  y  con  las  restricciones  establecidas 
en  el  artículo  precedente;  pero  podrá  exijir  hipoteca  en 
el  caso  y  con  las  limitaciones  que  tiene  derecho  á  ha- 
cerlo el  acreedor  hipotecario,  según  el  mismo  artículo, 
cualquiera  que  sea  el  poseedor  de  la  finca  acensuada. 

Art.  47. 

Cuando  un  predio  dado  en  enfiteusis  caiga  en  comi- 
so con  arreglo  á  las  leyes,  pasará  al  dueño  del  domi- 
nio directo  con  las  hipotecas  ó  gravámenes  reales  que  le 
hubiere  impuesto  el  enfiteuta,  pero  quedando  siempre  á 
salvo  todos  los  derechos  correspondientes  al  mismo  due- 
ño del  dominio  directo. 

Art.  48.  • 

Cuando  se  hipotequen  varias  fincas  á  la  vez  por  un 
solo  crédito,  los  interesados  deberán  determinar  la  canti- 
dad ó  parte  de  gravámen  de  que  cada  una  debe  respon- 
der: en  este  caso  el  acreedor  no  podrá  ejercer  su  dere- 
cho, en  perjuicio  de  tercero,  sobre  las  fincas  hipoteca- 
das sino  por  la  cantidad  que  á  cada  una  de  ellas  se  le 
hubiere  asignado;  pero  podrá  ejercerlo  sobre  las  demás 
fincas  hipotecadas,  no  mediando  perjuicio  de  tercero,  por 
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la  cantidad  que  alguna  de  (Has  no  hubiere  Jeanzao^ 
a  cubrir. 

so  paira*  e  una  pane  del  cielito  que  pueda  a 
piiearse  a  ía  'iberacion  do  una  ií  otra  di  las  lineas  gra- 
vadas, por  no  ser  inferió**  al  importo  -lula  responsabi- 
lidad especial  de  cada  linea,  el  deudor   elejirá  Ja  que 
haya  de  quedar  libre. 

Ait.  49. 

Si  después  rio  hipotecada  una  finca,  se  dividiere  en 
dos  ti  mas.  no  se  distribuir;!  entre  ellas  el  crédito  hipo- 
tecario, sino  cuando  voluntariamente  lo  acordaren  el  a- 
ereedor  y  el  deudor. 

Art.  50. 

Si  la  finca  hipotecada  disminuyere  de  valor  por  do- 
lo 6  culpa  del  dueño,  podrá  el  acreedor  hipotecario  so- 
licitar  del  juez  que,  recibiendo  justificación,  exija  al 
propietario  caución  <h  ;>o  rcincidii  °n  hechos  ií  omisio- 
nes que  produzcan  aquel  efecto,  ó  bien  que  ponga  el 
inmueble  en  administración  ha^ta  que  se  verifique  el 

Art.  51. 

La  acción  hipotecaria  prescribirá,  con  arreglo  á  la* 
h'M-s,  ;{  Jos  treinta  años,  contados  desde  que  pueda  e- 
jereitarse. 

Art.  T>2. 

Kl  acreedor  podrá  oxijir  ejeeulivamento  del  teroer 
poseedor  de  los  bienes  hipotecados  el  pairo  del  erudi- 
to asegurado  con  l<»s  qne  aquel  posea  y  los  correspon- 
dientes réditos,  conforme  á  lo  prescrito  en  esta  ley,  si 
al  vencimiento  del  plazo  no  pagare  el  deudor  después  de 
ser  requerido  judicialmente  <>  por  escribano. 

Kl  tercer  poseedor  deberá  verificar  el  pago  ó  aban- 
donar los  bienes  hipotecados,  dentro  de  !<>s  tres  dias  si- 


guient.es  á  la  demanda  del  acreedor* 
1         Art.  53. 

Si  el  tercer  poseedor  no  pagare  ni  desamparare  los 
Vienes,  será  responsable  con  los  suyos,  además  de  serlo 
con  los  hipotecados,  de  los  intereses  devengados  desde 
el  requerimiento  y  de  las  costas  judiciales  á  que  por  su 
morosidad  diere  lugar. 

En  el  caso  de  que  el  tercer  poseedor  desampare  les 
bienes  hipotecados,  se  considerarán  estos  en  poder  del 
deudor,  á  fin  de  que  pueda  dirijirse  contra  el  mismo  el 
procedimiento  ejecutivo. 

Art.  54; 

Siendo  los  créditos  hipotecarios  verdaderas  cargas 
reales,  pasarán  al  adquirente  rematario  con  la  finca 
subastada.  Con  el  precio  de  la  misma  finca  se  paga- 
rá al  ejecutante,  deduciéndose  el  importe  de  los  demás 
créditos  hipotecarios  que  pesen  sobre  el  inmueble,  y 
que  el  adquirente  continuará  reconociendo  á  favor  de  los 
acreedores  inscritos. 

Si  el  rematario  no  quisiere  continuar  reconociendo 
aquellas  cargas,  por  no  alcanzar  á  cubrirlas  el  precio 
del  inmueble,  deducido  el  crédito  del  ejecutante,  ó  bien 
por  cualquiera  otro  motivo,  pedirá  la  citación  personal 
de  los  acreedores  inscritos  para  que  se  cubra  á  los  de 
plazo  vencido  y  se  deposite  lo  que  corresponda  á  los 
de  plazo  pendiente,  según  la  prioridad  relativa  de  sus 
inscripciones  y'  hasta  la  concurrente  cantidad  del  precio 
de  la  finca  rematada,  regulándose  el  pago  de  réditos 
conforme  á  lo  prevenido  en  esta  le}r. 

En  consecuencia  quedará  en  este  caso  liberada  la 
finca  de  los  créditos  hipotecarios  que  sobre  ella  pesa- 
ren, y  el  juez,  á  solicitud  del  mismo  rematario,  decre- 
tará la  cancelación  en  el  rejistro  de  las  inscripciones 
que  se  refieran  á  los  créditos  espresados. 
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Art.  55. 

Si  para  el  pago  de  una  pai  te  de  la  deuda  cuyo  pla- 
/••  estuviere  u  ncido,  ó  para  el  de  los  intereses,  fuere 
iiecesurio  enajenar  la  linca  hipotecada,  y  aun  quedaren 
por  vencer  otros  plazos  de  la  obligación,  :;e  verificara* 
la  venta  y  se  trasferirá  la  tinca  al  comprador  con  la 
hipoteca  correspondiente  a  la  parto  del  crédito  que  no 
estuviere  satisfecha,  la  cual  con  los  intereses  se  dedu- 
cirá' del  precio.  Si  el  comprador  no  (pusiere  la  finca 
con  este  gravámen,  se  depositará  su  importe  con  los 
intereses  (pie  le  correspondan  para  que  sea  pagado 
el  acreedor  al  vencimiento  de  los  plazos  pendientes. 

\  Art.  56. 

Se  considerará  también  como  tercer  poseedor  para  los 
efectos  de  los  artículos  52  y  53,  el  que  hubiere  adquiri- 
do solamente  el  usufructo  ó  el  dominio  útil  do  la  lin- 
ea hipotecada,  ó  bien  la  propiedad  ó  el  dominio  direc- 
t",  quedando  en  el  deudor  el  derecho  correlativo. 

Si  hubiere  mas  de  un  tercer  poseedor,  por  hallarse 
en  una  persona  la  propiedad  ó  el  dominio  directo  y  en 
otra  el  usufructo  ó  el  dominio  útil,  so  entenderá  con  am- 
bos el  requerimiento. 

Art.  57. 

Xo  se  suspenderá  el  procedimiento  ejecutivo  enta- 
blado por  el  acreedor  hipotecario  sino  por  la  reclama- 
ción de  un  tercero,  fundada  en  un  título  de  dominio  ins- 
•  rito  con  anterioridad  al  título  del  acreedor  ejeeiiiantc. 
Tampoco  se  suspenderá  por  la  defunción  del  deudor  ó 
del  tercer  poseedor,  ni  por  la  declaración  do  quiebra, 
ni  por  el  concurso  de  acreedores  de  cualquiera  de 
ellos. 

Art.  58. 

Kn  el  procedimiento  indicado  en  el  artículo  ante- 
rior, no  se  sacara'  la  lim  a  embarcada  a  la  asta  piíbli- 


ca,  sino  cuando  hay:,  recaído  .sentencia  de  remate.  Pro- 
nunciada la  sentencia  y  practicado  el  avaluó  de  la  fin- 
ca, se  sacará  esta  á  hx  asta  pública  por  el  término  de 
doce  dias?  anunciándose  por  medio  de  edictos  que  se  fi- 
jarán en  loa-lugares  de  costumbre  y  se  insertarán  en  el 
periódico  que  hubiere  en  el  departamento,  En  el  edic- 
to se  designará  el  dia  y  hora  del  remate,  en  cuyo  acto 
se  darán  los  pregones  de  estilo. 

Art.  59. 

Pagando  el  tercer  poseedor  en  todo  ó  en  parte  el 
ero  dito  hipotecario,  quedará  respectivamente  subrogado 
en  los  derechos  del  acreedor. 

#    Art.  (30. 

En  el  remate  de  una  finca  hipotecada  puede  el  a- 
creedor  concurrir  á  él  y  hacer  posturas  que  sean  legal- 
mente admisibles  á  cualquiera  otro  licitador. 

Art.  61. 

La  ley  no  reconoce  mas  que  la  hipoteca  volunta- 
ria y  la  legal,  una  y  otra  especial  y  espresa. 

SECCION  2  ? 
Hipoteca,  voluntaría. 


Art.  62. 

Es  hipoteca  voluntaria  la  convenida  libremente  en- 
tre los  interesados  ó  constituida  en  disposición  testa- 
mentaria. 

Art,  63. 

Cuando  la  hipoteca  se  constituya  por  una  persona 
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sin  poder  bastante,  surtirá  mis  efectos  entre  las  partes 
si  fuere  ratificada  por  el  dueño  de  los  bienes  hipoteca- 
dos, y  contra  tercero  desde  la  fecha  en  que  por  una 
nueva  inscripción  se  subsane  la  falta  cometida. 

Art.  Gi. 

La  hipoteca  constituida  para  la  seguridad  de  uníTo- 
bligacion  futura  ó  sujeta  11  condiciones  suspensivas  ins- 
critas surtirá  efecto  contra  tercero  desde  su  inscripción, 
si  la  obligación  lleca  á  contraerse  ó  la  condición  a' 
(  -mnplirsc. 

Si  la  obligación  asegurada  estuviere  sujeta  á  con- 
dición resolutoria  inscrita,  subsistirá  la  hipoteca,  sur- 
tiendo efecto  en  cuanto  á  tercero,  ¿uiontras  subsista  la 
obligación  principal  por  no  haberse  realizado  la  condi- 
ción resolutoria  y  hecho  constar  su  realización  en  el 
registro. 

Art.  G5. 

El  crédito  hipotecario  puedo  enajenarse  ó  cedei  >< 
en  lodo  ó  en  parte,  siempre  (pie  se  haga  en  escritura 
publica  de  que  se  de  conocimiento  al  deudor  y  que  se 
inscriba  en  el  ivjistro.  % 

Kl  cesionario  se  subrogará  en  todos  los  derechos  del 
ceden  te. 

Si  >e  omitiere  dar  al  deudor  conocimiento  de  la  ce- 
non  del  crédito  hipotecario,  será  el  cedente  responsable 
de  Ion  perjuicios  que  pueda  sufrir  el  cesionario  por  con* 
secuencia  de  esta  falta. 

Art.  07. 

l.os  derechos  ó  créditos  asegurados  con  hipoteca 
legal  no  podrán  cederse  sino  cuando  las  personas  que 
los  tengan  á  su  favor  sean  legalmente  capaces  para  0- 
n  ajenarlo». 
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SECCION  3. 53 
Hipoteco,  lesrsil» 


Art.  68. 

Se  establece  hipoteca  legal  únicamente: 

1  ? — En  favor  de  la  mujer  casada,  sobre  los  bienes 
ele  su  marido,  por  los  que  en  cualquier  concepto  haya 
introducido  á  la  sociedad  conyugal  y  se  hayan  entregado 
al  marido  bajo  fe  de  escribano. 

2  P  — En  favor  de  los  hijos  sobre  los  bienes  de  sus 
padres  por  los  que  deban  reservarles,  por  los  de  su 
peculio,  y  sobre  los  de  su  padrastro  por  los  que  la  ma- 
dre haya  administrado  ó  administre. 

3  ?  — En  favor  de  los  menores  ó  incapacitados  so- 
bre los  bienes  de  sus  tutores  ó  curadores,  por  los  que 
estos  hayan  recibido  de  la  pertenencia  de  aquellos,  en 
c1  ?aso  de  que  los  espresados  tutores  ó  curadores  no 
prefieran  prestar  fianza,  conforme  al  artículo  88. 

Art.  69. 

Las  personas  á  cuyo  favor  establece  esta  ley  hipo- 
teca legal  no  tendrán  otro  derecho  que  el  de  exijir  la 
constitución  de  una  hipoteca  especial  sobre  cualesquie- 
ra bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  hipotecables 
de  que  pueda  disponer  el  obligado  á  prestarla. 

También  podrán  exijir  dicha  hipoteca  en  cualquier 
tiempo,*  aunque  haya  cesado  la  causa  que  le  diere  fun- 
damento, como  el  •matrimonio,  patria  potestad,  tutela  ó 
curaduría,  siempre  que  esté  pendiente  de  cumplimiento 
la  obligación  que  debiera  haberse  asegurado. 

Art.  70. 

Para  que  la  hipoteca  legal  se  entienda  constituida 
se  necesita  la  inscripción  del  título  en  cuya  virtud  se 


r-  re- 
constituye. 

Ait.  71. 

La  hipoteca  legal,  una  vez  constituida  ¿  inscrita, 
airte  los  misinos  efectos  que  la  voluntaria,  sin  nías  ex- 
cepciones que  las  que  determina  esta  ley. 

Alt.  72. 

En  cualquier  tiempo  en  que  llegaren  á  ser  insufi- 
cientes los  bienes  sobre  los  cuales  se  haya  constituido 
hipoteca  legal,  podrá  pedirse  la  ampliación  de  esta,  j te- 
ro sin  perjuicio  de  tercero  que  hubiere  adquirido  dere- 
cho en  ellos  antes  de  verificarse  la  ampliación. 

Art.  73. 

La  mujer  casada  tendrá  derecho,  en  virtud  de  su  hi- 
poteca legal: 

1? — A  que  inscribiéndose  á  nombre  del  marido 
les  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  (¿ue  se  le  tras- 
mitan como  dote  estimada  con  efectos  de  venta,  se  es- 
prese  en  la  misma  inscripción  la  cuantía  de  la  dote,  la 
cantidad  en  que  hayan  sido  estimados,  y  los  hipoteque 
en  garantía  de  la  restitución  de  su  importe. 

2? — A  que  el  marido  inscriba  á  nombre  de  ella 
misma  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  que  reci- 
biere en  cualquier  otro  concepto  que  no  sea  el  espre- 
sado  en  el  párrafo  anterior. 

o  -  A  <jiic  el  marido  le  asegure  con  hipoteca  es- 
pecial suficiente  todos  los  demás  bienes  de  otra  natu- 
raleza que  hubiere  recibido  por  razón  de  matrimonio. 

Art.  74. 

Al  inscribí)  s<«  á  l'avor  oVI  marido  la  prop'u dad  de  los 
bienes  espresados  en  el  párrafo  [9  del  articulo  ante- 
rior, se  procederá  á  inscribir  de  oficio  la  hipoteca  do- 
tal  que  sobre  ello-,  <<-  constituya  en  favor  de  la  mujer. 


Art.  75. 


Por  medio  de  una  nota  se  hará  constar  en  el  re: 
jistro  haber  sido  aportados  por  la  mujer  al  matrimonio 
los  bienes  dótales  inestimados  ó  los  parafernales  que 
ya  estuvieren  inscritos  á  nombre  de  ella  misma. 

Si  dichos  bienes  no  estuvieren  inscritos  á  favor  de 
la  mujer,  se  inscribirán  en  la  forma  ordinaria,  espresan- 
do en  la  inscripción  su  cualidad  de  dótales  ó  parafer- 
nales. 

Art.  76. 

Cuando  se  constituya  dote  inestimada  en  bienes  no 
inmuebles,  se  apreciarán  estos  con  el  línico  objeto  de 
fijar  la  cantidad  que  deba  asegurar  la  hipoteca,  para  el 
caso  de  que  no  subsistan  los  mismos  bienes  al  tiempo 
de  su  restitución. 

Art.  77. 

Por  razoii  de  arras   ó  donaciones  esponsalicias, 
aunque  se  hayan  ofrecido  como  aumento  de  dote,  no  ten- 
drá la  mujer  contra  el  marido  mas  que  acción  personal 
derivada  de  título  lucrativo. 

Art.  78. 

La  constitución  de  la  hipoteca  y  la  inscripción  de 
dominio  de  que  trata  el  artículo  73,  podrán  exijirse  por 
la  mujer  ó,  con  su  espreso  consentimiento,  por  las  per- 
sonas de  que  habla  el  párrafo  3  ?  de  este  artículo, 
excepto  el  curador,  cuando  ella  sea  mayor  de  edad  y 
no  este'  aun  casada. 

Si  ya  lo  estuviere  y  fuere  mayor  de  edad,  solo  e- 
11a  podrá  exijir  dicha  constitución  é  inscripción. 

Si  la  mujer  fuere  menor,  este  ó  no  casada,  deberán  e- 
jercitar  aquel  derecho  en  su  nombre  y  calificar  la  su- 
ficiencia de  la  hipoteca  que  se  constituya,  el  padre,  la 
madre,  el  que  diere  los  bienes  que  se  deban  asegurar, 
y  el  curador  si  lo  tuviere. 
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Ait.  7 y. 


Si  el  marido  careciere  de  bienes  en  que  constituir 
hipoteca  por  los  bienes  no  inmuebles  que  hubiere  a- 
portado  la  mujer  al  matrimonio,  quedará*  obligado  á*  cons- 
tituirla sobre  los  primeros  bienes  raices  ó  derechos  rea- 
les que  adquiera;  pero  sin  que  estn  obligación  pueda 
perjudicar  á  tercero  mientras  no      inscriba  la  hipoteca. 

Art.  80.  , 

Los  bienes  introducidos  por  la  mujer  en  la  socie- 
dad conyugal,  inscritos  á  su  nombre  ó  hipotecados  á*  su 
favor,  no  se  podnfn  enajenar,  gravar  ni  hipotecar  sino 
en  nombre  y  con  el  consentimiento  espreso  de  la  mu- 
jer, y  quedando  á  esta  el  derecho  de  exijir  que  su  mari- 
do le  constituya  otra  hipoteca  equivalente  en  sustitución 
de  los  enajenados. 

Si  alguno  de  los  cónyujes  fuere  menor  de  edad,  de- 
berán preceder  á  la  enajenación  los  requisitos  estable- 
cidos por  la  ley. 

I^a  hipoteca  especial  que  los  hijos  tienen  derecho 
íí  exijir  por  sus  bienes  rcservables  se  constituirá*  ins- 
cribiendo ií  nombre  de  los  padres  los  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  (pie  tengan  aquella  cualidad,  esprcsándola 
claramente  en  la  misma  inscripción. 

Si  anteriormente  hubieren  sido  inscritos  á*  nombre 
del  padre  ó  de  la  madre,  se  hará*  constar  por  medio  de 
una  nota  la  cualidad  de  rcservables. 

Si  los  bienes  rcservables  no  fueren  inmuebles  ó  de- 
rechos reales,  el  padre  ó  la  madre  constituirán  hipote- 
ca equivalente  sobre  sus  propios  bienes. 

Cuando  los  bienes  de  la  madre  no  fueren  suficien- 
tes para  constituir  la  hipoteca,  la  constituirá  sobre  los 
que  tenga,  y  su  segundo  marido  hipotecará  los  que 
fueren  'necesarios  para  completar  el  importe  total  do 
los  bienes  (pie  deban  asegurarse. 

Si  nincruuo  de  los  cónvuies  tuviere  bienes  bastantes 
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para  constituir  la  hipoteca,  quedarán  solidariamente  o- 
bligados  á  hipotecarlos  primeros  bienes  que  adquieran. 

Art.  82, 

El  hijo  á  cuyc  favor  haya  de  constituirse  hipoteca 
en  razón  de  su  peeuHo  adventicio  tendrá  derecho  á  que 
ios  bienes  inmuebles  que  lo  constituyan  se  inscriban  á 
su  nombre,  si  ya  no  lo  estuvieren,  con  espresion  de  es- 
ta circunstancio,,  ó  á  que  el  padre  le  asegure  con  hipo- 
teca especial  los  bienes  que  no  sean  inmuebles,  perte- 
necientes al  mismo  peculio 

Art.  33. 

Si  el  padre  no  tuviere  bienes  sobre  que  constituir 
hipoteca  en  segundad  de  los  reservables  ó  de  los  del 
peculio  adventicio,  quedará  obligado  á  constituirla  en  los 
primeros  bienes  hipotecables  que  adquiera. 

Si  fueren  insuficientes  los  inmuebles  que  tuviere, 
constituirá  sin  embargo  la  hipoteca  sobre  ellos,  sin  per- 
juicio de  ampliarla  á  otros  que  haga  suyos  en  lo  su- 
cesivo. 

Art.  84.  > 

Tanto  el  padre  como,  la  madre  en  su  caso,  tendrán 
el  deber  de  pedir  la  inscripción  de  los  bienes  ó  de  la 
hipoteca  de  que  se  trata  en  los  artículos  próximo-an- 
teriores. 

Art.  85. 

A  falta  del  padre  ó  de  la  madre,  cuidarán  de  que 
se  practique  la  inscripción  ó  se  constituya  la  hipoteca, 
según  corresponda,  respecto  de  los  bienes  reservables, 
los  parientes  en  cualquier  grado  ó  linea  y  los  albaceas 
del  cónyuje  premuerto. 

Respecto  de  los  bienes  que  constituyan  el  peculio 
de  los  hijos,  cuidarán  de  hacerlo  las  personas  de  quie- 
nes procedan  los  bienes  en  que  consista  el  peculio,  sus 
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beretlcros  6  albaceas,  y  los  parientes,  inclusive  la  ma- 
dre, si  í>str viere  legalmente  separada  de  su  marido. 

Bn  todc  caso  los  tutores  y  curadores  estarán  obli- 
gados á  pedir  la  inscripción  de  bienes  6  la  constitu- 
ciov;  le  la  hipoteca  á  que  se  contrae  este  artículo. 

Art.  86. 

Cuando  los  hijos  fueren  mayores  de  edad  solo  ellos 
podrán  ejercitar  el  derecho  que  en  su  favor  establecen 
l  1  artículos  81  y  siguientes. 

Art.  87. 

En  todo  caso  deberá  solicitarse  la  intervención  judi- 
cial para  hacer  la  inscripción  de  bienes  ó  constituir 
la  hipoteca  en  favor  de  los  hijos  cuando  fueren  me- 
nores. 

Art.  88 

Los  tutores  de  cualquiera  calidad  que  sean,  y  ios 
curadores  (pie  administren  bienes  de  menores  ó  inca- 
pacitados, deberán  á  su  elección,  ó  prestar  lianza  ó 
constituir  hipoteca  espresa  equivalente  á  los  bienes  que 
administren. 

Art.  89. 

Uno  y  otro  cargo  serán  en  todo  caso  discernidos 
por  el  juez,  quien  exijirá  previamente  la  prestación  de 
la  fianza  6  la  constitución  de  la  hipoteca. 

Art.  90. 

8i  el  tutor  o  »1  curador  se  injirieren  en  la  adminis- 
tración sin  el  discernimiento  previo  del  cargo,  podrán 
pedir  la  fianza  ó  la  hipoteca  el  curador  para  pleitos 
y  los  parientes  del  menor  ó  incapacitado 


Art.  91 


Si  fuere  insuficiente  la  hipoteca  constituida  por  el 
tutor  ó  curador,  el  juez  exijirá  á  su  prudente  arbitrio  la 
ampliación  á  otros  bienes,  ó  fianza  por  la  parte  no  ase- 
gurada. 

Art.  92 

No  se  concederá  habilitación  á  la  madre  quépase  á* 
ulteriores  nupcias  para  continuar  en  la  tutela  ó  cúrate- 
la de  sus  hijos,  sin  que  conste  estar  constituida  la  hipo- 
teca especial  correspondiente,  con  aprobación  del  juez. 

Si  la  madre  se  injiriere  ó  continuare  injiriéndose 
en  la  administración  de  los  bienes,  antes  de  constituir 
la  hipoteca,  quedará  obligado  el  marido  á  prestarla,  res- 
pondiendo con  ella  de  las  resultas  de  la  administración  i- 
legal  de  su  mujer. 

Art,  93 

Siempre  que  constare  al  juez  en,  razón  de  oficio,  no 
haberse  constituido  la  hipoteca  que  corresponde  en  favor 
de  un  menor,  aun  cuando  sea  mujer  casada,  ó  de  algún 
incapacitado,  dictará  la  providencia  que  proceda  para 
que  la  persona  obligada  á  constituir  dicha  hipoteca  lo 
verifique  en  la  conformidad  que  respectivamente  estable- 
ce esta  ley. 

Art.  94 

Los  demás  funcionarios  públicos,  escribanos  y  re- 
gistradores, bajo  su  responsabilidad  darán  cuenta  al  juez 
de  los  actos  que  ante  ellos  pasen  y  den  mérito  á  la  cons- 
titución de  la  hipoteca  legal  establecida  en  favor  de  las 
personas  indicadas  en  el  artículo  precedente. 


TITULO  IV. 


A  ii  oí  aciones  preventivas» 


Art.  95 

Podran  pedir  anotación  preventiva  de  sus  respec- 
tivos derechos: 

1.  °  — El  (pie  demandare  en  juicio  la  propiedad  de 
bienes  inmuebles,  ó  la  c  mstitucion,  declaración,  modifi- 
cación ó  estincion  de  cualquier  derecho  real. 

2.  c  — El  que  en  juicio  ejecutivo  obtuviere  manda- 
miento de  embargo  que  se  haya  hecho  efectivo  en  bienes 
raices  del  deudor. 

3.  °  — VA  que  obtuviere  providencia  ordenando  el 
secuestro  ó  prohibiéndola  enajenación  de  bienes  raic<  . 

4.  ° — El  que  instaurare  demanda  con  el  objeto  de 
obtener  alguna  de  las  providencias  espresadas  en  el  n.  ° 
4.  °  del  artículo  2.  °  de  esta  ley. 

5.  °  Los  legatarios  y  acreedores  del  difunto  en  los 
bienes  raices  de  la  lieiencia. 

6\  c  El  (pie  por  alguna  otra  causa  tuviere  derecho 
a*  exijir  anotación  preventiva  conforme  á  otras  disposi- 
ciones de  esta  ley. 

Art.  00. 

En  el  caso  del  n limero  1.  -  del  artículo  anterior,  no 
podrá  hacerse  la  anotación  sino  a*  solicitud  del  actor  y 


por  mandato  del  juez,  cuando  lo  estimare  conveniente 
para  asegurar  las  resultas  del  juicio. 

En  los  casos  de  los  números  2  ?  y  3  ?  del  mis- 
mo artículo,  se  hará  también  por  mandato  judicial  y 
será  decretada  de  oficio. 

La  anotación  preventiva  decretada  por  el  juez  en 
el  caso  del  numero  4  ?  del  espresado  artículo  95,  se  ha- 
rá efectiva  por  el  rejistrador  en  todos  los- bienes  ins- 
critos á  favor  de  la  persona  de  cuya  incapacidad  se 
trate. 

También  podrán  anotarse  en  este  caso  los  bienes 
no  inscritos  que  á  la  misma  persona  pertenezcan,  siempre 
que  el  juez  lo  ordenare,  haciéndose  previamente  la  inscrip- 
ción de  propiedad  que  corresponda. 

.     Art.  97. 

Las  anotaciones  preventivas  que  procedan  de  pro- 
videncia judicial  no  se  suspenderán  por  oposición  ó  a- 
pol ación  de  parte. 

Art,  98. 

Para  hacerse  la  anotación  en  favor  de  los  acreedo- 
res á  la  herencia  será  necesario  instrumento  ejecutorio, 
anuencia  del  heredero  ó  mandato  judicial. 

Para  hacerse  en  favor  ^de  los  legatarios  se  exijira', 
además  de  la  presentación  del  testamento,  la  anuencia 
del  heredero  ó  mandato  judicial. 

Art.  99. 

Para  que  el  heredero  pueda  inscribir  á  su  favor 
los  bienes  raices  de  la  herencia,  y  en  consecuencia 
gravarlos  ó  enajenarlos,  habiendo  legatarios  ó  acreedo- 
res ciertos  á  la  misma  herencia,  se  requiere  que,  ade- 
más del  trascurso  del  teimino  de  los  edictos  .espresados 
en  el  artículo  22,  preceda  alguna  de  las  circunstancias 
siguientes.  ,  . 

1. 03 — Qu  :  el  heredero  este  solvente  y  haya  cum- 
plido con  las  disposiciones  del  testador  en  favor  de  los 
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legatarios. 

2.  *  — Que  los  legatarios  y  acreedores  hayan  hecho 
uso  de  su  derecho  de  anotar. 

3.  rt  — Que  lo  hayan  renunciado  espresamente  en 
escritora  publica,  ó  verbal  mente  ante  el  rejistrador  en  el 
acto  de  verificáis» la  inscripción. 

í  *  — Que  hayan  sido  citados  personalmente  de 
orden  de)  juez  ó  alcalde,  y  hayan  trascurrido  treinta 
di.is  á  contar  desde  la  ultima  citación,  ó  que  no  ha- 
biendo podido  ser  habido  alguno  de  ellos,  lo  cual  se 
luirá  constar  en  las  diligencias,  hubiere  ya  trascorrido 
el  termino  de  los  edictos  prevenidos  en  el  citado  artí- 
culo 22.  Ambos  términos  correrán  simultáneamente  en1 
la  parte  en  que  coincidieren. 

Si  ocurriere  oposición,  se  suspenderá*  la  inscripción 
hasta  que  por  sentencia  firme  se  resuelva  lo  que  cor- 
responda. 

Alt  100. 

Hecha  la  inscripción  á  favor  del  heredero,  de  con- 
formidad con  lo  establecido  en  el  artículo  anterior,  no 
podrán  ya  los  acreedores  ni  los  legatarios  de  jenero  0 
eantidad  ejercitar  su  derecho  de  anotación. 

Art.  101. 

En  el  segundo  caso  del  artículo  09  la  inscripción  en 
fivor  del  heredero  se  entenderá  con  el  gravámen  de  las 
anotaciones  que  sobre  los  bienes  de  la  herencia  hayan 
t  atenido  los  acreedores  ó  legatarios. 

Art.  102. 

El  legatario  de  jenero  ó  cantidad  no  podrá  exijir 
anotación  sobre  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  le- 
gados especialmente  á  otro,  ni  el  legatario  de  bie- 
nes inmuebles  determinados,  derechos  realVs  ó  pensio- 
nes consignada^  sobre  ellos,  podrá  constituir  su  anotu- 
cion  sino  sobre  los  mismos  bienes. 
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Art.  103 

Sí  alguno  de  los  legatarios  fuere  persona  incierta,  la 
anotación  de  su  legado  se  practicará  de  oficio  por  el 
rejistrador,  bien  al  anotarse  otros  legados,  ó  bien  al 
inscribirse  la  herencia  á  favor  del  heredero 

Art.  10*. 

Por  la  anotación  los  acreedores  y  legatarios  serán, 
preferidos  en  cuanto  á  los  bienes  del  difunto  á  los  a- 
creedores  particulares  del  heredero. 

Art.  105 

Podrá  hacerse  anotación  sobre  bienes  ya  anotados, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  102,  y  la  preferencia 
del  título  oneroso  sobre  el  lucrativo. 

Art.  106. 

El  acreedor  que  obtenga  anotación  á  su  favor  en 
los  casos  de  los  números  2.  ° ,  3.°  y  4.  °  del  artículo 
95,  será  preferido  en  cuanto  á  los  bienes  anotados,  so- 
lamente á  los  que  tengan  contra  el  mismo  deudor  un 
crédito  contraído  con  posterioridad  á  dicha  anotación. 

Los  legatarios  entre  sí,  igualmente  que  los  acree- 
dores á  la  herencia,  tampoco  podrán  pretender  preferen- 
cia por  la  sola  anotación. 

Art.  107. 

Cuando  la  anotación  preventiva  de  un  derecho  se 
convierta  en  inscripción  definitiva  del  mismo,  surtirá 
esta  sus  efectos  desde  la  fecha  de  la  anotación. 

Art.  108. 

Los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  anotados 
podrán  enajenarse  ó  gravarse,  pero  sin  perjuicio  del 
derecho  de  aquel  á  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la 
18 
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anotación. 

Art.  109. 

La  p  notación  espresara'  el  inmueble  ó  derecho  real  a 
que  so  contraiga,  las  personas  á  quienes  afecte,  el  tí- 
tulo de  su  procedencia,  el  importe  de  la  obligación,  si 
pudiere  determinarse,  y  la  fecha. 

La  anotación  será  ineíicaz  si  no  diere  á  conocer 
la  finca  ó  derecho  anotado,  las  personas  á  quienes  a- 
íecte,  ó  la  fecha. 
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TITULO  V. 

Cancelaciones. 


Art.  UO. 

Las  inscripciones  no  se  estinguírán.  en  cuanto  á 
tercero,  sino  por  su  cancelación  ó  por  la  inscripción 
de  la  trasferencia  del  dominio  é  derecho  real  inscri- 
to á  favor  de  otra  persona. 

Art  111. 

Podrá  pedirse  la  cancelación  total  de  las  inscrip- 
ciones y  anotaciones  preventivas: 

1  ?  — Cuando  se  estingan  por  completo  el  inmue- 
ble objeto  de  la  inscripción  ó  el  derecho  inscrito. 

2  ?  — Cuando  se  declare  la  nulidad  del  título  en 
cuya  virtud  se  haya  hecho  la  inscripción. 

3  °.  — Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la  inscrip- 
ción, á  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  29. 

Art.  112. 

Podrá  pedirse  la  cancelación  parcial  cuando  se  re- 
duzca el  inmueble  ó  derecho  real,  objeto  dje  la  inscrip- 
ción ó  anotación  preventiva. 


Art  Lía 


Las  inscripciones  y  anotaciones  preventivas  no  se 
cancelarán  sino  poi  providencia  judíela1  que  cause  e- 
jecutoria,  cuando  hayan  sido  decretadas  judicial  i  ente; 
ó  por  consentimiento,  manifestado  en  instrumento  pií- 
blico  ó  verbaluiente  ante  el  rejistrador,  de  aquel  á  cu- 
yo  favor  se  haya  hecho  la  inscripción,  quien  firmará, él 
asiento  de  cancelación  y  si  no  supiere,  un  testigo  a  su 
nombre 

El  rejistrador.  en  este  ultimo  caso  calificará,  ba- 
jo su  responsabilidad,  la  capacidad  legal  del  que  de- 
ba acceder  á  la  cancelación. 

Art.  111. 

La  anotación  preventiva  se  cancelará,  no  solo  cuan- 
do se  estinga  el  derecho  anotado,  sino  también  cuan- 
do en  escritura  publica  se  convenga  ó  en  providencia 
judicial  se  disponga  convertirla  en  inscripción  defini- 
tiva* 

También  se  cancelara  cuando  los  interesados  ma- 
nifiesten vcrbalmentc  ante  el  rejistrador  SU  voluntad  de 
que  la  anotación  se  convierta  en  inscripción  definitiva. 

Art  115. 

La  anotación  á  favor  del  acreedor  á  la  herencia  6 
del  legatario  (pie  no  lo  fuere  de  especie  ni  de  u  ntas  ó 
derechos  reales  consignados  sobre  un  inmueble  deter- 
minado, caducará  al  año  de  su  fecha,  y  en  consecuen- 
cia deberá  hu<  <  i><c  de  oíicio  su  cancelación. 

íSi  al  vencimiento  del  año  no  fuere  aun  cxijible  el 
legado  ó  el  crédito,  se  considerará  subsistente  la  ano- 
tación hasta  dos  meses  después  del  dia  en  que  pueda 
ex  ij  irse. 

,f'jy¡t^¿19. 

»  S¡  antes  de  espirar  el  termino  de  la  anotación  pre- 
ventiva  resultare  ser  esta   ineficaz   para  garantir  el 
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crédito  ó  el  legado,  por  razón  de  las  cargas  ó  con  - 
diciones  especiales  de  los  bienes  anotados,  podrá  pedir 
el  acreedor  á  la  herencia  ó  el  legatario  que  se  consti- 
tuya abra  sobre  bienes  diferentes,  siempre  que  los  ha- 
ya en  la  herencia,  susceptibles  de  tal  gravárnen. 

Art.  117. 

En  consecuencia  de  1c  dispuesto  en  el  artículo 
115,  el  legatario  de  rentas  ó  pensiones  podrá  pedir  en 
cualquier  tiempo  que  la  anotación  se  convierta  en  ins- 
cripción hipotecaria,  si  el  testador  hubiere  consignado 
las  pensiones  sobre  bienes  determinados  de  la  herencia. 

Si  el  legatario  no  hubiere  anotado  su  derecho,  po- 
drá pedir  en  cualquier  tiempo  la  inscripción  hipoteca- 
ria de  los  bienes  de  la  herencia  gravados  por  el  tes- 
tador y  que  existan  en  poder  del  heredero  ó  legata- 
rio obligado  á  dar  la  pensión. 

Art.  118. 

Será  nula  la  cancelación,  aun  en  perjuicio  de  ter- 
cero: 

1  P  — Cuando  no  de  á  conocer  claramente  la  ins- 
cripción cancelada. 

2  ?  — Cuando  haciéndose  en  virtud  de  un  instru- 
mento, no  se  esprese  este,  los  nombres  de  los  otorgan- 
tes, del  escribano  ó  del  juez  en  su  caso,  y  la  fecha  del 
otorgamiento  ó  espedicion. 

3  9  — Cuando  haciéndose  en  virtud  de  compare- 
cencia personal,  no  esprese  el  nombre  de  la  persona  á 
cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la  inscripción  6  anotación, 
ó  quien  represente  lejítimamente  su  derecho. 

4?—  Cuando  en  la  cancelación  parcial  no  se  dé  á 
conocer  claramente  la  parte  del  inmueble  que  haya  de- 
saparecido ó  la  parte  de  la  obligación  que  se  estinga 
y  la  que  subsista. 

5  ?  — Cuando  no  tenga  la  fecha  de  la  compare- 
cencia personal  ó  de  la  presentación  en  el  rejistro  del 
instrumento  en  que  se  haya  convenido  por  las  partes  ií 
ordenado  por  el  juez  la  cancelación. 
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Art.  119. 

Cuando  una  cancelación  se  declare  nula  en  virtud 
de  causas  que  no  aparezcan  en  el  asiento,  tal  nulidad 
no  podrá  perjudicar  á  tercero. 

Art  120. 

El  registrador,  bajo  su  responsabilidad,  suspenderá  ó 
denegará  la  cancelación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  10  para  las  inscripciones. 

Art.  121. 

Toda  cancelación  contendrá  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1  ? — La  clase  de  documento  en  cuya  virtud  se  ba- 
ga la  cancelación. 

2? — La  fecha  del  documento  y  la  de  su  presen- 
tación en  el  rejistro. 

3  í8  — La  designación  del  juez  que  lo  hubiere  es- 
pedido ó  del  escribano  ante  quien  se  haya  otorgado. 

4? — Los  nombres  de  los  interesados  en  la  can 
colación. 

Art  122. 

Trascurrido  el  termino  de  treinta  dias  que  dura  el 
atiento  de  presentación,  sin  haberse  inscrito  ni  anota- 
do el  título  presentado,  el  rejistrador  cancelará  de  oficio 
dicho  asiento. 

Si  después  de  cancelado  se  presentare  el  título  con 
la  subsanacion  requerida,  el  rejistrador  estenderá  nuevo 
asiento  de  presentación  en  el  diario. 


TITULO  VI. 


II  o  «lo  «le  llevar  el  rejistro. 


Art.  123. 

El  rejistro  se  llevará  en  libros  foliados  y  raya- 
dos: serán  uniformes  y  se  formarán  bajo  la  dirección 
del  Ministerio  de  Justicia.  Se  marcarán  con  números  ri- 
gurosamente sucesivos.  El  juez  del  departamento  rubri- 
cará todas  las  fojas  de  dichos  libros,  y  en  el  reverso 
de  ¿a  primera  de  cada  libro  sentará  dilijencia  que  es- 
prese el  numero  de  fojas  que  el  libro  contenga,  y  que- 
dar rubricadas  de  su  mano.  Esta  dilijencia,  que  prece- 
derá á  la  apertura  de  cada  libro,  será  firmada  por  el 
juez  y  el  registrador,  y  sellada  con  el  sello  del  juzgado. 

Art.  121. 

Solo  harán  fe  los  libros  que  lleven  los  rejistra- 
dores  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  artículo  anterior. 

Art.  125. 

Los  rejistros  serán  públicos  para  todos  los  que 
quieran  consultarlos,  pudiendo  tomar  las  notas  que  les 
convengan:  no  se  sacarán  por  ningún  motivo  de  la  ofi- 
cina del  rejistrador,  donde  se  mantendrán  con  todas  las 
precauciones  necesarias  para  su  conservación  y  seguri- 
dad. Todas  las  diligencias  judiciales  ó  estrajudiciales 


que  exijan  la  presentación  de  dichos  libros  se  ejecuta- 
ran precisamente  en  la  misma  oficina. 

Art.  12G. 

El  rejistro  se  llevará  abriendo  uno  partícula*  á  cada 
finca  que  haya  de  inscribirse,  asentándose  en  él  por 
primea  partida  la  inscripción  del  título  de  propiedad, 
conforme  al  artículo  21. 

El  rejistrador  cuidará  de  dejar  el  numero  de  folios  en 
blanco  que  calcule  suficientes  para  las  ulteriores  inscrip- 
ciones relativas  á  la  misma  linca. 

Arr.  127. 

Cada  una  de  las  planas  del  rejistro  se  dividirá  en 
tres  columnas  principales.  La  plana  de  la  izquierda 
comprenderá  los  derechos  reales,  con  excepción  de  la  hi- 
poteca: su  primer  columna  se  destinará  á  las  anotacio- 
nes preventivas:  la  segunda  á  inscripciones;  y  la  terce- 
ra á  cancelaciones.  Cada  columna  tendrá  otra  acceso- 
ria á  la  izquierda,  de  menos  anchura,  pero  suficiente 
para  estender  las  notas  y  referencias  correspondientes  á 
los  asientos  que  comprenda  la  columna  principal  á  (pie 
adhiera. 

La  plana  de  la  derecha  comprenderá  las  hipotecas 
constituidas  sobre  la  misma  linca,  y  estará  también  di- 
vidida en  tres  columnas  pricipales:  la  primerá  se  des- 
tinará á  anotaciones  preventivas:  la  segunda  á  inscrip- 
ciones hipotecarias;  y  la  tercera  á  cancelaciones  de  ins- 
cripciones hipotecarias.  Tendrá  asimismo  cada  colum- 
na otra  accesoria  con  el  espacio  suficiente  para  eslcn- 
der  en  ella  las  notas  y  referencias  correspondientes  á 
los  asientos  de  la  columna  principal  á  que  este  aneja. 

La  anchura  respectiva  de  cada  columna  do  una  y 
otra  plana  será  á  lo  menos  la  qno  indica  ol  modelo 
(pie  bajo  el  numero  L  °  acompaña  á  esta  ley. 

Cada  plana  de  las  que  forman  los  folios  del  rejis- 
tro y  cada  una  de  las  c< »Iunui:is  en  (pie  se  dividen  ten- 
drán respectivamente  los  epígrafes  que  espresa  el  mis- 
mo modelo. 
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.   Art.  128. 

Las  inscripciones,  lo  mismo  que  las  cancelaciones,  se 
cstenderán  unas  á  continuación  de  otras,  sin  dejar  mas 
claros  que  los  que  requieran  el  sello  y  la  firma  del  re- 
jistrador:  las  anotaciones  preventivas,  cancelaciones,  no- 
tas y  referencias,  se  colocarán,  en  lo  posible,  al  lado  del 
asiento  á  que  se  refieran. 

Art.  129. 

Cada  una  de  las  fincas  que  se  inscriban  por  pri- 
mera vez  se  designará  por  el  numero  que  le  corres- 
ponda en  el  órden  sucesivo  en  que  aquellas  fueren  ins- 
cribiéndose: todos  los  folios  correspondientes  á  cada  fin- 
ca irán  encabezados  con  el  numero  que  la  designe. 

Las  inscripciones  y  cualesquiera  otros  asientos 
correspondientes  á  cada  finca  se  señalarán  también  con 
su  numeración  respectiva;  pero  las  anotaciones  preven- 
tivas se  marcarán  con  las  letras  del  alfabeto,  reprodu- 
ciéndolas duplicadas,  triplicadas  &.  si  fuere  necesario. 

Ait.  130. 

El  rejistrador  autorizará  con  firma  entera  las  inscrip- 
ciones, anotaciones  preventivas  y  cancelaciones,  y  las 
notas  con  media  firma  solamente. 

Art.  131. 

Los  rejistradores  llevarán  además  un  libro  que  se 
denominará  Diario,  en  el  que  estenderán  un  breve  a- 
siento,  que  suscribirán  con  firma  entera,  del  contenido 
de  cada  título  en  el  acto  de  su  presentación. 

Todas  las  fojas  de  este  libro  serán  rubricadas  por 
el  juez  del  departamento,  quien  sentará  además  en  la 
primera  una  dilijencia  que  esprese  el  numero  de  fojas 
que  comprende  el  diario  y  quedar  rubricadas  de  su 
mano. 
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Ait.  132. 

El  diario  tendrá*  un  márjen  suficiente  para  estendci 
en  él  las  referencias  á  que  den  mérito  los  asientos  del 
mismo  libro. 

K>t<»s  se  numeraran  correlativamente  en  el  acto  de 
ejecutarlos,  se  cstendera'n  por  el  orden  en  (pie  se  pre- 
senten los  títulos,  sin  dejar  claros  entre  dichos  asientos, 
y  espresarán: 

1.  °  — El  nombre,  apellido  y  vecindario  del  que  pre- 
sente el  título. 

2.  °  — La  hora  de  su  presentación. 

3.  °  — La  especie  de  título  presentado,  su  fecha,  y 
autoridad  ó  funcionario  que  lu  emita  ó  escribano  que  lo 
autorice. 

4.  °  — La  especie  de  derecho  que  se  constituya, 
trasmita,  modifique  ó  estinga  por  el  título  que  se  pre- 
tenda inscribir. 

5.  ° — La  naturaleza  de  la  linea  ó  derecho  real  que 
sea  objeto  de  la  inscripción  solicitada,  con  espresion 
de  la  situación  de  la  linca,  nombre  y  numero  si  lo  tu- 
viere. 

6.  °  — El  nombre  y  apellido  de  la  persona  &  cuyo 
favor  se  pretenda  hacer  la  inscripción. 

7.  ° — La  firma  del  rejistrador  y  de  la  persona  que 
presente  el  título,  ó  de  un  testigo  sí  esta  no  pudiere 
firmar. 

Art.  133. 

Estendido  en  el  diario  el  correspondiente  asiento 
del  título  que,  sin  haberse  inscrito,  deba  devolverse  pa- 
ra subsanar  algún  defecto,  conforme  al  artículo  10,  el 
rejistrador  pondrá  al  pié  del  título  la  siguiente  nota  ru- 
bricada: PreaenUi'l"  <l  din  Diario  número  

Art.  131. 

Verificada  en  el  rejistro  la  inscripción,  anotación 
preventiva  ó  cancelación,  el  rejistrador  pondrá  cu  el  dia- 
rio, al  niiírjen  del  asiento  de  presentación  respectivo  la 
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nota  siguiente:  Rejistrado  allomo  , folio  Finca  nú- 
mero ,  inscripción  {ó  cancelación)  número  ó  anota- 
ción letra  

También  pondrá  en  el  rejistro  una  referencia  al  la- 
do de  la  inscripción  del  dominio  ó  derecho  real  trasmi- 
tido á  otra  persona,  citando  el  tomo,  folio  y  numero  de 
la  nueva  inscripción. 

Art.  135. 

Para  cancelar  el  asiento  de  presentación  conforme 
al  artículo  122,  pondrá  al  máijen  de  dicho  asiento  la 
nota  siguiente:  Cancelado  por  haber  trascurrido  treinta, 
días. 

Art.  136. 

Al  pié  de  cada  título  que  hubiese  sido  rejistrado, 
el  rejistrador  pondrá  la  nota  siguiente:  Rejistrado. — To- 
mo .folio....... Finca  número  Luego  seguirán  el  sello 

del  rejistro  y  la  firma  del  rejistrador. 

Art.  137. 

Los  rejistradores  deberán  conservar  en  su  archivo 
todos  los  documentos  que,  según  se  determina  en  esta 
ley,  deban  quedar  en  el  rejistro,  formando  de  ellos  lega- 
jos separados  y  marcados  con  el  numero  que  tenga  la 
finca  á  que  se  refieran.  Cada  legajo  contendrá  un  ín- 
dice en  que  sucesivamente  se  irán  anotando  los  docu- 
mentos que  contenga. 

Art.  138. 

No  podrán  salvarse  los  errores  ií  omisiones  come- 
tidos en  los  asientos  del  rejistro,  con  enmiendas,  tachas, 
raspaduras,  ó  intercalando  palabras  entre  lincas. 


Art.  139. 


Los  rcjistradorcs,  antes  de  sellar  y  firmar  los  a- 
sicntos  del  rejistro,  cuidarán  de  revisarlos  a*  electo  de 
sahar  los  errores  u'  omisiones  que  en  pilos  86  hubieren 
cometido. 

Art.  UO. 

Si  el  error  lí  omisión  se  notare  después  de  sellado 
y  firmado  el  asiento,  se  rectificara',  si  fuere-  simplemen- 
te de  palabra,  por  medio  de  una  nota  en  la  columna 
respectiva. 

Si  el  error  lí  omisión  fuere  de  algún  concepto  del 
asiento,  y  no  causare,  su  nulidad,  conforme  á*  los  artícu- 
los  10  y  20,  se  rectificara',  estando  conformes  los  inte- 
resados, por  medio  de  un  nuevo  asiento  (pie  firmarán 
junto  con  el  rejistrador,  quien  pondrá  en  la  sub-colum- 
na  correspondiente  esta  nota:  Red  ¡(¡nulo  al  nú  tuero  

No  estando  de  acuerdo  las  partes  y  el  rejistrador, 
no  podrá  hacerse  la  rectificación  sino  por  decreto  ju- 
dicial, poniéndose  también  la  nota  indicada  en  el  pár- 
rafo anterior. 

Cuando  el  error  lí  omisión  se  hubiere  cometido  en 
aliruna  nota,  se  rectificará  por  otra  nota  de  la  misma 

especie. 

Art.  111. 

La  rectificación  de  errores  ií  omisiones  de  concep- 
to lí-)  producirá  electo  sino  desde  su  lecha. 

Art.   1  12. 

[.os  jueces  visitarán  cada  lies  meses  los  icjistros 
de  sus  respectivos  departamentos,  y  estraordinariamento 
cuando  lo  crean  conveniente;  darán  a'  los  rejistradores 
la-  instrucciones  que,  sc^un  lo  (pie  observaren  en  los  a- 
sientos,  fueren  conducentes  al  exacto  cumplimiento  de 
ota  ley.  y  estenderán  á  continuación  acta  espresiva  del 
estado  en  que  encuentren  los  libros  del  mismo  rejirsto,  y 
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de  todo  lo  que  hubieren  observado  y  practicado  en  el 
acto  de  la  visita. 

De  las  actas  que  se  estiendan,  los  jueces  remiti- 
rán copia  autorizada  á  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Art.  143. 

Si  los  jueces  notaren  alguna  falta  de  formalidad 
por  parte  de  los  registradores,  en  el  modo  de  llevar  el 
rejistro  ó  en  el  arreglo  de  los  documentos  que  á  él  cor- 
respondan, dictarán  las  disposiciones  necesarias  para 
corregirla,  y  en  su  caso  penarán  á  los  registradores  con 
árregío  á  los  artículos  1G9  y  siguientes. 

Art.  111:. 

Los  registradores  espedirán  las  certificaciones  que 
judicial  ó  estrajudicialmente  se  les  pidieren  acerca  de 
lo  que  conste  ó  no  conste  en  el  rejistro. 

Art.  115. 

La  libertad  ó  gravámen  de  los  bienes  inmuebles  ó 
.  derechos  reales  solo  podrá  acreditarse,  en  perjuicio  de 
tercero,  por  certificación  del  registrador. 

Avt  146. 

Cuando  las  certificaciones  no  fueren  conformes  con 
los  asientos  á*  que  se  refieran,  se  estará  á  lo  que  de 
estos  resulte,  salva  la  acción  del  perjudicado  por  ellas 
para  exijir  la  indemnización  correspondiente  del  rejis- 
trador  que  hubiere  cometido  la  falta. 

Art.  147. 

Las  certificaciones  se  espedirán  literales  ó  en  rela- 
ción, según  se  mandaren  dar  ó  se  pidieren. 
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Art.  118. 

('¡lando  se  espidiere  certificación  do  una  inscripción 
cancelada,  el  rejistrador  insertará  en  todo  caso  á  conti- 
nuación de  ella,  copia  literal  del  asiento  de  cancelación. 

De  la  misma  manera  el  rejistrador  hará  mérito  en 
la  certificación,  de  cualquier  título  que  estuviere  pre- 
sentado solamente,  pero  que  tenga  relación  con  el  a- 
siento  certificado. 

Art.  149. 

Cuando  el  rejistrador  dudare  si  está  ó  no  subsis- 
tente una  inscripción,  por  dudar  también  de  la  validez 
ó  eficacia  de  la  cancelación  que  á  ella  se  refiera,  in- 
sertará á  la  letra  ambos  asientos  en  la  certificación, 
espresando  que  lo  hace  así  por  haber  dudado  si  dicha 
cancelación  reúne  las  circunstancias  necesarias  para  pro- 
ducir todos  sus  efectos  legales,  y  cuidando  de  espresar 
también  los  motivos  de  la  duda. 

Art.  150. 

Los  vcji^lradorcs  espedirán  las  certificaciones  que 
se  les  pidan,  en  el  mas,  breve  termino  posible,  el  cual  no 
podra*  exceder  de  cuatro  dias  por  cada  linca  cuyas  ins- 
cripciones, libertad  ó  gravámenes  se  trate  de  acreditar. 


TITULO  VU. 

Rcjistrstdores* 


SECCION  1  ? 

NOMBRAMIENTO,  CUALIDADES  Y  DEBERES  DE  LOS  REJISTRADORES. 


Art.  151. 

El  rejistro  de  cada  departamento  estará  á  car- 
go de  un  rejistra  dor  nombrado  por  el  Gobierno  á  pro- 
puesta de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Art.  152. 

Para  obtener  el  nombramiento  de  rejistrador  se  re- 
quiere ser  ciudadano  en  el  goce  de  sus  derechos,  escribano, 
ó  abogado  mayor  de  veintitrés  años,  y  disfrutar  de  buen 
concepto  público. 

Art.  153. 

El  cargo  de  rejistrador  será  incompatible  con  cual- 
quier otro  empleo  público;  pero  podrán  desempeñarlo 
los  escribanos  de  los  juzgados  de  primera  instancia  ó 
municipales. 


Art.  lól. 

El  juez  del  departamento  dará*  posesión  al  rejistra- 
<lor  nombrado,  quien  recibirá  en  el  acto  por  inventario 
y  :í  presencia  dei  escribano  del  juzgado,  les  libros  y 
íloci.iiiv'i- 1  «  de!  archivo.  El  inventario  seestendoní  por 
duplicado,  se  firmará  por  el  juez  y  el  rpjistrador  y  «te 
autorizará  por  el  escribano.  Un  ejemplar  del  inventa- 
rio se  conservara*  en  el  archivo  del  juzgado,  y  otro  en  ei 
del  rejistro. 

Art.  155. 

En  cada  rejistro  habrá*  los  oficiales  ó  ausiliares 
que  el  rejistrador  necesite,  nombre  y  retribuya,  los  cua- 
les desempeñarán  los  trabajos  que  aquel  les  encomien- 
de, entendiéndose  siempre  bajo  la  esclusiva  responsa- 
bilidad del  mismo  rejistrador. 

Art.  156. 

Los  rejistradores  no  podrán  ser  removidos  sino  por 
sentencia  judicial.  El  Gobierno  podrá  trasladarlos  a  o- 
tro  departamento,  pero  precediendo  la  anuencia  de  los 
rejistradores. 

Art.  157. 

Los  rejistradores  no  podrán  ausentarse  del  lugar  del 
rejistro,  ni  separarse  de  sus  funciones,  aunque  conti- 
núen residiendo  en  el  mismo  luirar.  sin  previa  licencia 
del  juez  del  departamento,  Quien  podrá  concederla  ca- 
lificando la  causa,  hasta  por  el  termino  de  d<»s  meses. 
Si  la  licencia  hubiere  de  exceder  do  este  termino,  de- 
berá concederla  la  Corte  de  Justicia. 

Art.  158. 

Las  prohibiciones  de  actuar  establecidas  por  las 
leyes  para  los  escribanos,  comprenderán  también  á  los 
rejistradores.    En  estos  casos  y  en  los  de  falta  acciden- 
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tal  ó  temporal,  los  rej i .stradores  serán  reemplazados  por 
sus  sustitutos. 

Al  efecto,  los  mismos  rejistradoi  es,  después  de  ha- 
ber ingresado  al  desempeño  de  sn.  oficio,  nombrarán,  con 
aprobación  del  juez  del  departamento,  un  sustituto,  pu- 
liendo serlo  alguvtc  de  los  oficiales  del  mismo  rejistro  lí 
o  'á  persona  idónea. 

Art.  159. 

Lda  icjistradores  formarán  y  remitirán  al  juez  del 
respectivo  departamento,  dentro  de  los  dos  primeros  me- 
ses de  cada  año,  dos  cuadros  por  duplicado,  relativos  al 
año  anterior,  que  contendrán: 

El  primero  las  enajenaciones  de  fincas  y  su  precio, 
con  separación  de  rusticas  y  urbanas;  los  derechos  rea- 
les impuestos  sobre  ellas  y  su  valor  si  constare,  con  se- 
paración de  las  hipotecas;  numero  de  fincas  hipotecadas; 
importe  de  los  capitales  asegurados  con  ellas,  y  cance- 
laciones verificadas. 

El  segundo  comprenderá  el  numero  de  préstamos  y 
sus  plazos,  capitales  asegurados  é  intereses  estipulados. 

Estos  cuadros  se  formarán  con  arreglo  á  los  ad- 
juntos modelos  números  3?  y  4? 

Art.  160. 

Los  cuadros  de  que  habla  el  artículo  anterior  se- 
rán revisados  por  el  juez  del  departamento,  quien  con 
el  informe  que  estime  conveniente  los  remitirá  á  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia.  La  misma  Corte  dictará  en 
su  vista  la  providencia  que  juzgue  oportuna,  y  con  las 
observaciones  á  que  dieren  mérito,  dirijirá  un  ejemplar 
al  Ministerio  de  Justicia  para  su  conocimiento,  y  para 
que  sean  publicados  en  el  periódico  oficial. 

Art.  161. 

Los  rejistradores  abrirán  á  cada  finca  inscrita  un 
índice  en  el  cual  irán  asentando  los  actos  que  á  ella 
se  refieran,  por  el  órden  sucesivo  en  que  se  vayan  prac- 
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t ¡cando  en  el  rejistro. 

Cada  íinca  se  designara*  con  el  numero  que  tuviere 
en  el  rejistro,  espresáudoso  su  situación  y  su  nombre, 
si  lo  tiene. 

Se  dejará  una  columna  á  la  derecha  de  'a  ?lam<. 
del  índice,  con  el  espacio  suficiente  para  designa»*  den  • 
tro  de  ella  los  números  del  libro,  folio  6  inscripción  á 
([iie  se  haga  referencia  en  la  nota  tomada  en  el  cuer- 
po de  la  plana. 

De  todos  los  pliegos  de  cada  índice  se  formará  un 
cuaderno,  y  reuniéndose  todos  los  cuadernos  se  formará 
el  índice  jeneral  de  cada  año. 

Art.  162. 

Los  rejistradores  tendrán  abiertas  sus  oficinas  en 
dias  no  festivos,  á  horas  determinadas,  por  lo  menos  tres 
en  la  mañana  y  dos  en  la  tarde. 

Art.  163. 

Los  rejistradores  se  sujetarán  estrictamente  en  la 
redacción  de  los  asientos,  notas  y  certificaciones  á  las 
prescripciones  de  esta  ley  y  á  los  modelos  (pie  la  acom- 
pañan. 


SECCION  2  f 
K<  *peii*abilidad  <l«  los  rejifttradorc*. 


Art.  16-1. 

Los  rejistradores  responderán  civilmente  de  todos  los 
daños  y  perjuicios  que  ocasionen  á  los  interesados: 

1.° — Por  «o  poner  en  el  diario  el  asiento  de  pre- 
sentación, en  el  acto  de  presentarse  el  título,  ó  á  mas 
tardar  dentro  de  veinticuatro  horas  y  antes  de  cualquic- 


ra  otro  asiento  que  posteriormente  se  solicite. 

2.  °  — Por  no  hacer,  por  denegar  ó  retardar  indebi- 
damente alguna  inscripción  ú  otro  asiento  en  el  re- 
jistro. 

3.  °  —Por  error,  omisión  ó  inexactitud,  cometidos  en 
inscripciones,  cancelaciones,  anotaciones  preventivas  6 
notas,  ó  en  las  certificaciones  que  espidieren. 

i.  °  — Por  cancelar  alguna  inscripción,  anotación  pre- 
ventiva ó  nota,  sin  el  título  ó  solicitud  del  interesado 
que  pueda  pedir  la  cancelación. 

5.  °  — Por  no  espedir  dentro  de  su  término  las  cer- 
tificaciones que  se  les  pidieren. 

6.  °  — Por  no  recabar  de  las  partes,  no  custodiar  ó 
no  llevar  con  el  debido  arreglo  los  documentos  que  de- 
ben obrar  en  el  archivo. 

Art.  165. 

El  rejistrador  y  su  sustituto  serán  solidariamente 
responsables  de  las  indemnizaciones  á  que  puedan  dar 
lugar  los  actos  del  mismo  sustituto. 

Art.  166. 

Los  errores,  inexactitudes  ií  omisiones  espresados 
en  el  artículo  precedente,  no  serán  imputables  al  rejis- 
trador cuando  procedan  del  título  inscrito  y  no  hayan 
podido  ser  conocidos  por  el  mismo  instrumento. 

Art.  167. 

El  que  por  error,  neglijencia  ó  malicia  del  rejistra- 
dor aparezca  en  el  rejistro  exonerado  de  alguna  obli- 
gación ó  gravámen  inscrito,  quedará  no  obstante  respon- 
sable á  dicha  obligación  ó  gravámen;  mas  por  la  parte 
que  en  él  no  pueda  hacerse  efectiva  y  por  los  daños  y 
perjuicios  que  por  tales  actos  u  omisiones  se  hayan  o- 
casionado  al  acreedor,  será  responsable  el  rejistrador  que 
hubiere  incurrido  en  ellos. 
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Ait.  1G8. 

El  juez  del  departamento  á  que  corresponda  ei 
rejistro  será  el  único  competente  para  conocer  de  las  de- 
mandas que  por  dailos  y  perjuicios  procedan  centra  el 
rejistrador  que  los  hubiere  ocasionado,  siempre  que  aun 
este'  á  su  cargo  el  mismo  rejistro  ó  el  se  encuentre  ea 
el  departamento. 

Art.  1G9. 

Las  infracciones  de  esta  ley  cometidas  por  los  re- 
gistradores, aunque  no  causen  perjuicio  á  tercero  ni  cons- 
tituyan delfto,  serán  castigadas  con  multa  de  cinco  á 
cincuenta  pesos. 

La  multa  será  impuesta  sin"  ulterior  recurso  por  el 
juez  del  departamento  á  que  corresponda  el  rejistro,  y 
sin  mas  trámites  (pie  las  dilijencias  necesarias  para  a- 
veriguar  el  Lecho. 

El  importe  de  las  multas  ingresará  á  los  fondos  de 
justicia.  ' 

Art.  170. 

Le  dispuesto  en  los  artículos  1G5  y  1G7  en  cuanto 
á  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  sujeción  á  mul- 
tas, no  obstará  á  la  imposición  de  la  pena  que  en  caso 
de  delito  proceda  conforme  á  las  leyes. 

Art.  171. 

Condenado  el  rejistrador  á  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios,  si  en  el  término  de  un  mes  contado  des- 
de la  notificación,  no  acreditare  haberlos  pagado  ó  estar 
á  derecho  con  la  parte  perjudicada,  será  suspendido  por 
el  juez. 

Cuando  un  rejistrador  fuere  condenado  á  la  vez  á 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  al  pago  de 


inulta,  se  pagarán  de  preferencia  los  primeros. 


Art.  173. 

El  que  habiendo  instaurado  demanda  por  daños  y 
perjuicios  contra  algún  rejistrador,  no  la  continuare  den- 
tro de  noventa  días,  se  entenderá  que  renuncia  su  de- 
recho. 

Art.  174. 

Serán  causas  para  la  remoción  de  los  registradores: 

1. 73  — Haber  contraído  alguna  enfermedad  habitual, 
incompatible  con  el  ejercicio  del  caigo. 

2.  tí  — Haber  perdido  los  derechos  de  ciudadano. 

3. 03 — Haberse  hecho  indigno  de  ejercer  el  cargo, 
por  conducta  viciada  ó  neglijencia  habitual  en  el  desem- 
peño de  sus  deberes. 

4. 83  — Ausentarse  del  lugar  donde  radique  el  rejistro, 
sin  la  correspondiente  licencia 

5. 03  — Haber  sufrido  tres  correcciones  disciplinarias 
por  razón  de  oficio. 

6. 03  — No  haber  satisfecho  dentro  de  tres  meses  los 
daños  y  perjuicios  á  que  hubiere  sido  condenado  por 
sentencia  ejecutoria. 

Además,  si  el  rejistrador  permitiere  que  se  saquen 
deja  oficina  los  libros  del  rejistro,  sufrirá  por  la  prime- 
ra vez  la  multa  en  su  grado  máximo,  y  en  caso  de  rein- 
cidencia será  removido  del  cargo. 


SECCION  3  í3 
Honorarios  de  los  rejistradores. 


Art.  175. 

Los  rejistradores  tendrán  derecho  á  cobrar  honora- 
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nos  con  sujeción  estricta  ;il  arancel  (iuc  aoompafia  a 
esta  ley. 

Art.  170. 

No  ocasionarán  honorarios  los  actos  ó  dilijencias 
que  no  los  tengan  asignados  en  dicho  arancel. 

Art.  177. 

Los  honorarios  del  rejistrador  se  pagaran  por  aquel 
ó  aquellos  á  cuyo  favor  se  inscriba  ó  anote  un  derecho, 
ó  se  cancele  algún  asiento. 

(  uando  fueren  varios  los  obligados  al  pago  de  ho- 
DOrarioS,  el  rejistrador  podrá  cxijirlos  de  cualquiera  de 
ellos,  quedando  á  salvo  el  derecho  del  (pie  hubiese  pa- 
gado, para  repetir  de  los  demás  interesados  la  parte  (pie 
respectivamente  les  corresponda, 

Art.  178. 

En  la  exacción  de  honorarios  de  los  registradores  se 
procederá  por  la  vía  de  apremio;  pero  por  falta  de  pa- 
go nunca  se  suspenderá  ni  denegará  el  asiento  soli- 
citado. 

Art.  179. 

Al  pié  de  todo  asiento  ó  certificación  que  haya  de- 
vengado honorarios  pondrá  el  rejistrador  el  importe 
de  los  que  haya  cobrado,  citando  el  numero  del  arancel 
con  arreglo  al  cual  los  haya  exijido. 

Art.  180. 

Si  en  virtud  del  mismo  título  que  se  hubiere  pre- 
sentado á  la  inscripción  se  rectificare  un  error  de  cual- 
quiera especie  cometido  por  el  rejistrador,  no  devengará 
este  honorarios       el  asiento  de  rectificación. 

Kn  caso  de  necesitarse  un  título  nuevo  para  rectificar 
el  asiento  estendido.  pagarán  los  interesados  los  gastos 


ele  la  nueva  inscripción  y  los  deinás  que  la  rectificación 
ocasione. 

Art.  181. 

i 

Cuando  el  valor  de  la  finca  ó  derecho  a*  que  se  re- 
fiere el  asiento  ó  la  certificación  no  excediere  de  diez 
mil  pesos  ni  bajare  de  mil,  los  rejistradores  percibirán 
la  cantidad  fija  que  determine  el  arancel.  Lo  mismo 
cobrarán  cuando  no  constare  el  valor  de  la  finca  ó  de- 
recho, objeto  del  asiento;  pero  si  evidentemente  apa- 
reciere que  dicho  valor  es  menor  de  cien  pesos,  se  co- 
brará lo  correspondiente  á  esta  cuantía. 

Si  excediere  de  diez  mil,  cobrarán  la  cuarta  parte 
mas  de  lo  que  señale  el  arancel. 

Si  no  excediere  de  mil  pesos  ni  bajare  de  cien, 
percibirán  la  octava  parte  menos  de  lo  designado  en 
el  arancel, 

Si  bajare  de  cien  solo  cobrarán  la  cuarta  parte  de  los 
honorarios  designados  en  el  mismo  arancel. 


DISPOSICIONES  TRANSITORIAS. 


1.* 

Dentro  del  año  siguiente  al  dia  en  que  comience  á 
rejir  la  ley,  los  que  tuvieren  derechos  adquiridos  con 
anterioridad  á  ese  dia,  y  sujetos  á  inscripción  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  título  1  9  de  la  misma,  deberán  o- 
currir  á  inscribirlos  en  los  respectivos  rejistros. 

Entre  tanto,  no  tendrá  lugar  lo  dispuesto  respecto 
al  título  inscrito  en  el  artículo  31,  §  2.  °  de  la  ley  á 
menos  que  se  haya  inscrito  precediendo  el  procedimien- 
to de  liberación. 

Las  hipotecas  existentes  é  inscritas  en  los  antiguos 
rejistros  continuarán  surtiendo  sus  efectos  con  arreglo 
á  la  lejislacion  anterior. 
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2. « 

Los  que  conforme  d  la  disposición  precedente  y  den- 
tro del  año  espresado,  hubieren  de  inscribir  la  propiedad 
de  un  inmueble,  deberán  liberarla  de  los  derechos  y 
gravámenes  que  puedan  pesar  sobre  di,  de  la  manera 
siguientefc^tbeoJfc*  oit  i!oi*> 

Se  presentaran  ante  el  juez  del  departamento  ó  an- 
te el  alcalde  del  lugar  donde  radique  el  inmueble,  pi- 
diendo se  emplace  á  los  que  puedan  tener  algún  dere- 
cho, sobre  dicho  inmueble,  por  medio  de  edictos  (pie  se 
fijaran  y  publicaran  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 22  de  la  ley,  y  personalmente  si  hubiere  cono- 
cido algún  interesado.  Los  edictos  permanecerán  fijados 
por  el  tdrmino  de  treinta  dias,  y  dentro  de  di  se  prac- 
tica nín  las  dilijencias  de  la  citación  personal,  si  hubiere 
de  hacerse.         bit  eo«»4ft  'tonq 

La  competencia  del  juez  ó  alcalde  la  determinará  la 
mayor  ó  menor  cuantía  del  inmueble  que  se  trate  de 
inscribir,  conforme  a*  lo  establecido  para  el  juicio  verbal 
ó  escrito,  y  aunque  no  ocurra  oposición  de  parte. 

Trascurrido  el  tdrmino  de  treinta  dias  que  durarán 
fijados  los  edictos,  y  no  ocurriendo  oposición  acerca  de 
la  propiedad  misma,  el  juez  ó  alcalde  declarará  proce- 
dente la  inscripción  solicitada.  El  actuario  estenderá 
certificación  literal  de  la  providencia,  y  en  relación  de 
lo  sustancial  y  conducente  del  espediente.  En  vista  de 
esta  certificación,  el  rejistrador  procederá  á  practicar 
la  inscripción  de  propiedad  que  corresponda.  La  cer- 
tificación se  archivará  en  la  oficina  del  rejistro,  con  es- 
presión  de  estar  rejístrada  en  tal  libro  y  folio. 

Esta  inscripción  precederá  á  cualquiera  otra  relati- 
va al  inmueble  de  que  se  trate.  Oí  aofftt 

t  A  consecuencia  de  los  edictos  y  de  la  citación  per- 
sonal cu  su  caso,  quedará  la  finca  liberada. 

&* 

Si  durante  el  procedimiento  apresado,  ocurriere  o- 

posieion  acerca  de  la  propiedad,  se  suspenderá  la  ins- 
cripción, se  seguirá  la  contienda  en  juicio  ordinario,  y 
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cuando  haya  recaído  sentencia  firme,  decidiendo  quién 
sea  el  propietario,  se  certificará  esta,  precediéndose  á 
hacer  la  inscripción  á  favor  de  quien  corresponda,  en 
los  mismos  términos  de  la  disposición  anterior. 

Cuando  la  oposición  \ersare  sobre  algún  gravámen  ú 
otro  derecho  real  que  no  sea  el  de  dominio,  el  juez 
mandará  hacer  la  inscripción  de  la  manera  anterior- 
mente indicada,  y  ordenando  la  anotación  preventiva 
de  la  reclamación  del  opositor  conforme  al  artículo  95, 
n.  °  1.  °  ,  sustanciará  y  decidirá  la  oposición,  haciendo 
la  declaratoria  que  proceda.  La  anotación  durará  hasta 
las  resultas  del  juicio. 

Si  fueren  varias  las  redamaciones  que  se  ejercitaren, 
ya  sea  sobre  un  derecho  real,  ya  sobre  la  conversión 
de  una  hipoteca,  se  sustanciarán  en  un  solo  juicio,  á* 
menos  que  se  presente  incompatibilidad  en  la  acumu- 
lación de  las  acciones  deducidas. 

Si  se  declarare  el  derecho  deducido  por  el  opositor,  se 
mandará  convertir  en  inscripción  la  anotación  preven- 
tiva de  su  demanda,  ó  que  se  cancele  en  caso  contrario. 

4.  53 

Podrán  pedir  anotación  preventiva  dentro  del  año 
espresado,  y  respecto  de  los  derechos  que  hayan  adquirido 
antes  del  dia  en  que  comience  á  rejir  la  ley,  los  compren- 
didos en  los  números  1.  °  2.  °  3.  °  y  4.  °  del  artículo  95 
de  la  misma,  y  los  acreedores  espresados  en  el  numero 
5  P  de  dicho  artículo. 

Podrán  pedir  también  la  anotación,  de  conformidad 
con  el  artículo  19  aquellos  que  hubieren  presentado  á 
la  inscripción  el  título  de  un  derecho  anterior  ai  dia 
espresado,  y  que  les  fuere  devuelto  sin  inscribirse  por 
tener  alguna  falta  subsanable  ó  insubsanable. 

5.  ^    .  -v 

Los  que  á  la  fecha  en  que  empiece  á  rejir  la  ley, 
tuvieren  á  su  favor  derecho  de  dominio,  y  carecieren  de 
título  autentico  que  lo  compruebe,  podrán  inscribir  su. 
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dominio  justificando  su  adquisición  con  las  formalida- 
des siguientes. 

El  interesado  se  presentara  ante  alguno  de  los  fun- 
cionarios espresados  en  el  párrafo  2.°  de  la  disposi- 
ción 2.  rt ,  solicitando  se  haga  el  emplazamiento  deque 
allí  mismo  se  trata. 

Tasado  el  termino  de  los  edicto;*  y  no  ocurriendo 
oposición,  el  juez  ó  alcalde  recibirá  justificación  acerca 
de  los  hechos  (pie  comprueben  la  propiedad  que  se  tra- 
te de  inscribir:  dicha  justificación  se  recibirá  con  audien- 
cia del  síndico  municipal.  El  juez  ó  alcalde  apreciará 
según  el  criterio  racional  las  pruebas  rendidas,  y  en  con- 
secuencia declarará  haber  ó  no  lugar  á  la  inscripción 
solicitada. 

Decretada  esta  por  sentencia  firme,  se  certificara  la 
providencia  y  se  practicará  lo  demás  (pie  espresa  el  pár- 
rafo 4.  °  de  la  disposición  2.  a 

Si  se  presentare  oposición,  se  seguirá  la  contienda 
en  juicio  ordinario,  y  cuando  haya  recaído  sentencia  fir- 
me, se  practicará  lo  prescrito  en  dicho  párrafo  l.  1  de 
la  disposición  2.  rt 

G.« 

Tratándose  de  inscribir  otro  derecho  real  que  no  sea 
el  de  dominio  y  (pie  no  conste  en  título  escrito,  se  prac- 
ticarán previamente  los  procedimientos  espresados  en 
la  disposición  anterior,  excepto  la  publicación  de  edic- 
tos, y  en  vez  de  citar  al  síndico  municipal,  se  citará 
al  propietario  del  inmueble  á"  qué  B6  refiera  el  derecho 
real  que  se  trata  de  inscribir. 

Si  hubiere  oposición  de  parte  del  propietario,  pro- 
cederá lo  prescrito  en  el  párrafo  ultimo  do  la  disposición 
anterior. 

7. « 

Pasado  el  ano  podrán  también  inscribirse  los  dere- 
chos de  que  hablan  las  dos  disposiciones  precedentes, 
practicándose  las  dilijencias  que  respectivamente  se  pres- 
criben en  clla\  excepto  en  todo  ca*o  la  publicación  de 
lt^  edictos. 


» 

No  será  motivo  para  denegar  la  inscripción  de  los 
títulos  anteriores  al  dia  espresado  ei  no  contener  algunas 
de  las  circunstancias  requeridas  para  la  inscripción  en 
el  artículo  10,  siempre  que  consten  por  los  mismos  tí- 
tulos quienes  sean  los  interesados,  la  designación  clara 
del  inmueble  y  el  derecho  sobre  él  constituido. 

Cuando  el  que  ocurra  á"  inscribir  algún  derecho  real 
adquirido  con  anterioridad  al  indicado  dia,  no  hallare 
aun  inscrita  la  propiedad  del  inmueble  á  que  tal  dere- 
cho se  refiera,  podrá  aprovecharse  de  los  medios  que 
al  efecto  franquea  el  artículo  23  §  2.  c 

Las  costas  judiciales  y  los  honorarios  del  registra- 
dor serán  de  cuenta  del  propietario. 

10. 

Podrá  también  inscribirse  la  posesión  de  los  inmue- 
bles ó  derechos  reales,  mediante  información  en  que  se 
haga  constar  haberse  poseído  á  nombre  propio  el  inmue- 
ble ó  derecho  cuya  posesión  se  trata  de  inscribir,  y  el 
tiempo  de  posesión  trascurrido.  La  información  se  ins- 
truirá con  audiencia  del  síndico  municipal,  si  se  tratare 
de  la  posesión  del  inmueble  y  con  la  del  propietario  si 
de  la  de  algún  derecho  real.  En  vista  de  la  justifica- 
ción que  se  adujere  y  calificando  su  mérito  por  el  cri- 
terio racional,  el  juez  ó  alcalde  declarará  haber  lugar  ó 
no  á  la  inscripción  solicitada,  En  las  dilijencias  sub- 
siguientes á  la  declaratoria  judicial,  y  en  los  casos  de 
oposición  de  parte  se  procederá  conforme  á  lo  preve- 
nido en  los  párrafos  4.  °  de  la  disposición  2.  d  y  1.  °  y 
3.  °  de  la  disposición  3.  rt 

Las  inscripciones  de  posesión  serán  sin  perjuicio  de 
otro  mejor  derecho,  y  podrán  practicarse  también  después 
de  dicho  año. 


—  ir, i  _ 


11. 

Los  que  con  anterioridad  al  día  en  que  comience  á 
rejir  esta  ley  tuvieren  a*  su  favor  alguna  hipoteca  legal, 
podran  exijir  dentro  del  término  de  un  año,  á  contar  des- 
de el  propio  dia,  que  la  persona  obligada  constituya  é  ins- 
criba, en  subrogación  de  la  hipoteca  tácita,  una  especial, 
suficiente  para  responder  del  importe  de  la  obligación.  Los 
tutores,  y  los  curadores  que  administren  bienes,  podrán 
hacer  la  elección  que  les  permite  el  artículo  88. 

12. 

Si  el  importe  de  la  obligación  no  fuere  determinado  ó 
líquido,  se  lijará  de  común  acuerdo  entre  los  interesados  ó 
sus  representantes  lejítimos  para  el  efecto  de  señalar  la 
cuantía  de  la  hipoteca  especial  que  haya  de  constituirse. 

No  habiendo  avenencia  entre  los  interesados  sobre  la 
cuantía  de  la  obligación  ó  el  importe  de  los  bienes  que  el 
deudor  ofrezca  hipotecar  espresamcute.  el  juez  decidirá  la 
contienda  por  la  via  sumaria,  con  las  justificaciones  (pie 
las  partes  puedan  aducir. 

13. 

Cu. indo  aquel  á  quien  so  exija  la  hipoteca  espresa 
negare  la  obligación  de  constituirla,  se  ventilará  y  decidi- 
rá la  contienda  en  via  ordinaria.  El  acreedor  podrá  pedir 
anotación  preventiva  de  su  demanda  en  los  bienes  del  de- 
mandado, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  numero  1.°  del 
artículo  !'•*>. 

11. 

No  teniendo  el  (h-udor  bienes  suficientes  en  rjue 
constituir  la  hipoteca  e-presu.  la  constituirá  sobre  los 
que  tenga,  y  por  la  parte  á  que  no  alcancen  ó  no  tenien- 
do ningunos,  quedará  obligado  ¡í  constituir  la  que  corres- 
ponda en  los  inmuebles  que  adquiera  en  lo  sucesivo; 
quedando  a*  salvo  el  ejercicio  de  la  acción  personal  del 
acreedor. 


o 
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15. 

Los  que  el  dia  en  que  comience  á  rejk  la  ley  ten- 
gan á  su  favor  alguna  acción  rescisoria  ó  resolutoria 
procedente  de  derechos  que  sin  estar  inscritos  no  han 
de  surtir  efecto  en  adelante  contra  tercero,  conforme  á 
los  artículos  17  y  33,  podrán  ejercitarla  dentro  del  año 
espresado  en  las  disposiciones  anteriores,  si  antes  de  ha- 
cerlo no  hubiese  prescrito. 

Si  los  derechos  anteriormente  espresados  no  fueren 
cxijibles  dentro  de  dicho  termino,  podrá  el  que  los  ten- 
ga á  su  favor  hacerlos  constar  por  medio  de  inscrip- 
ción en  el  rejistro. 

16. 

Las  inscripciones  de  los  derechos  espresados  en  las 
disposiciones  1. 03  á  9. 03  inclusive,  anteriores  al  dia  en 
que  empiece  á  rejir  la  ley  y  verificadas  dentro  del  año 
susodicho,  surtirán  sus  efectos  desde  el  dia  en  que  co- 
menzaron d  existir  tales  derechos  y  con  arreglo  d  la  le- 
gislación anterior. 

Las  que  se  hicieren  pasado  el  año  los  surtirán  des- 
de el  dia  en  que  fueren  practicadas. 

De  la  misma  manera  las  hipotecas  especiales  que 
en  sustitución  de  las  legales  se  constituyan  dentro  del 
espresado  término  do  un  año,  y  las  condiciones  resci- 
sorias  ó  resolutorias  que  se  inscriban  conforme  á  la  dis- 
posición anterior,  surtirán  su  efecto  desde  la  fecha  en 
que,  con  arreglo  á  la  lejislacion  precedente,  han  debi- 
do producirlo  la  hipoteca  legal  y  los  derechos  ins- 
critos, para  lo  cual  deberá  fijarse  esa  fecha  en  la  ins- 
cripción. 

Pasado  el  año  no  surtirán  efecto  contra  tercero  si- 
no desde  la  fecha  de  la  inscripción. 

'  '  17..       ..      :o>r  .     «  \-r-^ 

Estarán  obligados  á  pedir  se  convierta  en  hipote- 
ca espresa  la  legal  que  corresponde  á  la  mujer  casada, 
hijos  de  familia,  menores  y  demás  incapacitados,  las 
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mismas  personas  que  respectivamente  deben  pedir  la 
constitución  de  hipoteca  ó  inscripción  de  bienes  con- 
forme á  los  artículos  78,  84  y  85  de  la  ley. 

Los  funcionarios  públicos,  escribanos  y  rejistrado- 
,'f>  t»  ndrán.  para  pedir  la  conversión  de  las  hipotecas 
anteriormente  espresadas,  el  mismo  deber  que  parape- 
dir  su  constitución  les  imponen  los  artículos  1)3  y  91. 

18. 

Para  inscribir  las  hipotecas  especiales  en  (pie  se 
hubieren  convertido  las  legales,  se  presentará  el  título 
en  que  conste  la  conversión:  en  su  delecto  será  indis- 
pensable mandamiento  judicial. 

19. 

Los  que  el  din  en  que  la  ley  empiece  á  rojir 
tuvieren  adquiridos  bienes  inmuebles  'por  herencia  ó  lc- 
gado,  y  hubieren  de  inscribir  su  propiedad  dentro  del 
ano  siguiente  al  dia  expresado,  deberán  llenar  previa- 
mente los  requisitos  que  exijo  el  artículo  2- de  la  mis- 
ma ley,  á  electo  de  (píelos  que  se  crean  con  algún  de- 
recho sobro  dichos  bienes  ocurran  á  deducirlo. 

Si  mediante  aquel  procedimiento  ocurriere  oposi- 
ción, se  decidirá  esta  por  los  tribunales  y  se  practicara* 
lo  dispuesto  en  la  ¡i.  rt  de  estas  disposiciones.  No  ocur- 
riendo ((posición,  se  entenderán  liberados  los  bienes  de: 
cualquier  gravamen,  carga  6  derecho  (pie  los  afecte,  y 
se  procederá  á  la  inscripción:  esta  perjudicará  á  tercero 
desde  su  fecha. 

Por  el  lapso  del  año  prefijado  sin  deducirse  nin- 
gún derecho  á  los  bienes  adquiridos  por  herencia  ó  le- 
gado, se  considerarán  estos  liberados  por  ministerio  de 
la  ley,  bji  ser  necesario  ningún  procedimiento,  y  en 
consecuencia  podrá  hacerse  la  inscripekn  de  propiedad 
que  se  solicite. 

Los  que  cu  concepto  de  jueces  ó  escribanos  ten- 
gan á  mí  cargo  al  promulgare  la  ley  los  actuales  oficios 
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(le  hipotecas,  procederán  a*  formar  índices  de  las  fincas 
que  en  sus  respectivos  oficios  conste  estar  gravadas  con 
hipotecas  no  canceladas. 

Habrá  tantos  índices  cuantos  sean  los  departamen- 
tos á  que  pertenezcan  las  tincas  cuyas  hipotecas  apa- 
rezcan rejistradas;  y  en  cada  índice  abrirán  á  cada  finca 
hipotecada  una  sección  en  que  literal  y  sucesivamente 
copiarán  las  inscripciones  no  canceladas  relativas  á  la 
misma;  así  como  las  cancelaciones  parciales  que  á  ellas 
se  refieran. 

21. 

El  dia  en  que  deba  empezar  á  rejir  la  ley,  los  jueces 
y  escribanos  de  que  habla  la  disposición  anterior,  de- 
berán remitir  á  los  rejistradores  nombrados  los  índices 
relativos  á  las  fincas  correspondientes  á  los  departa- 
mentos cuyos  rejistros  van  á  quedar  á  su  cargo,  deposi- 
tando copia  autorizada  de  los  índices  que  remitan  en 
el  archivo  del  juzgado  del  departamento  en  que  el  juez 
ó  escribano  hubiere  funcionado  como  anotador  de  hipo- 
tecas. 

Los  rejistradores  conservarán  en  los  archivos  de 
sus  rejistros  los  índices  espresados,  y  cuando  se  haya 
inscrito  la  propiedad  de  alguna  finca  comprendida  en 
alguno  de  aquellos  índices,  procederán  de  oficio  y  á  costa 
de  la  parte  interesada  á  trascribir  literalmente  y  como 
inscripción  hipotecaria  el  asiento  ó  asientos  relativos  á 
la  misma  finca. 

Los  índices  serán  exhibibles  á  todos  los  que  se  in- 
teresen en  consultarlos,  y  de  sus  asientos  deberán  dar 
los  rejistradores  las  certificaciones  que  se  les  pidan. 

22. 

El  dia  en  que  esta  ley  comience  á  rejir  quedarán 
cerrados  los  actuales  libros  de  los  oficios  de  hipotecas. 
A  este  efecto,  los  jueces  de  los  departamentos  en  que 
se  hayan  llevado  dichos  libros,  estenderán  al  pie'  del  ul- 
timo asiento  del  comente  dilijencia  espresiva  del  nu- 
mero de  libros  correspondientes  al  mismo  oficio,  de  las 


fojaa  útiles  que  contonean,  y  de  quedar  entregados  al 
rejistrador  nombrado  para  cada  departamento. 

La  espresada  dilijencia  será  firmada  por  el  juez  y 
sellada  con  el  sello  de  su  juzgado;  la  firmarán  también 
el  rejistrador  que  se  -hiciere  carpo  del  rejistro  y  de  los 
libros  indicados,  el  escribano  á  cuyo  caigo  hubieren  es- 
tado, en  su  caso,  y  el  escribano  del  juzgado  ó  testigos 
de  asistencia  que  deberán  concurrir  á  autorizar  el  acto. 

El  rejistrador  guardará  en  su  oficina  los  libros  que 
se  le  entreguen  con  las  precauciones  necesarias  para 
la  conservación  y  seguridad  de  los  mismos,  y  deberá 
espedir  las  certificaciones  que  se  le  pidan  de  lo  que  cu 
ellos  conste  ó  no  conste. 

23. 

Si  el  Gobierno  conceptuare  que  no  puede  estable- 
cerse desde  luego  el  rejistro  en  alguno  6  algunos  de- 
partamentos, acordará  la  agregación  de  dichos  rejistros 
al  del  departamento  mas  cercano,  en  donde,  con  !a  de- 
bida, separación,  se  llevaran  los  libros  correspondientes 
al  departamento  ó  departamentos  anexados. 


DISPOSICION  JENBRAL. 

La  ley  sobre  el  rejistro  civil  de  la  propiedad  y  las 
disposiciones  transitorias  á  ella  anexas,  conienzanín  á 
rejir  el  dia  que  al  promulgarlas  señale  el  Gobierno 
quedando  en  Consecuencia  derogadas  todas  las  leyes  que 
{"f"  0  especialmente  se  opongan  al  exacto  cumplimien- 
to de  la  misma  ley  ó  de  las  anteriores  disposiciones. 


